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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo Echenique.      
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Transportes, señor Cristian Bowen Garfias.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.


Al comenzar, junto a expresarles a los representantes de la Confederación Nacional de Taxis de Chile que son muy bienvenidos e invitarles a presenciar la sesión, les pedimos evitar manifestaciones, para poder aplicar adecuadamente el Reglamento.



Muchas gracias.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 50ª y 51ª, ordinarias, en 8 y 9 de septiembre de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los tres primeros hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1) El que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



2) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos ilícitos (boletín N° 9.885-07).



3) El que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



Con los otros cinco hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los asuntos que se señalan a continuación:



1) Proyecto de ley que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y de tortura reconocidas por el Estado de Chile (boletín N° 10.196-17).



2) Proyecto que extiende la aplicación de la ley N° 20.243, que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de intérpretes de ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (boletín N° 9.889-24).



3) Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (boletín Nº 8.353-19).



4) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



5) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (boletín N° 9.834-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo comunica que se ausentará del país entre los días 24 y 29 del mes en curso para asistir a la Asamblea General de las Naciones Unidas en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Con el tercero solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile, en la vacante que dejó la renuncia del señor Enrique Marshall Rivera, al señor Mario Marcel Cullell, haciendo presente para tal efecto la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.833-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero da a conocer que acordó designar a los miembros de su Comisión de Hacienda a fin de que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2016.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Con el segundo expresa que tomó conocimiento de la aprobación parcial por parte del Senado de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07) y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 2).



--Se toma conocimiento y se mandó agregar a sus antecedentes.



Con los tres siguientes expone que dio su aprobación a los proyectos que se indican:



1) El que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y de tortura reconocidas por el Estado de Chile (boletín N° 10.196-17) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y a la de Hacienda, en su caso.



2) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos ilícitos (boletín N° 9.885-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



3) El que modifica la Ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (boletín N° 9.890-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Con el último da a conocer que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín N° 7.616-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, acerca del proyecto de ley sobre publicidad vial (boletín N° 10.209-09).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copias autorizadas de las sentencias definitivas dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Inciso primero del artículo 492 del Código Penal.



-Artículos 277 y 279 del Código Penal.



-Artículo 62, inciso segundo, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



--Se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable señora Von Baer, relacionada con el regimiento de artillería N° 2 “Maturana”, comuna de La Unión.



Del señor Ministro de Agricultura:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Matta, relativa al proyecto que crea el Sistema Nacional y la Agencia Chilena para la Inocuidad y Calidad Alimentaria (ACHIPIA).



Contesta solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable señor García, sobre tramitación de reconocimiento oficial de la raza “Clavel”, de carne chilena, por el INIA de Carillanca.



De la señora Contralora (s) General de la República:


Remite, ante solicitud de información enviada en nombre del Honorable señor Navarro, los dictámenes emitidos a la fecha respecto del proceso de planificación y ejecución del censo de población y vivienda del año 2012.



Del señor Subsecretario de Hacienda:


Da respuesta a acuerdo del Senado referido a la adopción de medidas para disponer la exención del pago de impuestos en el caso de las actividades destinadas a recaudar fondos con fines sociales.



Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a los ítems o rubros en los cuales habría reducción de gastos si se trasladara el Congreso Nacional a la ciudad de Santiago.



De la señora Gobernadora Provincial de Malleco:


Absuelve consulta, en lo concerniente a su competencia, planteada por el Honorable señor Espina sobre la situación de un paciente hospitalizado en el hospital Mauricio Heyermann, comuna de Angol.



Del señor Director Ejecutivo del Consejo Regional de Atacama:


Informa la elección del señor Wladimir Muñoz Lagos como Presidente de dicho organismo.


Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:


Atiende petición de información, remitida en nombre del Honorable señor De Urresti, concerniente a la difusión de la iniciativa “La abeja va al colegio”.



Contesta solicitud, efectuada en nombre del Honorable señor Matta, para agilizar la declaración de Ciénagas de Name como zona prohibida de caza.



Del señor Gerente General de EFE:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable señor Espina, acerca de la situación de infraestructura de servicios de tren en la localidad de Púa, Región de La Araucanía.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes números 19.496 y 19.628, para regular la protección de la vida privada en lo relativo al envío de publicidad (boletín N° 10.133-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal, conforme a lo dispuesto en los artículos 89, letra c), y 7° transitorio del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación (boletín N° S 1.829-05) (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables señores Quintana y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que permite la transformación de institutos profesionales y centros de formación técnica en corporaciones reguladas por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil (boletín Nº 10.302-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señor Larraín, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República acoger las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a la Comisión creada para abordar la “agenda corta” que, entre otras medidas, permitiría solucionar la llamada “deuda histórica con el magisterio” (boletín N° S 1.832-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional



De la Honorable señora Goic, con la que comunica que se ausentará del país desde el día 16 del presente mes.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, ha llegado a la Mesa el siguiente documento:
Informe



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (boletín N° 9.816-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar, en el primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy las siguientes iniciativas, respectivamente:



a) Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín N° 7.616-06).



b) Proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, con la modificación de las disposiciones legales que indica (boletín N° 10.007-15), signado con el número 1.



c) Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín N° 8.207-07).



2.- Citar a sesión extraordinaria para mañana miércoles 16, entre las 10 y las 14, a fin de ocuparse en asuntos de la tabla, con la consideración, en el primer lugar del Orden del Día, del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal (boletín N° S 1.829-05), y, en segundo término, del proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (boletín N° 9.896-07).



3.- Tratar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile al señor Mario Marcel Cullell, conforme lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (boletín N° S 1.833-05).



Nada más.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar el acuerdo para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en forma simultánea con la Sala a fin de recibir en audiencia al señor Mario Marcel, propuesto como consejero del Banco Central.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conviene que al entrar a la discusión de los proyectos de ley sea posible abrir la votación, luego de lo cual ustedes pueden empezar.
El señor LAGOS.- Conforme.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá.
El señor COLOMA.- ¡Será algo condicional, entonces…!
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No. El punto ha sido expuesto en buenos términos.

El señor LAGOS.- Se fija un momento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo?

El señor COLOMA.- ¡La autorización se otorgará en el entendido de un cierto criterio…!
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cabe partir de la base de que al Senador señor Lagos y al Honorable señor Zaldívar, Presidente de la Comisión, los animará aquel que resulta adecuado.



Se accede.
)------------(
El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría.
El señor QUINTANA.- Pido que el plazo para formular indicaciones con relación al proyecto sobre los centros de formación técnica se extienda hasta el viernes 25 del mes en curso.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.
V. 
TIEMPO DE VOTACIONES
RECHAZO A PROCESO Y CONDENA EN VENEZUELA A SEÑOR LEOPOLDO LÓPEZ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado con las firmas de aproximadamente 25 señores Senadores, acerca del fallo condenatorio dictado en contra del señor Leopoldo López, fundador del partido venezolano Voluntad Popular (Véase en los Anexos, documento 12).


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.834-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 52ª, en 15 de septiembre de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En el texto se propone:



1. Manifestar rechazo al proceso y a la sentencia que condenó al señor Leopoldo López a trece años y nueve meses de cárcel, por haberse vulnerado las garantías del debido proceso y responsabilizarlo de hechos cuyos autores no han sido identificados.



2. Manifestar rechazo a las declaraciones del Gobierno de Venezuela respecto al comunicado emitido el 12 de septiembre por el Gobierno de Chile, debido a que este en ninguna circunstancia ha intentado inmiscuirse en asuntos internos de ese país y, por el contrario, solo se da lugar a una expresión respetuosa sobre derechos humanos y garantías fundamentales.



3. Solicitar a la Organización de Estados Americanos que ejerza sus buenos oficios con el objeto de que los ciudadanos Leopoldo López, Antonio Ledezma, Lorent Gómez Saleh, Gabriel Valles y Ronny Navarro sean puestos en libertad.



4. Solicitar a la Unión Interparlamentaria que pida al Gobierno de Venezuela el ingreso de observadores independientes al proceso eleccionario que se llevará a efecto en dicho país el día 6 de diciembre próximo, a fin de velar por su total transparencia y legalidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba.

RECURSOS PRESUPUESTARIOS PARA SITUACIÓN DE EXTRIPULANTES DESPLAZADOS DURANTE VIGENCIA DE LEY N° 19.713. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cabe también votar de inmediato los proyectos de acuerdo incluidos en el Tiempo de Votaciones, el primero de los cuales, presentado por los Honorables señoras Muñoz, Allende, Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, apunta a solicitar al señor Ministro de Hacienda que considere la destinación de recursos en el próximo Presupuesto anual de la Nación para abordar y resolver los problemas generados a los extripulantes desplazados durante la vigencia de la ley Nº 19.713.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.828-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 46ª, en 19 de agosto de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El documento expone que se requiere algún tipo de resarcimiento, ayuda o contribución para estas personas y sus familias, ya que se encuentran en una situación desmejorada, en comparación con compensaciones y ayuda estatal entregada a otros sectores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba.

MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.664, PARA RECONOCIMIENTO COMO FUNCIONARIOS DE PROFESIONALES DE SALUD EN ETAPA DE DESTINACIÓN Y FORMACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal para modificar la ley N° 19.664, con el fin de reconocer como funcionarios a todos los profesionales de la salud que inician la etapa de destinación y formación.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.831-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 51ª, en 9 de septiembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el caso en examen se considera la importancia en el ingreso a la etapa de destinación y formación que presentan tanto las comisiones de estudio como las becas para programas de perfeccionamiento o especialización que ofrezcan los servicios de salud o el Ministerio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba.
PROPUESTAS DE COLEGIO DE PROFESORES PARA SOLUCIÓN DE DEUDA HISTÓRICA CON MAGISTERIO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En la Cuenta de la presente sesión se incluye un proyecto de acuerdo en el que se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República acoger las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a la Comisión creada para abordar la “agenda corta”, la cual, entre otras medidas, permitiría solucionar la llamada “deuda histórica con el magisterio”.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.832-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 52ª, en 15 de septiembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el texto se hace hincapié en la voluntad de aprobar una iniciativa legal en la materia y se pide una respuesta a más tardar el 30 de septiembre próximo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba.
)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se ha solicitado autorizar la asistencia a la sesión del Subsecretario de Transportes, señor Cristián Bowen.



Si le parece a la Sala, se accederá.


--Se accede.
)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento, la Comisión de Educación solicita autorización para discutir en general y en particular, en el trámite del primer informe, las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley, en primer trámite, que autoriza la erección de un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier en la comuna de Lautaro (boletín N° 10.291-04).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite, que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los exmineros del carbón en la comuna de Coronel (boletín N° 9.876-24).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, así se acordará.


Acordado.

VI. ORDEN DEL DÍA

PROBIDAD EN EJERCICIO DE FUNCIÓN PÚBLICA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En conformidad a lo determinado por los Comités, corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre probidad en la función pública, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7.616-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.



Comisión Mixta: sesión 30ª, en 30 de junio de 2015.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Hacienda (certificado): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Hacienda: sesión 17ª, en 19 de mayo de 2015.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (complementario de su segundo informe): sesión 22ª, en 20 de mayo de 2015.



Mixta: sesión 52ª, en 15 de septiembre de 2015.



Discusión:



Sesiones 26ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión general); 28ª, en 5 de junio de 2013 (se aprueba en general); 


16ª, en 13 de mayo de 2015 (queda pendiente la discusión en particular); 22ª, en 20 de mayo de 2015 (se aprueba en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas introducidas por el Senado.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias, formula una proposición consistente en aprobar el proyecto despachado por esta Corporación en el segundo trámite, pero con diversas modificaciones, acordadas con las votaciones que consigna en su informe.



Cabe hacer presente que, con excepción de los artículos 28, 30 y 40, las normas contenidas en el texto que se plantea revisten el carácter de orgánicas constitucionales, por lo que requieren 21 votos para su aprobación.



La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, aprobó la proposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una petición para abrir la votación del informe de la Comisión Mixta, cuyo contenido fue aprobado por unanimidad en el órgano bicameral, que integraron, en representación del Senado, los miembros de nuestra Comisión de Gobierno.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero manifestar que esta Comisión Mixta se produjo a raíz del rechazo que efectuó la Cámara de Diputados al proyecto despachado por el Senado. Nosotros, efectivamente, le introdujimos al texto una cantidad importante de modificaciones en el segundo trámite.



Quiero recordar que esta iniciativa tiene como propósito que se efectúe una real declaración de patrimonio e intereses, así como que se establezca un mandato o fideicomiso para que, en ciertos casos, cuando una autoridad posea determinado patrimonio, no pueda ejercer el cargo asignado sin antes haber delegado o liquidado dicho patrimonio, como paso previo al desempeño de sus funciones.



El proyecto que nosotros rehicimos en el Senado fue rechazado en la Cámara, como una manera de permitir que la iniciativa fuera discutida en forma pormenorizada. Y eso fue lo que hizo la Comisión Mixta, que se reunió un número importante de sesiones para lograr esclarecer inquietudes y dudas.



En lo fundamental, yo diría que el proyecto despachado por esta Corporación fue el que sirvió como matriz, lo cual hará posible que ahora las declaraciones de patrimonio vayan a ser completas. Cualquier persona que las lea podrá identificar, con mucha claridad, cuáles son los activos que poseen las autoridades obligadas a declarar. Estamos hablando de una cifra aproximada de 15 mil personas, de todos los ámbitos del sector público: no solo del Ejecutivo, sino también del Legislativo, el Judicial y otras instituciones pertenecientes a dicho sector.



Lo mismo va a ocurrir con los intereses, ya que ahora se podrá identificar con claridad las áreas involucradas.



Nosotros logramos, quizás, simplificar algunas materias. 



En algunos casos, tratándose de autoridades de orden jerárquico inferior pero obligadas a declarar, se evita que sus declaraciones sean necesariamente publicadas, pero sí se permite que sean accesibles a la publicación, como una manera de dar transparencia.



También circunscribimos debidamente el ámbito familiar de las personas obligadas a declarar, que en el proyecto despachado por nuestra Corporación era más amplio que el que finalmente quedó establecido. Se apunta a que la responsabilidad principal recaiga en las autoridades y no necesariamente en sus familias.



En ese sentido, sigue vigente el criterio de que lo relevante, cuando el o la cónyuge de una autoridad posee un patrimonio separado, es conocer, más que ese patrimonio, las actividades que representan intereses  que pueden ser inhabilitantes para la toma de una decisión, de manera que no se baipasee o se defraude el cumplimiento de la ley cuando una autoridad enfrente un conflicto de intereses, precisamente por la naturaleza patrimonial o los intereses económicos de que sea titular su cónyuge.



 También hubo cambios de ordenamiento. Había muchas diferencias en los procedimientos, en las formas de reclamación, así que todas ellas fueron modificadas en aras de lograr un texto más claro y uniforme.



El trabajo que llevó a cabo la Comisión Mixta, señor Presidente, fue extraordinariamente complejo. Sin embargo, dicho organismo, presidido por el Senador Alberto Espina, contó con la presencia del Ministro Eyzaguirre, de la Subsecretaria Patricia Silva y de diversos asesores nuestros y del Gobierno.



Me parece que finalmente hubo unanimidad en todas las materias tratadas, y creo que estamos ante una normativa que debería ser aprobada en la misma forma por esta Corporación.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente que se requieren 21 votos favorables para la aprobación del proyecto.



No hay más inscritos y aún estamos lejos de la meta, así que les pido a Sus Señorías que procedan a votar.

El señor LETELIER.- ¡Que se toquen los timbres, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, vamos a llamar a los integrantes de la Comisión de Hacienda, a quienes precisamente les pedimos estar atentos para venir a votar.



Muy bien.



Ya tenemos el quórum suficiente.



Consulte, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker. 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Quintana.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo quiero agradecer a las señoras Senadoras y a los señores Senadores. 



Este es el segundo proyecto de la Agenda de Probidad que aprobamos. Y es de gran importancia.  Creo que nos enaltece a todos.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Efectivamente, ya aprobamos la reforma constitucional que da autonomía al SERVEL; ahora hemos despachado este proyecto, y estamos tramitando, acelerada y profundamente, otras iniciativas para cumplir las metas propuestas.

MEJORAS A TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.007-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015.



Discusión:



Sesiones 50ª, en 8 de septiembre de 2015 (queda pendiente la discusión general del proyecto); 51ª, en 9 de septiembre de 2015 (queda para segunda discusión).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, cabe recordar que el artículo 3° duodecies, contenido en el número 6 del artículo 4° del proyecto, tiene carácter de norma orgánica constitucional y requiere para su aprobación 21 votos favorables.



Por otra parte, el artículo 2° es de quórum calificado y requiere para su aprobación 19 votos favorables.



El proyecto está en etapa de discusión general y la vez anterior se pidió segunda discusión a su respecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, esta es una iniciativa muy importante para la Región Metropolitana y para el país en general.



Nosotros hemos venido afirmando, sistemáticamente, que por desgracia en Chile no tenemos una política, ni en la Región Metropolitana ni en el resto del territorio, que contenga una reflexión sobre un gran proyecto de ordenamiento territorial o proyecto país que nos permita definir cuáles son las ciudades que anhelamos y cómo queremos que sean los territorios, cuáles son las características que estos deben reunir y cómo se debe desenvolver la vida en ellos.



Lo que hasta ahora hemos tenido en materia de transporte público son políticas de transporte que más bien obedecen a lógicas desde el punto de vista rentista, funcionales a la especulación del uso del suelo o que tienen que ver con ciertas visiones tecnocráticas, pero que no apuntan a poner en acción, justamente, un concepto de territorio para la vida, para vivir mejor, para la salud.



Hoy, las políticas son complejas; no son lineales, como en el pasado.



Yo siempre digo que una de las externalidades más importantes que tiene el transporte público se da en la salud. Cuando hay un mal transporte público, se generan, primero, grandes problemas de contaminación que agravan la calidad de vida -de hecho, Santiago ha vivido permanentemente con muy elevados niveles de material particulado fino, uno de los más tóxicos-, y además se producen, directamente, patologías de salud mental, problemas de obesidad, infartos, accidentes vasculares. Y eso, en la actualidad, no se resuelve en hospitales, sino a través de sistemas complejos.



Una ciudad es inteligente, no porque posea tecnología de internet, o wi-fi, o distintas aplicaciones; lo es porque cuenta con políticas inteligentes, hechas en función de la calidad de vida de las personas. 



El gran adversario, el verdadero cáncer de una ciudad inteligente es el uso de autos particulares.



Toda ciudad que se precie, toda ciudad que quiera ser un territorio amable, un territorio para la vida, además de ofrecer seguridad ciudadana, debe generar seguridad y calidad en el ámbito del transporte público, que es el que moviliza a la gran mayoría de los habitantes.



Hoy, en Santiago, el 50 por ciento de los viajes en transporte público se hace en bus; el 26 por ciento, en combinación bus-metro, y solo el 22 por ciento a través de este último.



Algunos han querido sostener que el transporte estructural de Santiago debiera ser el tren subterráneo. Eso es totalmente equivocado. No hay posibilidad de metro si este no va acompañado de un sistema de transporte público de superficie. Son los buses, los taxis colectivos, etcétera, los que permiten la viabilidad del metro, porque son sus alimentadores.



Es imposible que el metro crezca a la misma velocidad con que crecen las ciudades. Por lo tanto, requiere un sistema de transporte público de calidad.



Cuando uno habla de seguridad y de calidad de vida, habla de disminuir los tiempos de viaje. Y esto último significa sacar los autos de las vías y privilegiar las vías para el transporte público en general; significa hacer del transporte de la mayoría, del transporte solidario, una prioridad.



Y hoy día estamos hablando, justamente, del subsidio al transporte público.



¿Por qué es importante el subsidio al transporte público? Porque viabiliza el transporte. No hay ninguna ciudad del mundo civilizado europeo donde el transporte público tenga un subsidio menor al 60 por ciento de los costos. Chile, paradojalmente, solo tiene un subsidio equivalente al 40 por ciento. Y sin embargo cuenta con un sistema de transporte público que funciona.



Algunos piensan que todo va al transporte público. Un tercio del subsidio es para las nuevas líneas de metro, para el pago del pasaje escolar, y el resto es lo que se destina a gastos operativos. Solo la mitad va a este ítem.



Por eso que esto es una prioridad.



Aquellos que no quieren apoyar el transporte público lo que están haciendo es dejar a la gran mayoría de los habitantes de Santiago de menores recursos sin una tarifa viable que permita construir niveles de equidad. 



Aquellos que no quieren apoyar el transporte público lo único que están haciendo es traspasarles a las personas el financiamiento de la tarifa.



Y concluyo, señora Presidenta.



Pienso que debemos terminar con los discursos demagógicos, porque en el planeta no existe ninguna posibilidad de tener un sistema de transporte público que no vaya acompañado de un subsidio.



Hemos trabajado con el Ministro de Transportes un conjunto de medidas. La semana pasada los expertos más importantes del mundo participaron en un debate muy interesante sobre cómo mejorar el transporte público.



Hemos dicho que el Estado de Chile está en deuda con la infraestructura, con las vías exclusivas, con las vías segregadas. Tenemos una velocidad del transporte público que en algunos lugares se acerca a los 5 kilómetros por hora. Y podríamos llegar a los 25 o 30 kilómetros por hora, pero la eficiencia del transporte público equivale a tener más buses.



Sin embargo, eso depende de la voluntad de este Parlamento, de entender que lo que debemos hacer es legislar para el futuro, legislar para los sectores de menores recursos y legislar para el bien del país.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ofrezco la palabra al Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, estamos en la discusión general de un proyecto que tiene gran importancia.



Algunos lo miran solo como un aumento de subsidios -están en su derecho-, pero de lo que se trata es de entrar a una nueva fase, donde no solo se considere el sistema de transporte público de pasajeros de la Región Metropolitana, sino que también signifique iniciar un debate en serio sobre el sistema de transporte público para las regiones, cuestión que ha estado absolutamente ausente de la discusión de estas materias durante demasiados años.



El proyecto que nos ha enviado el Ejecutivo persigue ciertos propósitos. Uno es el aumento del subsidio. Esto tiene que ver con errores de cálculo en que se incurrió durante los años 2013 y 2014, pero igualmente con un hecho objetivo: el financiamiento que se genera para el sistema de transporte.



Y además hay que recordar que ya estamos en la cuarta etapa de esta discusión.



La primera fue la del diseño, mal logrado, inicial; la segunda, la que se llevó a cabo con el Ministro de ese entonces, señor Cortázar; después, la que se realizó durante el Gobierno del Presidente Piñera, con el Secretario de Transportes de ese tiempo, y hoy estamos en la cuarta etapa de esta discusión, donde el debate no es si hay subsidio al transporte público, sino cuál es su impacto, cómo se focaliza y cuáles son los ejes del nuevo modelo de transporte público de pasajeros que se quiere, no solo para la Región Metropolitana, sino también para el resto del país.



Aquí, sin duda, con este nuevo sistema se aumentan los subsidios. Se plantea una cantidad de recursos de más de 60 mil millones de pesos para los años 2015 a 2017; 130 mil millones desde el año 2018 al 2022, cuando se registrará el mayor impacto.



Este aporte especial es para el sistema de transporte público, y se contempla un monto igual para las demás zonas del país.



El Senador Girardi, quien me antecedió en el uso de la palabra, habló de que un tercio de estos recursos va a inversiones en infraestructura del Metro; otra parte se destina al pago del subsidio para el transporte escolar, que se amplía; y un porcentaje se dirige a cubrir los dobles viajes que realizan muchas personas en la Región Metropolitana.



Sin duda, hay que rediseñar el sistema de transporte. Y por eso se plantea la creación de una secretaría técnica de estrategia y planificación del Transantiago.



También se considera la importancia de mejorar la infraestructura, la administración y la operación de contratos de concesiones de usos de vía pública.



Hay puntos polémicos respecto de los terminales, en cuanto a si el Estado debe adquirir, expropiar, arrendar. Existe un tema vinculado con un tercer objetivo: la ampliación del giro del Metro, en cuanto a si este debe operar en el transporte público de pasajeros. Algunos somos más bien críticos en esta materia. Pero ello forma parte del debate que se necesita hacer.



Adicionalmente, señora Presidenta, aquí se entra a la discusión de cómo la ley permite la reorganización y liquidación de empresas y de personas que operan mal.



Eso es fundamental, porque hay que repensar la dimensión de algunas empresas.



Y, por último, en este proyecto se asume algo muy demandado y esperado por el transporte de pasajeros menor: su reconocimiento oficial como un eslabón del transporte público de pasajeros. Ya en una ley anterior se consideró que podía ser objeto de subsidio en lo relativo a los terminales.



Hago un paréntesis: pasamos el aviso de que nos gustaría que la Contraloría se apurara con el reglamento que permitirá el uso de estos recursos en regiones (hasta hoy no se ha concretado; estamos ya en septiembre) no solamente en el transporte de pasajeros menor, sino también en otros.



Se incorpora algo que se negoció con los taxis colectivos: un bono muy relevante para ellos,…



--(Aplausos en tribunas).


… que se logró a través de movilizaciones constantes. Y creo que esto no es más que el reconocimiento de su rol para los años 2015, 2016 y 2017.



Termino con lo siguiente.



Se necesita un debate más amplio acerca del sistema de transporte que queremos.



Los fondos espejo no pueden ser solo plata que se malogra y malgasta en regiones. Queremos que tales recursos afecten la tarifa del transporte de pasajeros.



Y le pido al señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- que comprenda que muchos no somos partidarios de que los intendentes y los gobiernos regionales usen estos fondos para cubrir las responsabilidades de otros ministerios.



Esto no es para pavimentar calles, para construir garitas, para hacer otras cosas. Esto debe ir en su inmensa mayoría a subsidiar la tarifa del transporte de pasajeros en regiones.



En ellas resulta bastante más caro viajar por kilómetro que en la Región Metropolitana. Se genera un incentivo perverso para migrar a la Capital, porque en regiones un servicio tan básico como el transporte tiene un valor más elevado.



Vamos a aprobar este proyecto en general, y en el debate en particular presentaremos varias indicaciones.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, durante la Administración anterior junto con el Senador Prokurica pedimos expresamente la incorporación de los taxis y de los taxis colectivos en el subsidio al transporte público. Sostuvimos innumerables reuniones con ese Gobierno (la Subsecretaria, el Ministro) y con el actual, para efectos de ver cómo se iba a implementar, cómo se iba a aplicar.



Se nos hablaba de que efectivamente habría un reglamento.



¡Este demoró, demoró y demoró...! Y, mientras tanto, las expectativas de los taxis y de los taxis colectivos fueron quedando sobre el escritorio.



Luego, dijimos que el subsidio también debería ser para el transporte rural. Y nos señalaron: “Bueno, entonces habrá un reglamento que determine cómo se expresará finalmente ese subsidio para los transportistas y a quién irá dirigido: al conductor o al dueño de la máquina”.



Todavía seguimos esperando.



Se dijo que para efectos de implementar medidas de seguridad se vería la posibilidad de establecer GPS, de establecer cambios de neumáticos, de establecer condiciones.



Otros han planteado, como el Senador Letelier, que esto vaya directamente a la tarifa.



Yo lo señalo porque mi Región, la de Valparaíso, tiene el segundo transporte público más caro de Latinoamérica, según un informe de la Biblioteca del Congreso Nacional. Y anda por ahí con Concepción.



Entonces, considerando injusticias como esa, y que todos los chilenos subsidiamos el transporte público de la Región Metropolitana, nosotros presentamos un proyecto de ley. ¿Y qué pasó?



Pedimos, en virtud de esa iniciativa, que hubiese un registro de las personas que evadían el Transantiago y sanciones para ellas.



Y les quiero decir que, si bien había mayoría para aprobarlo, no se alcanzó el quórum necesario para que pasara al segundo trámite constitucional.



De ahí que nuestra acción -yo diría- no ha sido sustantiva para enfrentar una reformulación del transporte público tanto en la Región Metropolitana como en la de Valparaíso.



¿Qué pasa en nuestra Región? Todavía seguimos esperando por la extensión del Metro hacia la comuna de La Calera; por el establecimiento de condiciones, por ejemplo, para el soterramiento del Merval en la mayoría del Gran Valparaíso.



Quiero reconocer al Ministro que se ha avanzado en el sistema integrado de transporte público.



Sin embargo, falta la incorporación de subsidios para, por ejemplo, los ascensores de Valparaíso. Este tema lo hemos planteado con fuerza: presentamos proyectos de acuerdo, y de alguna manera aquellos están delineados.



Hay otros puntos relacionados con el transporte para las zonas extremas. Me refiero a Juan Fernández e Isla de Pascua, donde también tenemos dificultades importantes.



Eso sí, rescato algunos elementos de esta iniciativa, como el que se hace pensando no en esta Administración, sino en las siguientes. Y, por tanto, en cierto modo tiene una visión de Estado en esta materia.



Pero, claramente, señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta-, no hay una reformulación respecto a qué transporte público tendremos en el futuro.



Y, si bien voy a votar en particular a favor de todos y cada uno de los subsidios (en particular, de los de mi Región, por supuesto); de su extensión al transporte menor: a los taxis, taxis colectivos, y al transporte rural, por el cual hemos dado la lucha, queremos saber cómo se va a implementar.



No queremos seguir dependiendo de un reglamento, que probablemente no va a llegar nunca, como pasó en la anterior Administración -y quiero hacer un mea culpa-, en que no pudimos hacer que el Ministro y la Subsecretaria presentaran el reglamento respectivo a tiempo. Su borrador quedó entrampado. En este nuevo Gobierno nunca hubo claridad acerca de donde estaba, y se tuvo que hacer uno nuevo. Y todavía siguen esperando los taxis y los taxis colectivos.



¡Así no se puede!



Entonces, anuncio que voy a votar en particular a favor de la iniciativa. Pero formulo un llamado de atención para que el Gobierno entienda que hay que diseñar un sistema de transporte público que ofrezca dignidad no solamente a la gente que vive en la Región Metropolitana, sino además a la que vive en Valparaíso y en las otras regiones de Chile. El resto de los habitantes también necesitan un transporte digno.



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, la verdad es que lo relativo al Transantiago ha sido una larga pesadilla para Chile, particularmente para Santiago.



Se instaló un sistema de transporte público que ha sido un fracaso desde el primer día. Los tres últimos Gobiernos, incluido el actual, han hecho de una u otra manera todo lo posible por salvarlo. Y, lamentablemente, lo único que han logrado es que todos los chilenos debamos meternos la mano al bolsillo para seguir financiando y aumentando el costo del transporte público en Santiago.



Esa es la historia del Transantiago. 



Hoy, de aprobarse este proyecto, el subsidio para el Transantiago llegará anualmente a 1.100 millones de dólares, ¡1.100 millones de dólares!



Eso me parece algo brutal.



No tenemos tales recursos para los programas sociales, ni para muchas otras cosas. Pero, además, los estamos entregando a un mal sistema de transporte.



Eso es incomprensible.



Yo entiendo la buena disposición del Ministro. También la tuvo su antecesor y el antecesor de este para tratar de arreglar el problema. Sin embargo, no se ha logrado y no se va a lograr. 



Este sistema es copia de otros que empezaron antes que nosotros, por ejemplo, el TransMilenio, de Bogotá. 



Bueno, el TransMilenio de Bogotá tuvo un mejor resultado inicial porque se implementó gradualmente, y eso permitió que no produjera la debacle que generó la instalación del Transantiago en su momento. No obstante, el TransMilenio se está terminando pues, al final, el sistema que lo constituye, su diseño, su arquitectura y su ingeniería no funcionan.



¡Aquí no estamos pensando en el futuro urbano, en los transportes y en la nueva ciudad…! Es verdad. Estamos manteniendo un pésimo sistema. Y, además, se gasta más plata en él sin corregir sus problemas. 



¿Qué problemas presenta hoy el Transantiago? 



Uno, pierde pasajeros.



Como el servicio es malo, cada día hay menos. Eso repercute en el Metro, y lo está haciendo colapsar. Tenemos muchas dificultades y vemos cómo, por las dificultades de la mantención, por la necesidad de conservar activo el Metro, tenemos cada tanto algún problema derivado, precisamente, de su mala o insuficiente mantención.



En seguida, está el problema de la evasión. 



El pasaje ha ido aumentando muy gradualmente. Pero, así y todo, uno de cada cuatro usuarios simplemente no lo paga. Eso me parece, aparte de una mala señal desde el punto de vista de la ética colectiva, una mala señal en cuanto a que a los operadores no les importa, no les va ni les viene la cantidad de recursos que entran por esa vía, pues los reciben igual. Han aumentado sus utilidades en 28 por ciento, y de todas formas están bastante ajustados. No obstante, aquí no fijamos incentivos para que los operadores se responsabilicen de la evasión. ¿Y, entonces, quién lo hace? Todos los chilenos.



El 60 por ciento del aumento del subsidio de este año, son 385 millones de dólares, corresponde al no pago del pasaje. Si los santiaguinos cancelaran el 100 por ciento, sería necesario solo el 40 por ciento del incremento que propone este proyecto. 



Esa es la realidad. Y, por eso, votar a favor de esta iniciativa significa aumentar el déficit social existente en Chile.



Quiero señalar que, si se aprueba este proyecto en general, por cierto vamos a votar en particular a favor de los subsidios para los taxis y los taxis colectivos,…



--(Aplausos en tribunas).  

… porque eso es completamente distinto de esta realidad. Pero no del Transantiago.

)-------------------(
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Saludamos al cuarto medio H del Liceo Carmela Carvajal, de Santiago, que se encuentra visitando nuestro Senado.



¡Sean muy bienvenidas todas las alumnas!

)-------------------(
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, todavía me acuerdo cuando, como alcalde de Puente Alto, recibí a un funcionario muy importante del Ministerio de Transportes, quien me planteó que como jefe edilicio tenía que buscar trabajo y reconversión para los taxis colectivos pues había que eliminarlos ya que afectaban al Transantiago.



Por eso, no puedo entender que nos presenten un proyecto en el cual se mezclan peras con manzanas.



Por un lado, un Senador que nos antecedió habló de que votar contra esta iniciativa significaba fomentar el uso de los autos. Pero en el mismo texto se plantea un bono para su utilización.



Siempre he sido un defensor de los taxis colectivos, y eso lo dice mi pega desde hace bastantes años. De ahí que extraño que no se hiciera un proyecto que no solo les diera un bono, sino que los reconociera de verdad como parte del transporte público de la Región Metropolitana y, por ejemplo, pudieran entrar a los corredores y participar de toda la infraestructura establecida para los buses. 



Asimismo, extraño que no se contemple que los taxis colectivos puedan descontar el impuesto específico; y me llama la atención que los metan en una iniciativa donde se posibilita que el Metro sea una empresa de transporte que perfectamente pueda ser, en el futuro, la herramienta para matarlos a ellos mismos.



En consecuencia, vamos a pedir votación separada, para poder aprobar los subsidios, que son justos y bastante pocos. Les aseguro que los taxis colectivos de la Región Metropolitana cambiarían todos los subsidios por el que los dejaran circular por la infraestructura que se construyó, que hoy está sin tantos buses, mientras  ellos están en tremendos tacos al lado.



Creo que el tratamiento que se le da a la empresa Metro es gravísimo. Lo que hay que potenciar es que construya más líneas y que haga bien su pega, no que se meta en pegas que nada tienen que ver con ella y que, además, se hable de urgencia. Esto implicaría que debiera contar con una bodega llena de buses por si acaso existiera alguna emergencia.



A mi juicio, la búsqueda de medidas políticas para soluciones técnicas nos hará un daño tremendo en el futuro. 



Me habría gustado que el Metro tuviera una ley aparte, o que derechamente se construyera una empresa estatal de administración de buses; que se les diera la institucionalidad que corresponde a los taxis colectivos y se les hiciera un descuento en el impuesto específico a los combustibles -sería justo- y en el IVA por los repuestos; además, si así se quisiera, que se les otorgara un bono.



No obstante, mezclar esto nos parece una irresponsabilidad inmensa. 



Todos los informes de los especialistas que asistieron a la Comisión dijeron que esta plata no era para mejorar el Transantiago, sino para mantener la tarifa y no subirla. Y hablamos de bastantes millones de dólares.



Voy a votar a favor de todos los proyectos referidos a esta materia y, sobre todo, del relativo a los taxis colectivos, pero en forma separada. Es impresentable pronunciarse favorablemente acerca de una iniciativa en que se mezclan peras con manzanas.



El Metro no tiene nada que ver con los taxis colectivos. Y, si a estos les dan un bono, ojalá se permita que entren a los corredores y que tengan acceso a la millonada de millones de dólares invertidos en la Región Metropolitana para su uso exclusivo por buses, del cual los han excluido. Eso sería reconocerlos de verdad en el transporte público metropolitano. No un simple bono. 



Sé que para los taxistas de colectivos y sus dirigentes presentes acá es mejor recibir algo que nada. Pero le pido al Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- que tome en serio el tema de los taxis colectivos, y que de una vez por todas los involucremos de verdad en el sistema de transporte público de la Región Metropolitana.



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, como aquí resulta claro, no estamos discutiendo si va a resolverse o no la situación de los taxis colectivos, porque se va resolver. Y tampoco si, en definitiva, habrá o no subsidios regionales, pues así será.



Lo que discutimos es si nos hallamos dispuestos en el Senado, en lo que yo considero un acto de completa irresponsabilidad, a darle al Transantiago 150 millones de dólares más al año, sin ningún plan de respaldo o de mejoramiento en el servicio.



Y, responsablemente, quiero dejar constancia de que el Ministro de Transportes aquí presente no ha entregado a la Sala la información fidedigna que, de acuerdo a su responsabilidad como Ministro, debería haber entregado. Aquí no existe ningún plan de extensión de líneas del Metro conocido.



Señora Presidenta, este Gobierno va a batir un récord: no le va a aportar ningún kilometro nuevo al Metro. Solamente va a completar lo que venía de Gobiernos anteriores.



No existe plan alguno de corredores exclusivos, ¡ninguno! Cambian una y otra vez todas las cifras respecto de esta materia.



Tampoco hay ninguna planificación con relación a las zonas de prepago, que son indispensables para terminar con la evasión.



Y, por último, no se ha dado ninguna respuesta para hacer frente al problema que significa hoy para la gente modesta de la Región Metropolitana que dos mil -¡dos mil!- de los seis mil buses en funcionamiento debieran haber salido ya de circulación.



El señor Ministro dijo que eso se corregirá en las futuras licitaciones. Pero ¿estas cuándo se efectuarán? Entre los años 2018 y 2022. O sea, el Gobierno está pidiendo a este Senado que autorice un desembolso adicional anual de 150 millones de dólares, ¡sin que haya un mejoramiento efectivo del servicio en los próximos cuatro años!



En la sesión pasada el señor Ministro se refirió a un conjunto de otras iniciativas sobre el particular. Puntualizó, por ejemplo, que se buscaba resolver el tema de la evasión con un proyecto que se halla en trámite en la Cámara de Diputados, el cual ni siquiera se ha votado.



¿Sabe esta Sala qué plantea dicha propuesta legislativa? Que se aumenten las multas. Ello implica asumir que no habrá ninguna medida -¡ninguna!- para establecer las zonas de prepago que, en definitiva, se necesitan.



Algunos señores Senadores se han preguntado por qué este interés en que la empresa Metro pueda operar buses. Y se contesta: “Es que necesitamos tener una flota de respaldo”. 



¡Eso es falso, señora Presidenta! Porque, existiendo contratos, es imposible remplazar a los operadores con una flota de respaldo.



¿Cuál es la verdadera razón, entonces, que el señor Ministro no dice? 



Muy simple. 



El Rancagua Express, según se señaló en la propia Comisión de Transportes, debiera haber empezado a operar el año 2014. Sin embargo, el Gobierno cambió de idea: “No. Va a funcionar el 2015, primer semestre”. Después rectificó: “No. En el segundo semestre”. Y luego volvió a corregir: “Quedará para el primer semestre del próximo año”.



Además, el señor Ministro se comprometió para que el Melitrén funcione a partir de noviembre de 2017. No obstante, ahora, en septiembre, ni siquiera se ha presentado el estudio de impacto ambiental pertinente.



Entonces, ¿dónde está el problema? En que cuando se inaugure el Rancagua Express -incluido el llamado “San Bernardo Express”- no habrá capacidad alguna en la Estación Central para enfrentar el atochamiento y el colapso que se van a producir.



¡Para eso el señor Ministro de Transportes necesita cambiar el giro del Metro! De ese modo, se podrá instalar una empresa de buses para hacer frente al colapso que se generará en dicho lugar. 



Ya no hay tiempo, señora Presidenta, de aquí a marzo, para arreglar la Estación Central a ese efecto.



Yo desafío al señor Ministro a que diga aquí, en esta Sala, si mantiene o no el compromiso de que el Melitrén va a empezar a funcionar en el curso del último semestre de 2017. Si fuera así, que aclare cómo lo hará si ni siquiera está presentado el estudio de impacto ambiental respectivo.



¡Por eso se pide ampliar el giro de la empresa! 



¡Porque va a colapsar dicho terminal ferroviario y porque es tan mala la gestión del Ministerio de Transportes que ya no hay tiempo para arreglarlo!



En consecuencia, para que el Rancagua Express sea una realidad, será necesario hacerlo funcionar en desmedro de los taxis colectivos, con buses especiales de la empresa que se pretende constituir.



¡Esa es la verdad!



Por eso se está obligando al Senado a votar con información fragmentaria. Aquí no se dice la verdad.



¡Cómo va a ser razonable que no exista ningún mejoramiento para el Transantiago en los próximos cuatro años!



¡Que diga el señor Ministro, aquí presente, cómo va a remplazar los dos mil buses que debieran estar fuera de circulación de los seis mil que necesita!



¡Que diga cómo va a resolver el problema de la evasión! ¿Cuántas zonas de prepago están contempladas? ¡Ninguna!



Entonces, ¡este es un acto de una tremenda irresponsabilidad!



Es como decirles a los habitantes de Santiago: “No se preocupen. La tarifa no va a subir, pero durante los próximos cuatro años tendrán un servicio mucho peor”.



¡Cómo va a ser razonable que apoyemos este subsidio!



Por eso nosotros hemos manifestado: “Con plan de mejoramiento, sí aprobamos la iniciativa. En las condiciones actuales, no”.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra al Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, por lo que uno escucha, advierte que este tipo de proyectos desata pasiones.



Durante el Gobierno pasado, el del Presidente Sebastián Piñera, nos tocó apoyar en cuatro oportunidades, una vez por año, iniciativas tendientes a autorizar fondos para el Transantiago.



De hecho, en una ocasión se intentó establecer un monto de 1.500 millones de dólares.



Pues bien, en esos cuatro años de la Administración anterior, con Ministros de Transportes designados por el Presidente Piñera, todo lo que exige ahora el Senador Allamand, todo lo que la Derecha ha reiterado de manera majadera -hasta ociosa a veces, desde el punto de vista de la repetición de argumentos hasta el infinito- ¡no fue concretado!



Y a la Presidenta Bachelet, quien aún no cumple un año y medio de mandato, se le exige solucionar aquello que la Oposición en cuatro años, ¡en el peor Gobierno de Derecha en toda la historia de Chile!, fue incapaz de resolver.



¡En cuatro años no lo resolvieron, al igual que el tema de la delincuencia!



¡No resolvieron, por cierto, lo relativo al no pago de pasajes!



¡No resolvieron el problema de no saber cuántos recursos se llevan las empresas que administran el Transantiago!



¡No resolvieron, señora Presidenta, la situación de los conductores del Transantiago, a tal punto que uno de ellos (presidente de un sindicato) se tuvo que inmolar -¡inmolar!-, quemar a lo bonzo, matar, debido a las amenazas que sufrió de parte de operadores del Transantiago!



Hoy nos toca votar un proyecto de ley que no nos gusta. Es efectivo que el sistema presenta problemas, y debiéramos mejorarlo. Sin embargo, resulta tan compleja e intrincada esta trama que descubrir adónde va a parar cada dólar, cada peso que se entrega como subsidio es una tarea difícil.



Debiera haber una mancomunidad de acción para intentar aclarar el destino de esos recursos. Quienes representamos a regiones -y me honra ser Senador por el Biobío- nos preguntamos: “Todo ese dinero ¿adónde va a parar?”.



Si se ocupara en calidad de servicio, lo sabríamos, pues eso es observable.



La implementación técnica también es un aspecto observable.



Medidas para una mejora constante, lo mismo. 
El señor PROKURICA.- ¡Vote en contra, entonces! 

El señor NAVARRO.- ¿Esa tarea la debe enfrentar el Gobierno por sí solo? ¿Acaso no le corresponde también a este Senado abocarse a trabajar de manera permanente en busca de soluciones?



Recordemos que el actual Ministro de Transportes lleva en su cargo apenas un año y medio, y este problema no lo hemos podido resolver desde ¿el 2006? 

El señor ALLAMAND.- ¡2007!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Y en qué Gobierno?

El señor NAVARRO.- En el de la Presidenta Bachelet, heredado de la Administración del Presidente Lagos.

El señor PROKURICA.- ¡Eso!

El señor NAVARRO.- Pero, después de los graves procesos iniciales, el Transantiago ha tendido a la estabilización de manera constante.



Por otra parte, si hay algún mérito en la iniciativa es el aporte del Gobierno para dotar al Metro de facultades y condiciones que auguren la posibilidad cierta de que el Estado tenga una incidencia más importante en materia de transporte público, como ocurre en las grandes capitales del mundo, que a los Senadores y Diputados de Derecha les gusta visitar, al igual que a uno.



Cuando viajen a Madrid, a París, a Londres, a cualquiera de las capitales europeas, podrán ver funcionar un transporte público administrado por el Estado, no por el sector privado.



Aquí se da una falacia: al sistema de transporte de pasajeros lo llamamos “público”, en circunstancias de que es administrado y operado por particulares. El Gobierno solo pone la plata e intenta fiscalizar. 


Lo dijo el ex Presidente Frei, cuando fue candidato en la campaña en la que perdió la elección: “Debemos evaluar si recuperamos el Transantiago para el Estado”. 



Así ocurre en Madrid. Estuvimos con el entonces Senador Chadwick y con el Senador Zaldívar en el Ayuntamiento de dicha ciudad, conociendo en dos horas y media de exposición el funcionamiento del mejor transporte público de Europa.



¡Opera con 1.350 millones de euros anuales, con una entrada de cerca de 800 millones! O sea, el déficit es, según recuerdo, de 530 millones de euros. 



El ayuntamiento pone los aportes y controla el sistema. Por eso es público; no es administrado por privados.



Por lo tanto, cada euro invertido es un euro que el Estado al menos sabe adónde va. Porque lo fiscaliza.



Creo que este debate va a seguir siendo estéril y largo, y se convertirá en una discusión política, si no logramos hacer un diagnóstico profundo del Transantiago, a partir de la crítica a lo obrado; definir lo que se debe realizar en adelante, y, por cierto, resolver el problema del financiamiento.



Yo tengo dudas respecto de los recursos que están llegando a las regiones. Es parte del análisis que hemos hecho con el Ministro. 



Vamos a votar a favor la idea de legislar,…



--(Aplausos en tribunas).

 

…porque no podemos dejar a la Región Metropolitana sin transporte público de pasajeros. Habría paralizaciones. ¡Eso sería el caos! Parece que a algunos les interesa el caos. 



Respaldaremos el proyecto pero con observaciones, pues creemos que se puede mejorar. 



El compromiso asumido por el Gobierno con los dueños de taxis colectivos es un paso adelante, aunque aún muy insuficiente. Confío en que seguiremos laborando para integrar de verdad en el sistema de transportes a los pequeños y esforzados trabajadores de dicho sector, quienes nada tienen que ver con las grandes empresas del Transantiago y que hoy, por primera vez, son incorporados a la iniciativa. 



Dicho paso no es suficiente, pero al menos comenzamos a avanzar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



¡Médicos cubanos para Chile, ahora!



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Hago presente a los asistentes en las tribunas que el Reglamento prohíbe las manifestaciones.



Por lo tanto, les pido que no aplaudan, aunque les gusten los discursos. Pueden expresar su alegría moviendo las manos, pero en silencio.


Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, aquí hemos escuchado discursos que señalan que este subsidio al transporte público es parte de una política para construir la ciudad en la que queremos vivir. 


¡Eso no es verdad! 



Lo cierto es que dicho subsidio se requiere porque el Transantiago es un fracaso.


Cuando promovieron el sistema en el Gobierno del Presidente Lagos y lo implementaron durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, dijeron que iba a ser de costo cero para el Estado y un servicio maravilloso que cambiaría la vida de los santiaguinos. En definitiva, íbamos a superar todas las dificultades del transporte público de pasajeros de la Región Metropolitana. 



No lo expresamos nosotros; fueron ustedes. Lo promocionaron incluso con spots publicitarios. 


Sin embargo, hoy se solicita entregar 150 millones de dólares anuales al Transantiago. ¿Para mejorarlo? ¿Para perfeccionarlo? ¿Para modernizarlo? ¡No! Para mantenerlo tal como está, prestando un servicio a lo menos cuestionable para todos los habitantes de la Capital.



Por lo tanto, no se sostiene la amenaza que hemos escuchado permanentemente desde el año 2007, en el sentido de que, si no apoyamos este subsidio, estaremos perjudicando a la gente. El argumento es absolutamente al revés: quienes han perjudicado a los habitantes de la Región Metropolitana son los que inventaron este sistema -¡absolutamente fracasado!-, que es un saco sin fondo al que todos los años hay que meterle millones y millones de dólares. 


¡Y esos millones ni siquiera han ido en beneficio de las personas que usan el Transantiago!



Me temo que el beneficio ha sido solo para los operadores, para el consorcio del Transantiago, para las empresas que -puede ser una casualidad- al parecer participaron activamente en el financiamiento de las campañas de la gente de la Nueva Mayoría.



Digamos las cosas como son: estamos en presencia de un sistema fracasado, de mala calidad. Si se pretende inyectarle recursos, debe ser para mejorarlo, para desarrollar un plan que nos permita decirles a los ciudadanos que tendrán un mejor servicio. 


Pero en esa dirección no hay una sola línea en este proyecto, ¡ni una sola línea! Solo se pide sacar de los impuestos de todos los chilenos recursos para entregárselos a las empresas que administran el sistema.



Además, a confesión de parte relevo de prueba: un Senador de la Nueva Mayoría, vocero hasta hace poco de la coalición oficialista, ha manifestado que no sabe adónde van a parar esos fondos.



Por lo mismo, durante la discusión en particular vamos a presentar indicaciones para intentar mejorar el proyecto, particularmente en lo relativo a los recursos para las regiones. Porque efectivamente, como lo ha sostenido incluso el oficialismo, no se sabe en qué se gasta la plata que se destina a regiones. 



Considerando que existe un fondo espejo desde hace cinco o seis años, pregunto: ¿Ha mejorado el transporte público en nuestras regiones? ¿La gente en mi Región, la del Biobío, cuenta hoy con un mejor servicio? ¡No!


En ese sentido vamos a trabajar en la discusión en particular, mediante indicaciones. Sin duda, tendremos que preocuparnos para que los recursos espejo entregados a regiones verdaderamente sirvan a la gente, lleguen a la gente, beneficien a la gente.



Por eso, señora Presidenta, pienso que esta es una mala iniciativa. Debemos sincerarla, transparentarla, y dejar fuera la amenaza que aquí tanto se ha expresado en orden a que quien se opone a este subsidio está en contra de la gente.



¡Todo lo contrario! Nosotros queremos que los fondos que se aporten lleguen verdaderamente a las personas, a los millones de chilenos que usan el Transantiago, distinto de como sucede ahora, según ustedes mismos lo han dicho, cuando no se sabe adónde van a parar esos dineros.



A mi juicio, esta última expresión, que ha salido no de estas bancadas, sino de las de enfrente, desnuda en su totalidad la naturaleza de este proyecto: 150 millones de dólares anuales durante los próximos ocho años y no se sabe -ni siquiera los Senadores oficialistas- en qué se gastarán. 



En consecuencia, señora Presidenta, vamos a rechazar la idea de legislar. En todo caso, como esta igual se va a aprobar, durante el debate en particular introduciremos los perfeccionamientos necesarios para que el subsidio que se entregue sea verdaderamente aplicable.



Lo relativo al bono para los taxis colectivos lo vamos a aprobar. Pero, sin duda, se requiere -ojalá el Gobierno, a través del Ministro de Transportes, se allane en este proyecto- fijar un estatuto que avance más allá del establecimiento de un bono, como sería transformar a ese sector en un agente esencial en el transporte público, como ocurre en nuestras provincias, en nuestras ciudades, donde los taxis colectivos son un elemento relevante. 



La entrega de dicho bono es una medida justa, pues viene a compensar la no recuperación del impuesto a los combustibles dado que ese servicio no es considerado “transporte público”. Por eso debe aplicarse.



 Sin embargo, debemos avanzar mucho más allá para que hagamos justicia de verdad con ese sector, que transporta a millones de chilenos en todo el país.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, estimados señores Senadores y señoras Senadoras, en primer lugar, quiero saludar a los dirigentes de los taxis colectivos que nos acompañan hoy. 



Estoy muy preocupado por la situación que ha aquejado a ese sector durante muchos años, que no ha sido considerado en las platas de la llamada “Ley Espejo”, fundamentalmente en regiones, donde presta un servicio muy muy importante. 



En mi Región, la del Libertador Bernardo O´Higgins, los taxis colectivos realizan más del 70 por ciento del transporte de pasajeros. 



Esa es una labor que hay que valorar y reconocer.



Hasta hoy, señora Presidenta, no se había propuesto incorporar en el sistema a los taxis colectivos como se había hecho con el transporte mayor. Cabe recordar que este tiene la posibilidad de recibir subsidios para chatarrizar y renovar sus máquinas. 


Por eso destaco, señor Ministro, el esfuerzo hecho -¡algo muy justo!- para darles beneficios también a los taxis colectivos, que son parte del transporte público y no habían sido considerados en legislaciones anteriores.



Asimismo, aprovecho la oportunidad para plantearle una preocupación al señor Ministro con relación a la ampliación de giro del Metro. Al respecto, es bueno que escuchen esto los dirigentes de los taxis colectivos presentes en las tribunas. 



La redacción propuesta para el artículo 1º es absolutamente abierta. Dice: “Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de servicio público de transporte de pasajeros, mediante ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios mediante buses y taxibuses” -ojo- “y servicios anexos”.



Me gustaría saber qué significa “servicios anexos”. Podrían ser taxis colectivos o taxis.



Eso es preocupante, señora Presidenta, porque, como bien lo planteó el Senador Allamand, se está buscando una salida para resolver la congestión que se va a producir en la Estación Central, a raíz de los servicios de trenes que se van a inaugurar.



Pero me pregunto si con esta futura ley -en eso me gustaría una aclaración del señor Ministro- se deja abierta la posibilidad de que existan una empresa del Estado o filiales -¡o filiales!- que entren a competir en todas las regiones con el transporte menor y mayor, el cual está en manos de privados.



Ese es un problema importante. 



Señora Presidenta, este tipo de materias a mi entender no debieran haber ido juntas. Porque, ¿cómo no va a ser justo reconocerle algo al transporte colectivo menor? El “rembolso”, como lo llaman, que para los años 2015, 2016 y 2017 va a ser de 5 UTM, es lo mínimo que puede hacerse. 



¿Cuánto impuesto específico han pagado estos transportistas? ¿Cuánto pagan permanentemente por concepto de IVA? Y no pueden descontarlo, porque no son empresas, sino personas naturales. Ellos están aportando y no han recibido un rembolso de parte de la comunidad ni del Estado. 



Por eso, creo que el proyecto va en el camino correcto, y valoro la negociación que hubo para que el rembolso no sea solamente por una única vez, porque habríamos tenido que estar todos los años peleándolo y discutiéndolo. Lo bueno es que quedó establecido por lo menos por tres años. 



Ello se logró gracias al trabajo que hicieron los dirigentes nacionales junto al Ministerio y a quienes también pudimos colaborar en algo para alcanzar esta solución.



Señora Presidenta, me preocupan temas como el que planteé. 



Quiero informarles que, según me comunicó el Senador Ossandón, hoy se aprobó una indicación que presentamos para que la normativa, que venía abierta respecto del congelamiento del parque automotor, quede igual como está actualmente; o sea, con congelamiento a nivel regional, de manera que no se puedan trasladar los taxis colectivos de una región a otra, lo que ocurrió, como todos sabemos, porque en un comienzo se pensó que el Transantiago iba a ser un éxito. ¡Pero miren lo que pasó!



Esperamos que el punto se aclare en la discusión en particular y que se presenten indicaciones para anular la ampliación de giro del Metro. Ya lo planteó el Senador Letelier, quien tampoco está a favor de esa medida.



Le pido un minuto más, para poder concluir, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Conforme, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Porque tal ampliación representa una competencia absolutamente desleal con la plata de todos los chilenos, que se destina a algo que está funcionando mal: el Transantiago. El Metro lo hacía bien, pero ahora todos van a funcionar mal. Y eso es lo que ha ocurrido con las crisis que hemos tenido. De ahí el esfuerzo adicional que se ha hecho con el Metro. 



Por eso, señora Presidenta, yo espero que en la votación en particular se les dé el reconocimiento que les corresponde a los taxis colectivos, de manera que no se siga botando la plata donde hay evasión, porque a la larga lo único que se va a lograr es paliar ese problema, el cual se origina en que los chilenos, que están desmoralizados con el servicio, optan por no pagar.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, todos sabemos que el Transantiago ha sido un desastre; estamos al tanto de su origen, de cuándo y en qué Gobierno partió. Pero sabemos también que la mayoría de los Senadores presentes no lo utilizamos, sobre todo quienes vivimos en regiones. Por lo tanto, lo que más debe importarnos es la gente, los usuarios del sistema. Ese tiene que ser nuestro foco.



¿Por qué lo digo? Porque no considero apropiado sacar cuentas políticas sobre quién tiene más culpa. Quiero decir que en los cuatro años de Gobierno del Presidente Piñera lamentablemente los problemas del Transantiago se mantuvieron. Desde ese punto de vista, me parece un acto de honestidad reconocer que el Transantiago ha sido realmente un desastre antes, durante y ahora.



Entonces, más que sacar cuentas para ver quién tiene más responsabilidad, debemos aceptar que esta es de todos. 

El señor LARRAÍN.- Así es: ¡de todos!

La señora PÉREZ (doña Lily).- Dicho eso, quiero recordar que en nuestra Región viajar de Quilpué a Valparaíso es más caro que viajar desde La Florida a Providencia en Santiago. ¿Por qué? Porque a pesar de que tenemos fondos espejo aún es más alta la tarifa en ciertos horarios que en la propia Capital: 620 pesos en Santiago; 690 pesos acá, en nuestra Región.



Nos han prometido -en el Gobierno anterior y en el actual- reabrir nuestra estación Valencia en Quilpué. Hemos trabajado para ello con la comunidad, con el municipio. Hemos intentado también que se abra la estación Rumié. Pero, ¿en qué termina todo, señora Presidenta? En que muchos y muchas sentimos que de alguna forma nos han engañado, porque nos piden recursos, pero finalmente no recibimos nada a cambio para nuestras regiones.



Contar con nuestro metrotrén hacia La Calera y Quillota es una aspiración sentida de nuestra comunidad; los buses de acercamiento de Aconcagua, para tomar el metrotrén a Limache, también lo son. Recién se agregaron ocho carros más a Metroval, y son indispensables. 



Les voy a dar un ejemplo: Metroval, en nuestra Región, tiene un déficit anual aproximado de 40 millones de dólares. ¿Saben cuánto es el del Transantiago? ¡400 millones de dólares! O sea, las cifras no tienen nada que ver.



Pero yo soy una Senadora bien responsable y no quiero que paguen justos por pecadores.



Tengo que votar a favor del proyecto, porque trae subsidios y beneficios…



--(Aplausos en tribunas).


... para muchos grupos que lo necesitan. Porque, si yo pudiera votar por separado algunas materias, me encantaría pronunciarme en contra del proyecto en general. Pero no es real plantear que uno vota en contra ahora y después lo hace a favor en la discusión particular. Somos o no somos. Y la verdad es que para quienes representamos regiones decir que no a esta iniciativa significa que las tarifas que he leído esta tarde van a ser mucho más caras y, también, que en la práctica vamos a tener bastantes más problemas con la locomoción pública y colectiva. 



Por esa razón, señora Presidenta, y para terminar, quiero decir que una de las cosas importantes que trae este proyecto es algo que otros Senadores ya han mencionado: la devolución de las 5 UTM a los propietarios de los taxis colectivos por consumo de combustible. Porque ellos tienen una carga que llevar adelante. Y me parece sumamente positivo que se les devuelvan esos recursos. Porque aproximadamente un 70 por ciento de quienes conducen taxis colectivos son propietarios. Y el Ministro me dijo que va a hacer valer sus buenos oficios, como ha ocurrido en otras ocasiones, para poder llegar a algún acuerdo con quienes no son propietarios pero también conducen taxis colectivos y deben pagar de sus bolsillos el combustible.



Hay que decir que estos aspectos del proyecto son positivos. Los propietarios de taxis colectivos tendrán ahora algo con lo que antes no contaban. 



Y como estos, hay otros elementos positivos para nosotros en las regiones. 



Señora Presidenta, por darme un gusto político me encantaría votar en contra de la iniciativa. Pero porque creo que estos subsidios son buenos para los usuarios de regiones, por responsabilidad con la gente que yo represento y por los transportistas de mi Región, que me lo han pedido, voto a favor. 



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).-
Insisto a los asistentes en las tribunas que no deben hacer manifestaciones. 



Ofrezco la palabra al Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, nobleza obliga: hay que reconocer la disposición que ha mostrado la Senadora Lily Pérez. Es un ejemplo de colaboración respecto de este proyecto, en uno de los temas más sensibles -y probablemente el más mal evaluado en las encuestas, no solo para este Gobierno, sino transversalmente, durante muchos años-: el transporte público. Aquí existe una actitud, una disposición de honestidad, de entender que durante el Gobierno anterior no se avanzó, no se encontró un sistema integrado mejor que el actual. Incluso, se puede decir que gran parte de las causas del déficit que tenemos hoy se originan precisamente en ese período. 



Para qué ahondar en lo que pasa con el Metro. Aquí hay Senadores de la Región Metropolitana que conocen el problema mejor que yo. Pero la Presidenta Bachelet en su anterior Gobierno, el año 2009, deja iniciado el proceso de la Línea 6. ¿Y qué pasó? Bueno, el Gobierno anterior aplanó ese proyecto, lo entretuvo, lo paralizó por dos años. Y esa es la razón por la cual no podemos inaugurar hoy, el 2015, la Línea 6 del Metro. Vamos a tener que hacerlo el 2017.



Por lo tanto, en este acto de honestidad, yo creo que también es bueno reconocer los errores del pasado reciente.



Para qué hablar sobre las proyecciones del déficit, de los paneles de expertos, en fin. Yo no sé si las proyecciones las hizo la gente que estaba a cargo del INE o del Censo, porque esas fueron operaciones completamente fallidas.



Por tanto, en este contexto, en esta realidad, con el transporte público que tenemos, cuyos serios déficits se deben corregir, hoy día, como nunca antes -yo diría-, hay una alternativa más extensa en el tiempo: nos hacemos cargo de este tema hasta el 2022. 



Para la Región Metropolitana se contempla una solución importante, que es evitar el alza de tarifas y paliar el déficit, como se ha dicho. Y también hay algo que nos lleva a aprobar el proyecto a quienes representamos a regiones. No digo que lo hagamos con entusiasmo, pero sí al menos en la confianza de que, sumado a otros recursos, que a veces no llegan del nivel sectorial (en materia de conectividad, por ejemplo), o que se tardan por los procesos de asignación de fondos en las regiones, él representa una respuesta. 



Ahora, que puede mejorar, por cierto que sí. 



Yo le podría dar varios ejemplos al señor Ministro de Transportes, don Andrés Gómez-Lobo, de proyectos en La Araucanía en que uno le pregunta a Vialidad y le responden: “No, eso está en el Ministerio de Transportes”, sin que finalmente ello se traduzca en una ejecución ni en un avance. Es el caso del puente de la Villa Cautín, en la comuna de Victoria, y de la Ruta S 31, etcétera. 



Entonces, yo creo que aquí hay una disposición del Gobierno que es bueno tomar en cuenta. Se considera algo que hacía mucho tiempo que el Metro quería hacer -lo que algunos señores Senadores de la Derecha desean impedir-: operar buses. Creo que en situaciones de emergencia, que han ocurrido especialmente en el último año, el que el Metro opere un sistema de buses claramente es una alternativa para sumar a lo que puedan hacer otros actores privados. No digo que esa empresa vaya a tener el monopolio, ni muchos menos, en la operación de buses en superficie.



En definitiva, yo creo que acá se ha planteado un tema muy importante -y es, por cierto, una de las razones que nos llevan a apoyar este proyecto-: el hacerse cargo de los taxis colectivos. Pienso que este “bono compensatorio”, como se lo ha denominado, se entrega en justicia. Estamos hablando de más de 60 mil pequeños emprendedores que van a recibir un bono de 5 UTM por tres años. Esta medida se hace cargo no solo del alza de los combustibles, sino también de nuestras carencias en transporte público en las ciudades, en la vialidad intermedia, donde muchas veces los vehículos se deterioran, se destruyen precisamente porque no tenemos las mejores calles ni las mejores condiciones para transitar.



Por tanto, este apoyo que se les da a los taxis colectivos nos parece de la máxima importancia. 



Adicionalmente, entiendo que existe un programa de renovación de taxis colectivos, lo que, por supuesto, valoramos, ya que tiene un impacto en el país. 



Yo simplemente le plantearía al señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- la posibilidad de ver también en la discusión en particular si algunas de estas materias pueden ser homologables a taxis básicos, a efectos de que esos pequeños emprendedores puedan recibir, tal vez, un bono de algunas UTM que impacte favorablemente en sus bolsillos.



Por todo lo que hemos señalado, y por la grandeza que se requiere para abordar un problema que el mundo político no ha sido capaz de resolver en los últimos ocho años, sin duda votamos a favor. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor y 9 en contra), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Hernán Larraín, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GÓMEZ-LOBO (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señora Presidenta, agradezco a quienes votaron a favor del proyecto, pero también a todos los que participaron en el debate y señalaron puntos respecto al tema del transporte público. 



Por mi parte, quisiera hacer un comentario más general.



En nuestro país, cuando hablamos de transporte público nos referimos a las ciudades. En consecuencia, nos tenemos que preguntar qué tipo de ciudades queremos. 



Yo creo que existe bastante consenso a nivel mundial en que si queremos ciudades con buena calidad de vida, sustentables, debemos fortalecer el transporte público.



El transporte público enfrenta un problema bastante difícil de resolver en nuestro país: la congestión. Se critica al Transantiago, pero uno ve que en el resto del país la gente tampoco está contenta con los sistemas de transporte público. No es un fenómeno solo de la Capital. Por lo tanto, cuando uno critica al Transantiago no está, tal vez, apuntando a la verdadera causa de estos problemas. En todas las ciudades tenemos congestión, lo que está afectando gravemente a los sistemas de transporte público.



Así que yo quisiera partir defendiendo algunos de los logros alcanzados con el Transantiago, que me parecen muy importantes.



En primer lugar, el Transantiago permitió formalizar a los conductores. De hecho, una de las razones por las cuales este sistema requiere un subsidio es justamente porque los conductores ahora son formalizados: trabajan con contrato, con horario establecido, lo cual aumentó los costos laborales.



También se renovó toda la flota, lo que tuvo un beneficio ambiental, en el ruido de la ciudad. Y eso también representó un costo. De hecho, una fracción de este subsidio se explica por la necesidad de financiar la renovación de la flota. Es cierto que una parte de esta última ya está mostrando sus años, y por eso mismo hemos anunciado cambios que consisten en concretar, de aquí a enero, una renovación de sobre 200 buses en el sistema.



También se ha superado el maltrato a los estudiantes. Antes se los discriminaba, ahora no. 



Además, el sistema permite una movilidad que no existía. El tener un sistema integrado, en que las personas se puedan mover en distintos modos de transporte, distintos servicios, ha otorgado una movilidad que es muy positiva. Estamos consiguiendo lo mismo también en Valparaíso, con la integración entre los distintos modos de transporte y tarifas.



Por cierto, persisten problemas.



El principal es la velocidad en superficie. Por eso los usuarios se están volcando al Metro, porque es más rápido. De ahí que en este Gobierno el énfasis esté puesto, en general, en la infraestructura y en las medidas de gestión para permitir que los buses vayan más rápido. Esa es la manera de recuperar la demanda y otorgar un servicio de calidad. 



Lo hemos visto este invierno: cuando hubo restricción vehicular y bajó la congestión, el transporte público mejoró de forma espectacular. Tanto es así que el logro de velocidad en los días de restricción vehicular equivale a inyectar 600 buses más al sistema. Eso es lo que se obtiene cuando uno consigue aumentar la velocidad,



Por lo tanto, el énfasis de este Gobierno en política de transporte en la Capital está en aumentar la infraestructura: dos nuevas líneas de Metro, más dos extensiones. Vamos a contar con un tren suburbano muy importante, y también, con 40 kilómetros de corredores exclusivos, que estamos reimpulsando ya desde el año pasado. En seguida, tenemos Vicuña Mackenna en obra; Dorsal en obra y, a partir de la semana pasada, Rinconada de Maipú en obra. Todo ello va a permitir incrementar la velocidad.



A lo anterior se suman las zonas pagas. Este año hay 40 nuevas zonas pagas operadas por los mismos concesionarios. 



En cuanto al proyecto relativo a la evasión, simplemente deseo comentar que él se encuentra en primer trámite constitucional en el Senado, no en la Cámara de Diputados, y que no consiste solo en un aumento de multas; incluye muchas otras materias que se van a presentar en su debido momento en esta Sala.



También quisiera hablar de los taxis colectivos.



Felizmente, la Contraloría tomó razón hace un par de meses del reglamento del programa de renovación de taxis colectivos. Nosotros hemos sido impulsores muy entusiastas de ese programa. Y casi la mayoría de las regiones ya han firmado los convenios y han otorgado financiamiento para la renovación de los taxis colectivos. 



El pago compensatorio es muy justo. Lo incluimos en esta iniciativa de ley porque ella los reconoce como transporte público menor y muy importante.



A ello cabe agregar el proyecto de congelamiento del parque, que se aprobó esta mañana en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado.



Así que podría...

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ha concluido su tiempo, señor Ministro.



Dispone de un minuto adicional.

El señor GÓMEZ-LOBO (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- En cuanto al taxi colectivo -lo he señalado en muchas ocasiones-, nuestra intención acá es integrar los modos de transporte y no que sean competidores. Es una falacia creer, por ejemplo, que los buses compiten con el Metro, o que los taxis colectivos lo hacen con este o con los buses. Se trata de sistemas de transporte en que cada modalidad debe tener su lugar, con ventajas en las condiciones particulares.



Al respecto, es del caso señalar que en Concepción el taxi colectivo se ha integrado al Biotrén. Es una experiencia muy interesante, que quisiéramos replicar en Santiago.



Finalmente, cabe puntualizar que el cambio de giro del Metro es muy significativo para contar con un sistema en que haya un operador de última instancia. Pero, por cierto, lo estamos pensando solo para la Capital.



Muchas gracias.

El señor OSSANDÓN.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ya terminaron el debate y la votación general del proyecto, señor Senador.

El señor OSSANDÓN.- Solo quiero hacerle una pregunta al señor Ministro.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Siempre que sea breve.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, en su explicación el señor Ministro habló del bono para la renovación de los taxis colectivos. Me parece bien. Pero eso pasa por la intendencia. Y, según mi información como Senador por Santiago, el Intendente Orrego dijo que no tenía presupuesto.



Entonces, el presupuesto debe ir en este proyecto. Porque algunas regiones están trabajando y otras no tienen...

El señor DE URRESTI.- ¡El Senador Ossandón votó en contra, señora Presidenta!

El señor QUINTANA.- ¡Que hable en Incidentes...!

El señor ALLAMAND.- El Senador Ossandón está preguntando algo distinto.

El señor OSSANDÓN.- Estoy haciendo una consulta sobre una situación que ustedes no conocen.



Ustedes son de regiones. ¡No saben de qué estoy hablando!

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ya concluyeron la discusión y la votación general.



Queda planteada la pregunta.



Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



Propongo el lunes 5 de octubre.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.
CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Véase en los Anexos, documento 13).


--Los antecedentes sobre el proyecto (8.207-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.



En tercer trámite, sesión 44ª, en 18 de agosto de 2015.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas (segundo): sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda (certificado): sesión 51ª, en 9 de septiembre de 2015.



Mixta: sesión 52ª, en 15 de septiembre de 2015.



Discusión:



Sesiones 100ª, en 5 de marzo de 2013 (se aprueba en general); 84ª, en 8 de enero de 2014 (queda pendiente la discusión particular); 85ª, en 14 de enero de 2014 (se aprueba en particular); 51ª, en 9 de septiembre de 2015 (se aprueba informe Comisión de Hacienda y pasa a Comisión Mixta).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de cinco enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias, efectúa una proposición que acordó con las votaciones que consigna en su informe.



Al respecto, cabe hacer presente que para aprobar las propuestas recaídas en los preceptos que se indican a continuación se requieren 21 votos favorables, por cuanto inciden en normas orgánicas constitucionales:



-Letra d) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, contenida en el literal c) del número 3 del artículo único del proyecto;



-Letras f) y g) del artículo 8° de dicho decreto ley, contenidas en el número 8 del referido artículo único.



-Letra h) del artículo 11 del citado decreto ley, contenida en el número 10) del artículo único de la iniciativa, y



-Artículo noveno transitorio, nuevo.



Nada más, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Gracias, señor Secretario.



Solicito el asentimiento de la Sala para abrir la votación.



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, como se recordará, el proyecto en que recae el informe de la Comisión Mixta se originó en un mensaje del Ejecutivo y su propósito es modificar la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia con la finalidad de perfeccionar y reforzar la institucionalidad vinculada a la defensa y la promoción de los derechos humanos en nuestro medio creando la Subsecretaría de Derechos Humanos y el Comité Interministerial de Derechos Humanos.



Cumplidos los tres primeros trámites constitucionales, se produjeron entre ambas Cámaras solamente cinco discrepancias. Para resolverlas se creó una Comisión Mixta, que tuve el honor de presidir, la que sesionó esta mañana, con asistencia de nueve de sus diez integrantes, y llegó a acuerdo sobre todos los puntos en que había divergencias.



El debate realizado y los textos que se consensuaron figuran en forma destacada en el informe y en el comparado que se está poniendo a disposición de Sus Señorías.



Puedo señalar que cada punto abordado se analizó rigurosamente por la Comisión Mixta y que recibimos de Su Excelencia la Presidenta de la República indicaciones que fueron de particular ayuda para destrabar las controversias.



Debo agregar que igualmente valiosa resultó la participación de la señora Ministra de Justicia y de su equipo profesional.



Las votaciones del referido órgano fueron unánimes, salvo dos, en las que se abstuvo el Diputado señor Coloma.



Los acuerdos de la Comisión Mixta se orientan principalmente a:



-Establecer con nitidez las tareas que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la Subsecretaría que se crea desarrollarán en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, de manera de evitar cualquier dificultad o superposición que pueda registrarse a su respecto;



-Precisar los funcionarios que serán destinatarios de los programas de capacitación en materia de derechos humanos dentro de la Administración del Estado, mencionando a los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería;



-Regular adecuadamente el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos, el cual quedará a cargo de la Subsecretaría que se crea;



-Precisar la integración del Comité Interministerial de Derechos Humanos, y



-Complementar las disposiciones transitorias.



De este modo, consideramos que cumplimos nuestro cometido y que el Parlamento está despachando un proyecto que alcanza los objetivos buscados con su tramitación y que permitirá implementar una política unitaria y una institucionalidad adecuada en una materia de tanta relevancia para nuestra sociedad: los derechos humanos.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, en la última sesión quedaron para Comisión Mixta varios artículos que generaban diferencias entre algunos de nosotros.



Quiero agradecer la disposición de la señora Ministra de Justicia y de su equipo para arribar a acuerdos que acercaran posiciones en torno a un proyecto beneficioso para nuestra nación y que venía desde el Gobierno anterior.



Los acuerdos a que se llegó, como en toda negociación, permitieron -valga la redundancia- acercar posiciones. Ninguna de las dos partes quedó completamente satisfecha. Sin embargo, el resultado final es beneficioso para el funcionamiento de la nueva institución, que debiera ayudar a nuestro país.



Las diferencias mayores...



¿Podría pedir un poquito de silencio, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego a Senadoras, Senadores y Ministros guardar silencio.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Muchas gracias.



Señor Presidente, los mayores acuerdos tienen que ver con la necesidad de diferenciar entre el peso de una sentencia dictada en virtud de un tratado -por ejemplo, una de la Corte Interamericana de Derechos Humanos- y el de una recomendación de una institución internacional.



Las sentencias hay que acatarlas obligatoriamente. Las recomendaciones pueden acogerse o no.



Eso quedó relativamente bien resuelto.



De la misma manera se zanjó una serie de otras materias.



Por lo tanto, creo que en la Comisión Mixta primaron el diálogo, la voluntad de acercar posiciones. 



Finalmente, el proyecto quedó bastante bien estructurado.



Así que votaré a favor del informe.



Reitero mi agradecimiento a la señora Ministra de Justicia por la voluntad que tuvo para acercar las diversas posiciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo me siento muy orgullosa de este proyecto.



Nació en el anterior Gobierno: lo presentó el Presidente Sebastián Piñera; inició su tramitación la entonces Ministra de Justicia, Patricia Pérez, y la prosiguió la actual titular de esa Cartera, Javiera Blanco.



Esta iniciativa nos habla de la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos bajo el paraguas del Ministerio de Justicia; tanto es así que este pasará a llamarse “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. Y, además, da cuenta de un diagnóstico común que tenemos en Chile con respecto a la vulneración de los derechos esenciales de las personas; pero también, de la agenda moderna en materia de derechos humanos, la que mira el presente y hacia el futuro y que se relaciona con el cuidado de las minorías, de las mujeres, de los adultos mayores, de la gente con capacidades distintas, de aquellos que tienen una orientación sexual diferente, de la Ley de Identidad de Género, de todo lo que es la aplicación de políticas antidiscriminación en las que varios de nosotros hemos trabajado durante años acá, en el Congreso Nacional.



Por eso este proyecto reviste una importancia realmente grande, mucho mayor que la de cualquier otra iniciativa de ley. Y por lo mismo era relevante sacarlo de la Comisión Mixta rápidamente y de manera tal que todos los que participábamos en la discusión entendiéramos de qué estábamos hablando.



Chile ha suscrito en los últimos años muchos convenios internacionales, por cuyo cumplimiento hay que velar constantemente. Y, dada su inserción en el concierto internacional, debe dar cuenta de cuándo ellos se cumplen y cuándo no.



Hay convenios sobre derechos de la mujer; derechos de los niños; combate a la trata de personas, a la trata de blancas; inmigración; discriminación por razones religiosas, en fin.



Estamos viendo lo que sucede con los inmigrantes en Europa: con gente salida de Siria, etcétera. Hemos pedido acoger a familias en Chile.



Muchos problemas vinculados con la violación a derechos humanos tienen que ver con la agenda moderna. 



Una parte de la historia se relaciona con la violencia política. Pero la agenda moderna de derechos humanos es más amplia, abarca muchas otras temáticas.



Por tal motivo, es de verdad muy significativa una Subsecretaría que impulse tales materias y las planifique; que se coordine con el resto de los ministerios y vele por que también al interior de ellos las políticas públicas respectivas se promocionen y se vayan ejecutando.



Hoy estamos viendo numerosos proyectos de ley sueltos. Entonces, uno pregunta: “¿Qué entidad será la que va a velar por que dichas iniciativas se coordinen y se cumplan?” (por nombrar algunas legislaciones contra la discriminación: la Ley Antidiscriminación, la Ley contra la Incitación al Odio y la Violencia, la Ley sobre Identidad de Género). Por cierto, debe hacerlo una Subsecretaría de Derechos Humanos.



De ahí la importancia de este proyecto.



Así que -repito- estoy muy orgullosa de haber participado en su estudio.



Como dije en días anteriores, señor Presidente, una de las personas que se jugaron harto en esta iniciativa fue el Senador Hernán Larraín. Cuando estuvimos en la Comisión de Derechos Humanos del Senado, trabajamos bastante en conjunto para sacarla adelante. No fue fácil. Tuvimos que derribar hartos mitos y prejuicios, de un sector político y de otro.



Porque aquí lo importante es que debemos tener diagnósticos comunes. Y creo que en nuestro país esto lo hemos ido logrando cada día más.



Por tanto, los derechos humanos hoy los asociamos, por una parte, con nuestra historia: vulneración. Pero, por otra parte (también hay que decirlo), tenemos un país que cada día garantiza más su respeto.



¿Me puede conceder un minuto adicional, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Muchas gracias.



Señor Presidente, quiero finalizar mi intervención diciendo que este fin de semana en Iquique (Región de Tarapacá) dos tenientes del Ejército rayaron, dañaron un monumento a detenidos desaparecidos.



¿Sabe quién hizo la denuncia? ¡El propio Ejército: el General de la Zona!



Eso da cuenta de que en nuestro país, sin excepción, sin color político y sin que un sector sienta que tiene supremacía sobre otro, cada día más todas las instituciones de la república son conscientes de la importancia que los derechos humanos revisten para unos y otros.



¡Porque los derechos humanos no son patrimonio de un sector político! ¡Esa es su importancia en la agenda moderna!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, ha sido interesante escuchar las expresiones vertidas precedentemente para poner de manifiesto la necesidad de reconocer y consagrar los derechos humanos como patrimonio, como elemento fundamental en nuestra sociedad.



No me cabe duda de que habrá unanimidad para aprobar el informe de la Comisión Mixta y, consecuencialmente, el proyecto en que recae. Y esto habla bien de los pasos que va dando nuestro Estado.



Me sumo al reconocimiento hecho tanto a quienes participaron en las distintas Comisiones -del Senado y de la Cámara de Diputados- que perfeccionaron esta iniciativa cuanto, en particular, a la Ministra Javiera Blanco, quien puso un enorme esfuerzo para sacar la mejor legislación y la mejor institucionalidad en materia de derechos humanos.



Sin embargo, considero imprescindible, en tanto en cuanto vamos a respaldar este proyecto, hacer una reflexión de fondo.



Para que Chile pueda tener una institucionalidad de derechos humanos eficaz, es indispensable entender que debemos seguir avanzando no solo en verdad y justicia, sino también en reparación. Entender que los daños que sufrió nuestro país desde los puntos de vista emocional, del quiebre de familias, de los horrores que se vivieron en distintas partes de nuestro territorio únicamente se van a remediar con una política sistemática de justicia y de verdad, pero también de reparación. Entender que ha de haber un acompañamiento a las víctimas, a sus familiares, a los niños que crecieron en un entorno de agravios, de violencia.



Me parece que eso es tarea de todos y que ello debiera informar y orientar el trabajo de la Subsecretaría de Derechos Humanos. O sea, es labor de todos la reparación integral para miles y miles de víctimas que hoy claman justicia y ven con estupor, especialmente, pactos de silencio que agreden la conciencia del ser humano y que, además de a las personas, dañan a instituciones donde se siguen manteniendo candados para encubrir o para no entregar toda la información.



Me regocija además la idea de que la nueva Subsecretaría tenga que abrirse a otro tipo de derechos humanos que debemos proteger; en particular, los de los migrantes.



Chile está recibiendo a una enorme cantidad de inmigrantes. Pero a veces comienzan a surgir la intolerancia, la xenofobia, planteamientos destinados a establecer puntos de enfrentamiento, de confrontación con miles y miles de personas que vienen de otras naciones y que, sin duda, van a aportar al crecimiento de la nuestra.



En materia de diversidad sexual, hemos avanzado en una legislación protectiva. Pero también debe haber educación. Hay que perseverar en la formación, en la tolerancia, en la reparación, en el entendimiento del dolor que sufrieron determinados sectores, ciertos colectivos de nuestra comunidad.



De aquella manera hay que caminar hacia una sociedad más tolerante, que haga del respeto a los derechos humanos un valor fundamental.



Como hemos dicho muchas veces, ¡que nunca más en Chile volvamos a vivir los horrores del pasado!



La idea es que la nueva Subsecretaría colabore e investigue; que exista una política nacional de educación, de formación.



Sin lugar a dudas, así se va a avanzar.



Señor Presidente, solo quiero dejar enunciados algunos temas en los cuales es imprescindible que el organismo comience a trabajar desde ya.



El país, así como lo hizo España, tiene que contar con una ley de memoria histórica a fin de que se elimine cualquier vestigio que lo divida, como es el caso de esas galerías infamantes que se observan hoy día en algunas dependencias del Ejército y que recuerdan a genocidas, a condenados por crímenes de lesa humanidad. Es preciso que ello se encuentre absolutamente establecido y fiscalizado, y que sea impulsado por la Subsecretaría.



Asimismo, existe mucha vulneración de los pueblos originarios.



Cabe agregar las deudas con colectivos. Inmigrantes ya han expuesto problemas. Quiero señalarlo, porque hemos recibido distintas inquietudes.



Varios Senadores presentes han estado trabajando en la reparación a exconcriptos que cumplieron un período importante de instrucción más allá de lo dispuesto por la propia ley.



Enormes sectores de la población no han visto satisfechas sus necesidades y claramente van acumulando, no solo perjuicios, sino también discriminación.



Valoro el avance de que se trata y votaré a favor de la iniciativa.



Ojalá se progrese para que en Chile nunca más se registren violaciones y atropellos masivos a los derechos humanos.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve. Ya intervine en etapas anteriores de la discusión, porque, como aquí se ha expresado, este es un proyecto en que nos tocó participar muy activamente.



En su momento, cuando conocimos algunas dificultades para trabajar en cuestiones de derechos humanos desde el punto de vista del cumplimiento de tratados y obligaciones en la materia por el país, nos dimos cuenta de que faltaba una institucionalidad que lograra coordinar y comprometer al Estado en acciones proactivas. Fue lo que le planteamos al Ministro de Justicia de entonces, señor Felipe Bulnes, el que se lo manifestó al Presidente Sebastián Piñera, quien presentó la iniciativa.



Creo que el proceso ha sido muy conveniente, el cual finalmente se ha perfeccionado durante el actual Gobierno y ha terminado su tramitación con los aportes de ambas Cámaras. A mi juicio, eso es valioso, porque nos hace concluir que, más que meras recriminaciones sobre materias tan delicadas, estamos pensando en positivo hacia el futuro.



La Subsecretaría puede ayudar enormemente a asegurar que Chile cumpla en la forma debida sus compromisos respecto de los derechos humanos, y, en especial, colaborar en el diseño y elaboración de políticas, planes y programas para promoverlos y protegerlos. Como lo dice el artículo 8°, constituye una de sus funciones. Sus tareas permitirán considerar con mucha fuerza todos los ámbitos que es necesario cubrir para contar con una política adecuada.



Por eso, se crea un Comité Interministerial, del cual dependerá la Subsecretaría, integrado por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá, y los titulares del Interior y Seguridad Pública, de Relaciones Exteriores, de Defensa, Secretario General de la Presidencia, de Desarrollo Social, de Educación y de la Mujer y la Equidad de Género. Es decir, se cubre una amplia variedad de materias, dentro de las cuales los derechos humanos están presentes y obligan a compromisos.



Juzgo que de esta manera no solo vamos a avanzar en ir sanando las heridas del pasado, sino también, muy positivamente, en pensar en el futuro, en cómo hacernos cargo de la situación con políticas públicas que nos involucren a todos.



Más allá de algún punto que a alguien pueda gustarle más o menos, estoy seguro de que la iniciativa va a darle al país una sensación de estar cumpliendo con compromisos éticos muy relevantes. En efecto, el asunto se vincula con el orden que debe existir en nuestra relación, el cual tiene que estar guiado y conducido siempre por los principios que informan las políticas relacionadas con los derechos humanos.



En consecuencia, aprobamos con mucho interés y entusiasmo el proyecto para que ojalá con la unanimidad de esta Corporación podamos dar un paso positivo en este campo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que se emiten 29 votos a favor.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Felicitamos a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, quien no sabemos cómo logró que la unanimidad del Senado apoyara la iniciativa y le rindiese un homenaje.



Los argumentos han sido muy persuasivos.



La Honorable señora Lily Pérez deja constancia de su intención de voto a favor.

PRESENTACIÓN DE CANDIDATURAS SOLO EN REGIONES DE CONSTITUCIÓN LEGAL DE PARTIDOS POLÍTICOS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite, que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “suma”



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 12ª, en 22 de abril de 2015.



Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 35ª, en 15 de julio de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer que las candidaturas que un pacto presente en las elecciones de alcaldes, de concejales y de consejeros regionales solo puedan incluir representantes de partidos políticos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de armonizar estas últimas con lo que ocurre en los comicios parlamentarios.



La Comisión discutió el proyecto únicamente en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Quinteros y Zaldívar, aprobó la idea de legislar.



Cabe tener presente que el artículo 1°, que introduce enmiendas al artículo 107 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y el 2°, que modifica el artículo 85 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, requieren, por ese hecho, 21 votos para ser aprobados.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde abocarse a la discusión general, y si no hay inconveniente, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, las colectividades políticas juegan un papel esencial en el ejercicio de la democracia al actuar en la mediación entre la sociedad y el Estado. En ese plano cumplen un doble rol: el de la representatividad, al ser portadoras de demandas ciudadanas, y el del consenso, al generar apoyo para imponerlas y conducirlas.



Para Max Weber, el partido es la “forma de socialización que, descansando en un reclutamiento libre, tiene como fin proporcionar poder a su dirigente dentro de una asociación y otorgar por ese medio a sus miembros activos determinadas probabilidades ideales o materiales”. Giovanni Sartori, a su vez, considera que se le puede dar esa denominación a “cualquier grupo político que se presenta a competir en elecciones y que puede colocar mediante ellas a sus candidatos en cargos públicos”.



Los partidos políticos han sido entidades fundamentales en la consolidación de nuestra democracia y se han transformado en verdaderos catalizadores de los intereses de la ciudadanía, siendo además necesarios para el funcionamiento correcto de los procesos electorales que vivimos en la actualidad.



En este momento, catorce de ellos están inscritos en el Registro del Servicio Electoral, de los cuales siete -Renovación Nacional, Unión Demócrata Independiente, Democracia Cristiana, Socialista, Radical, Por la Democracia y Comunista- se encuentran constituidos en todas las regiones y el resto solo en algunas.



El objetivo del proyecto es establecer, como se expresó, que las candidaturas de un pacto en las elecciones de alcaldes, de concejales y de consejeros regionales solo podrán incluir representantes de partidos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de armonizarlas con lo que ocurre en los comicios parlamentarios.



A mi juicio, el texto va en la línea correcta, por lo que vamos a aprobarlo. En distintos informes para perfeccionar nuestra democracia hemos presentado ideas similares a la contenida en la moción, sobre la base de que las colectividades políticas cumplen un rol fundamental para nuestra institucionalidad, ya que reflejan la diversidad de una sociedad y las distintas necesidades y preferencias de los sectores que confluyen en el país.



Estas entidades desempeñan una función esencial para el sistema democrático. Resulta indispensable “transformar las distintas preferencias de los ciudadanos en plataformas programáticas donde las diferentes dimensiones de lo público se agrupen y se traten en forma más o menos coherente”. Por eso, se precisa cualquier esfuerzo encaminado a fortalecerlas ante su papel trascendental en el sistema político.



Con motivo de la eliminación del binominal, el Gobierno y la Nueva Mayoría introdujeron en la “letra chica” del proyecto respectivo dos puntos que creo que van a ser extraordinariamente nocivos para la democracia chilena. El primero de ellos tiene que ver con el incremento en el número de parlamentarios, habiendo sido estimado en más de 13 mil millones de pesos anuales el costo para el país por el aumento de 12 Senadores y de 35 Diputados, según un informe de la Biblioteca del Congreso Nacional.



El segundo, que se relaciona con la iniciativa que nos ocupa, tiene que ver con el fomento del multipartidismo, en la medida en que la creación de una colectividad política será ahora más fácil, en algunos casos, que la de una junta de vecinos. En efecto, se bajó a la mitad -es decir, a 0,25 por ciento- el requisito del 0,5 por ciento del electorado que haya votado en los últimos comicios de Diputados en la región donde se esté constituyendo un partido. Para que ello legalmente tenga lugar, basta cumplir el trámite en una sola región, no en ocho alternadas o en tres continuas, como antes.



El incentivo del multipartidismo, en un régimen presidencial como el nuestro, atentará directamente contra la gobernabilidad, algo que ha sido un sello de nuestra democracia en los últimos veinticinco años.



El propio Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, Patricio Santamaría, ha expresado que “estos cambios permiten una mayor representación de las distintas miradas de la sociedad y abren nuevas opciones, pero también tienen algunos riesgos. Los problemas surgen cuando se produce un multipartidismo producto de caudillismos, o cuando se junta un grupo de gente con intereses muy específicos y solo con la meta de llegar al poder, en vez de tener una mirada sobre el individuo y el país de manera global”. 



La experiencia internacional demuestra que en las democracias más consolidadas en el mundo la tendencia es justamente al revés: hacia el bipartidismo o hacia las grandes coaliciones, como en Estados Unidos o en el Reino Unido. Creo que nadie podrá criticar los regímenes políticos en esos lugares.



La gobernabilidad justamente se logra formando grandes grupos o bloques. En este sentido, me parece que es un aspecto que debemos valorar y reforzar hoy más que nunca, justo en momentos en que nuestra democracia pasa por una seria crisis institucional.



Vamos a votar a favor del proyecto, porque da un paso en una línea que nos parece mejor para el sistema que nos rige.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir el Senador señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, la iniciativa es muy sencilla, pero muy justa. De lo que se trata es de que, habiéndose logrado instalar y crear un partido con actividad y registro en una región determinada, este pueda presentar candidatos a alcaldes y concejales solo en ella.



Eso se hace para lograr coherencia con lo ya aprobado al modificarse el sistema electoral, cuando se dispuso que los candidatos a parlamentarios únicamente podían decir relación con las regiones específicas donde las colectividades políticas se hallan constituidas.



Este principio no se encontraba establecido en el ámbito municipal. Por lo tanto, el proyecto en debate es necesario para complementar y obtener la simetría necesaria entre ambas realidades. Sería muy absurdo que un partido no pudiera presentar candidatos a parlamentarios sino en su región, pero sí hacerlo en todo Chile tratándose de estos otros comicios.



La iniciativa apunta a una corrección por el lado correcto: limitar el ámbito de acción de una colectividad política a la o las regiones donde se encuentra inscrita.



En particular, cabe recordar que la última modificación en la materia, como lo decía muy bien mi Honorable colega Prokurica, permitió rebajar la exigencia del número de firmas para crear un partido y, al mismo tiempo, la constitución de este en una sola región. Antes se contemplaba el requisito de tres regiones continuas o de ocho discontinuas.



Esa situación cambió. Estimo que el “facilismo” instalado contra nuestra voluntad por la legislación actual le causa un enorme daño a la vida política por favorecer el multipartidismo, el que, como tal, nunca ha sido positivo, en cuanto a la fragmentación, para la estabilidad de las democracias. 



Espero que podamos corregir lo atinente a las firmas, volver a las exigencias históricas en la materia y establecer, para los efectos de la acción electoral de un partido en relación con el ámbito municipal, que ella se circunscriba, al igual que en el parlamentario, al lugar donde la entidad registra su existencia.



Por ese motivo, me parece que estamos frente a un proyecto justo y completamente necesario, y ojala que esta Corporación lo apruebe.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, esta es una iniciativa que nace de una moción y que fue acogida por todos los miembros presentes del órgano técnico, Senadores señores Quinteros y Zaldívar y quien habla.



El texto es bastante sencillo, como se manifestó, y busca establecer en los comicios de alcaldes, concejales y consejeros regionales lo que ya existe para las demás elecciones. O sea, se tiende, en el fondo, a que en todas ellas rija el mismo estándar. En ese sentido, se plantea que las declaraciones de un pacto solo podrán incluir candidatos de partidos legalmente constituidos en la respectiva región.



Lo importante es no solo armonizar el sistema en todas las elecciones, sino que también creemos que para el buen funcionamiento de una democracia se necesitan colectividades políticas fuertes. 



Si únicamente partidos constituidos en la región pueden presentar candidatos a Diputados y a Senadores en la respectiva elección, resulta bastante extraño que ello no sea así en comicios en que se designarán alcaldes, concejales y consejeros regionales, en los que es importante que una colectividad política presente la misma característica, como es obvio, ya que son incluso más cercanos, más territoriales, más locales.



Consideramos importante que también en las comunas y las regiones haya partidos políticos fuertes. Sería muy raro que aquellos no constituidos en una región pudieran presentar en ella candidatos a alcaldes, concejales y consejeros regionales y no lo pudieran hacer para las elecciones de diputados y de senadores, que son menos locales.



En ese sentido, estimamos relevante que en todas las elecciones se cumpla con esta parte de la legislación, en cuanto a que las colectividades se hallen legalmente constituidas en la región correspondiente.



 Hoy, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades aplica un criterio diferente, porque permite que, con ocasión de un pacto electoral, un partido presente candidaturas a alcalde o concejales en comunas y regiones donde no se encuentre legalmente constituido.



Lo mismo se observa en la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que reproduce prácticamente en idénticos términos dicha norma, a propósito de las candidaturas para consejeros regionales.



Nosotros pensamos que la diferencia entre las elecciones municipales y de consejeros regionales y las elecciones parlamentarias no se justifica. Y creemos que ello amerita una estandarización del estatuto de todas las candidaturas, cualquiera que sea la naturaleza del cargo al cual se postula.



Resulta absolutamente necesario, señora Presidenta, que todas las elecciones -como ya lo he dicho- tengan el mismo estándar, la misma regulación, de modo que, para las elecciones de alcaldes, concejales y consejeros regionales las colectividades cumplan también con el requisito de estar constituidas en la región donde van a presentar candidatos, al igual que como ocurre para las de senadores y diputados.



En tal sentido, creemos que este proyecto ayuda a tener partidos políticos fuertes, con arraigo en el territorio donde presenten sus candidatos, a fin de que también exista una democracia partidaria en las comunas y las regiones y que ello quede resguardado no solo a nivel nacional, sino también a nivel comunal y regional.



Por lo tanto, señora Presidenta, anunciamos nuestros votos favorables a esta iniciativa, porque pensamos que contribuye al mejor funcionamiento de la democracia.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, creo que esta es una normativa importante, que genera una buena forma de entender la representatividad en el ámbito partidario y que no había quedado bien resuelta en la Ley sobre Gobierno y Administración Regional, que permitía a los partidos políticos la presentación de candidaturas, independientemente de estar constituidos o no en la región respectiva.



Ese era claramente, desde mi perspectiva al menos, un error respecto de la formalidad que debe tener este tipo de acciones, que incluso representan un gasto público importante para el país. Alguien pudo haber dicho en otro momento: “¡Qué importa, si al final los votos son los que dirimen!”. Bueno, es que aquí también hay un tema de financiamiento de por medio.



De ahí que considero relevante restablecer un principio que ha estado permanentemente incorporado en las bases mismas de la institucionalidad electoral y política del país. Habremos tenido problemas en muchos aspectos, pero aquí no los ha habido, y generarlos me parecería un error.



¿Qué se les pide a los pactos? Que todos los partidos que los constituyan se encuentren legalmente constituidos en la región donde se presenten las candidaturas, a diferencia de lo que se halla establecido hoy en la ley, que exige que solo uno de ellos esté inscrito en el lugar de que se trate. De otro modo, sería posible una ampliación infinita: en base a un único partido nacional podrían descolgarse muchos partidos regionales o no regionales; un partido constituido en una región podría presentar candidatos en las demás, o bastaría estar inscrito en una mayoría de ocho regiones para que se aplicara la lógica de poder llevar candidatos en todas.



Entonces, creo que este proyecto restablece un sano principio -por eso me parece que va a concitar una aprobación más bien unánime-, en el sentido de que para presentar candidaturas hay que contar con el apoyo de al menos un partido político u, ojo, de personas. Si alguien piensa que esto imposibilita la presentación de candidaturas independientes, conviene aclarar que basta que se reúna el número legal de firmas para que una persona pueda postular. No es un obstáculo para que alguien sea candidato. Lo que la norma hace es dar cierto orden o regulación respecto de cómo deben formarse las candidaturas y cómo ha de plantearse al electorado la lógica de la representatividad.



De no existir esta norma, obviamente tendría mucho menos sentido cierto tipo de organización política. Habría más bien una lógica de caudillismo, o la lógica de un tronco del cual pueden desprenderse, inorgánicamente, cientos de ramas a lo largo del país. Y esta, naturalmente, no puede ser la intención profunda del legislador.



Esta iniciativa subsana un error cometido anteriormente, que planteamos en su momento, pero lo importante es que, cuando se incurra en una equivocación, se tenga la capacidad para después repararla. Y creo que ahora lo estamos haciendo adecuadamente, a través de una normativa que ojalá sea aprobada por unanimidad.



Votamos a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo la señora Lily Pérez.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- El plazo para formular indicaciones se fijará mañana, al inicio de la sesión.

ESTANDARIZACIÓN DE CONTRATOS DE ADHESIÓN
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.916-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Harboe, señora Lily Pérez y señores Horvath, Pizarro y Tuma):


En primer trámite, sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:


Economía: sesión 25ª, en 3 de junio de 2015.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es establecer el deber de estandarización o uniformidad de los contratos de adhesión, con la finalidad de que se asimilen todos los contratos de un determinado producto o servicio financiero o contratos de salud, y sean los consumidores quienes puedan elegir, analizando la integridad del contrato que han de celebrar.



La Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la mayoría de sus miembros presentes, por 3 votos a favor, de los Senadores señores Navarro, Pizarro y Tuma, y una abstención, del Senador señor Orpis.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la página 34 del primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, estamos en presencia de uno de los proyectos que pueden tener mayor aplicación práctica para los millones de ciudadanos, familias y personas que hoy se transforman en consumidores.



Por regla general, en los contratos existen dos partes que intervienen en igual medida. En principio, ambas tienen intervención tanto en la regulación como en la estructuración, por lo que terminan resultando obligadas. Esta reciprocidad en la obligación es fruto de la concurrencia de la libre voluntad de las partes imperante a la hora de contratar.


Sin embargo, esto ya no ocurre en los contratos más modernos que hoy se conocen como “contratos de adhesión”, que son desarrollados por una parte y en los cuales la voluntad de la otra se termina traduciendo solo en el acto de firmar, pues no tiene ningún tipo de influencia en nada referido a la redacción, estructuración o modificaciones de los instrumentos.



Para ejemplificarlo en forma fácil, se puede mencionar el contrato de transporte público. Cuando un ciudadano se sube a un bus, inmediatamente se entiende celebrado un contrato de adhesión, ya que no puede modificar las condiciones establecidas (seguro asociado, etcétera).



Lo mismo ocurre con los contratos de isapre, de seguros y otros.



La realidad económica y social ha demostrado que los contratantes no se encuentran, necesariamente, en una igualdad efectiva que se traduzca en una libre discusión de las condiciones contractuales. Como afirma el profesor Alessandri Rodríguez, los contratantes podrán encontrarse en una igualdad jurídica, pero no necesariamente en una igualdad real, efectiva, pues, “generalmente, es uno de los contratantes quien impone las condiciones del contrato, limitándose el otro a adherir a éstas”, dando lugar a los denominados “contratos de adhesión”, que a su juicio representan “tal vez la parte más considerable de la vida contractual”.


En el nuevo derecho protector del consumidor se ha establecido, a nivel de derecho comparado, lo que se denomina “dirigismo contractual”, que tiene diversas manifestaciones, que van desde otorgar mayores atribuciones al juez a la hora de interpretar las normas, hasta el establecimiento de ciertas disposiciones que obligan a contratar. Sin embargo, la más común manifestación del dirigismo contractual es la introducción obligatoria de ciertas cláusulas en los contratos, lo que puede significar incluso la configuración total de los términos contractuales, uniformando la contratación de determinado producto o servicio.



De esta manera, las leyes de protección al consumidor deben tener como objeto equilibrar la posición de cada contratante. Esta nueva visión nos conduce indefectiblemente al contrato dirigido o con cláusulas predispuestas, que son aquellas que se imponen forzosamente en la ley y que las partes deben acatar si deciden celebrar el contrato. Así, el íter contractual, partiendo por la formación del consentimiento, está dirigido o encauzado por ciertas cláusulas que no son renunciables.



Para algunos autores, los contratos dirigidos serían de doble adhesión, ya que, por una parte, el contratante más débil debe sujetarse a las cláusulas impuestas por el más fuerte y al contenido del contrato que se haya prefijado por la ley. 


Con todo, el dirigismo contractual ha sido un instrumento que han tomado diversas legislaciones, como Brasil o Estados Unidos. En el primero es resultado de la creciente intervención del Estado en la economía. Una manifestación son los denominados “contratos regulados” por la autoridad (o contratos regulamentados, como se los llama en la legislación brasilera). Por otra parte, existen allí las “clausulas generales de contratación” y los “contratos tipo”, “contratos por formulario” o “contratos de masa”, que establecen cláusulas iguales para que todos los consumidores puedan comparar sus productos y disponer libremente de su voluntad.



En Estados Unidos existen los llamados “Mandatory Terms”.



La idea es evitar los abusos y excesos en que incurre el que detenta mayor poder de negociación, equilibrando la posición de uno y otro contratante, para que la manifestación de voluntad no solo se limite a la suscripción de un acto o contrato, sino que sea la ley (aquella manifestación de la voluntad popular) la que establezca un mayor equilibrio entre el prestador del servicio y quien requiere contratarlo, incorporando ciertas cláusulas obligatorias.



Tal es lo que se denomina “dirigismo contractual”.



Lo que queremos es que, en la práctica, los ciudadanos, cuando vayan a celebrar, por ejemplo, un contrato con una institución de salud previsional (isapre), o un contrato de seguro, tengan la genuina posibilidad de comparar las condiciones reales ofrecidas. Para ello, se establecen ciertas normas básicas, como el empleo de un lenguaje similar. Es de común ocurrencia que hoy la cobertura y los términos utilizados en cada uno de los contratos de isapre sean distintos dependiendo de la institución de que se trate, lo que en definitiva hace imposible que los consumidores comparen las reales y efectivas coberturas que les están planteando cada uno de los oferentes.



Lo anterior no es un hecho aislado. 



Actualmente, en nuestro Derecho, el artículo 17 C de la ley N° 19.496, Ley del Consumidor, establece un claro ejemplo de dirigismo contractual en materia de contratos de adhesión de productos y servicios financieros al señalar que los contratos de adhesión de productos y servicios financieros deberán contener al inicio una hoja con un resumen estandarizado de sus principales cláusulas y los proveedores deberán incluir esta hoja en sus cotizaciones, para facilitar su comparación por los consumidores.


De igual forma, el artículo 7°, inciso cuarto, de la Ley de Mercado de Capitales dispone, respecto de los créditos hipotecarios, que la información relativa al costo final de los créditos hipotecarios universales, créditos universales asociados a una tarjeta de crédito y créditos universales de consumo, a su carga anual equivalente, a la estructura de comisiones e intereses, a los gastos asociados a los mismos y a los seguros con que deban contar mientras subsistan las obligaciones deberá expresarse de un modo claro y visible.



Es decir, cuando en la práctica se ha generado falta de equivalencia entre consumidor y oferente, la ley es la que debe imponer ciertas condiciones básicas de igualdad y equilibrio.



Además de lo anterior, en Chile tenemos hoy un mercado tremendamente atomizado.



En Chile existen 23 bancos establecidos y operando en el país. Entre ellos hay 18 bancos nacionales, 4 sucursales de bancos extranjeros y un banco estatal. En consecuencia, los consumidores no tienen la posibilidad de comparar las condiciones de un mismo producto o servicio financiero ofrecido por los actores del mercado.



Asimismo, hoy existen en el país 13 isapres, de las cuales 7 son abiertas. Sin embargo, las personas no tienen la posibilidad de comparar los contratos de salud de unas y otras.



Con todo, la normativa vigente se vería reforzada si las isapres estandarizaran sus contratos, facilitando su comparación.



La presente moción, señora Presidenta, encarna un dirigismo contractual morigerado, ya que el proyecto de ley no impone cláusulas que den forma al contrato -para ello existe el sistema de nulidades del artículo 16 de la Ley del Consumidor-, sino que busca establecer un deber de estandarización o uniformidad, con la finalidad de que se asimilen todos los contratos de un determinado producto o servicio financiero o los contratos de salud, y sean los consumidores quienes puedan elegir, analizando la integridad del contrato que han de celebrar. 


A mayor abundamiento, la presente moción introduce un inciso segundo al artículo 17 C de la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, con el propósito de imponer la obligación de que los proveedores de productos y servicios financieros estandaricen sus contratos, al igual que los créditos señalados en el artículo 7° de la ley N° 20.448 (Mercado de Capitales), de tal manera de favorecer la transparencia en el sector y facilitar la libre elección y la celebración de contratos en base a información genuina. Asimismo, se apunta a estandarizar los contratos de un sector muy sensible para la sociedad, como es el de la salud, modificando al efecto el DFL N° 1, de 24 de abril de 2006, del Ministerio de Salud.


Para terminar, señora Presidenta, quiero señalarle a toda aquella ciudadana y ciudadano que nos está viendo a través del canal de televisión del Senado que este proyecto de ley introduce un dirigismo contractual morigerado, destinado a mantener y mejorar los derechos de los consumidores a la hora de suscribir los contratos, para que efectivamente puedan comparar entre productos de similares características ofrecidos por diferentes instituciones.



La Comisión de Economía aprobó en general el proyecto por 3 votos a favor y una abstención. No obstante lo anterior, se hicieron importantes sugerencias para perfeccionarlo en la discusión particular.



Por eso, señora Presidenta, junto con agradecer al Presidente de la Comisión de Economía, Senador Eugenio Tuma, y a todos los integrantes de dicho organismo la aprobación de la idea de legislar en esta materia, llamo a la Honorable Sala -por intermedio de la Mesa, por supuesto- a despachar esta iniciativa en general, para lo cual solicito abrir la votación.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Economía, me correspondió dirigir el debate respecto de este proyecto, a cuya aprobación concurrimos los Senadores Horvath, Pizarro, Lily Pérez y el que habla, iniciado en una moción del Senador Harboe, el cual, en definitiva, persigue equilibrar los derechos de los consumidores con aquellos de los proveedores de servicios y productos a través de la estandarización de contratos de adhesión.



Estos contratos son bastante complejos, especialmente -como lo relataba el autor de la iniciativa- los que tienen que ver con la salud o con la provisión de servicios de seguros, porque, en general, son de difícil lectura, mucha letra chica, con condiciones contractuales colocadas al arbitrio del proveedor del servicio y en los que el usuario poco o nada tiene que decir.



Aquí se trata de dictar una legislación que proteja a los consumidores frente a cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión.



Hoy se halla en tabla, señor Presidente, el proyecto que fortalece al SERNAC. Y en su oportunidad, discutiremos cuál será su función.



Pero cuando se debatió el proyecto relativo al SERNAC Financiero, se estableció un sello de SERNAC. Y, hasta ahora, nadie lo ha obtenido. Por tanto, nadie cumple con las condiciones que la propia ley del SERNAC Financiero fijó para hacerse acreedor de aquel.



En consecuencia, ninguna normativa garantiza ni protege de cláusulas abusivas en los contratos a los usuarios.



Lo que planteamos -yo lo he hecho reiteradamente, señor Presidente- es que el rol del Estado es proteger a los débiles. Y en los casos de provisión de servicios y de este tipo de contratos -como decía Felipe Harboe- es difícil hacer comparaciones porque son complejos y no usan el mismo lenguaje, incluso tratándose del mismo proveedor.



Por consiguiente, en este proyecto se trata de que se converse en un lenguaje comparable; de simplificar la lectura que pueda hacer cualquier usuario. Y con la frase “cualquier usuario” me refiero a que incluso aquellas personas que carezcan de escolaridad puedan distinguir entre lo que les conviene y lo que los perjudica.



En consecuencia, hoy vemos que la legislación no le da facultades a ningún organismo del Estado para revisar si algún contrato contiene una cláusula abusiva. Podría perfectamente establecerse un contrato tipo de adhesión masiva que el Servicio Nacional del Consumidor pudiese revisar y darle su visto bueno o que se sometiera al examen de alguien que dijera: “Mire, este contrato, en verdad, cumple la prueba de la blancura”. Y reitero que nadie, ninguna institución proveedora de servicios financieros, bancarios, de seguros, de salud, de vivienda, ha presentado al SERNAC su contrato para obtener el sello de garantía mediante el cual el Estado vela por que las cláusulas efectivamente no dañen, no perjudiquen, no sean abusivas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Tuma, perdone que lo interrumpa.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor MOREIRA.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, Su Señoría.



Continúe, por favor.

El señor TUMA.- Por tanto, lo que nos impone hoy la realidad económica y social ha resultado en que los contratantes no se encuentren necesariamente en una igualdad efectiva que se traduzca en una libre discusión de las condiciones contractuales, pues es usual que uno de ellos las imponga, limitándose el otro a adherir o no a estas cláusulas.



Ante la disparidad que generan los contratos de adhesión -manifestación de esta modalidad contractual- las legislaciones han creado los denominados “contratos dirigidos”, en virtud de los cuales el Estado interviene, fijando todas las estipulaciones o algunas de ellas. Una manifestación es el establecimiento de normas de estandarización contractual destinadas a uniformar la configuración de determinados contratos.



Una mayor estandarización y claridad de las cláusulas contenidas en los contratos financieros y de salud podría avanzar en cerrar las asimetrías de información y los espacios para términos abusivos en perjuicio de los consumidores.



Sin embargo, señor Presidente, también tengo que decir con la misma fuerza que en este proyecto hubo un debate general en el que participaron el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, el Superintendente de Valores y Seguros, el Fiscal de la Superintendencia de Salud, el Director del SERNAC. Y unos y otros plantearon algunas observaciones que podrían mejorar su texto.



Esta iniciativa debe ser perfeccionada a través de indicaciones. Ya fijaremos plazo para su presentación, a fin de darles oportunidad a los Senadores de hacerlo y realizar un nuevo debate, ya en particular, en la Comisión.



Puedo mencionar algunas de las sugerencias que plantearon nuestros invitados.



a) Sería recomendable una mayor especificación de los mecanismos a través de los cuales se espera lograr esta estandarización.



b) Sería importante distinguir qué cláusulas estarían sometidas y cuáles no a esta estandarización. Por ejemplo, la determinación de precios y comisiones.



No vamos a regular esas materias. Lo que sí vamos a hacer es evitar posibles conflictos relativos a la libre competencia o a cláusulas abusivas.



c) Indicar el plazo para la implementación de este mecanismo: qué ocurre con los contratos actualmente vigentes; cómo se ajustarían los estandarizados; cómo se recabaría el consentimiento de los consumidores.



Adicionalmente, sería importante proyectar la fase de implementación para la vigilancia de la estandarización propuesta. Lo anterior, con el fin de evaluar el cumplimiento de la normativa en el contexto de la creación de nuevos productos financieros.



De la revisión de la experiencia internacional, de acuerdo a un informe que nos entregó la Biblioteca del Congreso Nacional, en general se han identificado mecanismos de protección frente a cláusulas abusivas de los contratos de servicios financieros, aunque no un mecanismo de estandarización de contratos. Así, en la mayoría de los países existen mecanismos de divulgación e información para los usuarios de servicios financieros y de otros, con el objeto de:



-Darles a conocer en forma anticipada y en términos comprensibles las cláusulas de los contratos de adhesión de productos de distinta índole, como ocurre en Canadá y en la Unión Europea.



-Revisar las cláusulas consideradas abusivas y dejarlas sin efecto. Esto es en Colombia.



Además, en la gran mayoría de los casos existe una autoridad de conducta de mercado distinta del supervisor financiero a cargo de estas tareas.



En resumen, señor Presidente, no tenemos garantizado un organismo del Estado que vigile todos los contratos existentes en el mercado. Y, mientras ello no ocurra, la iniciativa presentada por el Senador Felipe Harboe, a la que adherimos varios Senadores, llenará ese vacío.



Por tanto, tenemos el desafío de presentar las indicaciones en el plazo que concordemos para los efectos de dar un paso más en la defensa de los derechos de los consumidores y en el equilibrio que ha de existir en la relación entre los proveedores y quienes reciben estos servicios.



Voto favorablemente este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el inciso sexto del artículo 1° de la ley N° 19.496 describe los contratos de adhesión como “aquellos cuyas cláusulas han sido propuestas unilateralmente por el proveedor sin que el consumidor, para celebrarlo, pueda alterar su contenido”.



Es decir, son aquellos en que una sola de las partes pone las condiciones y la otra tiene que aceptarlas.



Aquí, señor Presidente, estamos frente a distintas situaciones que se pueden abordar.



La primera se refiere a los contratos. Y quizás los más parecidos a los contratos de adhesión puros y simples son los del agua potable, de la energía eléctrica y otros más en donde las personas no negocian el precio, no pueden elegir a la empresa con la que contratan el servicio, ni tampoco establecer la calidad.



Tanto es así que en estos casos ese rol lo desempeña el Estado. 



Pero cuando uno pregunta en las discusiones de las iniciativas, señor Presidente, si el rol de la Superintendencia de Servicios Sanitarios o de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles es defender a los consumidores, muchas veces los superintendentes no lo tienen claro.



Y dejaré para después los casos que mencionaron tanto el Senador Tuma como el Senador Harboe: los contratos de las isapres, de los bancos y de otros rubros, en donde el tema es distinto, porque hay muchos bancos y muchas empresas de cable con los que se puede contratar.



El problema va por otro lado ahí: son tantos los sistemas que ofrecen las isapres, por ejemplo, que al final es muy difícil entender cuál es cual.



Por lo tanto, me parece una buena idea estandarizar al menos un piso, un tipo de contrato que uno pueda firmar y que le asegure cierta prestación de servicios.



En el caso específico del agua potable y de la luz eléctrica, señor Presidente, la fijación de los precios se hace mediante negociaciones donde yo creo claramente que, tratándose tanto de la Superintendencia de Servicios Sanitarios como de la SEC, el Estado es la contraparte de las empresas concesionarias y debe, sin duda, representar el interés de los consumidores porque en estos casos es absolutamente imposible que un consumidor incluso letrado pueda conocer las condiciones.



Comentábamos con el Senador Horvath -quien es ingeniero- que conocer el proceso tarifario del agua potable y de la energía eléctrica es extraordinariamente difícil.



Incluso, yo diría que para las organizaciones de los consumidores es casi imposible hacerlo si no contratan, y para eso muchas veces no tienen los recursos.



Las únicas que pueden resguardar eso son las superintendencias. Y sería bueno también aclarar en este mismo proyecto el rol de aquellas en la fijación de los precios, en la mantención de la calidad y en la defensa de los consumidores.



Esta iniciativa tiene por objetivo establecer el deber de la estandarización o uniformidad de los contratos de adhesión, con la finalidad de que se asimilen todos los de determinado producto o servicio financiero o de salud, y los consumidores puedan elegir mediante la integridad del contrato que han de celebrar.



Voto a favor de este proyecto de ley, porque creo que da un paso importante.



Quizás no es todo lo que quisiéramos. Este tema no es fácil, y creo necesario transparentarlo. Pero en los contratos de adhesión con los servicios sanitarios, por ejemplo, donde hay que buscar más que transparencia, se debe tener en cuenta que el usuario carece de condiciones técnicas y legales para poder negociar.



Por lo tanto, creo sinceramente que debemos buscar que se le asigne un rol más relevante al Estado, el cual es el único que puede representar los intereses de los consumidores.



Finalmente, quiero decir que esta iniciativa va en la línea correcta y que es esencial avanzar en esta materia, respecto a la cual en numerosas ocasiones los consumidores se sienten estafados tanto en lo que pagan como en lo relativo a que el producto que creyeron que les estaban vendiendo, al final resultó ser de una calidad muy distinta de la que esperaban.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, existen veintitrés bancos operando en el país: dieciocho nacionales, cuatro sucursales de bancos extranjeros y uno estatal.



No obstante, los consumidores no tienen la posibilidad de comparar las condiciones de los servicios financieros ofrecidos por otros actores del mercado.



En el ámbito de la salud existen trece isapres, de las cuales siete son abiertas. Y, sin embargo, las personas no tienen la posibilidad de comparar los contratos de salud entre unas y otras.



Está claro que este proyecto busca establecer un deber de estandarizar o uniformar los contratos de determinado producto o servicio financiero (contrato de salud); que sean los consumidores quienes puedan elegir por medio del análisis de la integridad del contrato que han de celebrar.



Yo felicito al Senador Harboe por esta iniciativa, porque va de la mano con una creciente demanda ciudadana en torno a los reclamos que se hacen por contratos con cláusulas abusivas.



El director del SERNAC nos enseñaba en la Comisión de Economía que en el volumen de reclamos del 2014 el 59 por ciento se lo llevaban los bancos y el 27 por ciento las tarjetas de multitiendas. Es decir, el 86 por ciento de todos los reclamos que recibió el Servicio Nacional del Consumidor fueron por servicios de los bancos (59 por ciento) y tarjetas de multitiendas (27 por ciento).



Está claro, dice el propio estudio del SERNAC, que en Chile se ha instaurado la “cultura de la cuota”. La gente no pregunta cuál es el crédito más caro, cuánto es su total, sino qué valor tiene la cuota.



Así, 67 por ciento de ellos pregunta por el monto de la cuota; 61 por ciento por la tasa de interés; 58 por ciento por el plazo del crédito y 44 por ciento por su costo total. Prima el monto de la cuota.



Por lo tanto, los créditos son presentados con cuotas chiquititas, sin importar que el total sea muy alto.



En tal sentido, lo que plantea el proyecto da garantías de que pueda establecerse mayor capacidad para que el solicitante del crédito (el consumidor) tenga más claridad sobre lo que firma.



Quiero llamar la atención sobre un aspecto que ojalá pudiéramos discutir, señor Presidente, relativo a la cláusula de aceleración, que en muchos contratos opera como un verdadero contrato de adhesión, porque hay una dependencia de jerarquía en donde el consumidor está muy abajo, y el otorgante del crédito muy arriba.



En efecto, al revisar un contrato de adhesión se observa que después del retraso en una segunda cuota se dice que se puede ejecutar el crédito de manera completa y ejecutar la garantía (contrato de aceleración). Entonces, lo que hacen bastantes bancos es ejecutar la garantía, con cláusulas abusivas.



Yo defino al contrato de adhesión como aquel donde la parte contratante (el consumidor) no tiene posibilidad de hacer una oposición real, ya sea por desconocimiento o por necesidad, ante la entidad que le ofrece el crédito.



En consecuencia, esto se suma a lo señalado por el Senador Prokurica, que comparto. Aquí las tarifas de agua se fijan cada cinco años luego de la elaboración de dos informes secretos y, en este momento, nos hallamos en un proceso de fijación de tarifas. Pero los informes secretos no los conoce nadie hasta el día después de fijarse el precio del agua domiciliaria por cinco años.



En este ámbito tenemos mucho que hacer. 



Se crea una empresa sanitaria imaginaria, ideal, tipo, con diversos insumos, y a partir de ella se calcula el funcionamiento de las demás. Sin embargo, las cosas son muy diferentes en la realidad.



Los consumidores se organizan cada día para enfrentar este abuso de las sanitarias. Ellas obtienen la mayor rentabilidad de todas las empresas que fueron licitadas por el Estado a los privados, en mi opinión, de manera equivocada. Si bien este obtuvo beneficios por ello, esas empresas brindan un servicio con diversas deficiencias y cláusulas abusivas en materia de cobro -no hay para qué decirlo-, de prorrateo, de corte y reposición, y particularmente del costo del agua.



¿Cuánto vale producir un metro cúbico de agua, señor Presidente, en empresas con pérdidas de hasta el 40 por ciento de lo que producen, que después son recargadas al consumidor?



Este proyecto constituye un avance sustantivo. Esperamos poder discutirlo más en detalle. Pero me parece extraordinario y positivo.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



¡Más médicos cubanos para Chile, ahora!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Navarro ha agregado una frase que no estaba en su inventario.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¡mientras el Senador Navarro no incorpore a Venezuela, no habrá problemas…! Pero creo que no lo va a hacer, porque le causaría cierto rubor a partir de lo ocurrido en los últimos meses.



Quiero decir que, desde mi perspectiva, más allá de la intención de los autores, que es superrazonable, se busca cómo lograr un espacio de mayor justicia, a juicio de ellos, en los contratos en que por su dimensión o su complejidad no opera fácilmente la libertad. 



Y la fórmula que proponen para estos efectos es hacer todos los contratos iguales. Eso tiene que ver con la estandarización en materia financiera y  de salud.



Entiendo el concepto, no obstante, con franqueza no estoy de acuerdo. O sea, yo creo, como principio fundamental de la personalidad humana y de los países, en la libertad contractual.



Gracias a esa libertad se ha desarrollado el mundo, gracias a esa libertad ha existido una palanca para que Chile progrese. Y, si uno busca dónde radica el elemento diferenciador de nuestro país respecto de otras economías latinoamericanas, que probablemente tienen mucho más riqueza que la nuestra, lo encuentra justamente en la forma de asumir ese concepto de libertad, que a veces se confunde y se opaca a través de un rol principal del Estado, de un conjunto de regulaciones, y en otras ocasiones se desarrolla.



A mi juicio, la libertad es un concepto demasiado relevante como para relativizarlo. Y me parece que tiene que seguir siendo el eje de cualquier sistema económico y social en Chile. El día en que la libertad se coarte en un país, este no solamente se asfixiará, sino que entrará en una declinación que después no tendrá opción de superar.



Siendo ese el principio -insisto: ha sido decisivo para crear una nación capaz de derrotar importantes grados de pobreza, lo cual nos debe hacer sentir orgullosos en comparación con Latinoamérica por convertirse en un modelo que podrá ser muy criticado en algunas instancias, pero no se ha encontrado ninguno mejor-, hay que ver cómo se abordan temas cuya complejidad hace que persistan grados de asimetría en la información, en cuyo ejercicio pueden generarse abusos en perjuicio del más desprotegido.



Señora Presidenta, desde mi perspectiva, hay distintas fórmulas para resolver el asunto, no solo la que propone el proyecto.



Al respecto, estuve leyendo el informe de la Comisión y me llamaron la atención las aprensiones del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, quien dice lo siguiente: 



“La estandarización será obligatoria para la totalidad de los contratos de adhesión del mercado financiero.



“Los oferentes quedarán impedidos de celebrar otro tipo de contratos, bajo condiciones distintas y eventualmente más favorables para el consumidor.”.



Y agrega más adelante: “No contamos con evidencia concluyente que permita afirmar que la estandarización de contratos sea más eficaz o más beneficiosa para las personas”.



Entonces, el problema es muy de fondo.



Las buenas intenciones no siempre conducen a buenos caminos.



Cuando uno coarta la libertad y dice: “Estandaricemos todo para que, en teoría, haya más justicia”, lo que en realidad se hace es dejar todo simétrico e impedir la capacidad de diferenciar.



En Chile existen más de 3 mil tipos de contratos financieros y de salud. ¡Más de 3 mil! Es imposible aplicar esta norma a todos; debiera ser solo a algunos. 



Cuando alguien quiera innovar, cuando un nuevo actor diga: “Quiero hacer algo distinto, más beneficioso para el consumidor”, tendrá que enfrentar una barrera de entrada extraordinariamente compleja, por la naturaleza del contrato de adhesión que se plantea.



No me parece que en un ámbito tan importante como este se deba estandarizar todo.



Como se ha argumentado, hay normas vinculadas a la ley N° 19.496, sobre la regulación ex post de los contratos de adhesión, o a la ley N° 20.555, para aumentar las obligaciones de información a los consumidores, reforzando el sello SERNAC, que podemos hacerlas más eficientes, en lugar de señalar: “Mire, aquí se acabó la libertad para definir contratos, pues estos desde ahora serán todos iguales”.



A mí, respetuosamente, eso me genera cierta violencia: violencia intelectual y de sentido de país. Porque creo que debiéramos apuntar hacia un horizonte distinto.



El asunto es bien de fondo, señora Presidenta. Pero no dispongo de mucho tiempo para explicarlo.



Constantemente se abren espacios para ir cercenando, limitando, orientando la libertad. Sin embargo, esta tiene un valor propio, y no creo que el presente proyecto la fortalezca.



Entiendo la opinión de los autores de esta moción; pero, a mi juicio, hay que entender mejor lo que significan el mundo financiero, el de la salud y las distintas alternativas contractuales que surgen en ellos, que cada día van a ser más amplias. 



En un mundo moderno espero que haya cada vez más opciones, que todo sea más libre. Ojalá los emprendedores se generen más oportunidades derrotando sanamente a los otros, por procurarse mejores condiciones, por desarrollar más talento e imaginación, por cambiar y mejorar los contratos. 



Y la estandarización no va en esa línea. Ella apunta hacia el igualitarismo al no hacer diferencias. Pero es necesario que estas existan para construir un mundo más justo, lo que se consigue con darle mayor libertad al ser humano.



Señora Presidenta, este tema es discutible, y yo no concuerdo con este proyecto.



Por lo tanto, me abstendré. Prefiero -aunque es harto difícil- defender la libertad.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, voto a favor de esta iniciativa en general, porque entiendo el objetivo que persigue: lograr una estandarización que permita comparar contratos de similar naturaleza.



He leído con atención el informe elaborado por la Comisión de Economía y me llamó la atención lo mismo que al Senador Coloma. 



El Superintendente de Valores y Seguros, luego de señalar que comparte los propósitos de la moción, hizo una serie de reflexiones y comentarios tendientes a precisar que es tal la cantidad de contratos y resultan tan diversos y distintos que no se ve fácil la tarea de estandarizarlos.



Sin embargo, hay que darse la oportunidad por lo menos de determinar mínimos comunes, de tal manera que les sea más fácil a los usuarios comparar, por una parte, los beneficios que se entregan y, por otra, los costos de esos instrumentos.



Creo que debemos aprovechar la ocasión para construir una legislación que facilite las cosas; sobre todo, la comparación entre diferentes opciones, lo cual permitirá a las personas tomar mejores decisiones.



Es posible hacer eso en este proyecto. Lo interesante y definitivo vendrá en el segundo informe de la Comisión, cuando se vote en particular, artículo por artículo.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (11 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores García, Harboe, Horvath, Navarro, Ossandón, Prokurica, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor García-Huidobro.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma y Hernán Larraín.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa se fijará al inicio de la sesión extraordinaria de mañana, por no existir ahora quórum para adoptar acuerdos.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, para que informe sobre PLAN DE REGULARIZACIÓN DE BORDE COSTERO DE REGIÓN DE ATACAMA. Y al señor Director General de Aeronáutica Civil, requiriéndole antecedentes respecto a RESPONSABILIDAD DE EMPRESAS AÉREAS EN DISPONIBILIDAD DE ITINERARIOS O VUELOS SUFICIENTES PARA INTERCONEXIÓN ENTRE DISTINTOS PUNTOS DEL TERRITORIO NACIONAL.


Del señor MATTA:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, solicitándole MEDIDAS RELATIVAS A SINDICALIZACIÓN CAMPESINA, CAPACITACIÓN DE DIRIGENTES DE ESTE SECTOR Y CONOCIMIENTO DE SUS DEMANDAS LABORALES. Y al señor Ministro de Obras Públicas, para que realice ESTUDIO SOBRE MEDIDAS PARA ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN ZONAS AISLADAS Y PARA PURIFICACIÓN DE FUENTES CARENTES DE POTABILIDAD, y remita INFORME DE LABOR REALIZADA POR DELEGADO PRESIDENCIAL DE RECURSOS HÍDRICOS.


Del señor TUMA:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO SOBRE PROCEDENCIA DE CONSULTA INDÍGENA Y CALIFICACIÓN DE SUSCEPTIBILIDAD DE AFECTACIÓN DIRECTA A PUEBLOS INDÍGENAS RESPECTO DE DIVERSAS NORMATIVAS LEGALES.

)----------(



--Se levantó la sesión a las 19:21. 







Manuel Ocaña Vergara,
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE -EN LA VACANTE QUE DEJARA LA RENUNCIA DE DON ENRIQUE MARSHALL RIVERA-, A DON MARIO MARCEL CULLELL, HACIENDO PRESENTE PARA SU DESPACHO LA URGENCIA ESTABLECIDA EN EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL NÚMERO 5) DEL ARTÍCULO 53 DE LA CARTA FUNDAMENTAL 

(S 1.833-05)
GAB. PRES. N°2022/

ANT.: No hay.

MAT.: Acuerdo del. H. Senado para nombramiento de Consejero del Banco Central de Chile.

SANTIAGO, 14 SEP 2015

DE: MICHELLE BECHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPUBLICA
A: SEÑOR

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De conformidad con lo preceptuado por el artículo 7° del Artículo Primero de la ley N° 18.840, de 10 de octubre de 1989, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, en relación con lo dispuesto por el N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, la designación de los Consejeros del Banco Central.

2. Por decreto supremo N° 1.251, de 09 de septiembre de 2015, del Ministerio de Hacienda, se aceptó, a contar del 30 de septiembre de 2015, la renuncia presentada por don ENRIQUE IGNACIO MARSHALL RIVERA, al cargo de Consejero del Banco Central de Chile, en el que había sido nombrado mediante decreto supremo N° 1.534, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

3. En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación para designar Consejero del Banco Central de Chile, en la vacante que se produjo por la renuncia de don ENRIQUE IGNACIO MARSHALL RIVERA, y por el período que a éste le restaba, a don MARIO MARCEL CULLELL, RUT 7.012.402-5.

4. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V. E.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA LA NÓMINA DE LOS DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBERÁ FORMARSE EN CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 71 DE LA CARTA FUNDAMENTAL, EN RELACIÓN CON EL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA
(8.207-07)


Oficio Nº 12.099

VALPARAÍSO, 10 de septiembre de 2015

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado aprobó parcialmente las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia, correspondiente al boletín No8207-07.

En razón de lo anterior, acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Claudio Arriagada Macaya
- don Juan Antonio Coloma Álamos
- don Tucapel Jiménez Fuentes
- don Diego Paulsen Kehr
- don Raúl Saldívar Auger
Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº214/SEC/15, de 9 de septiembre de 2015.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA UN APORTE ÚNICO, DE CARÁCTER REPARATORIO, A LAS VÍCTIMAS DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA RECONOCIDAS POR EL ESTADO DE CHILE

(10.196-17)
Oficio Nº 12.098


VALPARAÍSO, 10 de septiembre de 2015


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile, correspondiente al boletín N°10196-17, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Otórgase un aporte único, en carácter de reparación parcial, de $1.000.000 (un millón de pesos), a los titulares individualizados en la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y a los titulares incluidos en la nómina de víctimas de prisión política y tortura elaborada por la Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y víctimas de Prisión Política y Tortura, conforme a las leyes N°19.992 y N°20.405, respectivamente.

Si el titular estuviere fallecido, corresponderá a la cónyuge sobreviviente el 60% del aporte referido en el inciso anterior.

Con todo, el aporte a que se refiere este artículo será imputable al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparación pecuniaria a cada víctima de prisión política y tortura.

El aporte a que se refiere esta ley no podrá ser impetrado por el Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, los intendentes, los gobernadores, los jefes superiores de servicio, y quienes desempeñándose en la Administración Pública, en calidad de planta, contrata, o contratados a honorarios, tengan una remuneración regular igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

La prohibición a que se refiere el inciso anterior se mantendrá mientras las personas señaladas se encuentren en el ejercicio del cargo o en el desempeño de las funciones antes indicadas.

Artículo 2°.- El aporte a que se refiere esta ley será pagado a partir del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial a todas aquellas personas que tengan alguna de las calidades especificadas en el artículo 1° y soliciten el beneficio en el Instituto de Previsión Social.

Artículo 3°.- El aporte a que se refiere esta ley no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

Artículo 4°.- El aporte establecido en esta ley será de cargo fiscal, y su pago lo realizará el Instituto de Previsión Social en una sola cuota. 

Artículo 5°.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2015 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE FACILITA LA APLICACIÓN EFECTIVA DE LAS PENAS ESTABLECIDAS PARA LOS DELITOS DE ROBO, HURTO Y RECEPTACIÓN, Y MEJORA LA PERSECUCIÓN PENAL EN DICHOS DELITOS 
(9.885-07)
Oficio Nº 12.091

VALPARAÍSO, 9 de septiembre de 2015
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos, correspondiente al boletín N°9885-07, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) Reemplázase el artículo 433 por el que sigue:

“Art. 433. El culpable de robo con violencia o intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1°. Con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además, homicidio o violación.

2°. Con presidio mayor en su grado medio a presidio mayor en su grado máximo cuando, con motivo u ocasión del robo se cometiere, además, alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1° o cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por un lapso mayor a aquel que resulte necesario para la comisión del delito.

3°. Con presidio mayor en su grado medio cuando se cometieren lesiones de las que trata el N° 2° del artículo 397.”.
2) Agréganse los siguientes artículos 449 y 449 bis, nuevos:

“Art. 449. Para determinar la pena de los delitos comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis y en el artículo 456 bis A, con excepción de aquellos contemplados en los artículos 438, 448 inciso primero y 448 quinquies, no se considerará lo establecido en los artículos 65 a 69 de este Código y se aplicarán las reglas que a continuación se señalan:

1ª. Dentro del límite del grado o grados señalados por la ley como pena al delito, el tribunal determinará la cuantía de la pena en atención al número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así como la mayor o menor extensión del mal causado, fundamentándolo en su sentencia.

2ª. En el caso de un condenado por simple delito, reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de conformidad con lo dispuesto en la regla anterior, dentro del grado inmediatamente superior al señalado en la ley. En el caso de un condenado por crimen, reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de conformidad con lo dispuesto en la regla 1ª, excluyendo el grado mínimo de la pena, si ésta es compuesta, o la mitad inferior, si consta de un solo grado.

Art. 449 bis. Tratándose del delito previsto en el artículo 456 bis A, se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero de la referida disposición, si el valor de lo receptado excede de cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

El juez podrá aumentar la pena en un grado si el delito fuere cometido por una agrupación u organización, la que se calificará en atención a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo. Cuando la organización se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá, además, como consecuencia accesoria a la pena impuesta sobre los responsables individuales, la disolución o la cancelación de la personalidad jurídica.”.

3) Incorpórase el siguiente artículo 456 bis B, nuevo:

“Art. 456 bis B. Las personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades de comercio o reparación de objetos nuevos o usados, arrendamiento o desarmaduría de vehículos motorizados, la compraventa de joyas, metales preciosos u otros accesorios similares, deberán llevar un registro documental e información sobre la fecha de adquisición. Para estos efectos, los funcionarios policiales podrán exigir las guías de libre tránsito, boleta, factura o guía de despacho correspondientes, a efectos de acreditar el dominio, posesión o legítima tenencia de las especies. Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación que proceda, y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.”.
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal: 

1) Reemplázase la letra d) del artículo 83 por la siguiente:

“d) Identificar en el menor plazo posible a los testigos y consignar las declaraciones que éstos prestaren voluntariamente, tratándose de casos de delito flagrante y cada vez que en el ejercicio de sus funciones tomen conocimiento de un hecho que revista caracteres de delito. En este último caso, antes de practicar la diligencia deberá dar cuenta al Ministerio Público. Si esto no fuere posible lo hará inmediatamente después de practicada dicha diligencia;”.
2) Modifícase el artículo 85 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “existen indicios” por la expresión “exista algún indicio”.

b) Elimínase la frase que sigue a la oración “disimular su identidad.”. 

c) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:

“Procederá también tal solicitud cuando los funcionarios policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que una determinada persona tiene alguna orden de detención pendiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.”.

d) Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, la frase “sin necesidad de nuevos indicios” por “sin necesidad de nuevo indicio”.
3) Agrégase al artículo 86 el siguiente inciso segundo:

“Queda absolutamente prohibido el ejercicio del control de identidad cuando se funde en los motivos indicados en el artículo 2° de la ley N°20.609.”.
4) Agréganse, en el inciso primero del artículo 127, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones: “Podrá aplicarse en este caso por las policías lo señalado en el artículo 89, en la forma indicada en dicha disposición. El juez podrá considerar como razón suficiente para entender que la comparecencia del imputado se verá demorada o dificultada, si el hecho que motiva la solicitud de orden de detención constituyere un hecho punible al que la ley asigna una pena privativa de libertad de crimen. Asimismo, podrá entenderse razón suficiente para ello el reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia de su defensor, de su participación en los hechos investigados, o bien, que su identificación o reconocimiento como presunto responsable conste en los resultados de una prueba científica, a través de medios visuales o audiovisuales, o se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento.”.
5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 129:

a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración final:

“En el mismo acto, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona detenida, debiendo cumplir con lo señalado en el inciso segundo del artículo 89 de este Código.”.
b) Reemplázase en el inciso quinto la expresión “, para el solo efecto de practicar la respectiva detención” por “, para practicar la respectiva detención. En el mismo acto, la policía podrá registrar el lugar, levantar evidencia e incautarse de los objetos y documentos que encontrare, dando aviso de inmediato al fiscal, quien los conservará.”.
6) Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:

a) Agréganse en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones: “No obstante lo anterior, tratándose de los delitos señalados en el artículo 132 bis, el juez podrá suspender la audiencia por un plazo breve y perentorio no superior a dos horas, con el fin de permitir la concurrencia del fiscal o su abogado asistente. Transcurrido este plazo sin que concurriere ninguno de ellos, se procederá a la liberación del detenido.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:

“En todo caso, el juez deberá comunicar la ausencia del fiscal o de su abogado asistente al fiscal regional respectivo a la mayor brevedad, con el objeto de determinar la eventual responsabilidad disciplinaria que correspondiere.”.

7) Sustitúyese en el artículo 132 bis la expresión “y los de la ley N°20.000 que tengan pena de crimen” por “en las leyes N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último caso de las lesiones leves y menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones”.
8) Agregánse en el artículo 140 los siguientes incisos sexto y séptimo: 

“El tribunal podrá considerar especialmente que existe un peligro de que el imputado se dé a la fuga cuando registre una o más órdenes de detención judicial pendientes. 

Para efectos del inciso anterior, sólo se considerarán aquellas órdenes de detención pendientes que se hayan emitido para concurrir ante un tribunal, en calidad de imputado.”.

9) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 149 la expresión “y los de la ley N°20.000, que tengan pena de crimen” por “en las leyes N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último caso de las lesiones leves y menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones”.

10) Reemplázase en el inciso sexto del artículo 150, la expresión “con pena de crimen en la ley Nº20.000” por “en las leyes N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último caso de las lesiones leves y menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones”.
11) Intercálase en el artículo 170 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente: 

“Tampoco procederá el ejercicio de esta facultad respecto del imputado que hubiese sido condenado anteriormente, hubiese sido beneficiado anteriormente con su ejercicio, o bien, hubiese acordado una suspensión condicional del procedimiento o un acuerdo reparatorio, dentro de los tres años anteriores al nuevo hecho denunciado.”.

12) Modifícase el inciso segundo del artículo 183 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, a continuación del vocablo “solicitud”, la expresión “o no se pronunciare”.

b) Incorpórase, a continuación de la palabra “reclamar”, la frase “dentro del plazo de diez días contado desde el rechazo o desde la fecha de recepción de la solicitud, según sea el caso,”.
13) Agrégase en el artículo 395 el siguiente inciso segundo:

“En los casos de los delitos señalados en el artículo 449 del Código Penal, el fiscal podrá solicitar una pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las reglas 1a y 2a del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.

14) Intercálase en el artículo 407 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser inciso quinto:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, respecto de los delitos señalados en el artículo 449 del Código Penal, si el imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según sea el caso, podrá solicitar una pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las reglas 1a o 2a de ese artículo.”.
Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

1) Modifícase el artículo 416 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el numeral 1° la frase “presidio mayor en su grado medio” por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese en el numeral 2° la frase “presidio menor en su grado máximo a”.

c) Elimínase en el numeral 4° la expresión “, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 416 ter por el siguiente:

“Artículo 416 ter.- Cuando la víctima de los delitos establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un carabinero en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396.

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando  lo fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

1) Modifícase el artículo 17 bis en el siguiente sentido: 

a) Intercálase en el numeral 1°, a continuación de la dicción “grado medio”, la expresión “a máximo”. 

b) Elimínase en el numeral 2° la frase “presidio menor en su grado máximo a“.

c) Elimínase en el numeral 4° la frase “, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 17 ter por el siguiente:

“Artículo 17 ter.- Cuando la víctima de los delitos establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un funcionario de la Policía de Investigaciones en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere víctima del delito consignado en el inciso primero del artículo 396.

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando lo fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396.”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°2.859, de 1979, ley orgánica de Gendarmería de Chile:

1) Modifícase el artículo 15 B en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el número 1 la frase “presidio mayor en su grado medio” por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese en el número 2 la frase “presidio menor en su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la expresión “, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 15 C por el siguiente:

“Artículo 15 C.- Cuando la víctima de los delitos establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un miembro de Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396.

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando lo fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.
Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.216, que establece penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad:

1) Agrégase en el artículo 1° el siguiente inciso final: 

“Igualmente, si una misma sentencia impusiere a la persona dos o más penas privativas de libertad, se sumará su duración, y el total que así resulte se considerará como la pena impuesta a efectos de su eventual sustitución y para la aplicación de la pena mixta del artículo 33.”.

2) Intercálase el siguiente artículo 2° bis:

“Artículo 2° bis.- Las penas del artículo 1° y el régimen del artículo 33 sólo serán aplicables por los delitos previstos en los artículos 433, 436 inciso primero, 440, 443 y 443 bis del Título IX del Libro II del Código Penal, a aquellos condenados respecto de los cuales se haya podido tomar la muestra biológica para la obtención de la huella genética, de acuerdo a las previsiones de la ley N° 19.970, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que para cada una de las penas sustitutivas o para el régimen intensivo del artículo 33 establecen esta ley y su reglamento.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal deberá ordenar la diligencia señalada en la respectiva sentencia. En aquellos casos en que el condenado, debidamente notificado, no compareciere para tales efectos, el tribunal podrá revocar la pena sustitutiva y ordenar que se cumpla la pena efectiva.”.
3) Suprímese, en la letra b) del artículo 8°, la expresión “, o a más de una, siempre que en total no superaren de dicho límite”.

4) Agréganse en el artículo 33 los siguientes incisos décimo, undécimo, duodécimo y decimotercero, nuevos:
“Asimismo, el tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, en los términos expuestos precedentemente, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, de acuerdo a lo establecido en el inciso primero, cuando la persona condenada cumpla 80 años de edad.

No procederán los beneficios contemplados en esta ley respecto de los condenados por los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 372 bis; 390 y 391, números 1° y 2°, del Código Penal; en los Párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II, cuando las víctimas fueren menores de edad; en el Párrafo 5 bis del Título VIII del Libro II, y en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código, ni respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N°19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.

Salvo el caso contemplado en el artículo 5° de esta ley, no procederán los beneficios contemplados respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en las leyes N°s 20.000, 19.366 y 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Tampoco procederán estos beneficios respecto de los condenados por los delitos contemplados en la ley N°18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, crímenes contra los derechos humanos o de aquellos señalados como imprescriptibles.”.

Artículo 7°.- Modifícase el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N°321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, de la forma siguiente:

1) Reemplázase la conjunción “y”, después del número “367” por una coma.
2) Intercálase, después de la coma que sigue al vocablo “quáter”, la expresión “436, 440 y 443 bis,”.

3) Intercálase, después de la expresión “Código Penal,”, la frase “homicidio de miembros de las Policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de sus funciones”.
Artículo 8°.- Reemplázase la letra a) del artículo 17 de la ley N° 19.970, que crea el Sistema Nacional de Registros de ADN, por la siguiente:

“a) los previstos en los artículos 141, 142, 150 A, 150 B, 296 Nºs 1 y 2, 313 d, 315, 316, 348, 352, 395, 396, 397 Nº 1, 401, 403 bis, 433, 436, 440, 442, 443, 443 bis, 474, 475, 476 y 480 del Código Penal;”.

Artículo 9°.- Modifícase la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, en el siguiente sentido: 
a) En el artículo 167:

i)Reemplázase en el número 18 la expresión “, y” por un punto y coma.

ii) Reemplázase en el N° 19 el punto final por un punto y coma.

iii) Agréganse los siguientes números 20 y 21:
“20.- No dar cuenta a la autoridad policial de un accidente de tránsito, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 168, y
21.- Abandonar el lugar del accidente sin dar cumplimiento a la obligación establecida en el artículo 176.”.

b) Reemplázase el artículo 168 por el siguiente:

“Artículo 168.- En todo accidente de tránsito, los participantes estarán obligados a dar cuenta inmediata a la autoridad policial más próxima, salvo que sólo resultaren daños materiales, caso en el cual quedarán exceptuados de tal obligación.

Para hacer efectivos los seguros de daños a terceros o propios, el interesado deberá informar el siniestro mediante declaración jurada simple presentada ante la respectiva compañía aseguradora, la que no requerirá de otro trámite.”.

c) Intercálase en el artículo 171, después del vocablo “estupefacientes”, la frase: “; del participante en un accidente de tránsito que no dé cuenta del mismo a la autoridad policial, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 168,”.

Artículo 10.- Reemplázase en el inciso tercero del artículo 8° de la ley N°18.287, que establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la expresión “y, en casos calificados, que el tribunal determinará por resolución fundada, por un Carabinero.” por un punto seguido, y añádese la siguiente oración: “En casos calificados, que el tribunal determinará por resolución fundada, y tratándose sólo de la primera notificación, podrá tal diligencia ser practicada por un carabinero.”.

Artículo 11.- El Ministerio Público, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y el Poder Judicial deberán intercambiar, de conformidad con el artículo 20 de la ley N°19.628, los datos personales de imputados y condenados, con el objeto de servir de elemento de apoyo a la labor investigativa en las diversas etapas del proceso penal y de colaboración para una eficaz y eficiente toma de decisiones de los tribunales de justicia y de sustento a las políticas de reinserción. El funcionamiento de este banco de datos se regirá por un decreto supremo del Ministerio de Justicia, que llevará la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, el que podrá determinar otras instituciones públicas que, dentro de la esfera de su competencia, integren el mismo.

Corresponderá al Ministerio Público la administración del banco de datos que se forme y que se configurará con los datos señalados en el inciso anterior, el que deberá mantener unificado y actualizado y podrá ser consultado o requerido por los organismos referidos en dicho inciso, dentro de la esfera de su competencia, garantizando la interoperatividad de los bancos antes referidos.

Artículo 12.- En cumplimiento de las funciones de resguardo del orden y la seguridad pública, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 85 del Código Procesal Penal, los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 del mismo Código podrán controlar la identidad de cualquier persona en el lugar en que se encontrare, por cualquier medio de identificación expedido por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir y pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.

En la práctica de la identificación se deberán respetar la igualdad de trato y no discriminación arbitraria.

En el ejercicio de esta facultad los funcionarios policiales deberán exhibir su placa e identificarse. Si la persona se niega a acreditar su identidad o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación.

El conjunto de procedimientos detallados precedentemente no deberá extenderse por más de cuatro horas, transcurridas las cuales deberá ser puesta en libertad. En caso de que la persona mantenga órdenes de detención pendientes, la policía procederá a su detención, de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Código Procesal Penal.

Las Policías deberán elaborar un procedimiento estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial, que permita a aquellas personas que estimaren haber sido objeto del ejercicio arbitrario del control de identidad del presente artículo, formular su reclamo de conformidad con las normas administrativas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que procediere.

Además, dichas instituciones deberán publicar bimensualmente en su página web estadísticas de la cantidad de reclamos formulados en virtud del inciso anterior, desagregada por sexo, edad y nacionalidad. La misma información, además de los avances y resultados de dichos reclamos, deberá ser remitida al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 

También deberán publicar semestralmente el número de controles de identidad practicados en virtud del presente artículo, desagregados por sexo, edad y nacionalidad.

Junto con lo anterior, a lo menos semestralmente las Policías deberán dar cuenta al Ministerio del Interior y Seguridad Pública de la frecuencia y lugares en que se concentra la mayor cantidad de controles de identidad por sexo, edad y nacionalidad. Asimismo, deberán informar la cantidad de detenciones por flagrancia que dieren origen en virtud de su práctica, desagregada por tipo de delito y las variables antes señaladas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°20.502.

Disposiciones transitorias
Artículo primero.- Hasta el 31 de enero de 2018, los proyectos de inversión relativos a la ampliación de establecimientos penitenciarios en las regiones de Valparaíso, del Biobío y Metropolitana de Santiago se llevarán a cabo por Gendarmería de Chile, de conformidad con lo dispuesto en la letra i) del artículo 3° del decreto ley N° 2.859, de 1979, del Ministerio de Justicia, que fija la ley orgánica de Gendarmería de Chile o mediante contrato adjudicado por cotización privada, sujetándose a las reglas que a continuación se indican: 

1a. No les será aplicable lo dispuesto en el artículo 10 del decreto N° 75, de 2004, del Ministerio de Obras Públicas, que contiene el Reglamento para Contratos de Obras Públicas. Las obras deberán ser desarrolladas por personas incorporadas en el Registro General de Contratistas a que se refiere el Título II del precitado decreto. Con todo, si por las características de la obra no hubiere contratistas registrados disponibles, se podrá prescindir de dicha exigencia, aplicándose en este caso el procedimiento que establezca al efecto el Ministerio de Obras Públicas. 

2a. Tratándose de las exigencias asociadas al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, contemplado en la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, éstas deberán materializarse en un plazo no superior a tres meses. Transcurrido dicho plazo se prescindirá de dicho pronunciamiento, entendiéndose aprobado el proyecto de inversión en los términos propuestos por Gendarmería de Chile. Tratándose de ampliaciones que comprometan un crecimiento de la población penal de más de un 50%, esta disposición no podrá aplicarse.
3a. Respecto de los actos administrativos que aprueben los respectivos contratos, se aplicará el plazo contemplado en el inciso tercero del artículo 111° del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960.

En todo lo no previsto en el presente artículo se aplicará la normativa general respectiva.

Con el objeto de dar cuenta del avance y estado de las obras que se realicen de conformidad con este artículo, el Ministerio de Justicia informará trimestralmente a la Comisión de Hacienda de cada una de las Cámaras del Congreso Nacional, y constituirá una mesa técnica con el Ministerio de Hacienda y los demás organismos involucrados.
Artículo segundo.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que estas corporaciones designen, de los avances y resultados de la aplicación de las facultades contempladas en el artículo 12. En cualquier caso, se contemplará a las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras.
Artículo tercero.- El mayor gasto que irrogue el artículo 11 de esta ley, en su primer año presupuestario de aplicación, se financiará con los recursos consultados en la Partida del Ministerio Público y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en las respectivas leyes de presupuestos.”.
***

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 11 del proyecto de ley fue aprobado en general con el voto favorable de 106 diputados, en tanto que en particular lo fue con el voto afirmativo de 111 diputados, en ambos casos de un total de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DE SERVICIOS DE GAS Y TRAS DISPOSICIONES LEGALES QUE INDICA

(9.890-08)

Oficio Nº 12.103


VALPARAÍSO, 14 de septiembre de 2015


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley de Servicios de Gas y tras disposiciones legales que indica, correspondiente al boletín N°9890-08, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, del Ministerio del Interior, ley de Servicios de Gas, las siguientes modificaciones:

1. Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “distribución”, la siguiente frase: “de gas de red concesionada y no concesionada, la comercialización de gas”.”.

b) Elimínase el numeral 2 del inciso segundo.

c) Elimínase del numeral 7 del inciso segundo la frase “y los artefactos de gas licuado”.

d) Elimínase del numeral 8 del inciso segundo la frase “y de gas licuado”.

2. Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el numeral 1 la oración “gas obtenido del carbón, nafta o coke, propano y butano en fase gaseosa y cualquier otro tipo o mezcla de los anteriores” por la siguiente: “gas licuado de petróleo en fase gaseosa y cualquier otro tipo de fluido gaseoso combustible”.

b) Elimínase en el numeral 2 la expresión “producir,” y reemplázase la frase “suministrar gas” por la oración “comercializar gas por redes concesionadas y no concesionadas”.

c) Incorpórase en el numeral 5, a continuación de las expresiones “servicio público”, la siguiente frase final: “o de una red no concesionada hasta la entrada del medidor, o regulador de servicio, según corresponda”.

d) Incorpórase en el numeral 10, a continuación de la frase “según corresponda”, la expresión “, que sean propiedad del concesionario”.

e) Intercálase en el numeral 12, letra b), entre la palabra “consumos” y la coma la frase “y servicios afines”.

f) Agréganse, a continuación del numeral 15, los siguientes numerales 16 a 24 nuevos:

“16. De acuerdo a su giro y uso del gas, los clientes o consumidores se clasificarán en la siguiente forma:

Cliente o consumidor residencial: cliente o consumidor con suministro de gas de red que lo utiliza para el funcionamiento de equipos de uso doméstico en sus residencias particulares o de uso comunitario.

Cliente o consumidor comercial: consumidor con suministro de gas de red que lo utiliza principalmente para el funcionamiento de oficinas, locales, establecimientos o negocios en que se realizan operaciones comerciales, profesionales o de atención al público, con fines de comercio. Se incluyen aquellos clientes que elaboren productos propios para su venta directa y aquellos que vendan productos por cuenta de terceros.

Cliente o consumidor industrial: consumidor con suministro de gas de red que lo utiliza principalmente para el funcionamiento de equipos destinados a procesos productivos, en empresas o establecimientos en que la distribución de sus productos se realiza primordialmente mediante terceros.

Otros consumidores: consumidor con suministro de gas de red que lo utiliza para fines distintos a los definidos anteriormente.

17. Servicios Afines: los servicios prestados a clientes o consumidores por una empresa de gas, o por un tercero por cuenta de ésta, asociados al servicio de gas, tales como la instalación, intervención y mantenimiento de arranque de medidor y matriz interior, instalación, reparación, mantenimiento, verificación, cambio y arriendo de medidores, corte y reposición de servicio, término del servicio, envío de boleta o factura a una dirección especial.

18. Comisión: la Comisión Nacional de Energía.

19. Ministerio: el Ministerio de Energía.

20. Panel: Panel de Expertos establecido en el Título VI del decreto con fuerza de ley N°4/20.0018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Servicios Eléctricos, el cual se someterá a dicho cuerpo legal en todo lo que le sea aplicable, en especial respecto a su integración, carácter vinculante de su dictamen, financiamiento y plazos.

21. Empresa transportista: la entidad que presta el servicio de transporte de gas mediante redes de transporte.

22. Empresa distribuidora: la entidad que presta el servicio de gas mediante redes de distribución de gas, con o sin concesión.

23. Empresa comercializadora: la entidad que presta el servicio de gas utilizando exclusivamente redes de transporte o distribución de terceros.

24. Empresa concesionaria o concesionario: entidad que goza de una o más concesiones para prestar el servicio público de distribución de gas de red o de transporte de gas de red, según corresponda.”.

3. Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente: “De las concesiones de servicio público de distribución de gas y de redes de transporte de gas.”.

4. Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°. Para establecer, operar y explotar el servicio público de distribución de gas de red, y las redes de transporte de gas de red, las empresas deberán obtener una concesión de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 7°, a quienes se les reconocerán los derechos y se le impondrán las obligaciones señaladas en la presente ley.”.

5. Elimínase el artículo 4°.

6. Reemplázase el artículo 6° por el siguiente:

“Artículo 6°. La solicitud de concesión deberá presentarse a la Superintendencia, con copia al Ministerio, debiendo contener todos los antecedentes y documentos necesarios para su otorgamiento, los que se establecerán mediante un Reglamento.”.

7. Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°. Las concesiones de servicio público de distribución de gas de red y las de transporte de gas serán otorgadas mediante decreto supremo del Ministerio de Energía, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Superintendencia.

El decreto que otorgue la concesión deberá publicarse por el concesionario en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días corridos contado desde la fecha de su total tramitación y reducirse a escritura pública dentro de los treinta días siguientes a la fecha de su publicación.”.

8. Elimínanse los artículos 8°, 9° y 10.

9. Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 11. Si un tercero solicitare una concesión de servicio público de distribución de gas en la periferia de una concesión existente y hasta 50 kilómetros de esta periferia, en una región donde la empresa concesionaria no tuviera establecido el servicio de distribución de gas, la Superintendencia notificará a la empresa concesionaria para que en el plazo de veinte días declare si se interesa por establecer dicho servicio de distribución en esa región. Si la empresa concesionaria declarare que se interesa, deberá proceder, dentro del plazo de noventa días, a la presentación de un plan de inversiones con un cronograma de fechas y montos específicos, como a su vez, de los planes y fecha estimada del inicio de la construcción de las obras, de acuerdo con las disposiciones de esta ley y las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. Si así no lo hiciere dentro del plazo recién establecido, la declaración de interés de la empresa concesionaria quedará sin efecto, caso en el cual, el tercero solicitante tendrá el derecho preferente para adjudicarse la concesión en la correspondiente periferia.”.

b) Intercálase en el inciso final, a continuación de la palabra “Empresa” la expresión “concesionaria”.

10. Reemplázase en el artículo 14 la frase “no constituyen monopolio”, por la expresión “no otorgan derechos exclusivos.”.

11. Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “Empresa” por “empresa concesionaria”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “Gobierno, oída la Dirección” por la siguiente: “Ministerio, previo informe de la Superintendencia”.

12. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “Los concesionarios” por “Las empresas concesionarias”.

b) Incorporáse en el inciso segundo, antes de la conjunción “Si”, la siguiente oración: “Previamente a otorgar o denegar la autorización respectiva, el Alcalde convocará a una audiencia pública del Concejo Municipal para oír a los afectados por las obras en las que se discutirá la pertinencia de ellas.”.

c) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “resolverá el Gobierno, oyendo a la Dirección” por la siguiente: “la empresa concesionaria podrá recurrir a la Superintendencia para que resuelva.”.

d) Sustitúyese en el inciso final la frase inicial “Siempre que los concesionarios presenten a la Dirección” por la siguiente: “Las empresas concesionarias que presenten a la Superintendencia”.

13. Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Ministerio de Energía”, la siguiente frase “, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”.

b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese las expresiones “Corte de Apelaciones” y “Corte” por la palabra “Superintendencia”.

ii. Elimínase la palabra “respectiva”.

iii. Reemplázase la expresión “concesión” por “empresa concesionaria”.

iv. Agrégase entre la expresión “caso fortuito” y el punto seguido la frase “dentro de los noventa días corridos siguientes de transcurridos dichos plazos.”.

v. Sustitúyese la expresión “Presidente de la República” por la siguiente frase “Ministro de Energía mediante decreto supremo expedido “por orden del Presidente de la República”.”.

c) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de su punto final, la siguiente oración: “El costo de los retiros que afectaren bienes de uso público será de cargo del exconcesionario.”.

d) Modifícase el inciso final en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “Presidente de la República” por “Ministro de Energía”.

ii. Intercálase entre la preposición “a” y la frase “los artículos 20” la frase “lo dispuesto en”.

14. En el artículo 19, inciso primero:

a) Intercálase entre las expresiones “la condición de que el” y “Presidente de la República” la frase “Ministro de Energía bajo la fórmula por orden del”.

b) Intercálase entre la expresión “los artículos” y el número “46” el número “24”, seguido de una coma.

15. En el artículo 21, inciso segundo:

a) Sustitúyese la expresión ”el concesionario” por la expresión “la empresa concesionaria”.

b) Sustitúyese la expresión “al nuevo concesionario” por la expresión “a la nueva empresa concesionaria”.

16. Sustitúyese en el artículo 22, inciso segundo, letra b), la palabra “concesionario” por la frase “empresa concesionaria”.

17. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23. Las empresas concesionarias estarán obligadas a prestar el servicio de gas para luz, fuerza, calefacción o cualesquiera otros fines, a quien lo solicite dentro de las zonas de servicio de su concesión, siempre que se trate de consumos compatibles con la capacidad y seguridad de sus instalaciones.

Las empresas concesionarias no podrán exigir al interesado en la prestación del servicio ningún pago o garantía para realizar la conexión desde la matriz de distribución hasta la línea oficial de la propiedad del consumidor, siempre que exista matriz de gas frente al predio del interesado, salvo en los casos a que se refiere el artículo 26. Si no existiere una matriz frente al predio, la solicitud de matriz se tratará como lo indica el artículo 25.

En caso de negativa de la empresa concesionaria a suministrar un servicio, el interesado podrá recurrir a la Superintendencia, la que, previa audiencia de la empresa, resolverá si ésta debe o no suministrar el servicio, en conformidad con las disposiciones de la presente ley y de la ley N°18.410.

Las empresas distribuidoras de gas y las empresas comercializadoras estarán obligadas a proporcionar a los clientes o consumidores la información relativa a las condiciones de prestación de sus servicios y la información generada por la prestación de éstos, conforme a lo establecido en el Reglamento.”.

18. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24. Son zonas de servicio para los efectos del artículo anterior:

1) Las calles, plazas y caminos donde ya tengan red de distribución las empresas concesionarias existentes, zona que se identificará en el plano de la ciudad respectiva y que se protocolizará al ratificarse la concesión.

2) La zona que se identificará en el plano de la ciudad respectiva y que se protocolizará al otorgar la concesión a una nueva empresa y que abarque la zona que ésta planifique cubrir con su red de distribución.

Las zonas de servicio a que se refieren los números 1 y 2 podrán ser modificadas cada cuatro años por el estudio cuatrienal señalado en el artículo 33. Sin perjuicio de lo anterior, se entenderá que es parte de la zona de servicio de la empresa concesionaria aquella en la que ésta extiende sus redes de distribución.

En el caso de las empresas concesionarias sujetas a fijación tarifaria, esta modificación sólo procederá durante el proceso de fijación tarifaria al momento de definirse el plan de expansión de la empresa. En dicho caso, las redes proyectadas se considerarán parte de la zona de servicio desde el momento en que debiesen entrar en operación de acuerdo al cronograma establecido por el respectivo decreto tarifario, independientemente del avance físico de las obras, iniciándose desde ese momento la obligación de servicio del concesionario en el respectivo sector.

La Superintendencia podrá ordenar al concesionario la realización de las obras proyectadas según el cronograma predefinido por el respectivo decreto tarifario en caso que éstas no entren en operación en la fecha correspondiente.

Si vencido el plazo otorgado por la Superintendencia para realizar las obras asociadas a la zona de servicio, incluyendo las eventuales prórrogas por caso fortuito o fuerza mayor, el concesionario niega el servicio a algún interesado, el Ministerio podrá solicitar a la Superintendencia que declare el incumplimiento grave de las obligaciones de la concesión, aplicándose lo dispuesto en el artículo 18.”.

19. Modifícase el artículo 25 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero el vocablo “Empresas” por la expresión “empresas concesionarias”.

b) Elimínase el inciso segundo.

20. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en los incisos primero, segundo y final la expresión “Empresa” por “empresa distribuidora”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “apelar” por “reclamar”.

21. Sustitúyese en el artículo 27, inciso primero, la expresión “Empresa” por “empresa distribuidora” y la expresión “de vida o propiedades” por “para las personas o cosas”.

22. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28. Las empresas de gas deberán revisar las instalaciones de gas previo a otorgar el suministro, así como en cualquier momento a requerimiento de la Superintendencia. Sin perjuicio de lo anterior, por su propia iniciativa o a petición de un consumidor o cliente, las empresas de gas podrán revisar las instalaciones de gas para comprobar su estado, lo que en este último caso será de cargo del solicitante. En caso de encontrarse alguna falta o defecto en éstas la empresa de gas deberá adoptar las medidas urgentes, tales como la desconexión de los servicios cuando haya peligro para las personas o cosas, sin perjuicio de las demás medidas provisionales que ordene la Superintendencia.

Los empalmes, cualesquiera sean sus propietarios, forman parte de la red de distribución de gas y, por lo tanto, será responsabilidad de la empresa distribuidora mantenerlos en buen estado y en condiciones de evitar peligros para las personas o cosas o interrupciones del servicio. Para ello deberá revisarlos periódicamente y repararlos cuando sea necesario.

Toda acción ejecutada en cumplimiento de la obligación de mantenimiento de los empalmes, ya sea de revisión o reparación, será de cargo exclusivo de la empresa distribuidora, salvo cuando demuestre que la destrucción o daño fue originada por culpa o dolo del consumidor o de terceros. Asimismo, será de su cargo cuando el deterioro en las instalaciones sea consecuencia del desgaste natural que provoca el uso regular del empalme.”.

23. Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29. La verificación y recepción o revisión de una instalación hará responsable a la empresa de gas por los accidentes que puedan ocurrir, de acuerdo a las normas legales generales que le sean aplicables.”.

24. Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:

“Artículo 30. Toda empresa de gas podrá determinar libremente el precio del servicio de transporte o servicio de gas que realice a clientes o consumidores, o entre sí, y los precios de los servicios afines que correspondan.

El esquema tarifario que establezca libremente cada empresa distribuidora de gas deberá determinar sectores de distribución en los cuales los precios de venta a consumidores, con consumos y otras condiciones de suministro de similares características, sean los mismos, de tal forma que no se produzca discriminación entre ellos. Dichos sectores de distribución no deberán comprender un espacio territorial de tamaño inferior al de una comuna, salvo casos debidamente justificados ante la Superintendencia.

Se entenderá por esquema tarifario el listado de servicios, condiciones, vigencia y precios aplicables por la empresa distribuidora al cliente final.

En todo caso, cada vez que una empresa distribuidora modifique el precio a cliente final del servicio de gas o servicios afines, deberá informarlo a la Superintendencia con la anticipación y en la forma que determine el reglamento. Asimismo, deberá publicarlo previamente en sus sitios electrónicos y por una vez al menos en un diario de amplia circulación en las zonas que presta servicio u en otros medios similares disponibles, y notificar a los clientes o consumidores en la boleta o factura de cobro, de acuerdo a la forma que establezca el reglamento.”.

25. Intercálase, a continuación del artículo 30, el siguiente artículo 30 bis:

“Artículo 30 bis. No obstante lo señalado en el artículo anterior, las empresas concesionarias estarán sujetas a una tasa de rentabilidad económica máxima para una determinada zona de concesión equivalente a tres puntos porcentuales sobre la tasa de costo de capital definida en el artículo 32. Esta tasa de rentabilidad se calculará como el promedio simple de las rentabilidades anuales obtenidas en los últimos tres años.

La Comisión deberá efectuar anualmente un chequeo de rentabilidad de las empresas concesionarias por zonas de concesión a objeto de determinar si exceden el límite máximo de rentabilidad señalado en el inciso anterior.

La metodología y procedimiento para realizar el chequeo de la rentabilidad económica de las empresas concesionarias se efectuará en conformidad a lo dispuesto en los artículos 33, 33 bis y 33 ter.

En todo caso, este chequeo de rentabilidad deberá tener en especial consideración la identificación y justificación de costos de explotación y de inversión radicados contablemente en una empresa concesionaria que pudieran calificarse técnica y objetivamente como ineficientes, sin causa de negocio o encaminados a abultar artificialmente dichas partidas contables en una determinada zona de concesión. Lo anterior, siempre de acuerdo a los criterios, normas, procedimientos y estudios establecidos en el artículo 33 de este cuerpo legal.”.

26. Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo 31. En caso que, de conformidad a los resultados del Informe Definitivo de Rentabilidad Anual a que hace referencia el artículo 33 quáter, la rentabilidad económica promedio de los últimos tres años de una empresa concesionaria en una determinada zona de concesión exceda la tasa máxima señalada en el artículo anterior, la Comisión deberá dar inicio, en el plazo señalado en el artículo 40-K, al proceso de fijación de tarifas del servicio de gas y servicios afines aplicables a los consumidores o clientes de dicha empresa en una determinada zona de concesión señalados en el artículo 39.

Asimismo, a partir de la fecha de la resolución que apruebe el Informe Definitivo de Rentabilidad Anual en que se constate el exceso de la rentabilidad económica sobre la máxima permitida por parte de una empresa concesionaria, se prohibirán por el sólo ministerio de la ley los aumentos de los precios del servicio de gas y servicios afines de dicha empresa en una determinada zona de concesión hasta la entrada en vigencia del respectivo decreto tarifario, los cuales se indexarán durante dicho período conforme a la variación mensual del índice de precios al consumidor publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, en caso que la rentabilidad económica de una empresa concesionaria exceda en hasta cero coma dos puntos porcentuales la tasa máxima permitida a que hacer referencia el artículo 30 bis, dicha empresa podrá mantenerse en un régimen de libertad tarifaria, siempre y cuando realice las devoluciones a las que se refiere el artículo 31 bis aumentadas en un cincuenta por ciento, en el plazo que determine el reglamento.

La empresa concesionaria sujeta a fijación de tarifas podrá solicitar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, el término del régimen de fijación tarifaria. En el caso que este tribunal considere que las condiciones o regulaciones del mercado son suficientes para restituir el régimen establecido en los artículos 30 y 30 bis de libertad de precios, podrá ordenar al Ministerio poner término al régimen de fijación tarifaria una vez finalizado el período de vigencia del decreto tarifario respectivo.

La resolución que ponga término al régimen de fijación tarifaria podrá establecer además medidas preventivas, correctivas o prohibitivas que tengan por objeto asegurar condiciones de competencia en el o los mercados de que se trate, las que se aplicarán en la oportunidad que determine el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. En contra de esta resolución podrá deducirse el recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, ya indicado, el que deberá ser fundado y podrá ser interpuesto por cualquiera de los intervinientes en el proceso.”.

27. Intercálase, a continuación del artículo 31, el siguiente artículo 31 bis:

“Artículo 31 bis. Todos los clientes de aquella empresa concesionaria que haya excedido la tasa de rentabilidad económica máxima, en conformidad a lo señalado en los artículos anteriores, tendrán derecho a recibir la devolución del monto correspondiente al exceso de rentabilidad obtenido, el cual se distribuirá entre sus clientes en proporción al volumen de gas facturado durante el último año calendario.

Las devoluciones a que se refiere este artículo se efectuarán, a elección del cliente, mediante reembolso en dinero efectivo o descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia a requerimiento de la respectiva empresa concesionaria, reajustadas según la variación que haya tenido el índice de precios al consumidor en los meses respectivos, más los intereses corrientes.

El monto de la devolución será establecido por la Comisión mediante resolución exenta, correspondiéndole a la Superintendencia instruir las normas para la debida reliquidación.”.

28. Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

“Artículo 32. La tasa de costo anual de capital que deberá utilizarse para los fines establecidos en esta ley será calculada por la Comisión cada cuatro años. Para determinar esta tasa deberá considerarse el riesgo sistemático de las actividades propias de las empresas concesionarias de servicio público de distribución de gas en relación al mercado, la tasa de rentabilidad libre de riesgo, y el premio por riesgo de mercado.

El riesgo sistemático señalado se define como un valor que mide o estima la variación en los ingresos de una empresa eficiente de distribución de gas con respecto a las fluctuaciones del mercado.

La tasa de rentabilidad libre de riesgo corresponderá a la tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile o la Tesorería General de la República para un instrumento reajustable en moneda nacional. El tipo de instrumento y su plazo deberán considerar las características de liquidez, estabilidad y montos transados en el mercado secundario de cada instrumento en los últimos dos años a partir de la fecha de referencia para el chequeo de rentabilidad señalado en el artículo 30 bis o del estudio de costos mencionado en el artículo 40-N, según corresponda, así como su consistencia con el horizonte de planificación de la empresa eficiente. El período considerado para establecer el promedio corresponderá a un mes y se contabilizará a partir del primer día del mes calendario anterior al de la fecha de referencia del chequeo de rentabilidad o de la fecha a la cual deben ser actualizados los valores del estudio de costos en el caso de las empresas concesionarias sujetas a fijación de tarifas de acuerdo al Párrafo 3 del Título V.

El premio por riesgo de mercado se define como la diferencia entre la rentabilidad de la cartera de inversiones de mercado diversificada y la rentabilidad del instrumento libre de riesgo definida en este artículo.

La información nacional o internacional que se utilice para el cálculo del valor del riesgo sistemático y del premio por riesgo deberá permitir la obtención de estimaciones confiables desde el punto de vista estadístico.

De este modo, la tasa de costo de capital será la tasa de rentabilidad libre de riesgo más el premio por riesgo multiplicado por el valor del riesgo sistemático.

Antes de nueve meses del término de vigencia de la tasa de costo de capital, la Comisión deberá licitar en conformidad a las normas de compras públicas un estudio que defina la metodología de cálculo de dicha tasa y los valores de sus componentes, conforme a lo señalado en los incisos anteriores.

Dentro de los quince días hábiles siguientes de finalizado dicho estudio, la Comisión emitirá un informe técnico preliminar con la tasa de costo de capital, el cual podrá ser observado por las empresas concesionarias y por las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N°19.496 dentro de los diez días hábiles siguientes al de su notificación. Vencido el plazo anterior, la Comisión dispondrá de quince días hábiles para emitir un informe definitivo con la tasa de costo de capital para el cuadrienio siguiente.

En caso de subsistir discrepancias relativas al valor de dicha tasa, las empresas concesionarias y las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N°19.496 dispondrán de diez días hábiles para presentarlas ante el Panel, el cual deberá emitir su dictamen dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación de la o las discrepancias.

Si no se presentaren discrepancias o emitido el dictamen del Panel, en su caso, la Comisión deberá, antes del 31 de diciembre, mediante resolución exenta, fijar la tasa de costo de capital aplicable para determinar la rentabilidad económica máxima señalada en el artículo 30 bis para el cuadrienio siguiente y para utilizar en el proceso de fijación de tarifas regulado en los artículos 38 y siguientes. Dicha tasa se actualizará anualmente únicamente respecto a la tasa libre de riesgo de conformidad al instrumento del Banco Central de Chile o de la Tesorería General de la República definido en la resolución anteriormente indicada.”.

29. Reemplázase el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33. Para los efectos de la aplicación de lo señalado en el artículo 30 bis y 31, la tasa de rentabilidad económica anual de una empresa concesionaria será determinada como aquella tasa de actualización que permite un flujo neto igual a cero a los bienes de propiedad de la empresa concesionaria en una determinada zona de concesión que sean necesarios para prestar el servicio público de distribución incluyendo los servicios afines que correspondan.

El flujo neto corresponderá a la diferencia entre los ingresos anuales de explotación y la suma de los costos anuales de explotación, de inversión y los impuestos a las utilidades. Para los efectos de este artículo deberán considerarse los costos de explotación y de inversión de la empresa real corregida de acuerdo a criterios de eficiencia y estándares similares aplicables a otras empresas de servicio público.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Comisión establecerá por resolución exenta la parte de los bienes de la empresa concesionaria por zona de concesión que serán considerados para el chequeo de rentabilidad para el siguiente cuatrienio. Al referido listado se deberán incorporar aquellas instalaciones en redes de distribución efectivamente realizadas durante el cuatrienio en curso y que se encuentren contempladas en el plan de expansión presentado por la empresa y aprobado por la Comisión en el estudio cuatrienal usando criterios de eficiencia. Adicionalmente, cada año, se podrán incorporar a esta lista las instalaciones en redes de distribución efectivamente ejecutadas por la empresa concesionaria dentro de su zona de concesión siempre que sean consideradas eficientes para la prestación del servicio.

Sin perjuicio de lo anterior, aquellas nuevas instalaciones en redes de distribución reconocidas como eficientes en el estudio cuatrienal permanecerán en esta categoría, al menos, en los siguientes dos estudios cuatrienales a que hace referencia este artículo.

La determinación de la parte de los bienes de la empresa concesionaria que serán considerados eficientes para efectos del chequeo de rentabilidad por zona de concesión, el plan de expansión eficiente en redes de distribución y la definición de los criterios mínimos de eficiencia que se utilizarán para la depuración de los costos de explotación de la empresa concesionaria se realizarán a partir de un estudio encargado por la Comisión de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 33 bis. En caso que una empresa concesionaria nueva comience sus operaciones durante el cuatrienio respectivo, la Comisión por resolución exenta establecerá los bienes eficientes, el plan de expansión eficiente en redes de distribución y los criterios de depuración de los costos de explotación definidos en el estudio cuatrienal, previo que sean aplicables a dicha empresa concesionaria para su chequeo de rentabilidad por zona de concesión, los que en todo caso regirán hasta el siguiente estudio cuatrienal.

Los costos de explotación se definirán como la suma de los costos de operación, mantención y generales, el valor del gas requerido para todos los suministros efectuados mediante las instalaciones de distribución, y todos aquellos costos asociados al servicio público de distribución de gas de la empresa concesionaria que no sean costos de inversión e impuestos a las utilidades.

Los gastos de comercialización eficientes de la empresa concesionaria asociados a la captación y conexión de nuevos clientes podrán ser considerados como gastos amortizables en cinco años.

Los costos de inversión a considerar en el cálculo se determinarán en base a la transformación del Valor Nuevo de Reemplazo de los bienes de la empresa concesionaria en costos anuales de inversión de igual monto, considerando para ello su vida útil económica, valor residual igual a cero y una tasa de actualización igual a la tasa de rentabilidad económica anual de la empresa concesionaria.

Para los efectos de esta ley se entiende por Valor Nuevo de Reemplazo o VNR al costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos destinados a prestar el servicio de gas en la respectiva zona de servicio, incluyendo los intereses intercalarios, los derechos, los gastos y las indemnizaciones efectivamente pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, los bienes intangibles y el capital de explotación.

Los derechos considerados en el inciso anterior serán valorizados a costo histórico y entre ellos no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito, los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación y, en general, todo pago realizado para adquirir una concesión a título oneroso.

En la determinación del VNR, los bienes intangibles corresponderán a los gastos de organización de la empresa y no podrán ser superiores al dos por ciento del valor de los bienes físicos. A su vez, el capital de explotación será considerado igual a un doceavo de los ingresos de explotación.

El valor del gas que se incluya en los costos de explotación deberá calcularse en el o los puntos de conexión entre las instalaciones de producción o transporte, según corresponda, y las instalaciones de distribución de la zona de concesión, salvo que la producción sea realizada por la propia empresa concesionaria, en cuyo caso los costos de producción serán incluidos en los demás costos de explotación e inversión. El costo del gas en cada punto de conexión corresponderá al mejor precio de compra en el punto por parte de la empresa concesionaria o en algún punto anterior, incluyendo en este caso el transporte hasta el punto de conexión.

Para estos efectos se considerarán los contratos de compra o transporte de la propia empresa concesionaria, salvo que se considere que éstos no reflejan una gestión de compra o producción económicamente eficiente, de acuerdo a las condiciones de mercado, en especial aquellas vigentes al momento de la suscripción de dichos contratos. En caso que una empresa concesionaria considere que su gestión de compra es más eficiente que las condiciones de mercado, podrá solicitar fundadamente a la Comisión que se valorice el costo del gas al precio correspondiente a las condiciones eficientes de mercado.

Sólo para los efectos de este artículo, los impuestos a las utilidades se calcularán considerando la tasa general del impuesto de Primera Categoría de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente en el período respectivo y una base igual a la diferencia entre los ingresos de explotación anual y la suma de los costos de explotación y de la depreciación del período. La depreciación a considerar se calculará linealmente sobre la base de la vida útil contable de los bienes de la empresa concesionaria.

Las pérdidas contables en años anteriores, los gastos financieros y las amortizaciones no deberán ser considerados en los costos de explotación, como tampoco para determinar los impuestos a pagar.

Todos los antecedentes de ingresos, inversiones y costos que se utilicen en los cálculos que se señalan en este artículo deberán estar expresados en moneda de igual fecha.”.

30. Intercálase, a continuación del artículo 33, los siguientes artículos 33 bis, 33 ter y 33 quáter:

“Artículo 33 bis. En el mismo plazo señalado en el inciso séptimo del artículo 32, la Comisión deberá licitar el estudio cuatrienal al que se refiere el artículo anterior.

Dentro de los quince días hábiles siguientes de finalizado dicho estudio, la Comisión emitirá un informe técnico preliminar con los bienes de la empresa concesionaria que serán considerados eficientes para efectos del chequeo de rentabilidad por zona de concesión, el plan de expansión eficiente en redes de distribución y la definición de los criterios mínimos de eficiencia que se utilizarán para la depuración de los costos de explotación de la empresa concesionaria, el que podrá ser observado por las empresas concesionarias y por las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N°19.496 dentro de los diez días hábiles siguientes al de su notificación. Vencido el plazo anterior, la Comisión dispondrá de quince días hábiles para emitir su Informe Definitivo.

En caso de subsistir discrepancias relativas a la determinación de los bienes de la empresa concesionaria que serán considerados en el chequeo de rentabilidad por zona de concesión, el plan de expansión eficiente en redes de distribución y los criterios mínimos de eficiencia que se utilizarán para la depuración de los costos de explotación de dicha empresa anualmente en dicho chequeo, las empresas concesionarias y las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N°19.496 dispondrán de diez días hábiles para presentarlas ante el Panel, el cual deberá emitir su dictamen dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde la presentación de la o las discrepancias.

Si no se presentaren discrepancias o emitido el dictamen del Panel, en su caso, la Comisión deberá, antes del 31 de diciembre, mediante resolución exenta, fijar los bienes de la empresa concesionaria que serán considerados en el chequeo de rentabilidad por zona de concesión, el plan de expansión eficiente en redes de distribución y los criterios mínimos de eficiencia que se utilizarán para la depuración de los costos de explotación de dicha empresa para el cuadrienio siguiente.

Artículo 33 ter. Las empresas concesionarias, antes del 30 de abril de cada año, deberán informar a la Comisión sus costos e ingresos de explotación correspondientes a la actividad de distribución de gas de red y los VNR de las instalaciones de distribución de su propiedad del año calendario anterior en conformidad a un Sistema de Contabilidad Regulatoria que la Comisión establecerá al efecto, el que podrá requerir también antecedentes de costos e ingresos de otras actividades económicas realizadas por las empresas concesionarias. Asimismo, y en la misma oportunidad señalada precedentemente, las empresas concesionarias deberán presentar a la Comisión sus contratos vigentes de suministro y transporte de gas, y todo otro antecedente que le solicite la Comisión para los efectos del chequeo de rentabilidad económica por zona de concesión señalado en el artículo 30 bis.

La Comisión deberá revisar, verificar y, en su caso, corregir la información entregada por las empresas concesionarias de acuerdo a los principios enunciados en el artículo 33 para la elaboración del Informe de Rentabilidad a que hace referencia el artículo siguiente.

Artículo 33 quáter. Antes del 15 de agosto de cada año, la Comisión deberá emitir un Informe Preliminar de Rentabilidad de las empresas concesionarias en sus respectivas zonas de concesión. A partir de la fecha de recepción de dicho informe, las empresas y las asociaciones de consumidores a que se refiere la ley N°19.496 dispondrán de quince días hábiles para presentar sus observaciones a la Comisión. Vencido el plazo anterior, la Comisión deberá emitir su Informe Definitivo de Rentabilidad dentro de los quince días hábiles siguientes.

En caso de subsistir las diferencias o discrepancias, dentro de los diez días hábiles siguientes a la comunicación del Informe Definitivo de Rentabilidad, las empresas concesionarias podrán recurrir al Panel, el cual deberá emitir su dictamen dentro del plazo de veinte días hábiles contado desde la presentación de la o las discrepancias.

Vencido el plazo para formular discrepancias o una vez resueltas éstas por el Panel, la Comisión deberá emitir antes del 31 de diciembre de cada año, mediante resolución exenta, su Informe Definitivo de Rentabilidad Anual de las empresas concesionarias de distribución de gas de red, el cual deberá incorporar lo resuelto por el Panel si correspondiere.”.

31. Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34. No será aplicable lo señalado en los artículos 30, 31 y 39 al servicio de gas y servicios afines que las empresas distribuidoras de gas de la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena efectúen a sus consumidores o clientes, sea que operen con o sin concesión.

Las fórmulas tarifarias para el servicio de gas y servicios afines indicados en el inciso anterior se determinarán de acuerdo a los mismos procedimientos que se establecen para las empresas concesionarias que queden sujetas a fijación de tarifas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31.

Sin perjuicio de lo anterior, para las empresas que operen sin concesión y cuyo número total de clientes con servicio de gas sea inferior al 1 por ciento de los clientes de la mayor empresa concesionaria de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena, las fórmulas tarifarias aplicables al servicio de gas y servicios afines serán las que se establezcan en el decreto supremo al que se refiere el artículo 40-R para el mayor concesionario de dicha región, como consecuencia del procedimiento contemplado en los artículos 38 y siguientes.”.

32. Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35. Cuando el suministro del gas natural comprimido provenga de una empresa distribuidora de gas natural por red que esté sujeta a fijación de precios de acuerdo a los artículos 31 o 34, el impuesto específico a los combustibles será constante e igual a la base de dicho impuesto definido en la ley N°20.765.”.

33. Modifícase el artículo 36 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 36. La facturación de los consumos y de los demás servicios de gas y servicios afines podrá ser efectuada por la empresa concesionaria mensualmente o cada dos meses. En la boleta de cobro se deberá especificar en forma separada los distintos cargos que tenga la tarifa indicando claramente los cargos que corresponden al servicio de gas, servicios afines y cualquier otro servicio que preste la empresa concesionaria.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto a ser, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, las empresas concesionarias podrán convenir con sus clientes o consumidores servicio de prepago de suministro de gas.”.

c) Intercálase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, entre las expresiones “servicios de gas” y “por ella efectuados”, la expresión “y servicios afines”.

d) Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre la frase “del servicio de gas” y la expresión “para con la empresa”, la expresión “y de los servicios afines”.

34. Sustitúyese la denominación del párrafo 3 contenido en el Título V, “De los suministros al Fisco” por el siguiente: “Del procedimiento de fijación de tarifas”.

35. Agréganse los siguientes artículos 38 a 40, nuevos:

“Artículo 38. Las tarifas que se fijen para el servicio de gas y los servicios afines, de conformidad al artículo 31, tendrán el carácter de precios garantizados, no pudiendo discriminarse entre consumidores o clientes de una misma categoría o sector tarifario en su aplicación. Estos consumidores o clientes, de acuerdo a lo establecido en el artículo 39, tendrán derecho a recibir los tipos de servicios de gas por parte de la empresa concesionaria según las condiciones de calidad y precio establecidas para cada uno de ellos en el decreto respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley y el reglamento.

La empresa concesionaria sujeta a fijación de precios podrá proponer a la Comisión distintos tipos de servicios para tarifas garantizadas, dentro del respectivo proceso de fijación de tarifas.

La estructura, nivel y mecanismo de indexación de las tarifas serán establecidos cada cuatro años por la Comisión de acuerdo con los procedimientos que se establecen más adelante, fijados mediante decreto supremo del Ministerio de Energía, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.

Artículo 39. Están sujetos a tarifa garantizada todos los consumidores o clientes finales que consuman gas para uso residencial o comercial, así como los demás clientes cuyo consumo mensual de gas sea igual o inferior a 5.000 gigajoules. Este límite de consumo no se aplicará a la Región de Magallanes y Antártica Chilena.

Sin perjuicio de lo anterior, la empresa concesionaria podrá ofrecer a estos consumidores y clientes finales servicios distintos de los contenidos en el decreto tarifario respectivo. En todo caso, estos servicios y sus precios deberán cumplir con las condiciones señaladas en los incisos segundo y tercero del artículo 30 y sus condiciones de aplicación serán definidas en el reglamento respectivo.

Adicionalmente, los consumidores que no sean residenciales o comerciales con consumos mensuales de gas entre 2.000 y 5.000 gigajoules tendrán derecho a optar por un régimen de precio libre, por un período de cuatro años de permanencia. El cambio a un régimen de libertad de precios deberá ser comunicado a la empresa concesionaria con una antelación de seis meses.

Artículo 40. Para efectos de la fijación de las tarifas, la empresa concesionaria respectiva deberá proporcionar toda la información necesaria y pertinente que le solicite la Comisión.

36. Intercálanse los siguientes artículos 40-A a 40-S, nuevos:

“Artículo 40-A. Las tarifas del servicio de gas se obtendrán a partir de la suma del valor del gas al ingreso del sistema de distribución, en adelante e indistintamente “VGISD”, y el valor agregado de distribución, en adelante e indistintamente “VAD”.

Artículo 40-B. El VGISD se compone del precio de compra o de producción del gas, más el valor del transporte hasta las instalaciones de distribución, si éste no estuviere incluido en el contrato de suministro de gas.

La metodología para establecer el cálculo del VGISD se detallará en las bases técnicas a que hace referencia el artículo 40-M, el que deberá reflejar los precios y condiciones de reajustabilidad de los contratos de compra del gas celebrados por la empresa concesionaria, salvo que se considere que éstos no reflejan una gestión de compra o producción económicamente eficiente, de acuerdo a las condiciones de mercado vigente al momento de la suscripción de dichos contratos.

Para la determinación del valor de transporte, se podrá considerar la tarifa que la empresa concesionaria de distribución pague por el servicio de transporte de gas, salvo que se considere que éstos no reflejan una gestión de transporte económicamente eficiente. En este caso se considerará el precio promedio que grandes consumidores paguen por dicho servicio u otros antecedentes que fehacientemente reflejen el costo del transporte de gas.

En caso que una empresa concesionaria considere que su gestión de compra es más eficiente que las condiciones de mercado, podrá solicitar fundadamente a la Comisión que se valorice el gas al precio correspondiente a la gestión eficiente de acuerdo a las condiciones de mercado. El VGISD será calculado por la empresa consultora establecida en el artículo 40-J.

Artículo 40-C. La estructura, nivel y mecanismo de indexación de las tarifas del VAD y de los servicios afines serán establecidos sobre la base del costo total de largo plazo del servicio respectivo.

La metodología de cálculo del VAD será detallada en las bases técnicas y administrativas por la Comisión, a que hace referencia el artículo 40-M.

Se entenderá por costo total de largo plazo el monto equivalente a la suma de los costos de explotación y de capital asociados a la atención de la demanda prevista en la zona de servicio durante un horizonte de planificación de quince años de la empresa eficiente. El cálculo considerará el diseño de una empresa eficiente que inicia operaciones al comienzo del período tarifario, realiza las inversiones necesarias para proveer a todos los clientes regulados o consumidores de los servicios involucrados e incurre en los costos de explotación propios del giro de la empresa.

Los costos a considerar se limitarán a aquellos indispensables para que la empresa concesionaria pueda proveer en forma eficiente el servicio de gas y los servicios afines en una determinada zona de servicio, incluyendo su expansión futura, de acuerdo a la tecnología eficiente y de menor costo entre las disponibles comercialmente, sujetándose dicha empresa eficiente a la normativa vigente, en particular en lo relativo a la calidad de servicio y seguridad de las instalaciones. En todo caso, aquellas nuevas instalaciones en redes de distribución que sean incorporadas producto de un plan de expansión eficiente serán reconocidas para efectos de determinar el costo total de largo plazo de, al menos, los siguientes dos períodos tarifarios.

Sin perjuicio de lo anterior, en el costo total de largo plazo se considerará el valor efectivamente pagado por los derechos de uso y goce del suelo, incluyendo los gastos e indemnizaciones pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, indexado de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor.

Artículo 40-D. Si por razones de indivisibilidad o uso conjunto de recursos, la empresa eficiente proveyere, además del servicio de gas y servicios afines, servicios no sujetos a fijación de precios, se deberá considerar sólo una fracción de los costos totales de largo plazo correspondientes, a efectos del cálculo de las tarifas de los servicios sujetos a fijación de precios a las que se refiere el artículo 40-H. Dicha fracción se determinará en concordancia con la proporción en que sean utilizados los recursos de la empresa eficiente por los servicios sujetos a fijación de precios y por aquellos no sujetos a fijación. Para efectos de lo señalado en este inciso, en la modelación de la empresa eficiente se deberán considerar, al menos, los servicios no sujetos a fijación de precios provistos por la empresa concesionaria.

De similar forma, en caso que recursos indivisibles sean compartidos entre el servicio de gas y los servicios afines, los costos de dichos recursos deberán repartirse entre los servicios indicados de acuerdo a la proporción en que sean utilizados por los mismos.

En caso que en la prestación de un servicio sujeto a fijación tarifaria se empleen activos que sean también considerados en la fijación tarifaria de otro servicio sujeto a regulación de precios, en el dimensionamiento de la empresa eficiente sólo se contabilizará la proporción de los mismos que corresponda al servicio sujeto a fijación tarifaria.

El mismo criterio se aplicará en la determinación de los costos de operación y mantenimiento, en caso que la empresa sujeta a regulación tarifaria ejecute directamente o mediante la subcontratación con terceros actividades conjuntas, tales como lectura de medidores, facturación o procesamiento de datos, que sean también requeridas para la prestación de otros servicios públicos regulados.

Para estos efectos, la Comisión podrá solicitar de los organismos que participan en los procesos de fijación tarifaria de otros servicios regulados, la información relevante.

Artículo 40-E. Del valor de los costos de inversión de la empresa eficiente deberá descontarse finalmente la proporción del VNR correspondiente a las instalaciones aportadas por terceros en la respectiva zona de servicio. Dicho descuento deberá realizarse durante el tiempo de vida útil de las instalaciones aportadas por terceros que fije la Superintendencia, o hasta que la empresa concesionaria haya informado su total reposición en la forma y plazo que establezca la misma.

El VNR será calculado conjuntamente con el estudio de costos indicado en el artículo 40-N.

Artículo 40-F. La tasa de costo anual de capital aplicable a la empresa eficiente será calculada por la Comisión de acuerdo a la metodología establecida en el artículo 32º y sobre la base del último estudio efectuado antes del proceso tarifario respectivo a que se refiere el precitado artículo.

La tasa de costo de capital será utilizada como factor de actualización para todas las componentes del VAD y de los servicios afines, así como para la recaudación de la empresa eficiente.

Artículo 40-G. A efectos de calcular el valor del costo total de largo plazo, se considerarán los costos de inversión y de explotación, el valor remanente de las inversiones y los impuestos a las utilidades. Los costos de explotación correspondientes a la empresa eficiente se definirán como la suma de los costos de operación, mantenimiento y todos aquellos directamente asociados a la prestación de los servicios, que no sean costos de inversión. Los gastos financieros y amortizaciones no deberán ser considerados en los costos de explotación. El valor remanente de las inversiones se determinará a partir de la depreciación y la vida útil de los activos.

Artículo 40-H. Las tarifas corresponderán a aquellas que, aplicadas a las demandas previstas para el horizonte de planificación de la empresa eficiente, generen una recaudación actualizada equivalente al costo total de largo plazo respectivo, permitiendo así el autofinanciamiento.

En todo caso, en el decreto tarifario se podrá establecer diferentes sectores tarifarios dentro de una misma zona de distribución relevante, así como categorías de clientes o tipos de servicio, cada uno con distintas tarifas de VAD y de servicios afines, las cuales deberán resguardar el autofinanciamiento señalado en el inciso anterior.

Artículo 40-I. La tarifa de cada servicio será indexada mediante su propia fórmula de indexación, la que se expresará en función de los índices de precios de los principales insumos del respectivo servicio. Esta fórmula de indexación será determinada en el estudio de costos mencionado en el artículo 40-M y se establecerá de forma que la estructura de costos sobre la cual se apliquen los coeficientes de variación de los índices de precios de los respectivos insumos sea representativa de la estructura de costos de la empresa eficiente definida para estos propósitos.

Las variaciones que experimente el valor de la fórmula de indexación deberán ser calculadas utilizando siempre los precios o índices publicados por organismos oficiales o por otros organismos cuyas informaciones publicadas sean de aceptación general.

La empresa concesionaria comunicará cada mes a la Superintendencia el valor resultante de aplicar a las tarifas garantizadas la variación de la fórmula de indexación respectiva, y este valor constituirá el precio que los clientes o consumidores pagarán por cada servicio con tarifa garantizada.

Cada vez que la empresa concesionaria realice un reajuste de sus tarifas deberá previamente hacerlas públicas y comunicarlas a la Superintendencia con la antelación que disponga el reglamento. En todo caso, estas tarifas sólo podrán reajustarse dentro de los cinco primeros días de cada mes y no podrán exceder las tarifas máximas garantizadas debidamente indexadas.

Artículo 40-J. El valor agregado de distribución de gas y el valor de los servicios afines, se establecerán sobre la base de un estudio de costos efectuado por una empresa consultora contratada por la Comisión a través de un proceso de licitación pública en conformidad a las normas de compras públicas. Dicho estudio deberá ceñirse a los criterios de eficiencia señalados en el artículo 40-C de la presente ley. En el estudio de costos se deberán considerar las sinergias y economías de ámbito que pueda existir en la empresa concesionaria que tenga distintas zonas de concesión.
Este estudio de costos se realizará de acuerdo al procedimiento a que se refieren los artículos 40-N y siguientes.

No podrán participar en la mencionada licitación, por sí o asociadas, aquellas empresas consultoras relacionadas con la empresa de servicio público de distribución de gas, como tampoco aquellas empresas consultoras cuyos socios, directores, gerentes o representantes legales, tengan o hayan tenido una relación contractual de carácter permanente o periódica con las mismas en el último año contado desde la convocatoria a licitación.

Artículo 40-K. En un plazo máximo de veinte días hábiles, contado desde la comunicación de la resolución exenta de la Comisión que fije el exceso de la rentabilidad económica máxima de una empresa concesionaria, o a lo menos diecinueve meses antes del término del período de vigencia de las tarifas del servicio de gas y servicios afines sujetos a fijación de una empresa de distribución, la Comisión abrirá por un plazo de un mes, un proceso de registro de usuarios e instituciones distintas de las empresas de servicio público de distribución de gas, en adelante “usuarios e instituciones interesadas”, quienes tendrán acceso a los antecedentes y resultados del estudio de costos, de acuerdo con las normas de esta ley.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Comisión publicará en un medio de amplio acceso los requisitos, plazos y procedimiento de inscripción a dicho registro.

Los usuarios e instituciones interesadas que deseen registrarse deberán contar con personalidad jurídica vigente al momento de presentar su solicitud de inscripción o bien, agrupaciones de hecho, cuando comparezcan al registro al menos treinta personas mayores de edad, mediante escritura pública y designando un representante común.

En todo caso, los antecedentes que solicite la Comisión para constituir dicho registro deberán estar destinados a acreditar la representación, el interés y la correcta identificación de cada usuario e institución interesada y no podrán representar discriminación de ninguna especie.

Los usuarios e instituciones interesadas que se hayan registrado podrán efectuar observaciones a las bases técnicas y administrativas y al estudio de costos, así como presentar discrepancias ante el Panel, cuando corresponda.

Artículo 40-L. Los usuarios e instituciones interesadas debidamente inscritos en el registro señalado en el artículo anterior no podrán participar en la elaboración del estudio de costos a que se refiere el artículo 40-Ñ.

Artículo 40-M. En un plazo máximo de treinta días corridos de finalizado el proceso de registro de usuarios e instituciones interesadas, la Comisión comunicará a estos últimos y a la empresa concesionaria las bases técnicas y administrativas preliminares del estudio de costos.

Estas bases deberán establecer, a lo menos, los requisitos, antecedentes y la modalidad de presentación de ofertas. Asimismo, deberán especificar los criterios de proyección de demanda, los criterios de optimización de redes, tecnologías, fuentes de información para la obtención de los costos, fecha base para la referencia de moneda, el listado de los servicios afines, y todo otro aspecto que se considere necesario definir en forma previa a la realización del estudio.

A partir de la fecha de la comunicación de las bases preliminares y dentro del plazo de quince días hábiles, la empresa concesionaria y los usuarios e instituciones interesadas podrán presentar sus observaciones a la Comisión.

Vencido el plazo anterior y en un término no superior a quince días hábiles, la Comisión comunicará las bases técnicas y administrativas corregidas aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas.

Dentro de los diez días hábiles siguientes a la comunicación de las bases corregidas, los usuarios e instituciones interesadas y la empresa concesionaria podrán solicitar al Panel que dirima las observaciones que no hubiesen sido acogidas por la Comisión o que hubiesen sido acogidas parcialmente después de la etapa de observaciones, como también, si quien no hubiere formulado observaciones a las bases preliminares considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado éstas.

El Panel deberá resolver la controversia dentro de los veinte días hábiles siguientes al vencimiento del plazo dispuesto en el inciso anterior.

El dictamen del Panel deberá optar por la alternativa de la empresa concesionaria, la contenida en las bases técnicas y administrativas corregidas o la planteada por algún usuario e instituciones interesadas, sin que pueda adoptar valores intermedios.

Transcurrido el plazo para formular controversias ante el Panel o una vez resueltas éstas, la Comisión deberá formalizar las bases técnicas y administrativas definitivas dentro de los siguientes cinco días a través de una resolución que se publicará en un medio de amplio acceso y se comunicará a los participantes y usuarios e instituciones interesadas.

Artículo 40-N. El estudio de costos será licitado en conformidad a las normas de compras públicas y adjudicado en conformidad a las bases técnicas y administrativas definitivas, señaladas en el artículo anterior, siendo ejecutado y supervisado por un comité integrado por un representante de la empresa concesionaria, uno del Ministerio y uno de la Comisión quien, además, presidirá el referido comité. El llamado a licitación, la adjudicación y firma del contrato lo realizará el comité a través de la Comisión.

En todo caso la Comisión establecerá el procedimiento para la constitución y funcionamiento de este comité.

El estudio de costos será financiado íntegramente por la Comisión. El consultor al que se adjudique el estudio deberá prestar el apoyo que sea necesario a la Comisión hasta la dictación de las correspondientes tarifas, además de la obligación del consultor de realizar la audiencia pública a que se refiere el artículo 40-O.

Artículo 40-Ñ. Los resultados entregados por el consultor del estudio de costos deberán especificar, a lo menos, lo siguiente:

a) Los criterios de dimensionamiento de la empresa eficiente.

b) El valor del gas al ingreso del sistema de distribución.

c) El valor de los principales componentes del VAD.

d) Los costos de los servicios afines, según corresponda.

e) Las fórmulas de indexación que permitan mantener el valor real de las tarifas que se establezcan durante su período de vigencia.

Artículo 40-O. La Comisión, en un plazo máximo de diez días hábiles contado desde la recepción conforme del estudio de costos, convocará a la empresa concesionaria y a los usuarios e instituciones interesadas a una audiencia pública a realizarse en la capital de la región donde se ubique la empresa concesionaria. En esta audiencia, el consultor deberá exponer los supuestos, metodologías y resultados del estudio, así como realizar las aclaraciones que se le soliciten. La Comisión establecerá el procedimiento a que se sujetará la audiencia pública.

En caso que la empresa concesionaria tenga presencia en más de una región, las audiencias públicas se realizarán en cada región.

Artículo 40-P. La Comisión dispondrá de un plazo de dos meses para elaborar y notificar a la empresa concesionaria, así como a los usuarios e instituciones interesadas, el informe técnico basado en los resultados del estudio, el que se contará desde el momento en que el comité otorgue su conformidad al estudio.

En caso que la empresa concesionaria o los usuarios e instituciones interesadas tengan observaciones respecto del informe técnico deberán presentarlas dentro de los quince días hábiles siguientes a que éste le fuere notificado por la Comisión. La Comisión, en un plazo de quince días hábiles, deberá comunicar la resolución que contenga el informe técnico corregido aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas.

Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución señalada en el inciso anterior, la empresa concesionaria y los usuarios e instituciones interesadas podrán solicitar al Panel que dirima todas o algunas de las observaciones presentadas que no hubiesen sido acogidas por la Comisión o que hubiesen sido acogidas parcialmente. Del mismo plazo dispondrá quien no hubiere formulado observaciones al informe técnico para solicitar que se mantenga su contenido, en caso de haberse modificado éste. El Panel deberá evacuar su dictamen en el plazo de treinta días hábiles contado desde la presentación de las respectivas discrepancias.

Se considerarán como discrepancias diferentes las relativas al VGISD y al VAD. En cada una de ellas, el Panel sólo podrá optar por el informe de la Comisión, la alternativa planteada por la empresa concesionaria o por un usuario o institución interesada, sin que pueda adoptar valores intermedios. El Panel no podrá elegir entre resultados parciales de costos, o entre criterios que se hubiesen presentado como observaciones, sino sólo entre valores finales.

En un plazo no superior a treinta días corridos, contado desde la aceptación de las observaciones por parte de la Comisión o del dictamen del Panel a las discrepancias que se hayan sometido a su conocimiento, la Comisión emitirá el informe técnico definitivo.

Artículo 40-Q. Antes de cuarenta días hábiles del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias, la Comisión enviará al Ministerio el informe técnico definitivo y propondrá las fórmulas tarifarias para el siguiente período tarifario.

Artículo 40-R. El Ministerio fijará las nuevas fórmulas tarifarias, dictando el decreto supremo correspondiente a lo menos veinte días hábiles antes del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias anteriores.

Artículo 40-S. Una vez vencido el período de vigencia del decreto tarifario señalado en el artículo anterior, los valores establecidos en él y sus fórmulas de indexación seguirán rigiendo mientras no se dicte el siguiente decreto tarifario.

No obstante, las empresas concesionarias deberán abonar o podrán cargar a la cuenta de los clientes o consumidores las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las nuevas tarifas, por todo el período transcurrido hasta la publicación del nuevo decreto tarifario.

Los montos producto de las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustados de acuerdo al interés corriente vigente a la fecha de publicación de las nuevas tarifas, por todo el período a que se refiere el inciso anterior. Los montos producto de las reliquidaciones deberán abonarse o podrán cargarse en las boletas o facturas emitidas con posterioridad a la publicación de las tarifas, en el plazo, forma y condiciones que al respecto determine la Superintendencia.

En todo caso, se entenderá que las nuevas fórmulas tarifarias entrarán en vigencia a contar del vencimiento de las tarifas anteriores o desde la fecha de la resolución exenta de la Comisión que fija la rentabilidad económica de las empresas concesionarias de distribución de gas, según el caso.”.

37. Intercálase en el artículo 41, entre las palabras “propietarios” y la preposición “de” la siguiente expresión “y operadores”.

38. Elimínase, en el artículo 42, la expresión “concesionarias de distribución”.”

39. Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “todo concesionario” por la expresión “toda empresa distribuidora y transportista de gas”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“La Superintendencia podrá instruir a las empresas distribuidoras y transportistas de gas el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, así como las medidas necesarias para su cumplimiento.”.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “Corte de Apelaciones respectiva” por la expresión “Superintendencia”.

d) Sustitúyese en el inciso final la frase “concesionarias de servicio público de distribución” por la expresión “distribuidoras y comercializadoras de gas.”.

40. Reemplázase el artículo 45 por el siguiente:

“Artículo 45. Si la explotación del servicio de gas se interrumpiere por un hecho imputable a las empresas distribuidoras o transportistas, que no sea consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, podrá la Superintendencia compeler a la empresa respectiva a su reposición e imponerle multas.”.

41. Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso séptimo la expresión “Gobierno” por la palabra “Ministerio”.

b) Sustitúyese en el inciso final la palabra “Gobierno” por la expresión “Presidente de la República”.

42. Sustitúyese el epígrafe del Título VIII por el siguiente: “De la Fiscalización”.

43. Reemplázase en el artículo 47 la expresión “El control” por la expresión “La fiscalización”.

44. En el artículo 48:

a) Sustitúyese, en el número 2°, la expresión “que la experiencia aconsejare” por “legales y reglamentarias que correspondan”.

b) Sustitúyese, en los números 9° y 10°, la expresión “los concesionarios” por “las empresas de gas”.

45. Elimínase el artículo 49.

46. Sustitúyese en el artículo 52, inciso primero, la expresión “los concesionarios” por “las empresas de gas”.

47. Sustitúyese en el artículo 55, inciso primero, la expresión “autoridad” por la palabra “Superintendencia”.

48. Sustitúyese en el artículo 56 la expresión “Los concesionarios” por “Las empresas de gas”.

49. Sustitúyese en los artículos 25, 26, 43, 47, 48, 51 y 52 las expresiones “Dirección” y “Dirección General de Servicios Eléctricos” por “Superintendencia”.

Artículo 2°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N°4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, las siguientes modificaciones:

1. En el artículo 208°:

a) Sustitúyese en el número 10 la expresión final “, y” por un punto y coma.

b) Sustitúyese en el número 11 el punto aparte por la siguiente expresión “, y”.

c) Agrégase el siguiente número 12:

“12.- Las discrepancias que el decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, del Ministerio del Interior, ley de Servicios de Gas, sometan a su dictamen, y las demás que indiquen las leyes.”.

2. En el artículo 209°:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “eléctrico” por “energético”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Energía”.

c) Intercálase en su inciso quinto, entre la expresión “energía eléctrica,” y la expresión “sean o no”, la siguiente frase: “así como de empresas productoras, importadoras, almacenadoras, regasificadoras, transportistas, distribuidoras y comercializadoras de gas,”.

3. Sustitúyese en el inciso final del artículo 210° la expresión “eléctrico” por “energético”.

4. Reemplázase el inciso segundo del artículo 212° por el siguiente:

“Los costos de funcionamiento comprenderán los honorarios de los expertos y del secretario abogado, los gastos en personal administrativo y demás gastos generales. Seis séptimos de dichos costos serán de cargo de las empresas eléctricas de generación, transmisión y concesionarias de servicio público de distribución de energía eléctrica, mediante una prorrata que podrá considerar tanto el valor de sus activos como el número estimado de discrepancias que les afecten y la naturaleza o complejidad de éstas. El séptimo restante de dichos costos será de cargo de las empresas distribuidoras de gas, mediante una prorrata que podrá considerar el valor de sus activos, el volumen de ventas y número de clientes, la circunstancia de que la empresa distribuidora se encuentre sujeta a régimen de fijación tarifaria o únicamente a chequeo de rentabilidad, así como el número estimado de discrepancias que les afecten y la naturaleza o complejidad de éstas. Corresponderá a la Subsecretaría de Energía coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de estos gastos y para el funcionamiento del panel.”.

Artículo 3°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1978, del Ministerio de Minería, las siguientes modificaciones:

1. Reemplázase el artículo segundo por el siguiente:

“Artículo segundo. Establécese un registro en el que los propietarios de las instalaciones que sirvan para producción, importación, refinación, transporte, distribución, almacenamiento, abastecimiento, regasificación o comercialicen combustibles derivados del petróleo, biocombustibles líquidos, gases licuados combustibles y todo fluido gaseoso combustible, como gas natural, gas de red y biogás deberán inscribirlas.

No se entenderán incluidas en las actividades antes señaladas la explotación de depósitos naturales de petróleo y gas natural.

La Superintendencia de Electricidad y Combustibles será el organismo responsable de establecer y mantener el citado registro.”.
2. Reemplázase el artículo tercero por el siguiente:

“Artículo tercero. La solicitud del registro deberá contener los antecedentes que determine la Superintendencia.”.

3. Intercálase en el artículo decimoquinto, entre las frases “distribución de gas licuado” y “y sus sistemas de operación”, la expresión “por cilindros”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los precios cobrados por las empresas distribuidoras a sus clientes por el servicio de gas y servicios afines en la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, tendrán el carácter de máximos hasta la fecha de entrada en vigencia del decreto tarifario respectivo y se entenderán transitoriamente aplicables aquellos que estaban vigentes al 1 de enero de 2015. Estos precios máximos se indexarán durante todo el período en que se apliquen, de conformidad a la fórmula que establezca la Comisión Nacional de Energía, sobre la base de una propuesta de la empresa distribuidora.

Las nuevas tarifas se aplicarán desde el momento en que comience a regir el nuevo proceso de tarificación, y no implicarán en ningún caso una reliquidación que afecte las tarifas de gas domiciliario e industrial en la Región de Magallanes, con el fin de evitar las alzas retroactivas.

Artículo segundo.- Dentro de los treinta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley, la Comisión Nacional de Energía deberá dar inicio al proceso de tarificación del servicio de gas y servicios afines de la empresa distribuidora de gas de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, conforme a las normas contenidas en los artículos 38 y siguientes del decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, que esta ley incorpora y que le sean aplicables.

Los plazos y condiciones dispuestos en los referidos artículos que deban ser contabilizados a partir de la vigencia de las tarifas respectivas y que requieran para su implementación la dictación de un reglamento, mientras el mismo no se encuentre vigente, deberán estar expresa y previamente contenidos en una resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía, a fin de dar cabal cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.

Artículo tercero.- Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la ley en el Diario Oficial, la Comisión Nacional de Energía contratará en conformidad a las normas de compras públicas el estudio para la determinación de la tasa de costo de capital a que hace referencia el artículo 32 y el estudio cuatrienal a que hace referencia el artículo 33 bis del decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, que ésta modifica e incorpora, respectivamente.

Los resultados de estos estudios serán aplicables a partir del 1 de enero del año siguiente a su licitación, aun cuando su finalización y las correspondientes resoluciones exentas de la Comisión sean posteriores a esa fecha.

Artículo cuarto transitorio. El chequeo de rentabilidad económica correspondiente al ejercicio del año calendario en que entre en vigencia la presente ley se efectuará en conformidad a las normas legales que la presente ley modifica.

Artículo quinto transitorio. El primer chequeo de rentabilidad que se efectúe en conformidad a la presente ley considerará, para efectos de determinar si una empresa concesionaria excedió la tasa máxima de rentabilidad establecida en la ley, únicamente el período correspondiente al año calendario anterior. En dicho período la rentabilidad económica máxima a que se refiere el artículo 30 bis del decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, de una empresa concesionaria podrá exceder en hasta cinco puntos porcentuales la tasa de costo de capital. De la misma forma, el segundo chequeo de rentabilidad considerará sólo los dos años anteriores para efectos de verificar dicha rentabilidad máxima, y en dicho período la rentabilidad económica máxima de una empresa concesionaria podrá exceder en hasta 4,5 puntos porcentuales la tasa de costo de capital. Luego, para el tercer chequeo de rentabilidad, la tasa máxima de rentabilidad permitida para el trienio móvil precedente será de cuatro puntos porcentuales por sobre la tasa de costo de capital. Finalmente, para el cuarto chequeo de rentabilidad dicha tasa máxima para el trienio móvil correspondiente será de tres coma cinco puntos porcentuales por sobre la tasa de costo de capital.

Artículo sexto transitorio. Los gastos de comercialización eficientes asociados a la captación y conexión de nuevos clientes a los que se refiere el artículo 33 que hayan sido efectuados en los últimos dos años anteriores a la vigencia de la presente ley, podrán ser considerados como gastos amortizables en un período de cinco años contados desde su desembolso para efectos de los sucesivos chequeos de rentabilidad que se efectúen en conformidad a esta ley.

Artículo séptimo transitorio. La tasa de rentabilidad económica máxima a que se refiere el artículo 30 bis del decreto con fuerza de ley N°323, de 1931, será de cinco puntos porcentuales sobre la tasa de costo de capital para aquellas zonas de concesión que hayan sido otorgadas entre cinco años previos y hasta por diez años posteriores a la entrada de vigencia de esta ley, y que inicien construcción de redes en el mismo período.”.

*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que, en general, el artículo 1°, en sus números 12, letra b); 13, letra b); 26, en cuanto a los incisos cuarto y final del artículo 31 que propone, y 39, letra c), fue aprobado por 93 votos a favor, de un total de 117 diputados en ejercicio.

En particular, en tanto, la aprobación de las normas señaladas se produjo de la siguiente manera:

- El artículo 1°, número 12, letra b), por 91 votos a favor.

- El artículo 1°, en sus números 13, letra b), y 26, en cuanto a los incisos cuarto y final del artículo 31 que propone, por 92 votos favorables.

-El artículo 1°, número 39, letra c), por 84 votos afirmativos.

En todos los casos anteriores, su aprobación se produjo respecto de un total de 117 diputados en ejercicio.

De esta manera, se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

A su vez, el artículo 40-K, inciso primero, contenido en el artículo 1°, número 39, del proyecto de ley, fue aprobado en general por 94 votos a favor, respecto de un total de 117 diputados en ejercicio.

En particular, en tanto, el artículo 1°, número 39, del proyecto de ley, fue aprobado por 96 votos favorables, siempre de un total de 117 diputados en ejercicio.

De esta forma, se ha dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

(7.616-06)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique, con urgencia calificada de “Simple”.

- - -

La Cámara de Diputados, cámara de origen, en sesión de 18 de junio del presente año designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Guillermo Ceroni Fuentes, Cristián Monckeberg Bruner, Ricardo Rincón González y Leonardo Soto Ferrada.

El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 30 de junio de 2015, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman su Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 7 de julio de 2015, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores  señores Espina, Larraín, Zaldívar y Quinteros, y Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Soto. En dicha oportunidad, por unanimidad eligió como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina Otero.



 A una o más de las sesiones celebradas por la Comisión Mixta asistieron Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Patricia Silva; los Asesores, señoras Valeria Lubbert, Lizzy Seaman, María José Solano, Tania Larraín y señores Iván Arcos Guillermo Briceño, Nicolás Torrealba, Rodrigo Mora, Exequiel Silva, Daniel Portilla, Hugo Arias, y Octavio del Favero. De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Asesor, señor José Luis Donoso. De la Contraloría General de la República: el Jefe de Gabinete, señor Felipe Aliaga; la Subjefe de la División de Municipalidades, señora Nancy Barra; y las Abogadas, señoras Cristina Alcántara y Alejandra Demetri. Del Ministerio de Hacienda: la Asesora, señora Consuelo Fernández. De Ciudadano Inteligente: la Directora Incidencia, señora María Jaraquemada. De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor Legislativo, señor Héctor Mery. El Jefe de Gabinete del Senador Andrés Zaldívar, señor Christian Valenzuela. El Asesor del Senador Alberto Espina, señor Pablo Urquízar. El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites. Los Asesores del Senador Antonio Horvath, señores Arturo Rodríguez y Manuel Baquedano. El Jefe de Prensa del Diputado Leonardo Soto, señor Franco Pardo. El Asesor del Diputado Leonardo Soto, señor Alvaro Jorquera. La abogada del Comité DC de la Cámara de Diputados, señora Paulina Gómez. El Periodista del Diario Financiero, señor Víctor Moreno. El Asesor de la Cámara de Diputados, señor Pablo Celedón. El Asesor Legislativo del Diputado Claudio Arriagada, señor Cristian Mundaca.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

A juicio de vuestra Comisión Mixta, con excepción de los artículos 28, 30 y 40, las normas del proyecto son de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la Republica, en relación a los incisos tercero y cuarto del artículo 8°. Además, afecta textos legales de esa jerarquía, como son la ley orgánica sobre bases generales de la Administración del Estado, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, la ley orgánica de Tribunales, la ley orgánica del Banco Central, la ley orgánica del Tribunal Calificador de Elecciones y otras de similar naturaleza.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

La Honorable Cámara de Diputados aprobó, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública. 

En segundo trámite constitucional, el Honorable Senado introdujo diversas modificaciones al proyecto aprobado.

Cabe hacer presente que en tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional.

A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.



La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente proyecto de ley:

“LEY DE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS

TÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de interés.



Para el debido cumplimiento del principio de probidad, el Presidente de la República, los ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley,  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.



Así también, esta ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública y establecerá en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.



Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad en la función pública.



El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.



Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley.



Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.



Cualquiera persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

Párrafo 1°

Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio



Artículo 4°.-  El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Consejo Nacional de Televisión, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378, los integrantes del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, los defensores locales, los alcaldes, concejales y consejeros regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.



Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente en grado, y también sobre los funcionarios de la planta de fiscalizadores, en este último  caso independientemente de su grado.




Deberán también efectuar una declaración de intereses y patrimonio aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar servicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división, incluidas las asignaciones que correspondan. Mediante resolución del jefe superior del servicio respectivo, se individualizarán los asesores que se encuentren en esta calidad.



Asimismo, deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y, en general, todos aquellos directores o miembros del consejo superior o consejo de administración de las empresas estatales.



La Contraloría General de la República podrá exigir, por orden singular, a cualquier funcionario, que efectúe una declaración de  intereses y patrimonio en los términos de esta ley, cuando así sea necesario en el contexto de una auditoría o investigación administrativa que esté llevando a cabo. En tal caso, el funcionario deberá efectuar su declaración   dentro de los treinta días siguientes al requerimiento del órgano contralor.



Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo.



Además deberá actualizarse cada dos años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.



La declaración de intereses y patrimonio actualizada o modificada, deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.



Un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio, su actualización y modificaciones, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.



Para estos efectos, se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombramiento como director de una sociedad, corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.



Artículo 6°.-  La declaración de intereses y  patrimonio y sus actualizaciones, se publicarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su propio sitio, el que deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.



La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.



Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.



Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:



a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.



En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.



b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos que se tengan en calidad de usufructuario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.



c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.



d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando dichas acciones o derechos no se transen en el mercado y el valor de éstos estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras de este artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo a este artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos, a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.



e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.



f.- Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante  –conforme a lo que se señala en las letras d.- y e.- precedentes- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y valores a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.



g.- Si en las comunidades, sociedades o empresas a que se refiere la letra f.- precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas.



Asimismo, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b.-, d.- y e.- anteriores de todas las comunidades, sociedades o empresas que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las comunidades, sociedades o empresas que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.



h.- Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d.-, e.-,f.- y g.-. 



i.- Contratos de mandato de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; notaría pública o consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando, por medio de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el mandato de administración de activos.



j.- La declaración contendrá también una enunciación de los créditos provenientes de operaciones de crédito de dinero y demás obligaciones de dinero que adeude el solicitante a cualquier empresa bancaria, institución financiera o crediticia, siempre que el conjunto de dichas obligaciones sea superior al valor de trescientas unidades tributarias mensuales, con prescindencia de la calidad jurídica en que éstas hayan sido contraídas por el declarante.



En este caso, se deberá individualizar la persona acreedora y la fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación, como también, su naturaleza y el carácter en que ella haya sido asumida por el declarante.



La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio, podrá declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de interés, distinta a la que se detalla en este artículo.

Párrafo 2°

De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado



Artículo 9°.- El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de     intereses y patrimonio.



La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.



Artículo 10.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo realice dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.



De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.



El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.



La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.



Además, en los sitios electrónicos del respectivo servicio, se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas por no efectuar la correspondiente declaración.



Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Artículo 12.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces y al Servicio de Registro Civil.



Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismos y sus funcionarios.



Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o no actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.



La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.



Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 



La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

Párrafo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades



Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario. Una copia de la misma  deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.



La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.



Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.



Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará en el sitio electrónico que corresponda, la individualización de los parlamentarios  que no hubieren efectuado su declaración. 



Artículo 16.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.



Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo realice dentro del plazo de veinte días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Artículo 17.-  Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico del Poder Judicial.



La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.



Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en su nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Las disposiciones contenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.



Artículo 18.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de    intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Dicha declaración será otorgada y protocolizada ante notario, y se publicará en el sitio electrónico del Ministerio Público.



Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.



Artículo 19.- Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la realicen  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.



La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Artículo 20.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Artículo 21.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada  de  intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal Constitucional.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Artículo 22.- Los integrantes titulares y suplentes  del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Artículo 23.-  Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Artículo 24.-  Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.



Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Artículo 25.-  En el caso de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable se podrá iniciar de oficio por el respectivo Tribunal o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.



Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20,21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración de intereses y patrimonio.

TÍTULO III

Del mandato de administración y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades



Artículo 27.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.



En todo lo no previsto en el presente Título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

CAPÍTULO 2°

Del mandato de administración discrecional de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y modalidades



Artículo 28.-  El Mandato a que se refiere este Título, es un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de interés, encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta propia y riesgo del primero.



La autoridad que confiere el encargo se llama mandante, y el que lo acepta, mandatario.



Artículo 29.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.



El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.



Salvo las situaciones contempladas en el artículo 53, el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquéllos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.



El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 30. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan  al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.



Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de interés. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.



A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el Capítulo 4° de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° de este Capítulo.



La autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.

Párrafo 2°

Objeto del mandato



Artículo 30.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.



Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en el inciso anterior:



a) Se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia, o



b) Se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.

Párrafo 3°

Normas comunes a ambos tipos de mandato



Artículo 31.- El Presidente de la República y los senadores y diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 y los parlamentarios nominados en conformidad al artículo 51 de la Constitución Política de la República, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción del cargo.



Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.



Artículo 32.-  El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.



Artículo 33.- El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:



1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controladores, en su caso.



2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.



3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.



4) Los activos específicos respecto de los que se autorice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.



Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro.



Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 40 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. 



Artículo 34.- Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios. 

Párrafo 4°

Modificaciones al mandato



Artículo 35.- Durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación.



Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 33 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.



Artículo 36.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 33, el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.



Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.

Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante



Artículo 37.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Párrafo 6°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario



Artículo 38.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:



a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.



b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices.



c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.



Artículo 39.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.



Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.



Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato, constará en boleta bancaria de garantía  o póliza de seguro, emitida por entidades instituidas en Chile y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.



Artículo 40.-  La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.



De manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.



Artículo 41.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.



El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.



Artículo 42.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 33.



El mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 40, siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritas en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.



Artículo 43.- El mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.



La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.



Artículo 44.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 30, especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.



Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 43 y 47.



Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 48, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.



El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.



Artículo 45.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.



En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.



Artículo 46.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.



Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.



Artículo 47.-  Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 40.



El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.



La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.



Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley.



Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.



Artículo 49.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 7°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante



Artículo 50.- El mandato termina por las siguientes causales:



1) Por la cesación de la función pública del mandante;



2) Por la revocación expresa del mandante;



3) Por la renuncia del mandatario;



4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;



5)  Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandante;



6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;



7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 40;



8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 41, 43 ó 47, y 



9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 39.



Artículo 51.- Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible. 



En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.



En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.



En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.



En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.



La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.



Artículo 52.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley



Artículo 53.- El Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:



1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.



2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.



Por su parte, los ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:



1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.



2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.



Los subsecretarios y los intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.



Los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.



Los alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto diga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.



De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.



La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contado desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.



La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo establecido en el artículo 56.



La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.



Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.

CAPÍTULO 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación.



Artículo 54.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de esta ley.



Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.



Artículo 55.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos le soliciten.



En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.



Artículo 56.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales.



La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. En el caso del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.



En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.



Artículo 57.- La vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción.



Adicionalmente, la infracción referida, podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.



Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 41, 43 y 47, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.



Artículo 58.-  Las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.



Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.



Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.



En caso de reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.



Las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.



En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.



Artículo 59.- Las sanciones contempladas en este Capítulo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.



La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.



La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.



En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.



Artículo 60.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”. 



Artículo 61.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:



a) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:



1.- Suprímense en el inciso primero las expresiones que siguen al punto seguido, el que pasa a ser punto final.



2.- Sustitúyese el inciso final por los tres siguientes:



“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.



Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.



La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.



b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:



“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice o complemente   dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.



Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.



En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.



La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.



c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:



“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias, así como por acciones o cualquiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.



Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional  en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de constitución del mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la referida escritura, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.



El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.



Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en   un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.



De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.



Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estará obligado a enajenarla en el plazo de treinta días contado desde que se verifique el hecho.”.



d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:



“Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.



e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).



f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio:



“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.



Artículo 62.- Deróganse las siguientes disposiciones:



1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.



4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.



5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.



6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.



7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.



8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la misma.



Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del reglamento.



Artículo segundo.- Las autoridades obligadas en virtud de esta ley, deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de tres meses desde su entrada en vigencia.



Artículo tercero.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.

- - -

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional introdujo las siguientes enmiendas a la iniciativa en informe:

Epígrafe

Lo ha reemplazado por el que sigue:

“LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES”.

TÍTULO I

Lo ha modificado como sigue:

Artículo 1º

Inciso primero

Lo ha modificado en los siguientes términos:

- Ha agregado, a continuación de la palabra “prevención”, la expresión “y sanción”.

- Ha sustituido la palabra final “interés” por “intereses”.

Incisos segundo y tercero

Los ha reemplazado por los siguientes:

“El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.”.

Artículo 2°

Inciso primero

Lo ha sustituido por el que sigue:

“Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”.

Inciso segundo

Lo ha suprimido.

Inciso tercero

Ha pasado a ser inciso segundo, reemplazado por otro del siguiente tenor:

“La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.”.

Artículo 3°

Lo ha sustituido por el que sigue:

“Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.

Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.”.

TÍTULO II

Lo ha modificado en los siguientes términos:

Párrafo 1°

Ha pasado a denominarse “CAPÍTULO 1°”, reemplazándose su epígrafe por el siguiente: “De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio”.

Artículo 4°

Lo ha sustituido por el que se transcribe a continuación:

“Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3° del presente Título, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:

1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.

2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.

3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los contemplados en la ley N° 19.940, en la ley N° 20.378, y en la ley N° 20.410.

4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.

6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.

8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o el Banco Estado.

9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.

10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.

11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.

12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.

14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.”.

Artículo 5°

Inciso primero

- Ha suprimido la expresión “será pública y”. 

- Ha reemplazado las palabras “contados desde” por “de”.

- Ha agregado, como oración final, la siguiente: “Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.”.

Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto

Los ha eliminado.

o o o

Ha incorporado como inciso segundo, nuevo, el siguiente:

“La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.”.

o o o

Artículos 6°, 7° y 8°

Los ha reemplazado por los siguientes:

“Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.

Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a) Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b) Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile, deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c) Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.

d) Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización.

e) Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, derechos, concesiones y valores, a que se refieren las letras b), c) y f) de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra, que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f) Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g) Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada.

h) La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y hasta el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.

Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.

Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente. Si la cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 

Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.

Párrafo 2°

Ha pasado a denominarse “CAPÍTULO 2°”, sustituyéndose su epígrafe por el siguiente: “De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado”.

Artículo 9°

Inciso primero

- Ha intercalado, a continuación de la palabra “servicio”, una coma (,).

- Ha sustituido la frase “y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades”, por la que sigue: “, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia”.

- Ha incorporado, después de la voz “patrimonio”, la expresión “y sus respectivas actualizaciones”.

Inciso segundo

Lo ha sustituido por el siguiente:

“Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.”.

Artículo 10

Lo ha reemplazado por otro del siguiente tenor:

“Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.

Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9° y 151 del decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.”.

Artículo 11

Lo ha suprimido.

Artículos 12 y 13

Han pasado a ser artículos 11 y 12, respectivamente, sustituidos por los que se señalan a continuación:

“Artículo 11.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este Título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.

Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.

Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este Título se hará efectiva por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor, según corresponda.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este Título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal, y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

Artículo 14

Ha pasado a ser artículo 13, modificado como se indica:

Inciso primero

- Ha reemplazado la referencia “los artículos 10, 11 y 13”, por la siguiente: “el artículo 11”. 

- Ha suprimido las palabras finales “que las aplique”.

Inciso segundo

- Ha reemplazado la expresión “días siguientes” por “días hábiles siguientes”. 

- Ha agregado la siguiente oración final: “Respecto de la resolución que falle este asunto no procederán recursos ulteriores.”.

o o o

Ha incorporado como inciso tercero, nuevo, el que sigue:

“La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

o o o

Párrafo 3°

Ha pasado a denominarse “CAPÍTULO 3°”.

Artículos 15, 16, 17 y 18

Han pasado a ser artículos 14, 15, 16 y 17, respectivamente, reemplazados por los que se transcriben a continuación:

“Artículo 14.- Los diputados y senadores, los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley. De forma supletoria se aplicarán las reglas de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el sujeto obligado no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

Artículo 17.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no realizan oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el superior jerárquico que corresponda de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

Artículo 19

Lo ha suprimido.

Artículos 20 y 21

Han pasado a ser artículos 18 y 19, respectivamente, sustituidos por los siguientes:

“Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe de cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontará directamente de sus remuneraciones o dieta, según corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el pleno de la Corte Suprema de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el tribunal respectivo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el tribunal respectivo de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

o o o

Ha incorporado como artículo 20, nuevo, el siguiente:

“Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central.”.

o o o

Artículos 22, 23, 24, 25 y 26

Los ha eliminado.

TÍTULO III

Ha reemplazado su rótulo “Del mandato de administración y la enajenación forzosa”, por el que sigue: “Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa”.

Artículo 27

Ha pasado a ser artículo 21, sustituido por el que sigue:

“Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato”, y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, diputados o senadores, consejeros regionales y alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a las normas de este Título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.”.

CAPÍTULO 2°

Ha reemplazado su epígrafe “Del mandato de administración discrecional de cartera de valores”, por el siguiente: “Del mandato especial de administración de cartera de valores”.

Párrafo 1°

Ha sustituido su rótulo “Definición y modalidades” por “Definición y características”.

Artículo 28

Ha pasado a ser artículo 22, modificado como sigue:

Incisos primero y segundo

Los ha reemplazado por los siguientes:

“Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se harán cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.”.

o o o

Ha incorporado los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro Cuarto del Código Civil.

La celebración de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.”.

o o o

Artículo 29

Ha pasado a ser artículo 23, sustituido por el que se indica:

“Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en éstos. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.”.

Párrafo 2°

Ha reemplazado su rótulo “Objeto del mandato” por “Objeto y constitución del mandato”.

Artículo 30

Lo ha contemplado como artículo 24, refundido con el artículo 31, con la siguiente redacción:

“Artículo 24.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a las normas de este Título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso, dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.”.

Párrafo 3°

Normas comunes a ambos tipos de mandato

Ha suprimido el epígrafe y su denominación.

Artículo 31

Lo ha considerado como artículo 24, refundido con el artículo 30, con la redacción que se indicó en su oportunidad.

Artículos 32 y 33

Los ha contemplado como artículo 25, con el siguiente texto:

“Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) La individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberán publicarse en el mismo sitio las modificaciones a los instrumentos referidos.

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y, en el caso de los diputados y senadores, a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.”.

o o o

Ha consignado como artículos 26 y 27, los textos de los artículos 38 y 39, respectivamente, con la siguiente redacción:

“Artículo 26.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero. Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 27.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.

Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23.”.

o o o

Artículo 34

Ha pasado a ser artículo 28, reemplazándose sus palabras iniciales “Las autoridades obligadas a otorgar” por “Las autoridades que otorguen”.

Párrafo 4°

Ha suprimido este epígrafe, su denominación “Modificaciones al mandato”, y los artículos 35 y 36 que lo integran.

Párrafo 5°

Ha pasado a ser Párrafo 3°.

Artículo 37

Ha pasado a ser artículo 29, sustituyéndose la expresión “destinada a” por “con el objeto de”.

Párrafo 6°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario

Ha suprimido el epígrafe y su denominación.

Artículos 38 y 39

Los ha consignado como artículos 26 y 27, respectivamente, en los términos antes indicados.

Artículo 40

Ha pasado a ser artículo 30, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.

Tampoco podrá nombrarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalando no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, referidas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.”.

o o o

Ha intercalado, a continuación del artículo 30, el siguiente epígrafe, nuevo:

“Párrafo 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario”.

o o o

Artículo 41

Ha pasado a ser artículo 31, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

- Ha reemplazado la expresión “la ocurrencia del hecho” por “que tome conocimiento del hecho”.

- Ha sustituido la frase final “una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia”, por la siguiente: “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto”.

Inciso segundo

Lo ha suprimido.

Artículos 42, 43 y 44

Han pasado a ser artículos 32, 33 y 34, respectivamente, sustituidos por otros del siguiente tenor:

“Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.

Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.

Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este Título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974. El mandatario deberá enviar, oportunamente, copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.

Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.

El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38 recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

Artículo 45

Ha pasado a ser artículo 35, sin modificaciones.

Artículo 46

Ha pasado a ser artículo 36, modificado de la siguiente manera:

Inciso primero

Ha reemplazado la expresión “memoria escrita razonada” por “cuenta escrita fundada”.

Inciso segundo

Ha sustituido la palabra “memoria” por “cuenta”.

Artículo 47

Ha pasado a ser artículo 37, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Ha reemplazado la expresión inicial “Queda estrictamente prohibido” por “Se prohíbe”, y la referencia al “artículo 40” por otra al “artículo 30”.

Inciso segundo

Ha sustituido la expresión “que le rinda cuenta” por “otra cuenta que la señalada en el artículo anterior”.

Inciso tercero

Lo ha suprimido.

Inciso cuarto

Ha pasado a ser inciso tercero, eliminándose la locución “y modificación a las instrucciones del mandato”.

Artículo 48

Ha pasado a ser artículo 38, sin modificaciones.

Artículo 49

Ha pasado a ser artículo 39, reemplazándose las palabras “y de conformidad” por “y siempre de conformidad”.

Párrafo 7°

Ha pasado a ser Párrafo 5°.

Artículo 50

Ha pasado a ser artículo 40, reemplazado por el que se indica:

“Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante.

2) Por la revocación expresa del mandante.

3) Por la renuncia del mandatario.

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario.

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante.

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario.

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31.

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber infringido lo dispuesto en los artículos 32, 33 ó 37.

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.”.

Artículo 51

Ha pasado a ser artículo 41, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior, el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendado, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.”.

Inciso segundo

Lo ha suprimido.

Inciso tercero

Ha pasado a ser inciso segundo, sustituyéndose la expresión “disolución del mandatario” por “disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario”.

Inciso cuarto

Ha pasado a ser inciso tercero, reemplazado por el que sigue:

“En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador del procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.”.

Incisos quinto y sexto

Han pasado a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 52

Ha pasado a ser artículo 42, sin enmiendas.

Artículo 53

Ha pasado a ser artículo 43, reemplazado por otro del siguiente tenor:

“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1) El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción.

3) Los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley.

La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.

Artículos 54 y 55

Han pasado a ser artículos 44 y 45, respectivamente, sustituidos por los siguientes:

“Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Título:

1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.

2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.

3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que corresponda, respecto de los senadores y diputados.

4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.

Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme al mismo.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

Artículo 56

Ha pasado a ser artículo 46, modificado en los términos que siguen:

Incisos primero y segundo

Los ha sustituido por los siguientes incisos primero, segundo y tercero:

“Artículo 46.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a la respectiva obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

La infracción referida en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.

Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.”.

Inciso tercero

Ha pasado a ser inciso cuarto, sin enmiendas.

Artículo 57

Ha contemplado su texto como artículo 49, con la redacción que se indicará en su oportunidad.

Artículo 58

Ha pasado a ser artículo 47, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Lo ha modificado como sigue:

- Ha sustituido, en su primera oración, la expresión “esta ley” por “este Título”.

- Ha reemplazado su segunda oración, por la siguiente:

“La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.”.

Incisos cuarto, quinto y sexto

Los ha reemplazado por el siguiente:

“En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.”.

o o o

Ha incorporado como artículo 48, nuevo, el que sigue:

“Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones, podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.

o o o

Ha consignado como artículo 49, el texto del artículo 57, con la siguiente redacción:

“Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. Dicho incumplimiento será considerado como una falta al principio de probidad administrativa.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.”.

o o o

Artículo 59

Ha pasado a ser artículo 50, modificado como se indica:

Inciso primero

Ha reemplazado la palabra “Capítulo” por “Título”, y la expresión “de Santiago” por “del domicilio del reclamante”.

Inciso segundo

Ha sustituido la expresión “diez días” por “diez días hábiles”.

Inciso cuarto

Ha agregado la siguiente oración final: “En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3.538, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.

o o o

Ha consultado como artículo 51, nuevo, el que sigue:

“Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.”.

o o o

Ha incorporado, a continuación, el siguiente epígrafe, nuevo:

“TÍTULO IV

Modificaciones a diversos cuerpos legales”.

o o o

Artículo 60

Ha pasado a ser artículo 52, sin enmiendas.

Artículo 61

Ha pasado a ser artículo 53, reemplazado por el que sigue:

“Artículo 53.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:

“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.”.”.

o o o

Ha contemplado como artículo 54, nuevo, el siguiente:

“Artículo 54.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario, la frase “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por la siguiente: “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.

o o o

Artículo 62

Ha pasado a ser artículo 55, agregándose en su numeral 1), a continuación de la palabra “Estado”, la siguiente frase final: “, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001”.

o o o

Ha incorporado, a continuación, los siguientes artículos 56, 57 y 58, nuevos:

“Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, por el que sigue:

“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:

“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y al Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.”.

o o o

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

Lo ha reemplazado por el que sigue:

“Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán dictar las normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II, y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del mencionado Título II.”.

Artículo segundo

Lo ha suprimido.

Artículo tercero

Ha pasado a ser artículo segundo, sin enmiendas.”.

- - -

Como se ha indicado, la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó todas las enmiendas.





Cabe hacer presente que la Comisión Mixta acordó analizar las discrepancias basada en el texto del proyecto modificado de acuerdo a las enmiendas introducidas en el segundo trámite constitucional por el Senado, respecto del cual se formularon las propuestas para solucionar las discrepancias entre ambas Cámaras.





Como forma de resolver dichas diferencias, la Comisión acordó abocarse al tratamiento de las disposiciones respecto de las cuales sus integrantes o el Ejecutivo formularon sus propuestas de solución. En consecuencia, en el informe se da cuenta de las disposiciones sobre las cuales se abrió debate, y de los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°





El artículo aprobado por el Senado es el siguiente:





“Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención y sanción de conflictos de intereses.





El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.





Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.”.





Sobre este artículo el Ejecutivo propuso reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular”, por “se superponen al interés general propio del ejercicio de las funciones un interés particular”.





El asesor señor Pablo Urquízar expresó que aunque parezca un cambio formal la modificación plantea un problema de fondo, pues la expresión utilizada por el Senado aclara que existe conflicto de interés cuando concurren, cuando están presentes tanto el interés general y el interés particular.  En cambio, la norma propuesta indica que hay conflicto de interés cuando se superpone al interés general un interés particular, es decir, cuando se subordina uno al otro.  





Agregó que si se subordina el interés general al interés propio ya no existe un conflicto de intereses sino que una falta de probidad.  Además, estimó que la norma del Senado es objetiva, en cuanto basta que estén los dos intereses presentes para que exista el respectivo conflicto, a diferencia de la redacción que se propone, que obligaría a calificar si los intereses particulares se superponen a los generales por los cuales debe velar la autoridad. 





Concluyó señalando que no interesa a este efecto cuales intereses se superponen y cuales se subordinan, ya que para que la autoridad deba abstenerse basta con que concurran ambos intereses.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que no comprende el sentido de volver a discutir una norma que fue ampliamente debatida en la Comisión, pues ello retrasará indefinidamente la discusión.





Agregó que en la sesión anterior los señores Diputados plantearon que no eran más de una decena de artículos los que deseaban analizar, pese a lo cual ahora se propone revisar prácticamente todo el proyecto nuevamente.





El Honorable Diputado señor Soto solicitó conocer la explicación del Ejecutivo para proponer reemplazar la frase “concurren a la vez” por “se superponen”, ya que en principio sería más pertinente utilizar la expresión “se superponen al interés general propio del ejercicio de las funciones un interés particular”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert señaló que la expresión “se superponen” expresa mejor la naturaleza de un conflicto de interés porque comprende la idea de que hay dos intereses que son superpuestos, que no es la simple concurrencia porque uno de esos dos intereses va a primar, y eso es lo que la ley busca prevenir, que prime el interés privado. Pueden concurrir dos intereses: uno público y uno privado y, sin embargo nunca uno primar por sobre el otro y que ambos convivan. El conflicto de interés que la ley busca prevenir es aquel en el cual uno de estos dos intereses va a primar y existe el riesgo de que sea el interés privado y por eso es más adecuada la palabra “superponen” y no “concurren”.





El Honorable Senador señor Larraín indicó que no cree que ninguna de las dos es enteramente correcta, porque el hecho de que concurran o se superpongan no significa que una va a primar sobre la otra, significa que están las dos presentes. Por eso yo sugiero una redacción distinta. Yo repondría la siguiente: “Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando se subordina el interés general propio del ejercicio de las funciones, a un interés particular”. Creo que ese es el tema, cuando el interés general se subordina a un interés particular. Ahí se produce el conflicto.





El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que tanto “concurren” como “superponen” no van al problema de fondo, pues el problema es que están en contradicción en algún momento, porque se superpone o concurren pero van para el mismo lado, no hay conflicto alguno.





Agregó que se está definiendo algo y no se está calificando, y que en tal definición se dice que hay conflicto de interés cuando uno que es de naturaleza general y otro que es de interés particular se oponen en algún minuto. Señaló que lo eventualmente censurable o no censurable es la acción que deriva de esta situación y que, por lo tanto, le parece que no es más que una tautología como cualquier definición.





El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que le parece que la palabra “concurren” es la que corresponde porque lo que estamos aquí definiendo es cuando existe conflictos de intereses no porque sea negativo o positivo el conflicto, sino que para señalar cuando hay una confrontación entre un interés general con un interés particular de quien tiene que ejercer una determinada acción. Es concurrencia aquí no se está definiendo si acaso hay una infracción al conflicto de interés. Aquí estamos definiendo cuándo se produce el encuentro de intereses. Indicó que estima que el Senado lo resolvió bien, y que la palabra “concurren” es la que corresponde y que no le parece adecuada la idea de superposición, porque ella ya supone que se cometió la infracción, y la existencia de un conflicto de intereses no es sinónimo de corrupción y  puede ser perfectamente legítimo, siempre que se aborde adecuadamente y no se falte a la probidad.





El Honorable Diputados señor Soto: expresó que coincidir con el planteamiento anterior, haciendo presente que es fundamental entender que existiendo dos intereses respecto de un mismo asunto se gatillan las conductas que este proyecto establece. Por ejemplo, agregó,  uno es el deber de abstención cuando concurren simultáneamente o coexisten el interés general propio de la función pública con un interés particular del mismo titular de la gestión pública, o sus familiares o las demás personas vinculadas a él que le hacen incurrir en una circunstancia de falta de imparcialidad.  En tal caso, al coexistir o concurrir simultáneamente estas dos consideraciones él tiene deberes de abstención. No tiene que producirse la superposición o la predilección sea sobre el interés propio o sea sobre el interés general, sino que basta el peligro abstracto. Por esas razones, señaló, estima que la definición que hace el Senado que “concurran a la vez” es la expresión más feliz de las que se han discutido.





El Honorable Senador señor Larraín señaló que, efectivamente, aquí hay un problema de nomenclatura. Indicó que comparte con el Ministro que cuando uno dice conflicto de intereses está diciendo que hay intereses contrapuestos, porque la sola concurrencia de un interés general y un interés particular no significa que estén en conflicto. Pueden ser ambos coherentes y no generan tal conflicto. Entonces resulta que tanto la expresión “concurran” como “superponen” no definen lo que es un conflicto de intereses.





El Honorable Senador señor Espina expresó que tiene una opinión distinta, ya que estima que si concurre un interés general en un sentido A y tiene el mismo interés que tiene A pero soy beneficiado de ese interés debe marginarse de participar en la decisión. Agrego que el conflicto de interés se puede dar aun cuando sea coincidente el propio interés con el interés general, situación en la cual igual tendría que abstenerse, porque lo que está diciendo la norma es que  no debe participar de esa decisión, salvo cuando se trate de un interés general por ejemplo, del país. Por lo tanto, ese es el conflicto de interés, porque, en ese caso, si coincide un beneficio propio con un beneficio general su deber es abstenerse.





Sometida a votación la norma con la redacción del Senado es aprobada por ocho votos a favor, uno en contra y una abstención.  Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar y los Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg y Soto. Vota por su rechazo el Honorable Diputado señor Rincón y se abstiene la Honorable Diputada señora Turres.
Artículo 4°





El Artículo 4 aprobado por el Senado expresa que además de los sujetos señalados en el Capítulo 3° se encuentran obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio las  personas que indica en doce numerales.

Numeral 2)





Establece entre los sujetos obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio a los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.





Sobre el particular, la Comisión Vuestra Comisión tuvo presente que se encuentra e tercer trámite constitucional, ante el Senado, el proyecto que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9398-04), que propone que los Consejeros, el Secretario General, el Secretario Ejecutivo y los directivos deberán realizar declaración de intereses y patrimonio en la forma y oportunidad que establece la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.





Atendido que se trata de un proyecto en trámite, la Comisión acordó no modificar este numeral, considerando que cada una de estas iniciativas debe ser analizada en su propio mérito.

Numeral 3)





El numeral aprobado por el Senado señala:





“3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los contemplados en la ley N° 19.940, en la ley N° 20.378, y en la ley N° 20.410.”.





La propuesta del Ejecutivo es reemplazar su texto por el siguiente:





“3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert expresó que la modificación es bien pequeña pero significativa, porque se elimina la expresión "tales como” debido a que no hay una ley marco que indique cuáles son los paneles de expertos. Para ser más precisos y dar más certeza en la ley, se acota a las entidades que señala.





El Honorable Diputado señor Soto señaló que la propuesta del Senado establece correctamente que quedarán sujetos a esta obligación de declarar intereses y patrimonio los integrantes de los paneles de expertos o técnicos creados por ley, tales como e identifica los de estas leyes. Expresó que el punto es qué va pasar con los de las nuevas leyes que creen otros paneles de expertos. Si no tienen una mención especial van a quedar exentos de la obligación de rendir declaración de intereses y patrimonio y la misma razón y disposición que existe para que estos paneles de estas leyes estén sujetos a esta obligación, debe existir para los nuevos porque manejan situaciones que tienen que ver con temas de impacto económico importante. 





Expresó que como esta será la ley madre en materia de probidad pública debiera contemplar el requisito general de todos los paneles de expertos y será la ley específica la que dirá que no se sujetará a esta regla general, pero no le parece adecuado establecer la regla inversa, es decir que, sólo se aplique a estos paneles de expertos y a ninguno más.





El Honorable Senador señor Larraín manifestó que en su opinión el problema se debe resolver en la propia ley que crea un nuevo panel de expertos, ley que tendrá que decir si lo incorpora a la obligación del numeral 3).





La Honorable Diputado señora Turres manifestó que una solución es simplemente señalar “Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley”, pues de esa norma dejan a todos ellos, y los que se creen, sujetos  a estas disposiciones.





El Honorable Senador señor Zaldívar respaldó plenamente la anterior propuesta, dejando la norma hasta las palabras “por ley”, lo que importaría que cuando se le quiera eximir de estas obligaciones se haga expresamente, dando las razones que así lo justifiquen.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expresó que desgraciadamente lo que aquí se señala como integrantes de los paneles de expertos o técnicos no es una categoría objetiva y por tanto al sujetar a estos se domicilia exactamente que son esos y no otros, porque si hubiese tal cosa como la categoría objetiva ley de paneles de expertos o técnicos en ese caso podríamos establecer la obligación para todos ellos. Agregó que hay muchas comisiones asesores que no se sabe muy bien en qué parte están, estimando preferible la vía de que cada vez que haya alguna que presente conflicto de interés se le deje sujeta a estas obligaciones.





El Honorable Senador señor Espina señaló que efectivamente los paneles son un concepto que no tiene una definición técnica, específica y puntual, lo que determina que considere que ambas posiciones son absolutamente legítimas. Para resolver la discrepancia someterá a votación la propuesta del Ejecutivo. 





Sometida a votación, la propuesta del Ejecutivo es aprobada por cinco votos a favor, tres en contra y una abstención. Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín y Quinteros y el Honorable Diputado señor Ceroni. Votan por su rechazo los Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Soto. Se abstiene el Honorable Senador señor Zaldívar.

Numeral 5)





El numeral 5) aprobado por el Senado es el siguiente:





“5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert indicó que en el numeral quinto del artículo 4° se señala entre los sujetos obligados a las autoridades de la Contraloría, pero al mismo tiempo el mismo artículo contiene la enumeración de todos los sujetos sometidos al control de la Contraloría.  Agregó que  si bien doctrinariamente se entiende que la Contraloría es también parte de la Administración, lo más ordenado es que ella quede junto con los demás órganos autónomos constitucionales que se consideran en el Capítulo Tercero, siendo la propuesta del Ejecutivo es suprimir el numeral y relocalizar la norma sobre los sujetos obligados de la Contraloría junto a los del Banco Central, la Fiscalía Nacional, etc.





Sometida a votación, la propuesta es aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto. 

Numeral 9)





El numeral 9) aprobado por el Senado es el que sigue:





“9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.”.





El ejecutivo propuso reemplazarlo por el siguiente:





“8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de corporaciones, fundaciones o asociaciones municipales o regionales.”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert indicó que al Ejecutivo se le planteó incorporar también a los Directores y Secretarios Ejecutivos de Corporaciones, Fundaciones o Asociaciones Municipales o Regionales, puesto que también administran fondos y pueden generarse, en ese ámbito, conflictos de intereses que es necesario evitar.





El Honorable Diputado señor Soto expresó que la idea es agregar no tan sólo los directores de las corporaciones municipales sino también los secretarios ejecutivos que son los que verdaderamente la administran. Ellos son los que toman decisiones tipo gerente general, y son los que eventualmente deben estar colocados en situaciones de conflicto de interés más que los directores que funcionan a veces en forma muy esporádica, dos o tres veces cada cuatro años. Se quiso agregar también a las asociaciones municipales, porque en virtud de una ley reciente que permite que municipios se asocien y pongan fondos en común y los administren de manera separada, con patrimonio y personalidad jurídica propia. Entonces, respecto de la administración de esos patrimonios, sin duda puede existir también conflicto de interés porque además es patrimonio público. No sé si fundaciones, pero sí asociaciones municipales, esa es la expresión que se utiliza. Hay varias ya creadas al amparo de esa ley.





La Honorable Senadora señora Pérez indicó que su duda es respecto a las asociaciones municipales que hay algunas que son de facto, que no tienen personalidad jurídica y, por lo tanto, yo creo que debe quedar muy especificado eso, porque si es tan genérico hay asociaciones municipales que solamente se asocian por motivos políticos y no se les aplica la ley de asociatividad municipal.





La Honorable Diputada señora Turres consultó si hay alguna nueva modificación que permita que la administración recaiga en manos de un tercero y no del alcalde, que ya está comprendido en el artículo cuarto.





El Honorable Senador señor Zaldívar expresó ser partidario de incluir a las corporaciones municipales porque efectivamente administran bienes, y que también es partidario de incluir a los secretarios ejecutivos, pero que no está seguro de mantener la palabra “fundaciones” porque basta con que una municipalidad participe para que su  secretario tenga que estar haciendo declaraciones. Respecto de las asociaciones municipales, expresó que desconoce si existen asociaciones regionales. Manifestó que debe incluirse las corporaciones o asociaciones municipales que efectivamente están permitidas por la ley que crearon este tipo de asociaciones para cumplir determinados fines, pero eliminaría la palabra “fundaciones” porque provoca confusión y “regionales” porque no hay asociaciones regionales.





El Honorable Diputado señor Soto indicó que le parece que existe una confusión pues efectivamente antes de la dictación de la ley N° 20.500 efectivamente se incentivaba que distintos municipios se asociaran de hecho, no de derecho, es decir, no tenían patrimonio común, no tenían personalidad jurídica propia y utilizaban la personalidad jurídica y patrimonio de uno de los alcaldes, generalmente el que presidía.





Expresó que esa situación fue superada por la referida ley, que permitió establecer organizaciones de derecho donde los municipios pactan algo, ponen patrimonio propio en común y obtienen personalidad jurídica propia desvinculándose de la administración de cada municipio y pasando a constituir un patrimonio público también pero con una fisionomía y personalidad propia.  Indicó que el que administra lo hace respecto de un patrimonio público, y que  sin duda tiene que estar sujeto al menos a los deberes de abstención respecto de los conflictos de interés, a fin de salvaguardar el interés público.





Indicó que si se acepta que las corporaciones municipales, que también tienen estas características, estén sujetas a esta ley también debieran estarlo las asociaciones municipales de derecho. Deben estar regidas porque tienen interés público y manejan patrimonio público.





El honorable Senador señor Espina anunció que sometería a votación la propuesta en el siguiente sentido, como la propuesta del Senador Larraín, quedaría “y los directores y secretarios ejecutivos de corporaciones o asociaciones municipales o regionales creados por la ley N° 20.500. 





En votación en la forma antes indicada, la propuesta es aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.




Posteriormente el Ejecutivo propuso reemplazar el numeral 8) previamente aprobado por el siguiente: 





“8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o que tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de fundaciones, corporaciones o asociaciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.





Al fundar esta modificación se expresó que la nueva propuesta corrige la exclusión de las fundaciones municipales, las cuales se encuentran contempladas en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, razón por la cual, además, se explicita la remisión a este último cuerpo legal.





Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.




En la sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert expresó que recogiendo lo solicitado por la Comisión acompaña un nuevo texto comparado distinguiendo entre las modificaciones formales y las de fondo, siendo las normas marcadas en azul de carácter formal.





Agregó que en el Título II quedan por tratar como asuntos de fondo los sujetos obligados del artículo 4°, del artículo 5° sobre la oportunidad, sexto y séptimo sobre el contenido de la declaración y la forma de hacerla, y del octavo que podría tratarse como de fondo sólo la exclusión de los bienes propios del pupilo no sujeto a la administración de quien ejerce la patria potestad, señalando que las normas restantes son asuntos de forma, proponiendo sólo ver los asuntos de fondo.

Numeral 10)





El señor Presidente de la Comisión indica que corresponde analizar el número 10) del artículo 4° aprobado por el Senado, cuyo tenor es el que sigue:





“10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.”.





Para esta disposición el Ejecutivo propone la siguiente redacción:





“9) Los funcionarios de las instituciones a las que la ley encomiende funciones fiscalizadoras, en la medida que en razón de su cargo o función efectúen labores directas de fiscalización.”.





La Honorable Senadora señora Pérez expresó que la aceptación de una u otra dependería si efectivamente en los órganos del Estado que ejercen funciones de fiscalización sus funcionarios perciben o no tal asignación, y consultó si hay funcionarios que ejercen funciones de fiscalización sin percibir la respectiva asignación.





El Honorable Senador señor Larraín expresó que la redacción propuesta le parece confusa,  y que entiende que la propuesta busca que esta declaración la realicen los funcionarios que desarrollan labores directas de fiscalización, y que si tal es el propósito sería más simple señalara “Los funcionarios a que la ley les encomiende la bores directas de fiscalización”.





El Honorable Senador señor Espina expresó preferir la redacción aprobada por el Senado, porque es suficientemente clara y establece dos criterios objetivos y fáciles de diferenciar: que el funcionario cumpla funciones de fiscalización, y que por tal concepto perciba la respectiva asignación cualquiera sea su grado. Señaló que esos son los elementos que le caracterizan como fiscalizador.





Agregó que de otra forma todos los funcionarios del Estado podrían llegar a considerarse fiscalizadores como ocurre, por ejemplo, cuando cumplen con su obligación de denunciar los delitos de que toma conocimiento en el ejercicio de sus funciones.





Respecto de la redacción propuesta por el Ejecutivo indicó que no le parece claro el alcance de la expresión “labores directas de fiscalización”, y que incluso podría generar una discusión respecto de cuando la fiscalización es directa y cuando  es indirecta, todo lo cual escapa al propósito de la norma, proponiendo aprobar la redacción del Senado.





El Honorable Diputado señor Soto expresó que con su lectura tiende a compartir la opinión antes expresada, pero que antes de votar le parece necesario conocer las razones tenidas en vista por el Ejecutivo para proponer tal modificación.





La Subsecretaria señora doña Patricia Silva manifestó que la redacción fue propuesta por la Contraloría General de la República, y fue acogida por el Ejecutivo porque se manifestó que podría darse el caso de funcionarios que perteneciendo a instituciones fiscalizadoras reciban asignación de fiscalización pero que no realicen en la práctica fiscalización directa. Ello no ocurre al revés; no es que no teniendo la asignación de fiscalización realice tal función, sino que percibiéndola no la realice personalmente, como podría ocurrir con personal administrativos de las instituciones fiscalizadoras.





El Honorable Senador señor Espina expresó que, en principio, la percepción de una asignación de fiscalización para quien no cumple tal labor pareciera corresponder a un error en su otorgamiento, pero que, insiste, estima más precisa la redacción de la norma aprobada por el Senado, pues se trata de un funcionario de cualquier grado que cumple funciones de fiscalización y que recibe asignación por tal concepto, pues el criterio es que por tales funciones está más expuesto a ser tentado a cometer faltas de probidad. 





Agregó que habiendo sido expuestas las razones tenidas en vista por el Ejecutivo para proponer su redacción, así como las consideradas en su oportunidad por el Senado, sometería a votación la redacción aprobada como cámara revisora y, de no ser aceptada, procedería a votar la norma propuesta por el Ejecutivo.





La Honorable Diputada señora Turres manifestó que prefería la norma del Ejecutivo, sin perjuicio de estimar conveniente mejorar su redacción.





En votación la redacción del Senado votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Pérez y señores Espina y Quinteros, y por su rechazo los Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Soto.  Se abstiene el Honorable Senador señor Larraín.





Proclamada la votación y advirtiéndose la necesidad de repetir la votación, el Honorable Senador señor Larraín expresó que apoyaría la propuesta del Senado, pero que requería conocer la diferenciación entre ejercer labores directas de fiscalización y percibir la asignación de fiscalización. Señaló que si hay personas que no realizan fiscalización pero que reciben la asignación la norma podría ser errónea.





Agregó que para superar la diferencia le parecía preferible modificar la redacción del Senado y señalar “Los funcionarios que cumplan labores directas de fiscalización.”, lo que soluciona el problema que podría presentarse respecto de aquellos que cumplen tales labores pero que no reciben la referida asignación.





En votación la norma del Senado modificada en la forma antes indicada fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto. 

Numeral 11)





A continuación el Ejecutivo propuso reemplazar el número 11) del artículo 4° del proyecto aprobado por el Senado, cuyo texto es el que sigue:





“11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.”.





Por su parte, la norma propuesta por el Ejecutivo es del siguiente tenor:





“10) Las demás autoridades y personal de planta y a contrata, que sean directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado  y que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico de la respectiva planta de la entidad o su equivalente. Para establecer la referida equivalencia deberá estarse al grado remuneratorio asignado a los empleos de que se trate, y en caso de no tener asignado un grado, al monto de las respectivas remuneraciones de carácter permanente.”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert manifestó que se busca precisar en qué consiste la equivalencia a que se refiere la norma, pues la propuesta del Senado no señala parámetros para determinarlo.  Agregó que la redacción fue vista con la Contraloría General de la República, y permite establecer con mayor precisión y da certeza jurídica sobre lo sujetos obligados.





Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo en los términos antes consignados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.

Numeral 14)





Enseguida, el Ejecutivo se refirió al numeral 14) del artículo 4° aprobado por el Senado, que señala: “14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.”, que propone suprimir.





Sobre el particular, la asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert indicó que proponen eliminarlo pues estiman que no es propio que esté en este Capítulo y bajo el control de la Contraloría General de la República pero que, entendiendo la decisión política de incluirlos en el proyecto el Ejecutivo propone regularlos en forma que estima más adecuada que tan sólo hacer referencia a las directivas nacionales de los partidos políticos  pues la ley de partidos políticos no indica quienes son los miembros de las directivas nacionales y se refiere únicamente a directivas centrales. Además, de sustraerlos del control de la Contraloría se les somete al control del Servicio Electoral tratándolos como si fueran órganos autónomos constitucionales.





Señala que de esta forma proponen  regular en esta ley a las directivas centrales de los partidos políticos y del tribunal supremo con el mismo estándar que el de los demás sujetos del Capítulo Tercero.




 “Artículo XXX. Los miembros de la  Directiva Central y  del  Tribunal Supremo de los Partidos Políticos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley, la cual deberá ser entregada al Servicio Electoral para su custodia.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Servicio Electoral. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Servicio Electoral  o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Servicio Electoral deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.





En la Comisión se planteó que la sanción será considerada falta grave de probidad, tratando a los infractores en los mismos términos que en la ley se establecen para los funcionarios que incumplan similares disposiciones.





Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín expresó su acuerdo con la fórmula sugerida por el Ejecutivo en cuanto mantiene en esta ley la obligación de hacer declaración jurada de intereses y patrimonio por parte de los miembros de las directivas centrales de los partidos políticos, aunque expresó desconocer las razones consideradas para incorporar en la norma a los miembros de sus tribunales supremos, pues ellos tienen actuaciones esporádicas y muy distintas responsabilidades que las de los miembros de las directivas.





En segundo lugar, prosiguió, estima adecuado que la imposición de multas sea entregada al Servicio Electoral, pero no que el reclamo por la aplicación de las mismas sólo sea posible mediante reposición ante el mismo Servicio, proponiendo que sea susceptible de revisión ante el Tribunal Electoral. 





Señaló que no es partidario que los servicios sean los encargados de aplicar sanciones, y que ellas debieran ser impuestas siempre por entidades de carácter estatal distintas de un órgano administrativo.  Otra fórmula más adecuada, agregó, es que el Servicio Electoral proponga las sanciones y que las aplique el Tribunal Electoral, o que éste último conozca de la apelación, procedimiento que parece más propio de nuestra estructura jurisdiccional.





El Honorable Senador señor Espina propuso excluir de la norma propuesta al Tribunal Supremo -eliminando las palabras “y del tribunal Supremo”-, señalando que coincidía con lo planteado en cuanto a que ellos no ejercen funciones directivas y sólo eventualmente cumplen labores de índole disciplinaria.  





Respecto a que ante la a sanción sólo se pueda recurrir ante el propio Servicio, señaló que le parece apropiada la solución propuesta por el Senador señor Larraín, en cuanto a que la apelación sea ante el tribunal Electoral Nacional.





La Honorable Senadora señora Pérez manifestó compartir la idea de sujetar a las dirigencias políticas a las exigencias propuestas, pero que deseaba conocer los motivos del Ejecutivo para incluir a los partidos políticos en el proyecto informe que se refiere a la probidad en la función pública, y no en las modificaciones que se estudian para la Ley de Partidos Políticos, donde debiera regularse su funcionamiento e incluirse las exigencias a que están sometidas sus directivas, así como las sanciones por eventuales infracciones. 





El Honorable Diputado señor Soto señaló que compartía las observaciones realizadas sobre el Tribunal Supremo, que atienden problemas disciplinarios internos de los partidos cuyas resoluciones no tienen efectos directos en el campo económico.  





En cuanto al procedimiento para reclamar y para el incumplimiento de la obligación que se establece, señaló que probablemente las modificaciones en estudio de la ley del Servicio Electoral incluirán procedimientos generales y que si en cada ley se establecen procedimientos particulares se producirán contradicciones e inconvenientes en la aplicación de las normas. Agregó que en ese momento, cuando se creen nuevos procedimientos que pudieren incluir aspectos jurisdiccionales, incluso podría ser preciso recabar la opinión de la Corte Suprema.





Expresó que el procedimiento debiera verse en las otras leyes en tramitación, y que en las modificaciones a las disposiciones que regulan el Servicio Electoral debe establecerse un procedimiento general para reclamar de sus resoluciones.





El Honorable Senador señor Espina consultó si existía acuerdo en eliminar todo el párrafo relativo al procedimiento y señalar que el procedimiento que regirá la forma de hacer efectiva estas obligaciones se regirá por las normas del Servicio Electoral.





Sobre la materia, el Honorable Senador señor Larraín sugirió señalar que se regirá por el mismo procedimiento que se aplica a las resoluciones del Servicio Electoral, y que constará con una instancia de apelación.





El Honorable Diputado señor Monckeberg manifestó su acuerdo, pero solicitó dejar claro y establecido lo planteado por el Honorable Senador señor Larraín respecto del acceso al Tribunal Calificador de Elecciones como segunda instancia, ya que si bien todos comparten que en la ley que regula al Servicio Electoral se considere un procedimiento general ello es un evento futuro e hipotético sin que sea posible conocer cómo se resolverá esa materia, siendo preferible desde ya establecer que no será el Servicio la última instancia sino que el tribunal Calificador de Elecciones.





Enseguida, el Honorable Senador señor Espina pregunto a los integrantes de la Comisión si existía acuerdo en dejar constancia que la mayoría estima que la segunda instancia en los reclamos por la resolución del Servel debe ser el Tribunal Calificador de Elecciones.  Agregó que en la modificación de la ley de partidos políticos es posible mejorar lo aquí aprobado, si fuere necesario, pero que en su opinión este es un primer paso  que debe darse.





Agregó que el acuerdo que propone es aprobar el inciso primero propuesto eliminando la referencia al Tribunal Supremo, y en el inciso segundo señalar que esto se regirá por el mismo procedimiento que se aplica a las resoluciones del Servicio Electoral, de acuerdo a la redacción que propuso el Honorable Senador señor Larraín.





Sometido a votación el artículo propuesto por el Ejecutivo, modificado en los términos antes consignados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.





Sometida a votación la eliminación del numeral 14) del artículo 4° del texto del Senado es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.

Artículo 5°





La norma aprobada por el Senado indica:





“Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio  deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.





La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.”.





El ejecutivo propuso eliminar su inciso segundo.





Al explicar tal proposición, la asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert expresó que la norma despachada por el Senado mezcla varios temas; la oportunidad en que se realiza la declaración, cuando se actualiza, y su publicidad.





Agregó que, por cuestión de orden, se propone que en el artículo quinto se regule sólo la oportunidad, y que la publicidad se regule en el artículo sexto, y en el artículo séptimo el contenido de la declaración. 





Para ello se propone eliminar el inciso segundo.





El Honorable Senador señor Espina consulta a la Comisión si existe acuerdo sobre la aprobación del inciso primero y el traslado del inciso segundo propuesto por el Ejecutivo.





Sometida a votación la modificación del artículo 5° del texto del Senado, en los términos indicados, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.
Artículo 6°





La norma aprobada por el Senado señala:





“Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.





Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.





Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.”.





La norma propuesta por el Ejecutivo es la siguiente:





“Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico único y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. En caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico, la declaración podrá efectuarse utilizando dicho formulario en papel, en copia debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.





La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos sensibles y datos personales de contexto que sirvan exclusivamente para la individualización del declarante y su domicilio, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada. Respecto los sujetos señalados en los numerales 1° a 4° del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva,  debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública. 





Un reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará el formulario único en el cual deberán efectuarse las declaraciones, las características del sitio web que deberán utilizar para tal efecto y la forma en que las declaraciones se harán disponibles para quienes corresponda supervisar el cumplimiento de esta obligación, sea la Contraloría General de la República para su debido registro y fiscalización respecto de los sujetos señalados en el artículo 4°, o la entidad que corresponda tratándose de los sujetos obligados que indica el Capítulo 3° de este Título.”.





Al explicar los cambios que el Ejecutivo propone, la asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert expresó que el cambio consiste, en primer lugar, en reunir los dos primeros del Senado para señalar en un solo inciso la forma en que se realizará la declaración si no está implementado el formulario electrónico, lo que sólo es un cambio formal.





Respecto de la publicidad de la declaración, señaló que se traslada la parte eliminada del artículo 5° para establecer el principio general de que la declaración es pública. Enseguida, se precisa lo que en el Senado se indicaba como protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, indicando que datos personales se van a proteger, para lo cual se indica que la publicidad es sin perjuicio de la protección de los datos sensibles y los datos personales de contexto, que sirvan exclusivamente para la individualización del declarante y su domicilio, y luego se establece que revestirá para todos los efectos la calidad de declaración jurada.





Agregó que luego se indica que respecto los sujetos señalados en los numerales 1° a 4° del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública.





Indicó que este inciso regula entonces la publicidad, como regla general, la protección de los datos sensibles y aquellos de contexto como el RUT y el domicilio, lo que tiene que ver con la seguridad del declarante, y luego se señala respecto de que sujetos estará disponible en los sitios electrónicos. Agregó que en ese punto están ampliando el criterio sustentado por el Senado que se refería sólo a las autoridades superiores de los órganos del Estado, a diferencia de la propuesta, que es más amplia.





Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín consultó sobre el alcance de la restricción que para el uso de los datos establece la oración final del inciso segundo propuesto por el Ejecutivo, en cuanto impide utilizarlos “con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert señaló que si no se pone tal limitación podría entenderse que estamos creando una base de datos accesible al público con cualquier finalidad, es decir, agregó, construyendo un sistema que genera, por ejemplo, crea ofertas comerciales, o permite obtener perfiles económicos de jefes de servicio, todas las finalidades que se pudieran ocurrir con objetivos ajenos al sentido de la ley.





La Directora de Ciudadano Inteligente, señora María Jaraquemada, expresó que junto a la Fundación Datos Protegidos fueron invitados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, realizando un balance en la protección de datos, para que no se use esta información para estas finalidades.  Agregó que cree que la redacción mejora, pero que le señalaron al Gobierno que les preocupa que la expresión “datos personales de contexto” no esté definida en la ley, a diferencia del concepto datos personales, y que les sigue preocupando que por tal carencia esto quede entregado al criterio de cada sujeto pasivo obligado. Agregó que, por ello, creía mejor siempre proteger los datos sensibles, pero respecto de los datos que estiman no debieran publicarse por seguridad algunos como el Rut, las placas patentes de los vehículos, u otros similares.  





Indicó que en el artículo 7° se expresa todo lo que debe declararse, y que en esa norma debiera establecerse que del vehículo no se publicará la laca patente, que de la casa no se publicará la dirección, etc., para que los sujetos pasivos sepan que tienen que incluir, pues no existe una definición legal de datos personales de contexto.





Ante la consulta del Honorable Senador señor Larraín, en el sentido si proponía eliminar la referencia a datos personales de contexto en atención a que no está definida legalmente, señaló que prefería suprimirla e indicar en cada letra o caso del artículo 7° que dato personal no se debe publicar.





El Honorable Senador señor Espina propuso reemplazar en el inciso segundo la expresión “datos personales de contexto que sirvan exclusivamente” por “datos personales que sirvan”, y luego en el artículo 7° incorporamos que está excluido. De esta forma el artículo 6° contendrá la declaración o norma genérica y en artículo siguiente se establece la regulación particular.





Agregó que incorporar una referencia a datos personales de contexto sólo provocaría discusiones y problemas de interpretación, pues no están definidos. Indicó que todos tienen claro que los datos personales que sirvan para la individualización del declarante, como su RUT, no queremos que estén, y debieran incluirse en el artículo siguiente.





Respecto de la frase final del inciso, la Honorable Diputada señora Turres consultó si existía alguna sanción para el uso de los datos para fines distintos que el control de la probidad.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert expresó que de acuerdo a la ley de protección de datos personales o de protección de la vida privada, los datos recopilados por organismos públicos sólo pueden utilizarse para el fin para el cual son reunidos, y que a la vez, las personas que tratan datos que están disponibles al público sólo pueden utilizarlos en el marco legal dentro del cual fueron solicitados. Si se infringe la ley, y se utilizan por ejemplo para el marketing podría el afectado interponer un reclamo contra la empresa que trato los datos, ante la justicia ordinaria. 





Recibida la explicación, el Honorable Senador señor Espina propuso incorporar expresamente una referencia a la ley de protección de datos personales, señalando que la infracción a la prohibición será sancionada conforme a ella, pues de otra forma podría entenderse que sus disposiciones no resultan aplicables.





Sometidos a votación los dos primeros incisos del artículo 6° propuesto por el Ejecutivo, con las enmiendas antes indicadas, son aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.





En una sesión posterior el Ejecutivo propuso agregar como frase final del inciso segundo la siguiente: “Quienes infrinjan esta prohibición serán sancionados conforme al Título V de la ley N° 19.628.”.





Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.




En cuanto al inciso tercero, la asesora señora Valeria Lubbert expresó que la primera modificación respecto de la norma aprobada por el Senado es que se indica que existirá un formulario único para todos los órganos del Estado. En segundo lugar, prosiguió, se establece que las características del sitio web también tendrán que ser homogéneas, tendrá que tener ciertas características de seguridad, etc., que determinará también el reglamento, y luego se señala que el mismo reglamento establecerá cómo se hará disponible el contenido de las declaraciones para su fiscalización por parte de la Contraloría, que fiscalizará a todos los sujetos a que se refiere el artículo 4°, y podrá cruzar información con las bases de datos de otros servicios públicos para ver si la declaración es completa y veraz.  Lo mismo, agregó, respecto de los otros sujetos obligados; por ejemplo, en el caso del Congreso las que revisan la completitud de las declaraciones son las Comisiones de Ética de las Cámaras respectivas, y habrá que ver como se harán disponibles. El reglamento a que se refiere el inciso será más bien sobre la interoperabilidad de las bases de datos.





Enseguida el Honorable Senador señor Larraín consultó si el formulario único se propone aplicarlo a todas las autoridades o sólo a aquellas que están en el primer párrafo. 





La asesora señora Valeria Lubbert manifestó que actualmente se emplea un formulario aprobado por decreto del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que se encuentra disponible en formato PDF, el cual es impreso y llenado por los declarantes, formulario que ahora será electrónico, siendo lo relevante que tenga el mismo contenido para todos los órganos del Estado.  Agregó que se trata de un formato único común para todos, y que la forma de supervisarlo varía según se trate de los organismos señalados en el Capítulo tercero. 





A continuación se planteó que parecía excesivo que tal reglamento señale “las características del sitio web que deberán utilizar para tal efecto” pues ello podría importar que el Ejecutivo regule materias que parecen propias de otros Poderes del Estado, como el Poder Judicial, el Congreso Nacional, o de organismos constitucionalmente autónomos, como el Ministerio Público.





El asesor señor Pablo Urquizar señaló que tiende a pensar que dicha frase podría afectar la autonomía misma de los otros Poderes del Estado. Agregó que en el caso del Congreso, hoy ocupa el formulario único que dictó el Ministerio Secretaria General de la Presidencia para la administración y no para el Congreso, pero que imponer un formulario único para todos, las características del sitio web y la forma en que estarán disponibles parece afectar el ejercicio de facultades autónomas.





El señor Felipe Aliaga, de la Contraloría General de la República, expresó que han estado trabajando en un formulario y en el sitio web institucional, porque en cuanto sujeto pasivo también deberán realizar las declaraciones que establece esta ley.  Agregó que el formulario debe ser único al menos respecto de los declarantes sujetos a la revisión de la Contraloría, ya que desde el punto de vista técnico de otra forma es prácticamente inútil contar con información que no pueden contrastar.  En cuanto a las características del sitio web, expresó que su información debe ser interoperable para poder cruzarla con los antecedentes del Servicio de Impuestos Internos o Superintendencias, por ejemplo.  





El Honorable Senador señor Espina expresó que las dudas se refieren a la determinación de las características del sitio web, y que es perfectamente lógico que los funcionarios públicos tengan un formulario único y que incluso sus páginas web puedan tener similares características, pero que le merece dudas que ello se extienda, por ejemplo, al Poder Judicial, las Fuerzas Armadas, el Parlamento o el Ministerio Público, y que estén obligados a lo que se les diga que debe ser su sitio web, pues las características del sitio web es, en la práctica, el sitio mismo.





Agregó que estaría dispuesto a aprobar la norma propuesta por el Gobierno siempre que se eliminen algunas cosas que resultan exageradas, porque aunque comprende el interés de la Contraloría es necesario tener presente que ni el Ministerio Público, ni el Poder Judicial ni el Parlamento están sujetos a la Contraloría y que tampoco estas instituciones interfieren en las labores propias de la Contraloría, y la pregunta es cómo mantener es mutua independencia.





El señor Felipe Aliaga, de la Contraloría General de la República, manifestó que con egoísmo podrían manifestar su acuerdo con lo expresado y entender que cada una de las instituciones mencionadas crearan su propio sitio web y su propio formulario de declaraciones,  pero que ellos han hecho presente al Ejecutivo el tiempo de trabajo y horas hombre que se ocupan para poner en funcionamiento el sitio web y el formulario de declaración.  Agregó que desde hace un año trabajan en hacer el formulario de declaraciones, con ayuda del Banco Mundial, y que  están viendo que el producto final tendrá un costo de alrededor de un millón y medio de dólares. Señaló que considerando que la Contraloría ya tiene avanzado este proyecto es que ofrecieron hacerlo extensible para el uso de cualquier órgano de la administración del Estado.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expresó que las aprehensiones son legítimas, pero que de lo que se trata es de un banner, un ícono donde una persona hace un doble click y encuentra la información estandarizada, y que así entendido no hay razón para considerarlo un elemento intrusivo en las páginas de las distintas instituciones, porque no es nada más que un ícono en la página respectiva.





La Honorable Diputada señora Turres expresó que concordaba con lo señalado por el Ministro, que no habla de las características del sitio web de la institución que sea, sino que de las características del sitio web para tal efecto, es decir, sólo en lo que dice relación con el formulario o declaraciones.





El Honorable Senador señor Espina manifestó que lo expresado por el señor Ministro, en cuanto a incorporar un banner en las páginas web, es totalmente distinto que lo que dice la redacción de la norma propuesta que se refiere a las características del sitio web, lo que claramente considera una intromisión.  Agregó que cada institución podrá tener el sitio con las características que desee, para lo cual someterá a votación el inciso suprimiendo su frase 
“las características del sitio web que deberán utilizar para tal efecto”, sin perjuicio der revisar la redacción si se propone una redacción que recoja lo planteado por el señor Ministro.




Sometidos a votación el tercer inciso propuesto por el Ejecutivo para el artículo 6°, con la modificación antes indicada, es aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros y Honorables Diputados señores Monckeberg y Soto.





En una sesión posterior el Ejecutivo propuso agregar como frase inicial del inciso final la siguiente:





“Las declaraciones se contendrán en las bases de datos interoperables que determinen las entidades responsables de la fiscalización para cada caso.”.





El Honorable Senador señor Larraín, preguntó cuál es la razón por la que en el comienzo del inciso final del precepto se utilice la expresión “datos interoperables” en vez de “datos abiertos y reutilizables”, terminología esta última que se aprobó para el caso del artículo 7° de la iniciativa en discusión. Señaló que la clave es que se trate de datos abiertos y reutilizables,





La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, precisó que el término datos abiertos y reutilizables dice relación con el formato de los mismos, mientras que la expresión datos interoperables se refiere a la forma en que tales datos serán almacenados en una base de datos interoperables. Añadió, el concepto de interoperable es el adecuado para permitir una correcta fiscalización por parte de las respectivas entidades.





Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.

Artículo 7°





La norma aprobada por el Senado es la que sigue:





“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:





a) Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.





b) Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile, deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.





c) Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.





d) Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización.





e) Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización.





Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, derechos, concesiones y valores, a que se refieren las letras b), c) y f) de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra, que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.





f) Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.





g) Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada.





h) La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.





La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil.





Tratándose de las autoridades superiores de los órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y hasta el segundo grado de afinidad.





Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.





Un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.

Letra a)





Respecto de esta letra, el Ejecutivo propuso la siguiente norma:





“a. Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, salvo la afiliación a partidos políticos o participación en iglesias y organizaciones religiosas, que realice o en que participe el declarante actualmente o durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.”.





La asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert manifestó que respecto de las actividades profesionales a que se refiere la letra a), se proponen dos modificaciones. La primera es exceptuar de la declaración la afiliación a partidos políticos y la participación en iglesias y organizaciones religiosas, lo que se hace para proteger de manera más explícita los datos personales sensibles.  Agregó que, según la ley de datos personales, la participación en partidos políticos o credos religiosos son datos sensibles que deben ser protegidos y que también la militancia política se considera un dato protegido en la propia Constitución y que por eso se les protege expresamente.





Señaló que la segunda modificación  busca que no sólo se declaren las actividades que se realizan al momento de realizar la declaración, sino que se incluyan las actividades realizadas en los doce meses anteriores a la asunción del cargo.





El asesor señor Pablo Urquizar expresó que compartía la proposición pero que, en su opinión, debiera ampliarse a otros casos semejantes que estarían cubiertas por el mismo principio, como ocurriría con la masonería por ejemplo, que no es un partido político o una iglesia.





En la Comisión se planteó que la letra a) aprobada por el Senado no establece que deba declararse la afiliación a partidos políticos o a organizaciones religiosas, y que siendo la declaración de intereses y patrimonio una excepción al principio general de protección de la privacidad sus disposiciones deben ser interpretada en sentido estricto, sin que sea posible ampliar la declaración a materias no señaladas específicamente.





La asesora señora Valeria Lubbert señaló que en las declaraciones de los funcionarios públicos muchas veces ellos indican su pertenencia a una iglesia, lo que motivó al Ejecutivo a señalar explícitamente que ella no se debe declarar, porque no es un dato de interés para el Estado.





El Honorable Senador señor Espina expresó que la norma de la letra a) se refiere a actividades profesionales, laborales, económicas o de beneficencia, conceptos que no se encuadran con la afiliación a partidos políticos o participación en iglesias





Agregó que coincide con el señor Urquízar en el sentido que lo que no se está exceptuando podría entenderse incluido, y que le parece necesario dejar constancia para la historia fidedigna de la ley que sólo se declara lo que la norma exige, sin que pueda extenderse a otras actividades como, por ejemplo, la adhesión o afiliación a un determinado club deportivo u otras actividades sociales que no son actividades de índole económica.





Señaló  que modificar la norma aprobada por el Senado para explicitar que actividades no comprende sólo generará confusión, porque muchos estimarán comprendidas las actividades no expresamente excluidas, cuando en realidad se trata de que sólo es obligatorio declarar lo que la norma exige.





El Honorable Senador seños Larraín expresó que era necesario analizar si es conveniente establecer expresamente ciertas excepciones, a fin de garantizar que la administración no pretenda solicitar información que debe mantenerse en el ámbito privado.   





Sometida a votación la letra a) del artículo 7° del Senado, es aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Pérez, Honorable Diputada señora Turres y Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Walker, don Ignacio, y el Honorable Diputado señor Monckeberg. Se abstiene el Honorable Diputado señor Rincón.





En la sesión siguiente el Ejecutivo solicitó agregar a la letra a) previamente aprobada la siguiente frase final:  “y durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo”.





La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que de esta forma se busca que en la declaración queden comprendidas las actividades profesionales y económicas desarrolladas en los doce meses previos a la misma.





El Honorable Diputado señor Rincón, señaló que no era partidario de incorporar dicha propuesta en tanto, a su juicio, no existiría mayor relación entre dicho período anterior al ejercicio de las respectivas funciones y la finalidad de la iniciativa.





A continuación el Honorable Senador señor Espina, expresó que sometería a votación la indicación, sin perjuicio de estimar necesario modificarla a fin de precisar que no se trata que declare las actividades que realice actualmente y también las haya realizado durante el período que indica, como podría entenderse de la expresión “y durante” los doce meses anteriores, ya que lo que se busca es que la declaración incluye las realizadas durante los últimos doce meses,  Por tal razón sugirió a la Comisión reemplazar tal frase por la expresión “la que incluirá”, encargándose a la Secretaría de la Comisión dicho cambio formal.





Puesta en votación la proposición formulada por el Ejecutivo, modificada en la forma antes expresada,  fue aprobada por cinco votos a favor, uno en contra y una abstención.





Votan por su aprobación la Honorable Diputada señora Turres, los Honorables Senadores señores Espina, Quinteros y Larraín, y el Honorables Diputado señor Monckeberg.  Vota por su rechazo el Honorable Diputado señor Rincón y se abstiene el Honorable Diputado señor Soto.

Inciso tercero





El inciso tercero aprobado por el Senado señala:





“Tratándose de las autoridades superiores de los órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y hasta el segundo grado de afinidad.”.





Respecto de este inciso, el Ejecutivo propuso reemplazar, en su inciso tercero, la expresión “las autoridades superiores de los órganos del Estado y quienes se desempeñaren como jefes de servicio”, por “los sujetos señalados en los numerales 1° y 4° del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título”.





En discusión la propuesta, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que, el texto aprobado por el Senado contenía la expresión “autoridades superiores de los órganos del Estado”, concepto que no se encuentra definido en ninguna ley, por lo que resultaba necesario otorgar certeza respecto de los sujetos obligados, indicando que se trata de las personas indicadas en los números 1 a 4 del artículo 4°, tomando el criterio que se trata de cargos de elección popular, y luego los del Capítulo tercero, que son las autoridades de los órganos autónomos constitucionales. 





A continuación se consultó respecto del alcance de tal obligación, considerando que la norma emplea la expresión “parientes por consanguinidad en toda la línea recta”, haciendo presente preocupación respecto de su extensión, que podría conducir a una prolongación indefinida de los sujetos sobre los cuales se requeriría la información.





En relación con la observación antes mencionada, el Honorable Senador señor Espina, preguntó cuál era la extensión en concreto de la expresión, haciendo presente que una declaración incompleta puede originar severas sanciones.





El Asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Pablo Urquízar, señaló que el concepto de pariente es, en términos civiles, aplicable sólo a las personas naturales vivas, a las que tienen actual existencia.





El Honorable Senador señor Espina, expresó que si existe acuerdo en la Comisión debiera  dejarse constancia en la historia fidedigna de la ley que la expresión empleada tiene el propósito de incluir en la declaración sólo a los parientes vivos, pero que se trata de un tema mal resuelto porque evidentemente los bienes de un pariente pre fallecido pueden haber pasado a formar parte de una comunidad hereditaria en la cual el declarante tenga participación.





Posteriormente se hizo presente que en el aludido artículo, en su inciso segundo, se hace mención a los parientes en línea colateral y por afinidad “hasta en el segundo grado”, lo que formalmente es incorrecto en tanto sólo existen tales vinculaciones desde el segundo grado, y se sugirió reemplazar tal frase por la expresión “en el segundo grado”. Dicha propuesta formal fue acogida de forma unánime por la Comisión, encargándose a la Secretaría de la Comisión su redacción final, junto con la incorporación explícita de la expresión “parientes vivos”.





Sometida a votación la proposición formulada por el Ejecutivo, en conjunto con las enmiendas antes señaladas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Quinteros y Larraín, y Honorables Señores Diputados señora Turres y señores Monckeberg, Rincón y Soto.

Inciso final





La disposición aprobada por el Senado señala:





“Un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.





El ejecutivo propuso reemplazarla por la siguiente:





“Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este Título.”.





En discusión la propuesta, el Honorable Senador señor Espina, señaló que respecto de este punto existió una discusión de fondo durante la tramitación de la iniciativa, recalcando, a su turno, que fue una norma redactada por el Honorable Senador señor Larraín. 





En efecto, manifestó, se discutió que las declaraciones de patrimonio e intereses estuviesen en registros públicos de ciertas características: ser accesibles a la ciudadanía y en formato de datos abiertos y reutilizables para poder cruzarlos. Agregó que el Gobierno apoyo la norma del Senado en forma reiterada y permanente.





Señaló que la norma generó controversia y conflicto, y que la solución alcanzada es razonable, transparente y muy clara, ya que define las características técnicas que debe tener el formato de registro.





El Honorable Senador señor Larraín señaló que avalaba lo antes expuesto, y recordó que el particular es un tema bastante importante no sólo en la discusión de esta iniciativa en concreto, sino que también en la perspectiva de organismos que trabajan estos tópicos en la sociedad civil.





Lo anterior, en tanto el texto aprobado por el Senado da cuenta de una mirada metodológica tanto de la forma en que tales registros deben ser administrados, como de la información presente en ellos. 





Indicó que de no seguirse con esa mirada, no podrán ser estudiados para establecer los eventuales intereses relacionados que puedan existir, y estimó clave que los datos sean abiertos y reutilizables, y que de excluirse pierde parte del sentido la propuesta, y además los impulsores de su cambio serán objeto de una fuerte y completamente justificada protesta  por parte de la sociedad civil.





Concluyó preguntando a los Honorables señores Diputados de la Comisión si acaso quisieran realizar alguna modificación en este respecto, ya que de lo contrario carece de sentido modificar el inciso acordado.





El Honorable Diputado señor Soto, señaló que se han formulado críticas respecto de la amplitud con que el texto aprobado por el Senado reguló la utilización de los datos en comento. Así, mencionó que si bien entiende que tal apertura tiene un fin totalmente compartido por él, cual es facilitar el acceso de la ciudadanía a esta información, puede traer también aparejadas ciertas consecuencias negativas.





Manifestó no tener una opinión completamente formada al respecto, por lo que solicita al Ejecutivo fundamentar la propuesta en examen y conocer los perjuicios que, en su opinión, se podrán producir con la norma aprobada por el Senado. 





El Honorable Diputado señor Monckeberg, preguntó, asimismo, al Ejecutivo respecto del significado concreto y práctico de datos abiertos y reutilizables.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, respondiendo a esta última pregunta, señaló que se trata de datos que pueden ser entrecruzados con otros para realizar distintos tratamientos de los mismos y realizar estudios y sacar conclusiones, sin necesidad de digitarlos nuevamente, como ocurriría si se presentan, por ejemplo, en formato PDF. 





La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que al aprobarse en la sesión pasada las modificaciones propuestas al artículo 6° se estableció que las declaraciones de todas las personas señaladas van a estar disponibles en los sitios electrónicos de las instituciones respectivas, y manifestó su opinión en el sentido que ya quedó regulada la transparencia y el acceso a la información pública de tales datos interoperables, por lo que la redacción que se propone pretende ser sintética en este punto.





Por último, agregó que la redacción actual del referido artículo 6° permite sostener que cada órgano va a publicitar tales datos, como forma de transparencia activa en cada uno de sus portales digitales, lo que resulta más adecuado que la el inciso final del artículo 7° que radica en dos órganos distintos, el Consejo para la Transparencia y la Contraloría General de la República, la administración de tales registros, lo que estimó es un asunto de eficiencia y porque además está fuera de lo que son sus competencias lógicas.





Estimó que el rol del artículo 7° es detallar el contenido de la declaración y que el reglamento debiera ir en el mismo sentido.





El Honorable Senador señor Larraín, por el contrario, sostuvo que no piensa que tales derechos sean garantizados, en el mismo sentido  y términos, en el artículo 6°. Lo anterior, en tanto esta última disposición sólo establece un procedimiento de cómo deberán publicarse las declaraciones en estudio, pero no garantiza que lo sean en datos abiertos y reutilizables, porque cada institución lo hará de una manera determinada, lo que no significa que podrán ser tratados tales datos por los órganos a cargo de los registros para hacer estudios o análisis, por lo que le cambio ahora propuesto importa una limitación.





Sin perjuicio de eso, sugirió como fórmula de acuerdo, incorporar adecuada y contextualizadamente, en el inciso final del artículo 6°, que las declaraciones se harán disponibles “en portales accesibles a toda la ciudadanía en formato de datos abiertos y reutilizables”, que no es exactamente lo mismo que interoperable.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, advirtió que de aprobarse la propuesta del Ejecutivo, ni la Contraloría General de la República ni el Consejo para la Transparencia administrarán, centralizadamente tales registros, lo que se discutió por largo tiempo y se aprobó a solicitud de ambas entidades.





El Honorable Senador señor Zaldívar, afirmó que es necesario mantener la actual redacción del texto aprobado por el Senado,  en tanto estima fundamental que los órganos antes mencionados dispongan de toda la información, para una mayor transparencia.





Sin perjuicio de lo anterior, propuso agregar, al último inciso aprobado por el Senado una frase del siguiente tenor: “y las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este Título”. Ello, en su opinión, permitiría superar la controversia.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, señaló que posiblemente haya un equívoco en la discusión, en tanto en el artículo 6° se regulan deberes de transparencia activa de los órganos, lo que implica que la información ha sido puesta a disposición del público en general, incluyendo a los dos organismos antes mencionados.





El Honorable Senador señor Espina, expresó que en el proyecto de ley en estudio se está entregando competencia a la Contraloría General de la República para que investigue eventuales incumplimientos a estas disposiciones. Para ello, agregó, durante la tramitación de la iniciativa en esta Cámara los representantes de tal institución sostuvieron que para que dicha misión fuera viable era necesario que la Contraloría recibirá y administrara directamente los datos, evitando que el órgano contralor deba buscar y recabar los antecedentes desde cada organismo público, y que para ello debía entregarse la información en formato de datos abiertos y reutilizables, única forma de cruzar la información y detectar la existencia de algún conflicto.





Por tal razón, concluyó, es que el texto actual del inciso final del artículo 7° presenta tal redacción, que  propuso mantener agregando  la frase sugerida por el Honorable Senador señor Zaldívar.





Hecho presente lo anterior, sometió a votación la propuesta antedicha, resultando el texto del inciso final del artículo 7° del siguiente tenor:





“Un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables y las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este Título.”.





Sometida a votación la propuesta antes indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Rincón.


En una sesión posterior el Ejecutivo propuso reemplazar su inciso final por el siguiente:

“Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título y regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de las declaraciones de patrimonio e intereses de los sujetos señalados en los numerales 1° a 4° del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que la propuesta responde a la necesidad de otorgar coherencia entre los artículos 6° y 7° respecto de las autoridades sujetas a la obligación de publicar, en los portales institucionales respectivos, y en formato de datos abiertos y reutilizables, las declaraciones pertinentes, extendiéndose sólo a aquellos contemplados en los numerales 1° a 4° del artículo 4° y a los referidos en el Capítulo 3°.


El Honorable Senador señor Larraín, destacó que, de aprobarse la propuesta en debate, se excluirían de la regla contenida en el inciso final de la disposición en análisis a todos los sujetos contemplados desde los numerales 5) a 12) del artículo 4°. En consecuencia, agregó, sólo las autoridades consagradas en los numerales 1) a 4) de dicho precepto, y las contempladas en el Capítulo 3°, quedarían sujetas a que los datos vertidos en sus declaraciones sean registrados en bases de formato abierto y reutilizables.


Se manifestó que la propuesta no puede interpretarse, sin más, como una adecuación legislativa a fin de dotar de coherencia a los artículos 6° y 7°, toda vez que el criterio mantenido hasta ahora ha sido permitir el acceso público a la totalidad de las declaraciones.


En efecto, en el texto aprobado se advierten claramente que, por una parte, los sujetos y autoridades comprendidos en los numerales 1) a 4) del artículo 4° y en el Capítulo 3° deben publicar sus datos en los respectivos portales institucionales, y por otra, que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia, respecto del total de las declaraciones de los sujetos obligados, deben registrar dicha información en un formato de datos abiertos y reutilizables.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, en virtud de los argumentos esgrimidos, sugirió una definición del criterio a seguir por parte de la Comisión, manifestando su acuerdo con la propuesta del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Larraín, indicó que hay una contradicción ya que  en el artículo 7° se estableció que todas las declaraciones se registraran en la Contraloría y el Consejo para la Transparencia para su registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables, pero la propuesta del Ejecutivo limita tal acceso a sólo algunas declaraciones de ciertas autoridades o funcionarios. Al restringir se empieza a limitar lo previamente aprobado.  


Expresó que en tal caso al menos debiera explicitarse que respecto de las declaraciones de los demás sujetos comprendidos en los numerales 5) a 12) del artículo 4°, serán plenamente aplicables las normas de la ley N° 20.285, y que sus declaraciones serán accesibles al público mediante los procedimientos de la ley de transparencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, concordó con la proposición del Honorable Senador señor Larraín, a fin de que el articulado incorpore un elemento pedagógico en su lectura, mejorando así la comprensión de la norma.


Conforme a lo anterior, la Comisión por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto, aprobó la propuesta del Ejecutivo, con modificaciones, agregando a la norma propuesta la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las declaraciones de los demás sujetos contemplados en el mencionado artículo 4°, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.


En una sesión posterior el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, propuso reabrir el debate sobre dos tópicos, a su criterio, de considerable importancia. El primero, la discusión acerca de la reserva o secreto acerca de los parientes de fiscales y jueces con competencia en lo penal, a fin de evitar a estos represalias que afecten a sus familiares por las labores que desempeñan, especialmente en lo relacionado al narcotráfico, permitiendo de esa forma que ejerzan sus funciones adecuadamente. La segunda, relativa a la extensión de la publicación de los parientes en la línea recta por parte de los sujetos obligados.


El Honorable Senador señor Quinteros, señaló que en el contexto de una ley de probidad y transparencia, le parece delicado realizar excepciones, por lo que si bien entiende la situación de los sujetos antes nombrados, estima que, al menos, debiese quedar constancia del nombre de sus parientes en algún registro que, por ejemplo, agregó, lleve a cabo la Contraloría General de la República.


El Honorable Diputado señor Soto, expresó que entiende la justificación en la cual reside el debate, cual es evitar que la exposición de la parentela de tales autoridades impida un desempeño adecuado en las funciones de estos últimos, generando situaciones de desprotección para todos aquéllos.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó e hizo presente que ello no debe ayudar a generar un intersticio en virtud del cual se comience a generar una retroalimentación entre la institucionalidad de persecución penal, por una parte, y ciertas redes delictuales de envergadura, por otra, razón por la cual se pronunció contrario a una exención total de los sujetos en comento al respecto.


El Honorable Diputado señor Ceroni, indicó que la mejor forma de que tanto fiscales como jueces penales operen con la debida independencia es evitar una exposición mayor de la adecuada para el ejercicio de sus labores, por lo que se manifestó a favor de la idea planteada por el Honorable Senador señor Espina.   


El Honorable Senador señor Larraín, propuso que los sujetos en comento informen, de igual forma, el nombre de sus parientes en sus declaraciones, pero que tales datos se registren en un capítulo reservado en la Contraloría General de la República o en el órgano que corresponda.


El Honorable Senador señor Espina, concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Larraín, y sugirió agregar que dichos datos revistan el carácter de secreto. Asimismo, solicitó aprobar la idea y posteriormente revisar su redacción.


Puesta en votación, la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg y Soto. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina, sugirió limitar  la publicación de los parientes por consanguinidad en la línea recta sólo al primer grado, tanto en los ascendientes como en los descendientes. Lo anterior, en tanto considerar intrusivo extender a más grados el deber de publicación.


El Honorable Diputado señor Soto, propuso extender el deber de publicación, en ese ámbito, hasta el segundo grado respecto de los parientes mayores de edad, excluyendo a los menores. Lo anterior, a fin de mantener vigente el efecto disuasivo que la norma pretende alcanzar.


El Honorable Senador señor Espina, ante la opinión del Honorable Diputado señor Soto, señaló que lo recomendable sería mantener la regla actual respecto de todos los parientes vivos en la línea recta por consanguinidad, como datos que deben ser contenidos en la declaración, pero que sólo se publiquen en los portales institucionales respectivos a los parientes consanguíneos del primer grado.


De igual forma que con la proposición anterior, solicitó aprobar la idea y proceder a revisar la respectiva disposición.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y de los Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg y Soto.  


En virtud de los dos acuerdos antes descritos, se propuso introducir un inciso cuarto, nuevo, en el artículo séptimo, en los siguientes términos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el sitio electrónico de la institución respectiva sólo podrá publicarse el nombre de los parientes por consanguinidad en primer grado en la línea recta del declarante. En el caso de los fiscales y de los jueces con competencia en lo penal, los datos respecto de todos los parientes indicados en el inciso precedente no serán publicados, debiendo registrarse esa información en el carácter de secreta.”.


Sometida a votación la redacción propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros, y de los Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg y Soto.
Artículo 8°





La norma aprobada por el Senado expresa:





“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.





Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente. Si el cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 





Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.





La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.





Respecto de este artículo, el Ejecutivo formuló la siguiente propuesta:





Agregar, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, del inciso cuarto del artículo 8°, la siguiente frase: 





“La declaración de los bienes del hijo sujeto a patria potestad, que no se encuentren bajo la administración del declarante, será voluntaria.”.





En discusión la propuesta, el Asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Alberto Urquízar, señaló que deben diferenciarse dos situaciones. Primero, cuando el padre, madre o representante legal tiene la patria potestad del hijo y segundo, cuando pese a la patria potestad no administra todos los bienes del hijo, como ocurre con los de su peculio profesional. Agregó que de ese último caso se hace cargo la propuesta del Ejecutivo otorgando el carácter de voluntaria a la declaración de bienes en esa hipótesis.





Puesta en votación la proposición formulada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Zaldívar y Larraín, y Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Rincón.





En una sesión siguiente el Honorable Diputado señor Monckeberg, señaló, que estima indispensable proteger la vida privada del cónyuge del sujeto obligado a hacer declaración, en lo concerniente a sus bienes cuando el régimen entre ambos no sea la sociedad conyugal. Lo anterior, en tanto la redacción actual permite que por la sola decisión del segundo se publiquen datos del primero, sin perjuicio, destacó, que dicha declaración sea voluntaria y se efectúe sólo respecto de los bienes de que el sujeto obligado tenga conocimiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, indicó que estima adecuada  la redacción de la norma en cuanto permite distinguir con claridad las distintas situaciones que se presenta. Explicó que respecto del cónyuge con el cual el sujeto obligado no se encuentra casado en régimen de sociedad conyugal, en primer lugar, es voluntario realizar una declaración de bienes de aquél, y en segundo orden, sólo se deben declarar los intereses que la autoridad conoce.


La Honorable Diputada señora Turres, expresó que el debate debe asumir el respeto o no de lo que implica la separación de bienes como régimen matrimonial, por lo que la incorporación de los bienes del cónyuge del sujeto obligado en la declaración de este último debiesen requerir de la autorización del primero. Lo anterior, agregó, es sin perjuicio de estimar que debiera ser obligatoria la declaración de intereses a este respecto.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, señaló que la finalidad de la normativa es poder identificar si el sujeto, en sus actuaciones, ha seguido su interés personal o el interés general que le asiste a su cargo. 


En ese entendido, agregó, no parece razonable que la persona obligada conozca el patrimonio exacto que tiene su cónyuge, máxime si se encuentra casado en régimen de separación de bienes, pero en la medida que lo sepa debe efectuar tal declaración, precisamente lo que se señala en el caso de los intereses.


El Honorable Diputado señor Soto, se manifestó a favor de la redacción actual de la norma, toda vez que la solución que la misma entrega es bastante razonable. En efecto, agregó, si la finalidad de la ley es alcanzar mayores estándares de probidad y transparencia debe privilegiarse el interés general por sobre las situaciones particulares. Por consiguiente, declaró concordar con endurecer el marco de actuación de las autoridades públicas en este contexto.


En esa línea, señaló que la problemática de la corrupción evidentemente involucra a los entornos familiares, por lo que el artículo en comento hace bien en considerar la situación del cónyuge separado de bienes en los términos actuales.


Finalizó su intervención expresando que, en su opinión, la norma se desvirtuaría si se deja dicha inclusión de bienes a la decisión del conviviente o cónyuge separado de bienes del sujeto declarante.


El Honorable Diputado señor Monckeberg, concordó con la propuesta de la Honorable Diputada señora Turres en orden a que el cónyuge del sujeto obligado, en caso de encontrarse casados o en una relación de convivencia civil en un régimen distinto al de sociedad conyugal o comunidad de bienes, sea quien autorice a la incorporación de sus bienes en la declaración, pues de lo contrario pudiese darse que la regla no supere el examen del Tribunal Constitucional.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre,  para superar el disenso sugirió  agregar una frase que dé cuenta de la necesariedad de la autorización del conviviente o cónyuge del sujeto obligado, cuando estos sean regulados por un régimen de separación de bienes, para incorporar sus bienes en la declaración de este último. Para ello, propuso incorporar al final de la primera oración del inciso segundo las palabras  “y deberá tener el consentimiento de éste”.


Conforme a lo expresado, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, sometió a votación la propuesta del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, con la redacción expresada en la intervención anterior.


Sometida a votación la propuesta, fue aprobada por siete votos a favor y uno en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Larraín y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni y Monckeberg. Votó por su rechazo el Honorable Diputado señor Soto.

Artículo 14





El artículo aprobado por el Senado es el siguiente:





“Artículo 14.- Los diputados y senadores, los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley. De forma supletoria se aplicarán las reglas de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.





El Honorable Senador señor Larraín expresó que existía una presentación de profesionales de Secretaría que solicitaba manifestar su opinión sobre esta disposición.





Ofrecida la palabra al Presidente de la Asociación de Funcionarios Profesionales de Secretaría, señor Pedro Fadic,  manifestó que concurría para hacer presente la preocupación del escalafón que representa respecto de la inclusión de los Abogados Secretarios de Comisiones entre los sujetos obligados a hacer declaración de intereses y patrimonio.  Señaló que no están de acuerdo con tal determinación desde un punto de vista formal porque excede los umbrales que la propia ley considera para los demás funcionarios y, de esa forma, altera la igualdad ante la ley el que para los funcionarios de la administración central se limite en términos generales al tercer nivel jerárquico o su equivalente y para los del Congreso Nacional se aplique a los cuatro primeros niveles, categoría en que se encuentra los Secretarios de Comisiones. 





Señaló que tales cargos son de carrera y no de exclusiva confianza, que su ejercicio no implica la decisión sobre el uso de recursos del Estado ni importan el ejercicio de capacidades decisorias sobre asuntos públicos,  de todo lo cual se desprende que sujetarlos al régimen de funcionarios que ejercen funciones con tales características es imponer una carga pública que no se condice con la naturaleza del cargo.





Agrego que atendiendo al fondo de la norma estiman que se trata de una disposición innecesaria, ya que tal obligación se encuentra establecida en el Reglamento del Personal del Senado que es su estatuto particular, cuyas normas se complementan en lo no regulado con las normas del Estatuto Administrativo.  Además, expresó que estiman que tal inclusión vulnera la autonomía del Parlamento, cuya ley orgánica reserva a las Comisiones de Régimen Interior la  estas materias, las que se aprueban siguiendo los procedimientos de una ley, normativa que en algunos aspectos es más estricta que en la generalidad de la administración.





La Honorable Diputada señora Turres señaló que le parecen perfectamente atendibles las razones expuestas, y consultó cuál fue la razón para incluir a los Secretarios de Comisión en estas normas,  porque efectivamente no toman decisiones en políticas públicas o inversiones, y consultó si ello fue propuesto por el Ejecutivo.





El Honorable Senador señor Larraín consultó respecto de la situación de estos funcionarios en la Cámara de Diputados, porque efectivamente en el Senado esa obligación está vigente.





El Presidente de la Asociación de Profesionales del Escalafón de Secretaría del Senado, señor Pedro Fadic, contestando a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Larraín, señaló que tiene entendido que sus pares en la Cámara de Diputados realizan declaración de intereses y no de patrimonio.





El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que como Poder del Estado el parlamento tiene autonomía para fijar sus propias reglas, y que en el ejercicio de tal autonomía hace muchos años en el estatuto del personal del Senado el tema en discusión ya se encuentra zanjado. 





Señaló que es efectivo lo que mencionan los funcionarios, toda vez que los abogados secretarios de comisión ocupan el cuarto grado en su escalafón, por lo que es inconducente establecer una carga que no tiene correlación con la misma regulación efectuada a otros Poderes Públicos.  Agregó que si ya está regulada la materia no es partidario de la modificación del actual estatuto.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, señaló que dado que en la actualidad, efectivamente se cumple con las exigencias de declaración de patrimonio e intereses no comprende el inconveniente de estar incorporados en la norma.





El Honorable Senador señor Zaldívar, insistió que la problemática radica en la idea de autonomía parlamentaria y su aplicación en la regulación de los deberes a los cuales se sujetan los funcionarios, cuestión que las propias Cámaras deben resolver. 





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expresó que no comparte la idea de que por la autonomía parlamentaria no sea posible para una ley una regulación del estilo del que se propone.





Por otro lado, destacó que la iniciativa no sólo tiene como criterio el grado que ocupa el funcionario en la organización respectiva, sino que también la especificidad del rol que ocupa el mismo en tal institución. En tal sentido, expresó que aun cuando sea un tema debatible  en su opinión la información y la influencia que tienen los abogados secretarios de comisiones puede eventualmente originar conflictos de intereses.





El Asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Alberto Urquízar, indicó que la determinación del grado de un funcionario no dice necesaria relación con la importancia del rol o las funciones que éste desempeña en el esquema organizacional de la institución. A modo de ejemplo, señaló que en el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, personas que están cumpliendo el rol de jefes de departamento tienen grado cuatro. Además, recalcó que la presente ley regula a la función pública en general, cubriendo a los tres Poderes del Estado y demás órganos constitucionales. 





El Honorable Senador señor Larraín, consideró que no es suficiente  el argumento de la autonomía parlamentaria en este caso, ya que incluso los propios parlamentarios aceptan que se les aplique las normas de la iniciativa en examen, que incorpora a muchos otros órganos autónomos. Sin perjuicio de eso, estimó que el fondo de la cuestión radica en analizar hasta qué punto, hasta que nivel en el esquema organizacional de las Cámaras es conveniente regular. Así, estimó que no es inadecuado plantear que los abogados secretarios de comisiones queden de igual forma sujetos en tanto ser personas que por su rol y funciones pueden tener algún conflicto de interés, que fue la lógica con la que se aprobó el texto en su minuto.    





El Presidente de la Asociación de Profesionales del Escalafón de Secretaría del Senado, señor Pedro Fadic, señaló que si bien actualmente están sujetos a la carga pública que el proyecto contempla, de igual forma se añaden, por la configuración de la iniciativa, otros deberes adicionales como la publicación de sus declaraciones en la página web, y que las propuestas del Ejecutivo incluso proponen dejarlos sujetos al control de la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, instancia propia de los parlamentarios y no de los funcionarios sujetos a un estatuto en que el Jefe de Servicio es el Secretario General de cada Cámara.

 



El Presidente de la Asociación de Profesionales, Técnicos y Administrativos del Senado, señor Fernando Soffia, respecto del argumento planteado por el señor Ministro Secretario General de la Presidencia en el sentido que los abogados secretarios de comisiones tienen acceso a información privilegiada, señaló que ello puede ocurrir con todas las personas que participan en las sesiones, al igual que ocurre con los asesores de los parlamentarios y del Ejecutivo, cuyo tratamiento no es similar.  Agregó  que ese eventual acceso no les otorga ninguna potestad decisoria pues su función es tomar los acuerdos y certificar las decisiones de quienes votan, y que si bien en el ejercicio de sus funciones en ocasiones hacen uso de la palabra ello es para ilustrar un problema técnico sin opinar sobre el mérito del asunto en discusión. 





Agregó que no se condice con la igualdad ante la ley, por ejemplo, el que las declaraciones de las autoridades y funcionarios que se desempeñan hasta el tercer nivel jerárquico de la administración incluidos los contratados no sean publicadas, de acuerdo a las modificaciones que para el artículo 4° propuso el Ejecutivo, lo que si se propone para los funcionarios del parlamento, y que no queden sujetos a deber alguno en este ámbito los asesores que participan en el trámite legislativo aportando opiniones o proponiendo la aprobación o rechazo de las diversas disposiciones de un proyecto. 





El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que mantenía su posición de resguardo de la autonomía parlamentaria, y que si bien entiende que el Ejecutivo defienda su opinión estima necesario defender las pocas facultades y prerrogativas del parlamento. Agregó que encontrándose regulada la materia en el Reglamento del Personal del Senado le parece innecesario legislar al respecto, por lo que se pronunció a favor de excluir las situaciones ya reguladas.





El Honorable Senador señor Espina, propuso descartar en las normas de los artículos 14 y 15 que la Comisión de Ética y Transparencia sea la instancia de control, a los funcionarios de las Cámaras, en tanto el propio artículo 16 expresa que sólo le será aplicable a los parlamentarios.





Por otra parte, señaló que el Congreso Nacional, en conjunto y como institución debe dar un ejemplo en la materia, a fin de hacer un cambio cultural sobre el punto y que, a su juicio, el texto aprobado por el Senado contiene la redacción correcta sobre la cual debe girar la regulación, que es inocua para los abogados secretarios de comisiones en tanto es un deber al cual ya están sujetos, sin imponerle otras cargas adicionales.





Por último, señaló que, en su opinión, el abogado secretario de comisión tiene un rol muy destacado en el proceso legislativo, en tanto, en muchas oportunidades se les delega a aquéllos la redacción del proyecto una vez aprobado el contenido del mismo, por lo que, en su criterio, deben estar considerados en la iniciativa en estudio.





Luego de lo expresado, sometió a votación el artículo 14 aprobado por el Senado.





Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Monckeberg y Rincón.





El Honorable Senador señor Zaldívar dejó constancia que concurría a la aprobación de la norma salvo en lo referente a la remisión que hace la disposición a los abogados secretarios de comisiones, respecto de cuya inclusión vota en contra.





Posterior a la votación, el Honorable Senador señor Larraín, señaló que el artículo 15 sólo hace mención a los parlamentarios, sugiriendo que para los demás sujetos obligados la situación sea resuelta en los estatutos camerales, a fin de que en estos cuerpos normativos se establezca la instancia idónea de control, señalándolo así en el inciso final del artículo.





El Honorable Senador señor Espina solicitó que se presente una propuesta en este ámbito para regular el procedimiento replicando las normas que se establecen para los funcionarios de los demás órganos 





El Honorable Senador señor Zaldívar, señaló que ello es materia propia de las Cámaras en virtud de la potestad regulatoria que detentan en el ámbito interno y que le reconoce la ley orgánica, y que esa característica es propia del parlamento, y distinta a las facultades del Banco Central, Poder Judicial u otros. Agregó que basta con establecer que un reglamento de las Cámaras determinará la forma como se aplica la ley de acuerdo a los principios que se indiquen. 





Manifestó que coincide con el Senador señor Larraín en que basta con hacer una referencia a los reglamentos en el artículo, pero que debe mantenerse la capacidad regulatoria del propio parlamento 

Artículo 15





El artículo aprobado por el Senado indica:





“Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.





Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.





El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.





De acuerdo a la discusión del artículo anterior, el Ejecutivo propuso agregar a la norma los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 





“De las infracciones a este Título cometidas por los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional y por los abogados secretarios de comisiones corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, al respectivo jefe de servicio. De las infracciones cometidas por quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria corresponderá conocer a la comisión bicameral a que aluden los artículos 66 y 66 A de la ley N° 18.918.





Si el sujeto obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por el respectivo jefe de servicio o por la comisión bicameral, según sea el caso, para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales que se descontarán directamente de su remuneración. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el sujeto afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En el caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El jefe de servicio o la comisión bicameral deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.





La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, explicó que la presente propuesta radica en el jefe del servicio de las respectivas Corporaciones las facultades para fiscalizar el cumplimiento de las declaraciones de los funcionarios del Congreso Nacional, dejando a la comisión bicameral que nombra a los miembros del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y del Comité de Auditoría Parlamentaria, a su vez, el control del cumplimiento de dicho deber por parte de quienes integren estos últimos organismos.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, señaló que la propuesta no se hace cargo adecuadamente de la hipótesis de inobservancia de las obligaciones  por los jefes de servicio, a saber, los Secretarios Generales de la Cámaras y el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional, ya que, de acuerdo a la redacción que se propone, serían estos mismos quienes decidieran si han o no cumplido con sus deberes a este respecto.





El Honorable Senador señor Larraín, concordó con el punto hecho presente, y sugirió que tales funcionarios queden sujetos a la fiscalización de la comisión bicameral antes mencionada.





El Honorable Senador señor Espina, convino con el Honorable Senador señor Larraín, por lo que propuso a la Comisión acordar la idea expresada por este último.




Sometido a votación, la propuesta modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.

Artículo 20





El artículo 20 aprobado por el Senado regula la declaración de intereses y patrimonio de los miembros del Consejo del Banco Central.





La Secretaría de la Comisión hizo presente que la propuesta del Ejecutivo respecto a este precepto viene dada porque, a diferencia de los demás organismos, el procedimiento administrativo ante el incumplimiento de la presentación de las declaraciones de patrimonio e interés de los miembros del Consejo del Banco Central contempla, como único caso en el proyecto, la apreciación de la prueba en conciencia y no de acuerdo a las reglas de la sana crítica. De ahí, se indicó, la propuesta del Ejecutivo en orden a establecer esta última como forma de apreciación probatoria, para lo cual propone reemplazar en su inciso tercero la expresión “en conciencia” por “conforme a las reglas de la sana crítica”.





Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo respecto del artículo 20, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Quinteros, Larraín y Horvath, y Honorables Señores Diputados señores Monckeberg, Rincón y Soto.

Artículo 21, nuevo





El proyecto aprobado en segundo trámite constitucional por el Senado consignaba en el numeral 5) del artículo 4° a los personeros de la Contraloría General de la República obligados a declarar.





Como se ha indicado, al revisar el artículo 4° el Ejecutivo propuso eliminar el citado numeral y trasladar la norma al Capítulo tercero, dándolo el mismo tratamiento que al de los organismos autónomos de la administración, de acuerdo al siguiente texto:





“Artículo 21. El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido por el Contralor General de la República para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Contralor General de la República. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y podrá dar lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Contralor General de la República o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Contralor deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este Título.”.





El Honorable Senador señor Espina consultó ante quién apela el funcionario sancionado o destituido por el Contralor, y cuáles el actual procedimiento para ello, pues en todos los casos se ha establecido un mismo procedimiento, aunque en algunos casos sólo corresponde recurrir dentro de la misma institución. Además, consultó respecto a la forma en que se propone que se inicia la investigación por la Cámara, pues en los demás casos se ha permitido que se inicie por denuncia de cualquier interesado.





La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, expresó que cuando no hay apelación corresponde el recurso de reposición.





El Honorable Diputado señor Soto expresó que la propuesta del Ejecutivo relativa a la eventual infracción del Contralor General de la República a los deberes contemplados en el proyecto de ley no parece estar totalmente resuelta, pues  la Cámara de Diputados actúa en Sala, y no parece lógico que ella sea la encargada de verificar el incumplimiento o de discutir la multa a aplicar.





La asesora señora Valeria Lubbert, manifestó que el órgano constitucional encargado de la remoción del Contralor es la Cámara de Diputados mediante el procedimiento de la acusación constitucional, y que por eso otras leyes, como la del Lobby, le han encargado controlar el cumplimiento de sus disposiciones por parte del Contralor.  





El Honorable Diputado señor Rincón expresó que ha presentado una indicación relativa al procedimiento de verificación a seguir por parte de la Cámara de Diputados, en lo relativo a los deberes a los que se sujetará el Contralor General de la República. Dicha indicación propone incorporar el siguiente inciso nuevo:


 


“Tratándose del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.





Al respecto, el Honorable Diputado señor Monckeberg propuso incorporar al inciso antes mencionado, la posibilidad de que dicho procedimiento también pueda iniciarse de oficio por la Cámara de Diputados y no sólo a petición de cualquier interesado.





De acuerdo al debate realizado, el Honorable Senador señor Espina, propuso aprobar la propuesta del Ejecutivo y la indicación del Honorable Diputado señor Rincón, con la siguiente redacción para su inciso final:





“Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.





Sometido a votación el artículo 21, nuevo, modificado en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Quinteros y Honorables Señores Diputados señores Monckeberg, Rincón y Soto.

Artículo Nuevo


Enseguida la Comisión consideró una indicación del Honorable Diputado señor Rincón para agregar, al final del Título II, un artículo nuevo, con el siguiente tenor:


“Artículo XXX.- Tratándose de Senadores, Diputados, Consejeros Regionales, Alcaldes y Concejales que, a la vez, detenten el cargo de miembro de la Directiva de un partido político, se entenderá cumplida la doble obligación de hacer declaración de intereses y patrimonio que les corresponde en virtud de ambas calidades, desde la fecha en que realicen la primera de éstas.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que la propuesta resulta innecesaria, toda vez que lo que se pretende evitar mediante la misma, a su juicio, es que la autoridad obligada realice un doble trabajo, lo que puede soslayarse a través de la entrega de una copia actualizada de la declaración ya efectuada al asumir el primer cargo. 


Sometida a votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Señores Diputados señores  Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 24


La norma aprobada por el Senado señala qué autoridades y en qué casos deben constituir el mandato de que trata esta ley.  


La norma se refiere al Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, y el ejecutivo propone agregar a continuación la expresión “y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N°3.551,”.


La asesora señora Valeria Lubbert expresó que la propuesta apunta a incorporar a los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, tales como el Servicio Nacional de Aduanas, las distintas Superintendencias, la Dirección del Trabajo, la Fiscalía Nacional Económica, entre otras, que son entidades que pueden intervenir e impactar en mercados regulados y, por lo tanto, directamente en el precio de las acciones, lo que determina que el Ejecutivo considere necesario incluir a tales sujetos en la obligación de constituir el mandato a que se hace referencia la presente iniciativa.


Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar y Honorables Diputados señores  Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 25


El artículo aprobado por el Senado establece la forma de constituir el mandato y dicta normas sobre su funcionamiento.


Su inciso final dispone:


“Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y, en el caso de los diputados y senadores, a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.”.


La propuesta del Ejecutivo propone intercalar, entre la expresión “deberá informar las modificaciones”  y “a la Contraloría General de la República”, la  expresión: “a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda;”.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 31

El artículo aprobado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 31.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto.”.


La propuesta del Ejecutivo propone sustituir la expresión “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto” por  la siguiente “sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado respecto de la procedencia de la comunicación de conformidad con el artículo 37 inciso 3°.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que la propuesta persigue evitar que existan canales que permitan la comunicación del mandante con el mandatario, la que sólo procederá cuando la Superintendencia respectiva se haya pronunciado al respecto. 


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 34


El inciso primero del artículo aprobado por el Senado se refiere a la declaración jurada que el mandatario debe remitir al Servicio de Impuestos Internos con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan, copia de la cual remitirá al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.


Su inciso segundo señala:


“Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.”.


La propuesta del Ejecutivo es reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 


“Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 33 y 37. Para ello, la forma y plazo de la declaración jurada serán fijados mediante resolución por el Servicio de Impuestos Internos.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que esta última propuesta se orienta en la misma dirección que la anterior, fortaleciendo las barreras de comunicación entre mandante y mandatario señalando, en este caso, que el Servicio de Impuestos Internos, a través de una resolución, determinará la forma de tal comunicación para efectos de la correspondiente presentación de la declaración de renta.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Zaldívar y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 37


La norma aprobada por el senado es la que sigue:


“Artículo 37.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 30.


El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley.”.


La propuesta del Ejecutivo es reemplazar su inciso final por el siguiente: 


“Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley. Estas comunicaciones deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. Los actos que las superintendencias emitan de conformidad con el inciso anterior, en ningún caso darán lugar a responsabilidad por parte de aquéllas.”.


El Honorable Diputado señor Ceroni, cuestionó el hecho de que se plantee que las Superintendencias sean exentas de toda responsabilidad en esta hipótesis, en tanto son estos mismos organismos quienes realizan las autorizaciones respectivas, pues en tal caso deberían ser las personas las que queden exentas de responsabilidad y no las Superintendencias que autorizan la comunicación.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, expresó que el objetivo no es limitar las responsabilidades de las personas autorizadas sino que las de las Superintendencias en caso de que nieguen la comunicación entre el mandante y el mandatario, para precaver que pueda alegarse que ello impidió adoptar alguna decisión financiera relevante, atribuyéndose responsabilidad a la Superintendencia al respecto. En consecuencia, agregó, se pretende evitar la generación de litigios por esta causa.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su desacuerdo con la propuesta en comento. Lo anterior, toda vez que ante la negligencia de tales organismos, tales como dilaciones en su pronunciamiento acerca de la autorización, podrían generar un grave daño patrimonial respecto del cual quedarían exentas de responsabilidad las Superintendencias.


El Honorable Diputado señor Squella, estimó que la propuesta apunta, a su juicio, a impedir que la Superintendencia, con ocasión de la autorización se haga responsable por actuaciones indebidas que importen que a raíz de dicha autorización se viole la prohibición de traspasar informaciones vedadas por la ley  entre mandante y mandatario.


El Asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Pablo Urquízar, hizo presente que la amplitud de la redacción de la propuesta no permite precisar respecto de qué tipos de responsabilidad se refiere, pues todo acto de la administración y sus funcionarios podrá originar responsabilidad administrativa, civil o penal, cuestión que debiese, a su criterio, especificarse. Además, indicó que la oración final de la norma propuesta por el Ejecutivo contiene un error al referirse al inciso anterior.


El Honorable Senador señor Larraín, señaló que el debate en este punto radica en la vaguedad de la expresión “los actos de la superintendencias emitan (…)”, frase que, en su opinión, debiese ser explícita en referirse a que ella dice relación con la aprobación que la Superintendencia realiza de la comunicación entre mandante y mandatario.


El Honorable Senador señor Espina, sostuvo que se debiese seguir la regla general en este ámbito, en tanto la responsabilidad de la entidad se deberá probar en los tribunales en conformidad con la legalidad o no de sus actuaciones. Por consiguiente, se pronunció contrario a una exención anticipada de responsabilidad que nunca planteó el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Larraín, concordó con la interpretación anterior, solicitando dejar constancia que el rechazo a la misma radica en la innecesariedad de ella, ya que en la materia opera precisamente la regla general en materia de responsabilidad, sin que exista responsabilidad cuando su actuación se ciñe a la ley.


Puesta en votación la propuesta, fue rechazada por seis votos en contra y uno a favor.  Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg y Squella. Vota por su aprobación el Honorable Diputado señor Soto.

Artículo 43


El artículo aprobado por el Senado establece que autoridades deberán enajenar su participación sobre los bienes que en cada caso indica.

Numeral 1)


Su número 1) señala:


“1) El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.


La propuesta del Ejecutivo es agregar la siguiente expresión final: “y de radiodifusión sonora, y respecto de tales concesiones cuando sean titulares de ellas en tanto personas naturales.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, explicó que se incorpora a las hipótesis de enajenación la concesión de radiodifusión sonora, cuando los sujetos obligados sean titulares de ellas en tanto personas naturales.


El Honorable Diputado señor Monckeberg, en relación con el precepto en donde se propone incorporar el texto en discusión, indicó que, a su juicio, la obligación de enajenar contemplada en la disposición debiese ser extendida a un número mayor de sujetos, como por ejemplo, expresó, los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia que también están expuestos a conflictos de interés respecto de sus inversiones propias cuando fallan materias con efectos económicos.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, indicó que el listado de sujetos contemplado obedece a que aquéllos cuentan con competencias que les permiten dictar normas ya de carácter general, ya de carácter específico, en este último caso, respecto de un sector regulado específico.


En lo referente a los miembros del Poder Judicial, añadió, los mecanismos de implicancias y recusaciones permiten resolver el conflicto de intereses, destacando, asimismo, que ellos no dictan normas con carácter general sino que resuelven casos particulares concretos, de ahí su exclusión en este punto.


El Honorable Senador señor Larraín, se manifestó en favor de la propuesta, indicando que, en lo central, aquélla sólo incluye a las concesiones de radiodifusión sonora, siendo innecesaria la referencia adicional a la titularidad en cuanto personas naturales.


El Honorable Diputado señor Squella, sin perjuicio de concordar con la propuesta, expresó su preocupación respecto de la inexistencia de una base mínima a partir de la cual la obligación de enajenar proceda, debiendo cumplirse la misma incluso ante participaciones mínimas o irrelevantes.

El Honorable Senador señor Espina, preguntó si la frase “, y respecto de tales concesiones” es referida sólo a las concesiones de radiodifusión televisiva y sonora o a todas las contenidas en el numeral. Lo anterior, agregó, en tanto pareciera haber una contradicción en la redacción del texto, ya que en la primera parte de este último se hace referencia a empresas y luego, al final del mismo, se menciona a la titularidad en cuanto personas naturales.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que dicha frase alude a todas las concesiones presentes en el numeral. Afirmó que la propuesta viene a englobar todas las hipótesis en que el sujeto obligado puede encontrarse en su calidad de concesionario, esto es, como partícipe de una empresa a quien se haya otorgado una concesión o directamente como persona natural concesionaria. 

 
El Honorable Diputado señor Soto, explicó que, a su criterio, la primera parte del numeral, concerniente a la participación en la propiedad de empresas, es comprensivo tanto de la calidad de persona jurídica como natural del sujeto obligado. Ello, mencionó, en tanto se puede ser partícipe de una empresa ya directamente como persona natural ya indirectamente a través de otra persona jurídica, por lo que la redacción de la propuesta complejiza el sentido de la norma.


Agregó que la norma es confusa pues cuando se refiere a la participación en la propiedad sobre bienes o a la participación en empresas se están mezclando conceptos económicos con conceptos jurídicos.  Las empresas pueden tener un titular persona natural o persona jurídica, y cuando la norma obliga a enajenar la participación en la propiedad de empresas proveedoras o sobre bienes el entiende que se comprenden las dos hipótesis; que la autoridad la explote como persona natural, como titular de esos bienes o empresas o también a través de una persona jurídica o que tenga una participación en una persona jurídica, porque la empresa es un concepto económico que puede administrarse por dos modalidades, como persona natural o como persona jurídica.


Expresó que agregar cuando sean titulares de ellas en tanto personas naturales crea confusión, y que entiende que la norma comprende las dos modalidades, sea que la autoridad ejerza a través de una persona jurídica o en tanto persona natural.


El Honorable Senador señor Larraín, concordó con la interpretación realizada por el Honorable Diputado señor Soto, en tanto en la primera parte del numeral no distingue si la calidad de la participación del sujeto obligado se da como persona natural o a través de una persona jurídica, siendo irrelevante si participa como persona natural o mediante una persona jurídica, pues en ambas hipótesis debe enajenar su participación. 


Si se agrega la frase propuesta la participación en ellas a través de una sociedad podrían mantenerla, lo cual es absolutamente contradictorio con el espíritu de la norma.


Por consiguiente, añadió, la referencia de la propuesta a la titularidad en tanto personas naturales viene a restringir el ámbito de aplicación, por lo que sugirió aprobar la propuesta sólo respecto de la referencia a las concesiones de radiodifusión sonora.


Conforme a lo anterior, la Comisión por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Señores Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella, aprobó la propuesta del Ejecutivo con modificaciones, incorporando al número 1) las palabras finales “y de radiodifusión sonora”.

Numeral 2)


El numeral aprobado por el Senado expresa:


“2) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción,”.


La primera enmienda propuesta por el Ejecutivo para este inciso propone sustituir la frase “cuando éstas” por  “o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, cuando éstas o aquéllas”.


El Honorable Diputado señor Soto, expresó que el Ejecutivo señaló al ver la norma anterior que la naturaleza de la obligación de enajenar los bienes tenía que ver con que los obligaos administraban esos bienes o tenían alguna competencia relacionada con ellos.  Agregó que en este caso se incluye a los consejeros regionales que son autoridades que conforman un cuerpo colectivo, y en consecuencia, no administrar de por sí bien alguno, a diferencia de los subsecretarios, intendentes o jefes de servicio.  Si se trata de las autoridades que administran bienes aquí debiera incluirse a la Corporación Administrativa del Poder Judicial o algún otro, y consultó al Ejecutivo cuál es la naturaleza de esta obligación.


La asesora señora Valeria Lubbert, señaló que el fundamento de este segundo grupo de sujetos obligados a enajenar radica en que los mismos tienen competencias en virtud de las cuales pueden dictar normas y regulaciones que impacten en los mercados sujetos a su control o fiscalización.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Señores Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.


La segunda propuesta del Ejecutivo sobre este inciso es agregar la siguiente frase final: “y de radiodifusión sonora”.


Sometida a votación la segunda propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Numeral 3)


La tercera propuesta del Ejecutivo respecto de este artículo es eliminar su numeral 3).


Dicho numeral señala:


“3) Los alcaldes y concejales se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley.”.


La asesora señora Valeria Lubbert, indicó que se propone la supresión de este número por innecesario, pues no es necesario señalar que se rigen por la referida ley, que establece inhabilidades para asumir el cargo cuando se encuentran en situación de conflicto de interés.


Sometida a votación la supresión propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Inciso segundo, nuevo


Enseguida, el Ejecutivo propone intercalar como inciso segundo, nuevo, el que sigue


“Corresponderá a la Contraloría General de la República elaborar un listado anual de entidades afectas a la enajenación de que trata este artículo.”.


El Honorable Senador señor Espina, consultó al Ejecutivo el sentido de la propuesta, solicitando clarificar si dicha competencia a Contraloría implicaría que este órgano confeccionaría un listado de todas y cada una de las empresas que los sujetos obligados, en caso de tener participación en las mismas, se verían en la necesidad de enajenar.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, expresó que la idea es dotar a un organismo idóneo, como lo es la Contraloría General de la República, la verificación de las relaciones contractuales con el Estado o sus organismos respecto de los sujetos obligados, dotando, a su vez, de certeza en este ámbito.


El Honorable Diputado señor Monckeberg, manifestó su desacuerdo con la proposición, en tanto entre los sujetos contemplados en el numeral 1) se encuentra, precisamente, el Contralor General de la República, quien, a su vez, confeccionaría el listado en comento, lo que no estimó acertado.


También se manifestó que la competencia entregada al órgano contralor es de carácter anual, por lo que la autoridad que asume no sabrá lo que en el futuro podría estar obligado  a enajenar.


El Honorable Senador señor Larraín, preguntó de qué forma, de aprobarse la propuesta en su redacción actual, se comunicarían a los partícipes de las empresas comprendidas en tal listado, en tanto la información puede variar rápidamente sin que la autoridad respectiva se entere de ello.


El Honorable Senador señor Espina, señaló que problema de la norma radica en la complejidad de su aplicación por parte de la Contraloría, en tanto suponer que esta última pueda verificar los contratos de cada servicio público del país con las respectivas empresas, convenios que además pueden celebrarse y ejecutarse sólo una vez y por un tiempo acotado, lo que, a su juicio, genera considerables dificultades prácticas. 


El Honorable Diputado señor Soto, señaló que los proveedores de bienes y servicios al Estado o sus organismos es un listado amplísimo y de compleja constatación.


En tal sentido, destacó que los sujetos obligados debiesen hacerse cargo de esa obligación, y responsablemente advertir si se encuentran en la hipótesis descrita por la disposición en debate, sancionándose a quienes infrinjan la regla.


Sometida a votación la incorporación del inciso propuesto fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.


La cuarta modificación propuesta por el Ejecutivo consiste en agregar la siguiente expresión final en su inciso segundo: “Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.”.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Larraín, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella

Artículo 46


El inciso primero aprobado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 46.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a la respectiva obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.


La propuesta del Ejecutivo es intercalar a continuación de las frases “la Contraloría General de la República” y “la Contraloría”, la expresión “o por quien corresponda de conformidad al artículo 44”.


Sometida a votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 48


La norma aprobada por el Senado indica:


“Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones, podrán requerir información al mandatario designado.


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.


La propuesta del Ejecutivo es sustituir su inciso segundo por el siguiente: 


“En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, las Superintendencias podrán aplicar las sanciones establecidas en los artículos 27 y 28 del decreto ley 3538, de 1980, del Ministerio de Hacienda y del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.”.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que la propuesta busca evitar la duplicidad de procedimientos sancionatorios a seguir por parte de las Superintendencias. Dado que dichos organismos ya cuentan con jurisprudencia respecto de tal tópico, y a fin de evitar la creación de un nuevo procedimiento, se sugiere conservar sus procedimientos, mediante la remisión a las leyes especiales respectivas.


Puesta en votación la modificación propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Señores Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 52


El artículo 52 aprobado por el Senado, que corresponde al artículo 50 de la Cámara de Diputados, señala:


“Artículo 52.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.”.


La propuesta del Ejecutivo es suprimirlo.


La asesora señora Valeria Lubbert indicó que el fundamento de la supresión es que los administradores de las carteras a que hace referencia la disposición ya se encuentran obligadas a hacer tal declaración en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, por lo que la norma es innecesaria, y además evitar cualquier confusión con el precepto anteriormente aprobado que otorga al Servicio de Impuestos Internos la facultad de dictar una resolución en virtud de la cual se establezca la forma en que el mandatario y el mandante se comunicarán para efectuar la respectiva declaración de renta. 


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo 55


La norma aprobada por el Senado deroga diversas disposiciones en distintos cuerpos legales relativas a las declaraciones de intereses y patrimonio. 


El Ejecutivo propuso eliminar este artículo, en atención a que existirá un lapso entre la publicación de esta ley y su plena vigencia, sin que además sea necesaria tal derogación en virtud de lo dispuesto en el artículo segundo transitorio,, que dispone que las referencias a las declaraciones de intereses y patrimonio contenidas en otras normas se entenderán hechas a esta ley.


Puesta en votación la propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Señores Diputados señores Ceroni, Monckeberg, Soto y Squella.

Artículo Primero Transitorio


El artículo aprobado por el Senado es el siguiente:


“Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.


Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán dictar las normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II, y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del mencionado Título II.”.


La propuesta del Ejecutivo es intercalar los siguientes incisos  segundo y tercero, nuevos: 


“Dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros deberán dictar la o las normas de carácter general a que se refieren los artículos 26, 27 y 36 de esta ley.


A su vez, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la resolución señalada en el artículo 34, dentro del año calendario 2016.”.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert indicó que dado que se agregaron  normas para que la Superintendencias y el Servicio de Impuestos Internos dicten normas de carácter general, se incorporan estos incisos para fijar plazo para el ejercicio de esas obligaciones. 





Sometida a votación, la propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Monckeberg y Soto.

- - -

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, aprobar el proyecto despachado por el Senado, en el segundo trámite constitucional, con las siguientes modificaciones:

Artículo 4°

Numeral 3)





-- Reemplazarlo por el siguiente:





“3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.”.

(mayoría de votos, cinco a favor, tres en contra y una abstención)

Numeral 5)

-- Suprimirlo.

(unanimidad, 9x0)

Numeral 9)





Ha pasado a ser numeral 8).





--Sustituirlo por el que sigue:





“8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o que tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de fundaciones, corporaciones o asociaciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

(unanimidad, 7x0)

Numeral 10)





Ha pasado a ser numeral 9).





--Remplazarlo por el que sigue:





“9) Los funcionarios que cumplan labores directas de fiscalización.”.

(unanimidad, 7x0)

Numeral 11)





Ha pasado a ser numeral 10).





-- Sustituirlo por el siguiente:





“10) Las demás autoridades y personal de planta y a contrata, que sean directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado  y que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico de la respectiva planta de la entidad o su equivalente. Para establecer la referida equivalencia deberá estarse al grado remuneratorio asignado a los empleos de que se trate, y en caso de no tener asignado un grado, al monto de las respectivas remuneraciones de carácter permanente.”.

(unanimidad, 7x0)

Numeral 14)





-- Suprimirlo.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 5°





-- Suprimir su inciso segundo.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 6°





--Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. En caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.





La declaración será pública, sin perjuicio de los datos sensibles y datos personales que sirvan para la individualización del declarante y su domicilio, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración  jurada. Respecto de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública. Quienes infrinjan esta prohibición serán sancionados conforme al Título V de la ley N° 19.628.





Las declaraciones se contendrán en las bases de datos interoperables que determinen las entidades responsables de la fiscalización para cada caso. Un reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará el formulario único en el cual deberán efectuarse las declaraciones y la forma en que las declaraciones se harán disponibles para quienes corresponda supervisar el cumplimiento de esta obligación, sea la Contraloría General de la República para su debido registro y fiscalización respecto de los sujetos señalados en el artículo 4°, o la entidad que corresponda tratándose de los sujetos obligados que indica el Capítulo 3° de este Título.”.

Artículo 7°

Letra a)






-- Intercalar entre su voz final “declarante” y su punto final (.), lo siguiente: “, incluidas las realizadas en los doce meses anteriores a la fecha de asunción del cargo”.

(mayoría de votos, 5x1x1)

Inciso tercero





--Remplazarlo por el siguiente:





“Tratándose de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta que se encuentren vivos y en el segundo grado tanto en la línea colateral como por afinidad.”.
 o o o





--Intercalar como inciso cuarto, nuevo, el siguiente:





“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el sitio electrónico de la institución respectiva sólo podrá publicarse el nombre de los parientes por consanguinidad en primer grado en la línea recta del declarante. En el caso de los fiscales y de los jueces con competencia en lo penal, los datos respecto de todos los parientes indicados en el inciso precedente no serán publicados, debiendo registrarse esa información en el carácter de secreta.”.
o o o





-- Reemplazar su inciso final, por el que sigue:


“Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título y regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de las declaraciones de patrimonio e intereses de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables. Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las declaraciones de los demás sujetos contemplados en el mencionado artículo 4°, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.

Unanimidad, 7x0)

Artículo 8°





--En su inciso segundo, intercalar como palabras finales de la primera oración las siguientes: “y deberá tener el consentimiento de éste”.

Mayoría, 7x1)





--En su inciso cuarto, agregar después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido (.), la frase: “La declaración de los bienes del hijo sujeto a patria potestad, que no se encuentren bajo la administración del declarante, será voluntaria.”.

Artículo 15





--Incorporar como incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, los siguientes: 





“De las infracciones a este Título cometidas por los funcionarios de las categorías B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional y por los abogados secretarios de comisiones corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, al respectivo jefe de servicio. De las infracciones cometidas por los Secretarios Generales de la Cámara de Diputados y del Senado, como también por el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional y por quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, corresponderá conocer a la comisión bicameral a que aluden los artículos 66 y 66 A de la ley N° 18.918.





Si el sujeto obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por el respectivo jefe de servicio o por la comisión bicameral, según sea el caso, para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su remuneración. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el sujeto afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El jefe de servicio o la comisión bicameraldeberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

(unanimidad, 8x0)

Artículo 20





-- En su inciso tercero, reemplazar la expresión “en conciencia” por “conforme a las reglas de la sana crítica”.

(unanimidad, 7x0)

 o o o

Artículo 21, nuevo





--Consignar como artículo 21, nuevo, el siguiente:





“Artículo 21. El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido por el Contralor General de la República para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Contralor General de la República. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y podrá dar lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Contralor General de la República o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Contralor deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.
(unanimidad, 6x0)

 o o o

Artículo 22, nuevo





--Incorporar como artículo 22, nuevo, elque sigue:



 

“Artículo 22. Los miembros de la  Directiva Central de los Partidos Políticos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley, la cual deberá ser entregada al Servicio Electoral para su custodia.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Servicio Electoral de conformidad a su ley orgánica, que considerará una instancia de apelación. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Servicio Electoral  o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Servicio Electoral deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.

(unanimidad, 6x0)

 o o o

Artículo 23





Ha pasado a ser artículo 25.





--Reemplazar sus referencias a los artículos 24 y 29, por otra a los artíulos  26 y 31, respectivamente.

Artículo 24





Ha pasado a ser artículo 26.





-- Reemplazar la expresión “y los alcaldes” por la siguiente: “, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N° 3551”.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 25


Ha pasado a ser artículo 27.


-- Intercalar entre las expresiones “deberá informar las modificaciones”  y “a la Contraloría General de la República”, las palabras “a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda;”.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 27


Ha pasado a ser artículo 29.


-- Sustituir, en su inciso segundo, la referencia al “artículo 23” por otra al “artículo 25”.

Artículo 31


Ha pasado a ser artículo 33.


--Sustituir la expresión “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto” por  “sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado respecto de la procedencia de la comunicación de conformidad con el artículo 39 inciso 4°.”.

(Unanimidad, 7x0)
Artículo 34


Ha pasado a ser artículo 36.


--En su inciso primero sustituir la referencia a “los artículos 22 y 23” prt otra a “los artículos 24 y 25”.


--Reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 


“Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 35 y 39. Para ello, la forma y plazo de la declaración jurada serán fijados mediante resolución por el Servicio de Impuestos Internos.”.


--En su inciso final, reemplazar el guarismo “38” por “40”.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 37


Ha pasado a ser artículo 39.


--Sustituir los guarismos “30” y “57” por “32” y “51”, respectivamente. 

Artículo 40


Ha pasado a ser artículo 42.


--Sustituir los guarismos 31, 32, 33, 37 y 27 por 33, 34, 35, 39 y 29, respectivamente.

Artículo 43


Ha pasado a ser artículo 45.

Numeral 1)





--Intercalar entre la palabra “recepción” y el punto final (.) que le sigue, la expresión “y de radiodifusión sonora”.

(unanimidad, 7x0)

Numeral 2)





--Sustituir las palabras “cuando éstas” por las frases “o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, cuando éstas o aquéllas”, e intercalar entre la voz “recepción” y el punto final (.) que le sigue las  palabras finales “y de radiodifusión sonora”..

(Unanimidad, 7x0)

Numeral 3)





--Suprimirlo.

(unanimidad, 7x0)





-- Agregar en su inciso segundo, después del punto aparate (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase final: “Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.”.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 45





Ha pasado a ser artículo 47.





--Reemplazar “artículo 46” por “artículo 48”.

Artículo 46


Ha pasado a ser artículo 48.


-- Intercalar a continuación de las frases “la Contraloría General de la República” y “la Contraloría”, la expresión “o por quien corresponda de conformidad al artículo 46”, y sustituir “43” y “24” por “45” y “26, respectivamente..

(unanimidad, 7x0)

Artículo 48





Ha pasado a ser artículo 50.


-- Sustituir su inciso segundo, por el siguiente: 


“En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, las Superintendencias podrán aplicar las sanciones establecidas en los artículos 27 y 28 del decreto ley 3538, de 1980, del Ministerio de Hacienda y del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.”.

(unanimidad, 7x0)

Artículo 49





Ha pasado a ser artículo 51.





--Reemplazar los guarismo 29, 30, 31, 33, 36 y 37 por 31, 32, 33, 35, 38 y 39, respectivamente.

Artículo 52





--Suprimirlo.

(unanimidad, 7x0)

Artículo primero transitorio


--Intercalar, como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:


“Dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros deberán dictar la o las normas de carácter general a que se refieren los artículos 28, 29 y 38 de esta ley.


A su vez, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la resolución señalada en el artículo 36, dentro del año calendario 2016.”.

- - -

A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES”.

TÍTULO I

Normas Generales





Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención y sanción de conflictos de intereses.





El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.





Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.





Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”.





La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda..





Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.





Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.

TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

CAPÍTULO 1°

De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio




Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3° del presente Título, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:





1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.





2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.





3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.





4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.





5) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.





6) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.





7) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o el Banco Estado.





8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de fundaciones, corporaciones o asociaciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.





9) Los funcionarios que cumplan funciones directas de fiscalización.





10) Las demás autoridades y personal de planta y a contrata, que sean directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado y que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico de la respectiva planta de la entidad o su equivalente. Para establecer la referida equivalencia deberá estarse al grado remuneratorio asignado a los empleos de que se trate, y en caso de no tener asignado un grado, al monto de las respectivas remuneraciones de carácter permanente. 





11) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.





12) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.





Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.





Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. En caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.





La declaración será pública, sin perjuicio de los datos sensibles y datos personales que sirvan para la individualización del declarante y su domicilio, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración  jurada. Respecto de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública. Quienes infrinjan esta prohibición serán sancionados conforme al Título V de la ley N° 19.628.





Las declaraciones se contendrán en las bases de datos interoperables que determinen las entidades responsables de la fiscalización para cada caso. Un reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará el formulario único en el cual deberán efectuarse las declaraciones y la forma en que las declaraciones se harán disponibles para quienes corresponda supervisar el cumplimiento de esta obligación, sea la Contraloría General de la República para su debido registro y fiscalización respecto de los sujetos señalados en el artículo 4°, o la entidad que corresponda tratándose de los sujetos obligados que indica el Capítulo 3° de este Título.





Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:





a) Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante, incluidas las realizadas en los doce meses anteriores a la fecha de asunción del cargo.





b) Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile, deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.





c) Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.





d) Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización.





e) Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización.





Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, derechos, concesiones y valores, a que se refieren las letras b), c) y f) de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra, que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.





f) Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.





g) Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada.





h) La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.





La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil.





Tratándose de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta que se encuentren vivos y en el segundo grado tanto en la línea colateral como por afinidad.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el sitio electrónico de la institución respectiva sólo podrá publicarse el nombre de los parientes por consanguinidad en primer grado en la línea recta del declarante. En el caso de los fiscales y de los jueces con competencia en lo penal, los datos respecto de todos los parientes indicados en el inciso precedente no serán publicados, debiendo registrarse esa información en el carácter de secreta.





Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.





Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título y regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de las declaraciones de patrimonio e intereses de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables. Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las declaraciones de los demás sujetos contemplados en el mencionado artículo 4°, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.





Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.





Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente, y deberá tener el consentimiento de éste. Si la cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 





Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.





La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela. La declaración de los bienes del hijo sujeto a patria potestad, que no se encuentren bajo la administración del declarante, será voluntaria.

CAPÍTULO 2°

De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado





Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces,  tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.





Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.





Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.





Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9° y 151 del decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.





Artículo 11.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República de oficio o a petición fundada de cualquier interesado deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.





Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.





El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este Título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.





Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.





Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este Título se hará efectiva por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor, según corresponda.





Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este Título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.





La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal, y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.





Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.





La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto no procederán recursos ulteriores.





La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

Capítulo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades





Artículo 14.- Los diputados y senadores, los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley. De forma supletoria se aplicarán las reglas de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.





Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.





Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.





El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.





De las infracciones a este Título cometidas por los funcionarios de las categorías B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional y por los abogados secretarios de comisiones corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, al respectivo jefe de servicio. De las infracciones cometidas por los Secretarios Generales de la Cámara de Diputados y del Senado, como también por el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional y por quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, corresponderá conocer a la comisión bicameral a que aluden los artículos 66 y 66 A de la ley N° 18.918.





Si el sujeto obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por el respectivo jefe de servicio o por la comisión bicameral, según sea el caso, para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su remuneración. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el sujeto afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El jefe de servicio o la comisión bicameraldeberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.





Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el sujeto obligado no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido de oficio o a petición fundada de cualquier interesado, para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





Artículo 17.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no realizan oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse por el superior jerárquico que corresponda de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.





En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.





Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe de cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontará directamente de sus remuneraciones o dieta, según corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse por el pleno de la Corte Suprema de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.





En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.





Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el tribunal respectivo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse por el tribunal respectivo de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.





En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.





Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.





El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central.





Artículo 21. El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido por el Contralor General de la República para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Contralor General de la República. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y podrá dar lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Contralor General de la República o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Contralor deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este Título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara, que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.



 

Artículo 22. Los miembros de la  Directiva Central de los Partidos Políticos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley, la cual deberá ser entregada al Servicio Electoral para su custodia.





Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Servicio Electoral de conformidad a su ley orgánica, que considerará una instancia de apelación. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad.





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Servicio Electoral  o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Servicio Electoral deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.





Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.

TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades





Artículo 23.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato”, y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.





Los candidatos a Presidente de la República, diputados o senadores, consejeros regionales y alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a las normas de este Título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.

CAPÍTULO 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y características





Artículo 24.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se harán cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.





La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.





En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro Cuarto del Código Civil.





La celebración de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.





Artículo 25.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 26. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en éstos. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 31, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.

Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato





Artículo 26.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N° 3551, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:





a) Constituir un mandato especial conforme a las normas de este Título, o





b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.





El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.





Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso, dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.





Artículo 27.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.





Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:





1) La individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.





2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.





3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.





Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.





Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberán publicarse en el mismo sitio las modificaciones a los instrumentos referidos.





Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. y a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y, en el caso de los diputados y senadores, a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.





Artículo 28.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:





a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.





b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.





c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero. Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.





Artículo 29.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.





Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 25.





Artículo 30.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.

Párrafo 3°

Obligaciones y prohibiciones del mandante





Artículo 31.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.





Artículo 32.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.





Tampoco podrá nombrarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.





En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalando no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, referidas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.”.

Párrafo 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario





Artículo 33.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado respecto de la procedencia de la comunicación de conformidad con el artículo 39 inciso 4°.





Artículo 34.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.





Artículo 35.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.





Artículo 36.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 24 y 25 de este Título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974. El mandatario deberá enviar, oportunamente, copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.





Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 35 y 39. Para ello, la forma y plazo de la declaración jurada serán fijados mediante resolución por el Servicio de Impuestos Internos.





El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.





Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 40 recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley sobre Impuesto a la Renta.”





Artículo 37.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.





En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.





Artículo 38.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.





Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.





Artículo 39.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 32.





El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.





La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 51.





Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley. Estas comunicaciones deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. Los actos que las superintendencias emitan de conformidad con el inciso anterior, en ningún caso darán lugar a responsabilidad por parte de aquéllas.





Artículo 40.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.





Artículo 41.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 5°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante





Artículo 42.- El mandato especial termina por las siguientes causales:





1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante.





2) Por la revocación expresa del mandante.





3) Por la renuncia del mandatario.





4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario.





5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante.





6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario.





7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 33.





8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber infringido lo dispuesto en los artículos 34, 35 ó 39.





9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 29.





Artículo 43.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior, el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendado, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.





En el caso de disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.





En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador del procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.





En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.





La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.





Artículo 44.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley





Artículo 45.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:





1) El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y de radiodifusión sonora.





2) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, cuando éstas o aquéllas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y de radiodifusión sonora.





La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley. Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.





La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil. Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.

CAPÍTULO 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación





Artículo 46.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Título:





1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.





2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.





3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que corresponda, respecto de los senadores y diputados.





4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.





Artículo 47.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de esta ley.





En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme al mismo.





En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.





Artículo 48.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 45 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 26 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República o por quien corresponda de conformidad al artículo 46 para que dé cumplimiento a la respectiva obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría  o por quien corresponda de conformidad al artículo 46  formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.





La infracción referida en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.





Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.





En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley




Artículo 49.- Las multas que este Título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.




Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.





Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.





En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.





Artículo 50.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones, podrán requerir información al mandatario designado





En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, las Superintendencias podrán aplicar las sanciones establecidas en los artículos 27 y 28 del decreto ley 3538, de 1980, del Ministerio de Hacienda y del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.





Artículo 51.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 31 y 32 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. Dicho incumplimiento será considerado como una falta al principio de probidad administrativa.





Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 33, 35, 38 y 39 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.





Artículo 52.- Las sanciones contempladas en este Título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.





La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.





La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.





En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley. En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3.538, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.





Artículo 53.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.

TÍTULO IV

Modificaciones a diversos cuerpos legales





Artículo 54.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:





Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.





Artículo 55.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario, la frase “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por la siguiente: “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.





Artículo 56.- Deróganse las siguientes disposiciones:





1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001.





2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.





4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.





5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.





6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.





7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.





8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.




Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:





“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.





Artículo 58.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, por el que sigue:





“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.





Artículo 59.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:





“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y al Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.





Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.





Dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros deberán dictar la o las normas de carácter general a que se refieren los artículos 28, 29 y 38 de esta ley.





A su vez, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la resolución señalada en el artículo 36, dentro del año calendario 2016.





Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán dictar las normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.





Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II, y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del mencionado Título II.





Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 21 de julio, 5, 12 y 31 de agosto y 9 de septiembre, todos de 2015, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Espina (Presidente), Horvath (Lily Pérez), Quinteros (De Urresti) y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Turres (Squella) y señores Ceroni, Monckeberg, Rincón y Soto.





Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G, Secretario de la Comisión Mixta.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LAS LEYES N°S 19.496 Y 19.628 PARA REGULAR LA PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA EN LO RELATIVO AL ENVÍO DE PUBLICIDAD

(10.133-03)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez y señores Harboe y Pizarro.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 17 de junio de 2015,  pasando a la Comisión de Economía.

- - - - -

A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Asesor, señor Adrián Fuentes.
Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; la Jefa de Gabinete, señora Catalina Huidobro, y la Asesora, señora Magdalena Lazcano.

De la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SUBTEL): el Jefe de la División de Política Regulatoria y Estudios, señor Raúl Lazcano.

También estuvieron presentes las siguientes personas:

De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES): los Asesores, señores Luis Batalle y Daniel Portilla.

Los Asesores señores Fabián Luengo (Senador señor Alejandro Navarro), Eduardo Faúndez (Senadora señora Lily Pérez), José Huerta (Senador señor Manuel José Ossandón) y Eduardo Barros (Senador señor Eugenio Tuma).

De la Fundación Jaime Guzmán, el Analista, señor Diego Vicuña.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Actualizar la legislación en materia de protección de los consumidores, ante el escenario de desarrollo masivo de la publicidad y de ofertas de servicios no solicitados por ellos, que se efectúan vía telefónica y a correos electrónicos privados. Lo anterior, de modo de velar por derechos fundamentales de los consumidores como son el respeto a la vida privada, el acceso y uso de números de teléfono y direcciones de correo electrónico privados, y evitar el envío de información sin su consentimiento y sin regulaciones mínimas que reguarden las horas de descanso y la vida privada de las personas.

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Constitución Política de la República, artículo 19, Nº 4º, que asegura a todas las personas el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia.

- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos del consumidor.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a este proyecto.

La moción comienza señalando que la protección de la vida privada constituye una clara tendencia en los documentos supranacionales, como el artículo 12° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y en legislaciones internas más modernas como la francesa. 
La Constitución Política de la República, en esta misma línea, en su artículo 19° Nº 4°, asegura a todas las personas "el respeto y protección a la vida privada y pública”. 
La ley N° 19.628, de Protección a la Vida Privada, por su parte, establece el derecho de las personas a efectuar el tratamiento de datos personales, siempre que se haga de manera concordante con la ley, y siempre "deberá respetar el pleno ejercicio de los derechos fundamentales de los titulares de los datos y de las facultades que la ley les reconoce".

Luego, el artículo 4° establece que el tratamiento de datos requiere el consentimiento del titular y la persona que autoriza debe ser debidamente informada respecto del propósito del almacenamiento de sus datos personales y su posible comunicación al público.

En su artículo 12° se establece el derecho de toda persona a exigir a quien sea responsable de un banco, información sobre los datos relativos a su persona, su procedencia y destinatario, el propósito del almacenamiento y la individualización de las personas u organismos a los cuales sus datos son transmitidos regularmente.

Finalmente, la ley N° 19.496, de Protección de los Derechos del Consumidor, en el artículo 28 B, regula la comunicación promocional o publicitaria enviada por correo electrónico, especificando que deberá indicar la materia o asunto sobre el que versa, al igual que la identidad del remitente y contener una dirección válida a la que el destinatario pueda solicitar la suspensión de los envíos, quedando desde entonces prohibidos. A su vez, establece que quienes realicen estas comunicaciones promocionales o publicitarias a los consumidores deberán indicar una forma expedita en que los destinatarios podrán solicitar la suspensión de las mismas; solicitada ésta, el envío de nuevas comunicaciones quedará prohibido.

Los autores de la moción hacen presente que estas normas no dan cuenta de la realidad que enfrentan los consumidores en un mercado publicitario masivo y que desarrolla estrategias de comunicación agresivas utilizando los diversos medios. La legislación ha quedado superada por la dinámica del mercado, situación que genera asimetría y vulnera derechos esenciales de los consumidores, como la protección de su vida privada y la posibilidad de ejercer el derecho a otorgar el consentimiento o rechazo para recibir este tipo de comunicaciones.

La legislación comparada es específica en la regulación de dichas comunicaciones. 
España califica de "práctica comercial desleal con los consumidores" la realización de propuestas no deseadas y reiteradas por medios de comunicación a distancia. La legislación española ha avanzado en el reconocimiento del derecho de los consumidores a decidir, desde la primera llamada telefónica, si desean recibir más ofertas, y resguarda a los consumidores regulando los horarios en que se pueden efectuar este tipo de llamados. Se prohíbe las llamadas comerciales después de las 21:00 y antes de las 09:00 horas, como también los fines de semana y festivos. 

Alemania, en su ley de "lucha contra el telemercadeo no deseado", que regula especialmente las comunicaciones promocionales y publicitarias a distancia, autoriza las comunicaciones promocionales o publicitarias sólo cuando el consumidor lo ha consentido previa y expresamente. Esta ley dispone de una norma similar a la española en orden a prohibir que los proveedores se comuniquen telefónicamente con los consumidores desde números no identificables, norma cuyo incumplimiento es sancionado hasta con 10.000 euros.

Argentina tiene un registro que permite a los consumidores inscribirse para no recibirlas, mismo mecanismo que se considera a nivel estatal en Estados Unidos de Norteamérica.

En efecto, en Estados Unidos las legislaciones de Telephone Consumer Protection Act de 1991 (TCPA) y Telemarketing and Consumer Fraud Prevention Act, limitan el telemarketing, prohibiendo las comunicaciones de telemarketing automáticas y de voz pregrabada, en un horario de 08:00 a 21:00 hrs. Por su parte, el estado de Texas se dispone de un registro donde los consumidores pueden registrar su número de teléfono para no ser sujetos pasivos de comunicaciones promocionales o publicitarias a distancia.

Argentina, a nivel nacional, presenta una Ley de Protección de los Datos Personales (Ley N° 25.326) que exige que la recopilación de domicilios, reparto de documentos, publicidad o venta directa y otras actividades análogas, se efectúe en base a datos que figuren en documentos accesibles al público o hayan sido facilitados por los propios titulares u obtenidos con su consentimiento. A nivel federal, dispone de un registro que permite a las personas titulares de cuentas telefónicas inscribirse manifestando su intención de "no ser contactada telefónicamente por personas que, haciendo uso de datos personales, utilizan el sistema de telemarketing para publicitar, ofertar, vender y/o regalar bienes y/o servicios", sistema similar que actualmente se está legislando en Uruguay. 

La moción continúa señalando que, en el sistema de telecomunicaciones en Chile, se contabilizan 3.397.967 líneas en Servicio de Telefonía Básica y 23.683.351 números abonados en telefonía celular, y de estos, 7.374.909 están suscritos a un plan comercial. En relación al consumo del internet, existe un total de 2.503.072 conexiones totales fijas y 10.713.842 conexiones móviles. Este es el contexto en el cual las empresas podrían operar para publicitar sus servicios, promociones o bienes.

Las diversas empresas de retail, financieras o telecomunicaciones canalizan sus campañas de publicidad u ofertas a través de call center o vía correo electrónicos. A estas empresas se han incorporado nuevos actores de servicios masivos como es la televisión por cable que presenta una penetración del 64% en el mercado con 4.158.874 personas que cuentan con este servicio, quienes están expuestos a campañas de publicidad u ofertas masivas.

Los autores de la moción concluyen que este escenario de desarrollo masivo de la publicidad y de ofertas de servicios no solicitados por los consumidores que se efectúan vía telefónica a números y correos electrónicos privados, demanda la actualización de la legislación y cerrar los vacíos legales que permiten operar a las empresas de publicidad masiva, vulnerando derechos fundamentales de los consumidores como son el respeto a la vida privada, el acceso y uso de números de teléfono o dirección de correo electrónico privados y el envío de información sin su consentimiento, y sin regulaciones mínimas que reguarden las horas de descanso y la vida privada de las personas.

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general del proyecto escuchando la exposición del Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz. 


El señor Muñoz realizó una exposición que comprende los siguientes puntos:
1.- Actual regulación.

2.- Datos de reclamos.

3.- Aplicación no molestar.

4.- Acciones del SERNAC.

5.- Experiencia comparada.

6.- Comentarios sobre el proyecto. 
Como punto de partida, puso de relieve que este proyecto revela una necesidad muy importante tanto de avanzar en el cumplimiento de la normativa vigente, como de revisar cómo se puede fortalecer la estructura normativa en esta materia, de manera de hacer realidad los derechos de los consumidores declarados en la ley.
I. ACTUAL REGULACIÓN:
El Director del SERNAC señaló que actualmente el artículo 28 B de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor establece las siguientes obligaciones:
- Toda comunicación debe identificar correctamente al proveedor y debe indicar el motivo de la comunicación;
- Toda comunicación debe indicar un mecanismo expedito para solicitar la suspensión del envío de esta información. Es una obligación de entrada para el proveedor, la de indicar el modo como se ejerce el derecho a pedir la suspensión, que si no se cumple, constituye una infracción a la ley;
- Una vez que el consumidor solicita la suspensión de las comunicaciones, el proveedor se encuentra obligado a suspender los envíos;
Hizo presente que la norma no asocia el incumplimiento de estas a una sanción específica, de manera que se aplica supletoriamente lo dispuesto en el artículo 24 de la ley, esto es, por cada una de las infracciones se pueden aplicar multas de hasta 50 UTM, y lo contenido en el artículo 3, letra e) del mismo cuerpo normativo, en caso de provocar daño al consumidor.
La actual regulación corresponde a un sistema de “opt-out” que implica:
- Que la comunicación contenga un mecanismo claro para que el consumidor pueda solicitar el cese de éstas. 
- Una actividad del consumidor tendiente a manifestar su voluntad de no recibir más comunicaciones. El consumidor tiene que salir el registro.
Si el consumidor ejerce este derecho a la suspensión del envío de comunicaciones y ellas se continúan enviando, se puede generar una infracción.
Este sistema ha tenido una implementación difícil pues traspasa costos al consumidor para poder solicitar la suspensión de estos envíos.
Llamó la atención sobre la relevancia de la “validación” de datos que efectúa el consumidor, al ejercer este derecho, la que puede constituir un incentivo perverso. En definitiva, es una confirmación de la información con que cuenta el proveedor, y con ello la base de datos aumenta su valor.
El señor Muñoz puso de relieve que SERNAC ha desarrollado diversas acciones destinadas a impulsar buenas prácticas y facilitar el cumplimiento de la ley, pero sin tener facultades fiscalizadoras y sancionadoras.
En este punto, la Honorable Senadora señora Pérez consultó qué ocurriría en esta materia si se encontrara vigente el proyecto de ley de fortalecimiento del SERNAC, que acaba de ser despachado por la  Comisión (Boletín N° 9.369-03).
El señor Muñoz señaló que en un sistema opt out, con facultades fiscalizadoras, se podría haber atacado este problema de una manera mucho más eficaz, trabajando sobre la base de fiscalización y prevención, mas que de reacción ante los reclamos.
El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, manifestó que el consumidor tiene dos vías para denunciar estas infracciones. La primera es por medio de un reclamo formal por infracción al artículo 28 B, y la otra vía es a través de la utilización del registro “No Molestar” que ha implementado el SERNAC y que tiene disponible en la página web, solicitud que no implica un reclamo que vaya a generar una sanción, sino que solo una denuncia del consumidor para que cese el envío de la publicidad.
II. DATOS DE RECLAMOS.

El señor Muñoz presentó los siguientes datos de reclamos por infracción al artículo 28 B de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor (SPAM, publicidad no deseada):

[image: image2.png]Ao Numero de reclamos
2010 552

2011 957

2012 963

2013 1134

2014 1452

2015 (hasta agosto) 821

Total general 5879






Reclamos por infracción al artículo 28 B de la LPC (SPAM, publicidad no deseada):
[image: image1.png]



III. APLICACIÓN NO MOLESTAR.

El señor Director hizo presente que, en el marco actual, el consumidor tiene también esta posibilidad de usar la aplicación “No Molestar”.
El SERNAC lanzó en agosto de 2013 la aplicación “No Molestar” (http://www.sernac.cl/no-molestar/). Esta aplicación surgió como una iniciativa institucional con el objeto de crear un canal a través del cual los consumidores puedan solicitar la suspensión de publicidad o promociones enviadas por las empresas, a través de correo electrónico, teléfono celular, teléfono fijo, mensajería de texto, fax y correo postal. Lo anterior, en el contexto de lo descrito en el artículo 28 B de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.
La aplicación permite a los consumidores seleccionar la empresa y el canal a través del cual recibe publicidad o promociones no deseadas y solicitar la suspensión de dichas comunicaciones. Esa es la funcionalidad de esta aplicación.
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Estas solicitudes son oficiadas mensualmente a las empresas para que saquen de sus registros los datos de contacto de esos consumidores. Presentó datos respecto del volumen:
Para poder ponderar adecuadamente estas cifras, el Director llamó la atención que SERNAC recibe 300 mil reclamos al año considerando todas las materias, y acá sólo en relación a estas solicitudes hay casi 130 mil en tres años. Es una cifra muy alta.
Se identifica que las alzas de las solicitudes corresponden a acciones comunicacionales del SERNAC tendientes a visibilizar la aplicación, esto es, el peack de solicitudes “No Molestar” que se constata en el gráfico, se produjo con el relanzamiento de la aplicación que se realizó este año.
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Hizo presente que 4 conglomerados de empresas concentran el 50% de todas las solicitudes ingresadas: Movistar, Claro, Entel y Banco de Chile. Esto probablemente está relacionado con el volumen de clientes de las mismas.
[image: image3.emf]Conglomerado  P roveedor  Volumen  %  Acumulado  

Movista r  MOVISTAR MOVIL (CELULAR  -   INTERNET MOVIL)  7192  13,26%  49,89%  

MOVISTAR FIJO (TELEFONIA FIJA  -   TV CABLE  -   INTERNET DOMICILIARIA)  3568  6,65%  

MOVISTAR (CELULAR  -   INTERNET MOVIL)  2568  1,34%  

MOVISTAR HOGAR (RED FIJA  - TV CABLE  -   INTERNET DOMICILIARIA)  1261  0,67%  

CARRIER 181 MOVISTAR  2000  2,88%  

Claro  CLARO MOVIL (CELULAR  -   INTERNET MOVIL  - PRODUCTO 3 PLAY  INALAMBRICO)  5178  9,78%  

CLARO FIJO   2218  4,31%  

CLARO TELEFONIA MOVIL E INTERNET BANDA ANCHA MOVIL  - PRODUCTO  3 PLAY INALAMBRICO  1600  0,79%  

CARRIER 171 CLARO  1082  1,51%  

Entel  ENTEL PCS  1372  0,65%  

ENTEL PCS MOVIL (CELULAR  -   INTERNET MOVIL)  2990  5,60%  

B anco de    Chile  BANCO DE CHILE  -   CREDICHILE  -   BANCO EDWARDS  -   CITI -   TARJETAS DE  CHILE S.A.  1682  2,46%  

 


El Honorable Senador señor Tuma consultó cómo opera la aplicación, y qué ocurre después que se hace uso de ella, cómo se tiene certeza que la empresa terminó con el envío de publicidad no deseada al usuario
El señor Muñoz destacó que la aplicación permite recabar información, enviarla, e individualizar el canal a través del cual se ha recibido la comunicación, la empresa y al consumidor. SERNAC envía un oficio al proveedor, notificando a la empresa que los consumidores individualizados han solicitado el cese del envío de comunicaciones respecto de esa empresa en particular, y quedando registro de ello.
Uno de los problemas que se presentan es el alto nivel de reincidencias, pues las empresas no cumplen con el cese del envío de esas comunicaciones.
La Honorable Senadora señora Pérez preguntó si no se aplica ninguna sanción si las empresas reinciden.
Por otra parte, puso de relieve la importancia que el consumidor tome conocimiento respecto de la posibilidad de reclamar en caso de este tipo de publicidad, que puede ser bastante molesta, por ejemplo llamadas telefónicas de los bancos los domingos en la tarde. Existe bastante desinformación, y un ejemplo de lo anterior es que personalmente no estaba al tanto de su posibilidad de reclamar.
El Director del SERNAC manifestó que el diagnóstico del proyecto de ley en esta materia es correcto, la institucionalidad hoy día presenta brechas de cumplimiento y eso es observado por todos los consumidores, y también por el SERNAC, a pesar de que con las limitadas facultades con que cuentan, han intentado avanzar en el cumplimiento de la ley.
En segundo lugar manifestó que abordar el problema y aproximarse a él desde una perspectiva de política pública, ha motivado a SERNAC a trabajar con la industria para que ajusten sus sistemas, mas que judicializarlo de inmediato, que les parece que es el camino correcto.
Efectivamente, la solicitud de “No Molestar” no genera sanción, sino que se le envía un oficio al proveedor. El sentido del oficio es que quede un registro de la solicitud, y ello permitiría, eventualmente, si es necesario y no hay ajustes en el corto plazo, iniciar acciones que serían colectivas. Actualmente se encuentran en una fase de mejora del sistema, afirmó.
Continuando con su exposición, el señor Muñoz explicó que se efectuó un análisis de las reincidencias y también de los reincidentes. 
Se identificaron alrededor de 7.000 reincidencias (solicitudes enviadas por un mismo consumidor, respecto de un mismo proveedor en distintas fechas), lo que lleva a suponer que estos proveedores no han tomado las medidas necesarias para eliminar de sus bases a estos consumidores que han solicitado no recibir comunicación. Esto evidencia que el sistema actual no está sirviendo para que las empresas adopten las medidas necesarias y eliminen a los consumidores de sus registros.
Manifestó que, respecto de las reincidencias, se está trabajando con las empresas para que a la brevedad posible se tomen las medidas necesarias para eliminar a los consumidores que han solicitado no seguir recibiendo esta comunicación, consumidores que además tienen registro en el SERNAC. El SERNAC ha dirigido oficios en este sentido a los proveedores.
Además se ha adoptado una medida separada respecto a los reincidentes con mayor número de reincidencias. Señaló que el SERNAC ofició a los proveedores reincidentes que tienen más de 10 reincidencias, informándoles sobre el relanzamiento de la aplicación No Molestar, haciéndoles presente las reincidencias, señalando que se espera que proactivamente den cumplimiento a éstas y solicitando información sobre el número de solicitudes recibidas (con el detalle de las reincidencias) y cuáles han sido cumplidas (consumidores eliminados de sus bases). 
Hasta el momento no se han recibido todas las respuestas por parte de las empresas.
En base a las respuestas se evaluará la apertura de Mediaciones Colectivas (para solucionar el problema definitivamente) o el inicio de acciones judiciales con los siguientes objetivos:
- Que los proveedores eliminen permanentemente de todas sus bases a los consumidores que en reiteradas ocasiones lo han solicitado.
- Implementar mecanismos para mejorar el cumplimiento de las solicitudes de la aplicación a partir del primer oficio.
Recalcó que antes de judicializar se han seguido una serie de pasos: identificar el problema, buscar una solución en el marco de la ley, facilitar el cumplimiento legal, indicar los incumplimientos, buscar previamente una solución. Porque lo relevante es que se cumpla con la ley y con los consumidores.
Listado de proveedores reincidentes que fueron oficiados:
	PROVEEDOR
	SOLICITUDES
	CONSUMIDORES

	MOVISTAR (CELULAR - INTERNET MOVIL)
	657
	310

	CLARO MOVIL (CELULAR - INTERNET MOVIL -PRODUCTO 3 PLAY INALAMBRICO)
	463
	212

	MOVISTAR FIJO (TELEFONIA FIJA - TV CABLE - INTERNET DOMICILIARIA)
	282
	132

	ENTEL PCS MOVIL (CELULAR - INTERNET MOVIL)
	216
	101

	CLARO FIJO (TELEFONIA FIJA - TV CABLE - INTERNET DOMICILIARIA - CABLE SATELITAL - 3 PLAY ALAMBRICO)
	202
	91

	BANCO DE CHILE - CREDICHILE - BANCO EDWARDS - CITI- TARJETAS DE CHILE S.A.
	192
	86

	CARRIER 181 MOVISTAR
	78
	37

	ENTELPHONE (TELEFONIA FIJA - INTERNET ADSLNGN WILLSUPER ADSL)
	75
	34

	TARJETAS CENCOSUD (EASY JUMBO PARIS CENCOSUD)
	76
	33

	BANCO BBVA
	67
	32

	BANCO PARIS
	65
	31

	CARRIER 171 CLARO
	69
	29

	BANCO SCOTIABANK Y SUD AMERICANO - (BANCO DESARROLLO )
	59
	28

	BANCO CORPBANCA Y BANCO CONDELL- TARJETA DE CREDITO MASTERCARD SMU
	53
	25

	BANCO SANTANDER BANEFE ( NO SEGUROS) MASTERCARD BATA - PREUNIC - MONSERRAT
	52
	24

	CARRIER 110 CLARO
	52
	22

	CARRIER 123 ENTEL S.A. (ENTEL INTERNET)
	41
	20

	BANCOESTADO (BANCO ESTADO - CAJA VECINA Y SERVIESTADO)
	43
	19

	BANCO FALABELLA ( VISA BANCO FALABELLA)
	40
	18

	CARRIER 155 CLARO
	44
	18

	BANCO RIPLEY
	33
	16

	TARJETA CMR FALABELLA
	34
	15

	CORREO MASIVO
	37
	15

	PARQUE DEL RECUERDO - VESPUCIO - CORDILLERA - PADRE HURTADO -VESPUCIO DOS (SANTA CLARA)
	29
	14

	TIENDAS RIPLEY (RIPLEY.CL VENTA INTERNET)
	30
	14

	VTR FIJO (TELEFONIA FIJA - TV CABLE - INTERNET DOMICILIARIA)
	31
	13

	CAJA DE COMPENSACION LOS ANDES - C.C.A.F. DE LOS ANDES
	26
	11

	TARJETAS LA POLAR (INVERSIONES SCG S.A - INVERSIONES LP S.A)
	22
	11

	TARJETA RIPLEY - CAR (COBRANZAS PAYBACK - PBS)
	20
	10

	BANCO ITAU
	21
	10

	BANCO BCI TBANC BANCO NOVA BCI LEASING
	20
	10



IV. ACCIONES DEL SERNAC.

	N° 
	Nombre Proveedor
	Oficios enviados año 2013
	Oficios enviados año 2014
	Oficios enviados año 2015
	Total

	1
	MOVISTAR
	14
	36
	12
	62

	2
	CLARO
	20
	60
	20
	100

	3
	ENTEL
	12
	36
	12
	60

	4
	BANCO DE CHILE
	4
	12
	4
	20

	5
	CENCOSUD Y BANCO PARIS
	8
	24
	5
	37

	6
	RIPLEY
	14
	48
	16
	78

	7
	FALABELLA
	25
	84
	28
	137

	8
	BANCO BBVA
	4
	12
	4
	20

	9
	BANCO BCI 
	4
	12
	4
	20

	10
	BANCO CORPBANCA Y BANCO CONDELL
	4
	12
	4
	20

	11
	BANCO SANTANDER 
	4
	12
	4
	20

	12
	BANCO SCOTIABANK 
	4
	12
	4
	20

	13
	BANCOESTADO 
	4
	12
	4
	20

	14
	PARQUE DEL RECUERDO 
	1
	12
	4
	17

	15
	BANCO ITAU
	4
	12
	4
	20

	16
	TARJETA PRESTO 
	4
	12
	4
	20

	17
	VTR FIJO 
	4
	12
	4
	20

	18
	CAJA DE COMPENSACION LOS ANDES
	4
	12
	4
	20

	19
	BANCO SECURITY
	4
	12
	4
	20

	 
	TOTAL
	142
	444
	145
	731
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The National Do Not Call Registry gives you a choice about whether to receive telemarketing calls at home. Most telemarketers should not call your
number once it has been on the registry for 31 days. If they o, you can file a complaint at this Website. You can register your home or mobile
phone for free.

En Espanol



Denuncias:
El señor Muñoz explicó que las denuncias se refieren fundamentalmente a aquellos casos en que el consumidor ha hecho la denuncia en el juzgado de policía local, y SERNAC se ha hecho parte:

V. EXPERIENCIA COMPARADA.


El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, dio a conocer algunos de los sistemas que se han implementado en la experiencia comparada.

- Estados Unidos: (National Do Not Call Registry).
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El sistema norteamericano es un sistema intermedio, administrado por la Federal Trade Comission. El consumidor registra su teléfono si no desea recibir este tipo de comunicaciones, pero no lo hace respecto de un proveedor específico; y son los proveedores los que deben hacer el trabajo de verificar si un determinado número está bloqueado para recibir este tipo de publicidad o no.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó respecto de la efectividad del sistema norteamericano y quien lo financia.

El señor Muñoz declaró que el sistema funciona bien, desde hace ya aproximadamente 10 años. El incentivo está para las empresas de hacer esas inversiones y verificar, y luego pueden desarrollar su actividad de manera libre, fuera de esta restricción. Es un sistema fácil.


- España.


España tiene el sistema de las Listas Robinson. El consumidor debe registrarse, pero es amplio para cualquier medio de comunicación:
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- Argentina: Registro Nacional No Llame. También es el consumidor el que debe registrarse.
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VI. COMENTARIOS AL PROYECTO.

La situación actual es que existe una práctica reiterada por ciertos proveedores consistente en el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales no deseadas. 
El proyecto representa un cambio de sistema, proponiéndose pasar de una regla de “opt-out” a una de “opt-in”, vinculándolo a la declaración explícita de un derecho de los consumidores a la protección de la vida privada, para lo que se modifica el artículo 3°.
El proyecto es amplio, pues establece la prohibición del envío de comunicaciones publicitarias o promocionales por cualquier medio, incluidos medios electrónicos a menos que el consumidor lo autorice expresamente.
La tendencia en derecho comparado es la existencia de un registro donde el consumidor puede inscribir sus datos de contacto, tales como teléfono fijo, teléfono móvil, mail, entre otros, para que quede prohibida toda comunicación promocional por parte de proveedores a partir de un cierto plazo contado desde dicho registro.
Llamó la atención que, por vía reglamentaria, es posible generar registros; pero el reglamento no puede ir en un sentido contrario a la ley, ni cambiar de un sistema a otro.
El actual sistema adolece de problemas en cuanto a los incentivos para cumplir con la norma, ya que la obligación del consumidor en cuanto a declarar expresamente que no desea seguir recibiendo publicidad puede incentivar el envío de más comunicaciones.
Esto pues al declarar que no desea recibir más un determinado tipo de publicidad, lo que hace es “validar sus datos” en la base de datos, que luego puede ser traspasado a otra empresa.
Habría que tomar en consideración la forma en la que se requerirá la aceptación por parte del consumidor, así como también normas que se ocupen de la implementación, especialmente como transitar de un régimen a otro.
El Director del SERNAC reiteró su apoyo al proyecto en estudio, y señaló que SERNAC también intenta desde el punto de vista administrativo solucionar el problema. Se trata de una iniciativa muy relevante para los consumidores, concluyó.

Intervino a continuación el Jefe de la División Política Regulatoria y Estudios de la Subsecretaria de Telecomunicaciones, señor Raúl Lazcano.
El señor Lazcano comenzó señalando que realizará solo algunos comentarios generales en relación con la materia que aborda el proyecto.
Destacó que la tendencia que existe en el país respecto de los servicios de telecomunicaciones es permanentemente creciente, cada día las personas están más conectadas, y esta es una realidad que sólo va a aumentar. Y con el aumento del número de personas conectadas, puede también aumentar este problema.
También va en aumento el número de pantallas que cada persona tiene disponible, por ejemplo la del celular, televisión, juegos, tablet, etc. Y todas esas pantallas son fuentes de información, terminales donde se puede recibir mensajería de todo tipo.
El señor Lazcano también coincidió en que existen diversas formas hoy día en el mercado para construir bases de datos que son muy valiosas. Y en el momento que el consumidor hace un “click” si se le indica que confirme la información, o para solicitar que no le lleguen más comunicaciones en un correo electrónico, está validando sus datos como usuario activo y presente en la red, en la base de datos que es la fuente desde donde se envió la información; la acción que se realiza para no recibir más publicidad puede, en definitiva, generar más publicidad. El dato es mucho más valioso luego que ha sido confirmado, sube el precio de la base de datos que se vende.
Hay otros medios para conformar una base de datos valiosa, por ejemplo entregar los datos en una encuesta en la calle.
La reincidencia se puede producir en ocasiones porque una empresa compra otra base de datos, donde también está comprendido el usuario.
Es un sistema muy complejo, por lo que en su parecer, es bastante buena la propuesta de contar con una base de datos registral única, donde las empresas estén obligadas a verificar si un determinado número se registró para no recibir información.
Ante una pregunta del Honorable Senador señor Tuma, respecto a las facultades que tiene la SUBTEL en esta materia, respecto de los derechos de los consumidores, el señor Lazcano manifestó que se trata de un ámbito más propio de la competencia del SERNAC que de la SUBTEL.
El Honorable Senador señor Tuma recordó en este punto el debate respecto a la especialidad que se ha suscitado en la tramitación del proyecto de ley sobre fortalecimiento del SERNAC, tratándose de empresas reguladas por organismos especiales; las empresas reguladas señalan que los derechos de los consumidores están bien protegidos con la especialidad, y el carácter supletorio de la ley N° 19.496. La respuesta del señor Lazcano confirma su parecer en cuanto a que la especialidad no apunta a proteger a los derechos de los consumidores, y que en ese ámbito el órgano con facultades es y debe ser el SERNAC.
El señor Lazcano puso de relieve que la SUBTEL está involucrada pues son las redes de telecomunicaciones las que se usan para transmitir estos mensajes, controla el tráfico, pero no los contenidos que viajan por la red de telecomunicaciones, transmitidos por empresas de retail, bancos y otras empresas que no tienen relación con las telecomunicaciones; SERNAC será el organismo más especializado en ese aspecto. 
Eventualmente puede comprenderse en el ámbito de competencia de la SUBTEL el contenido, cuando quien envía el mensaje es una empresa de telecomunicaciones. Informó que existe una norma específica respecto de los SMS, que los regula en cuanto a su envío y su texto, en caso que el consumidor no los quiera seguir recibiendo. Pero se regula desde el punto de vista del mensaje que envía la empresa de telecomunicaciones, que es diferente a un mensaje que envía un banco o el retail, no pueden regular esas comunicaciones. 
El Honorable Senador señor Pizarro preguntó si la SUBTEL tiene algún control o existe algún registro de los bancos de datos que se comercializan en el mercado, y quien responde por ellos. Puso de relieve que en el proyecto se exige indicar el origen o procedencia del o los bancos de datos utilizados para su contacto.
El señor Lazcano expresó que la SUBTEL no tiene registros respecto de quienes son los propietarios o quienes desarrollan esas bases de datos. Tienen la información de que existen y que en lo que les concierne, son propiedad de los operadores de telecomunicaciones. Pero no tienen información en relación a datos comerciales.
El Honorable Senador señor Navarro llamó la atención respecto de la relevancia del tema en debate. Es necesario dar señales de que los usuarios pueden proteger su privacidad, en sus llamadas telefónicas, en sus correos electrónicos. La SUBTEL y SERNAC deberían generar instrumentos que garantizaran las comunicaciones privadas; los resguardos debieran ser una política pública.
Se refirió a lo que ocurre en el caso de interceptación de comunicaciones y consultó por el procedimiento.
El señor Lazcano coincidió que en Chile aún nos encontramos en pañales en materia de seguridad. Relató brevemente el procedimiento de interceptación de telecomunicaciones.
Manifestó que hay países que han generado sistemas de seguridad muy potentes, orientados a las redes de datos.
El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que este proyecto pretende resguardar el derecho a la privacidad de los usuarios. Consultó si la SUBTEL puede tener la información respecto de una persona o empresa que provee servicios, que intercepta sin autorización del juez comunicaciones privadas de un usuario.
El señor Lazcano manifestó que técnicamente es posible controlarlo, pero no se controla. Hoy en día la SUBTEL no cuenta con la plataforma tecnológica que se requiere, y además no le parece claro que cuente con facultades para ello.
El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, puso de relieve que la protección al consumidor que se está abordando en esta iniciativa, es solo una parte mínima de las protecciones y resguardos que el ordenamiento jurídico debe asegurar para que las personas sean protegidas en sus derechos fundamentales.
En lo que se refiere a los derechos del consumidor, recalcó que una empresa no puede de ninguna manera exceder el ámbito legal y contractual en cuanto a proteger los datos de las personas, y que cualquier interceptación sólo se puede hacer previa autorización judicial y con control del órgano acusatorio, cualquier otra acción generaría responsabilidades civiles y penales.
El señor Muñoz hizo una propuesta de perfeccionamiento del texto del proyecto de ley. La iniciativa prescribe que la autorización del consumidor deberá constar en registros que llevarán los proveedores, y sugirió que constituiría una mejora que los registros que también existiera un registro accequible también a la autoridad o los propios consumidores.
El Honorable Senador señor Navarro señaló que hay que cautelar que la autorización que entreguen los consumidores para recibir publicidad, sea una autorización expresa, visible, y no una cláusula más en un contrato de adhesión, o la letra chica de un contrato.
El Honorable Senador señor Tuma manifestó que este proyecto tiene por finalidad lograr que los usuarios de telefonía celular u otros sistemas de comunicación puedan vivir tranquilos, por eso se le denomina proyecto “No molestar”. Muchos ciudadanos sienten que su vida no tiene privacidad y quisieran tener un derecho de no ser molestados.
En razón de lo anterior, presentó esta iniciativa junto con otros Honorables Senadores.
Afirmó que, como se ha evidenciado en el debate, el proyecto tiene complejidades que habrá que precisar durante la votación particular.

La Honorable Senadora señora Pérez propuso al señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, poner en votación general el proyecto.

- - - - -

-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Pizarro y Tuma.

- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo 1°. Modifícase la Ley N° 19.496 en el siguiente sentido:

1. Agrégase al inciso primero del artículo 3° la siguiente letra g) nueva:

"g) La protección de su vida privada en sus relaciones de consumo.

2. Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 28 B:

2.1. Reemplácese el inciso segundo por el siguiente:

"Los proveedores sólo podrán dirigir comunicaciones promocionales o publicitarias a los consumidores por medio de llamados, servicios de mensajería telefónico o cualquier otro medio electrónico cuando éstos lo hayan autorizado expresamente, lo que constará en los registros que al efecto deberán llevar los proveedores".

2.2. Agréguese los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos:

"La autorización a que se refiere este artículo deberá ser previa, expresa y señalar de manera específica las formas de comunicación comercial o publicitaria autorizadas. 

La autorización otorgada de acuerdo al inciso anterior será revocable en cualquier momento, lo que deberá manifestarse por escrito, por cualquier medio.

Las comunicaciones promocionales o publicitarias efectuadas conforme a este artículo, deberán considerar lo siguiente:

a) Un mecanismo expedito por medio del cual sus destinatarios podrán revocar la autorización otorgada para las mismas";

b) La materia o asunto sobre el que versa el producto o servicio promocionado o publicitado, y

c) El origen o procedencia del o los bancos de datos utilizados para su contacto;

Las comunicaciones que se realicen vía telefónica no podrán efectuarse antes de las 9 ni después de las 21 horas. Tampoco podrán efectuase en días sábados ni festivos"."

Artículo 2°. Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 4 de la Ley Nº 19.628:

Elimínese del inciso 5° la oración: "o sean necesarios para comunicaciones comerciales de respuesta directa o comercialización o venta directa de bienes o servicios".".
- - - - -
Acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Alejandro Navarro Brain y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN A LAS SEÑORAS LORENA ANDREA MECKES GERARD, LORETO FONTAINE COX Y CECILIA SEPÚLVEDA CARVAJAL, CONFORME A LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 89 LETRA C) Y 7° TRANSITORIO DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 2, DE 2009, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY N° 20.370, LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

(S 1.829-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 1 de septiembre de 2015, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal.
A la sesión en que se analizó esta proposición, concurrieron, además de sus miembros, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano.

Además, concurrieron especialmente invitadas, las señoras Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal. La otra de las personas nominadas, señora Lorena Andrea Meckes Gerard, excusó su inasistencia por escrito por encontrarse fuera del país desarrollando labores profesionales, sin perjuicio de lo cual remitió a esta instancia un documento con sus opiniones respecto del funcionamiento del Consejo Nacional de Educación las cuales, en lo pertinente, se transcriben más adelante en este informe.
- - - 





Cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República, con fecha 5 de agosto del año en curso, hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

- - -


Es necesario puntualizar que el artículo 89 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, relativo al Consejo Nacional de Educación, dispone que la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República para el nombramiento de los miembros del referido Consejo requiere el voto de dos tercios de los señores Senadores presentes.
- - - 

ANTECEDENTES


1.- Título IV del decreto con fuerza de Ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 (artículos 85 a 102).

2.-Decreto N° 70, del Ministerio de Educación, de 2010, texto que aprueba el Reglamento para la designación de integrantes del Consejo Nacional de Educación.

El artículo 85 de la Ley General de Educación crea un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, denominado Consejo Nacional de Educación, que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Este organismo tiene la misión de asumir las funciones del antiguo Consejo Superior de Educación y otras nuevas, referidas especialmente al ámbito de la educación escolar.


Conforme al artículo 89 del citado cuerpo legal, este órgano está compuesto de diez miembros, cuyos procedimientos de designación involucran la participación y coordinación de diferentes entidades públicas y privadas. Tres de estos diez integrantes son designados directamente por la Presidenta de la República, uno de los cuales cumple las funciones de Presidente del Consejo, mientras que los otros dos deberán ser profesionales de la educación que ejerzan labores docentes en el ámbito municipal y particular, respectivamente; otro es designado por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH); otro es elegido por los rectores de las universidades privadas autónomas; otro es designado por los Institutos Profesionales y los Centros de Formación Técnica acreditados y cuatro son propuestos por Su Excelencia la Presidenta de la República al Senado para su ratificación. Todos estos integrantes, de conformidad a lo establecido en el artículo 88 del cuerpo legal aludido, deben ser académicos, docentes o profesionales destacados, contar con una amplia trayectoria en docencia y gestión educacional y poseer especialización en las áreas de educación, ciencia, tecnología, gestión y administración, o en humanidades y ciencias sociales 

En el caso de los cuatro miembros propuestos por Su Excelencia la Presidenta de la República para ser ratificados por el Senado, cabe señalar que, según lo establece la letra c) del artículo 89, además de cumplir los requisitos generales ya aludidos, deben ser académicos o profesionales de reconocido prestigio, debiendo tres de ellos, a lo menos, contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media, correspondiendo uno a cada nivel.

Complementando lo anterior, el inciso tercero del artículo 89 del cuerpo legal en estudio prescribe que los cuatro consejeros propuestos por el Presidente de la República al Senado para su ratificación deben ser elegidos por Su Excelencia de un total de cuatro ternas que elaborará el Consejo de Alta Dirección Pública.

Por otro lado, es necesario tener presente que, conforme lo establece el inciso cuarto del citado artículo 89, la regla general es que los miembros del Consejo Nacional de Educación duran seis años en sus cargos y no podrán ser designados para un nuevo período. Sin embargo, el artículo 7° transitorio del cuerpo normativo en cuestión establece que, con la finalidad de permitir la renovación parcial de los integrantes del referido Consejo, algunos de ellos son designados por un período de tres años, entre ellos se encuentran dos de los representantes propuestos por S.E. el Presidente de la República al Honorable Senado para su ratificación. Estos consejeros, cumplido el periodo de tres años por el cual fueron designados, podrán ser nuevamente designados por un nuevo período de seis años.

Asimismo debe tenerse en consideración que, de conformidad al artículo 93 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, existen ciertas incompatibilidades para ejercer el cargo de consejero. En efecto, la norma puntualiza que no podrán ser miembros del Consejo quienes tengan la calidad de representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica o media; quienes desempeñen cargos directivos superiores en una institución de educación superior; quienes sean miembros de la Comisión Nacional de Acreditación y quienes ejerzan el cargo de Senador, Diputado, Consejero Regional, Alcalde o Concejal. 


3.- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República.
Hay que hacer presente que con fecha 27 de julio de 2015, Su Excelencia la  Presidenta de la República presentó, para la aprobación del Senado, la nómina de integrantes para el directorio del Consejo Nacional de Educación, formada por las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Violeta Arancibia Clavel y Cecilia Sepúlveda Carvajal.
Sin embargo, el referido documento fue retirado y se volvió a presentar el oficio en informe, con fecha 1 de septiembre del año en curso, mediante el cual se mantiene en la propuesta a las señoras Meckes y Sepúlveda, y se reemplaza a la señora Arancibia por la señora Fontaine, quedando la proposición en los términos que se ha indicado más arriba. 

Hay que hacer mención que en el anterior oficio Su Excelencia la Presidenta de la República recuerda que el artículo 88 del decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, indica que el Consejo Nacional de Educación estará compuesto por diez miembros, todos los cuales deberán ser académicos, docentes o profesionales destacados, que cuenten con una amplia trayectoria en docencia y gestión y administración, o en humanidades y ciencias sociales.

Agrega que el literal c) del artículo 89 precisa que el Consejo estará integrado, entre otros, por cuatro académicos o profesionales de reconocido prestigio propuestos por el Presidente de la República para ser ratificados en el Senado por los dos tercios de los Senadores en una sola votación y que dichos consejeros serán elegidos por el Presidente de la República, de una total de cuatro ternas que elaborará, para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública.

En relación con el punto anterior, pone de manifiesto que el Consejo de Alta Dirección Pública, mediante los oficios N°41 y 45, ambos de fecha 02 de abril de 2015, dio cuenta de haber realizado el proceso de selección destinado a proveer los cargos de Consejeros(as) del Consejo Nacional de Educación, integrados por los(as) académicos(as) o profesionales de reconocido prestigio. (Acuerdos N° 4299 y N° 4300 adoptados en la sesión N° 902 del 31 de marzo de 2015). 

Resalta que así también, mediante el oficio N° 47, de igual fecha, el Consejo de Alta Dirección Pública dio cuenta de haber efectuado el proceso de selección para proveer el cargo de Consejero(a) del Consejo Nacional de Educación, integrado por un(a) académico(a) o profesional de reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media (Acuerdo N° 4298, adoptado en la sesión N°902 del 31 de marzo de 2015).

En el oficio objeto de este informe, Su Excelencia la Presidenta de la República solicita el acuerdo del Honorable Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal.

En los antecedentes acompañados al oficio, se consigna que la señora Meckes es Sicóloga de la Pontificia Universidad Católica de Chile, cuenta con el grado de magíster en Educación-Evaluación otorgado por el Instituto de Educación de la Universidad de Londres, ha participado en diversos proyectos de investigación en materia educacional y ha realizado, desde el año 2006, gran número de publicaciones sobre el particular, tanto a nivel nacional como internacional.

En cuanto a las actividades profesionales que ha llevado a cabo, se destaca el haber integrado el equipo profesional que diseñó e implementó el programa Mece Media del Ministerio de Educación (entre los años 1992 y 1996), su desempeño como jefe de elaboración de los instrumentos y desarrollo de informes de resultados del Simce (entre los años 1999 y 2002), el haber sido invitada por el Grupo de Trabajo en Estándares y Evaluación del Programa de Educación para América Latina y por el Instituto del Banco Mundial a elaborar recomendaciones para el desarrollo de sistemas nacionales de evaluación (desde el año 2001 hasta la fecha). Asimismo, resalta en su vida laboral su papel de Coordinadora Nacional del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación de Chile (entre el año 2003 y abril de 2008), su rol de consultora para el Banco Mundial en el desarrollo de los instrumentos para análisis comparativo de sistemas de evaluación en diversos países y en materia de indicadores y estándares internacional para la lectura temprana (desde diciembre de 2010 a enero de 2011), desenvolverse como consultora de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico para la Secretaría de Educación Pública de México en materia de estándares internacionales (2010 y 2011), haber sido asesora del Centro de Evaulación de educación superior de Arabia Saudita en la elaboración de estándares para docentes recién graduados (octubre de 2011), prestar asesoría en conjunto con el equipo del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación a distintas facultades de educación del país (enero de 2011 a diciembre de 2012), asesorar a la Universidad Pedagógica Nacional de Honduras en el desarrollo de la medición de sus egresados de las carreras de Pedagogía (marzo de 2014), haber sido invitada por el Banco Mundial y por el INEE a México para la revisión que este país realiza de sus sistema de evaluación (julio de 2014), desenvolverse como consultora del Banco Mundial para Kuwait (enero de 2012 a 2014), presidir el Equipo de Tarea para revisar el Sistema Nacional de Evaluación de Aprendizajes, convocado por el Ministerio de Educación (julio de 2014 a enero de 2015) y ser investigadora y coordinadora de proyectos de formación inicial docente del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación (desde enero de 2009 a la fecha).

En lo que respecta a la señora Fontaine, los antecedentes acompañados dan cuenta de que es pedagoga básica de la Pontificia Universidad Católica y master of Sciences de la Universidad de Kansas. Asimismo, posee una vasta experiencia profesional en distintos establecimientos educacionales. En efecto, a partir del año 1971 ha trabajado en el colegio Los Andes, como jefe de curso (enseñanza básica); en el  colegio Tabancura, como directora del programa para alumnos con problemas de aprendiza, jefa de estudios de primer ciclo básico y profesora de lenguaje enseñanza básica; en el colegio Los Andes, como jefe de estudios de primer ciclo básico y profesora de lenguaje enseñanza básica, en el Children's Hospital, Boston, EE.UU. como consultora educacional; en la editorial magisterio español, como coordinadora del equipo para la adaptación de textos escolares para los programas chilenos; en la fundacion Los Nogales, como  coordinadora del proyecto de biblioteca escolar para el colegio los nogales y asesora educacional; en la Sociedad de Instrucción Primaria, como coordinadora del proyecto de biblioteca escolar para la escuela José Joaquín Prieto; en el Centro de Estudios Públicos (CEP), como investigadora; en la Universidad del Desarrollo, como directora del centro de educación continua para profesores (postítulos de especialidad en lenguaje para segundo ciclo, matemáticas para segundo ciclo y magíster en gestión para directivos): directora del postítulo de especialidad en lenguaje para profesoras de 2° ciclo; instructora en este postítulo; en la Universidad Diego Portales, como investigadora de la facultad de educación y centro de políticas educativas comparadas; en Aptus, como asesora pedagógica.  

Asimismo, entre los años 2010-2014 trabajó en el Ministerio de Educación, como coordinadora nacional unidad de currículum y evaluación y en este último año en  la Fundación Domingo Matte Mesías, como asesora pedagógica. Asimismo ha integrado Consejo Asesor de Textos de Estudio a la Ministra de Educación, Mariana Aylwin; el Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, entre los años  2003-2009 y  Consejo Nacional de Certificación de la Gestión Escolar, Fundación Chile. 


Finalmente, se destaca una variada cantidad de publicaciones en el área de su especialidad y la serie de “Los Buenos Cuentos”.


En cuanto a la señora Sepúlveda, los antecedentes acompañados destacan que es médica titulada de la Universidad de Chile y revalidada por la Universidad de Paris VI, Francia, especialista en Medicina Interna y en Inmunología, y con estudios de postítulo efectuados en el Instituto Pasteur de Paris y en la Universidad de Paris VI, Francia, además de en el Centro de Perfeccionamiento de la OMS en Lausanne, Suiza. Asimismo, es profesora titular de la Universidad de Chile, desarrollando una vasta labor en diferentes áreas del quehacer universitario. En docencia de pregrado ha sido profesora responsable de asignaturas teóricas y prácticas de alumnos de Medicina y otras carreras. En postgrado/postitulo ha dirigido cursos de Inmunología Básica y Avanzada, así como de Formación en SIDA y coordinado el Programa de Formación de Postítulo en Inmunología de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, único programa acreditado en el país que forma médicos especialistas en Inmunología. Ha dirigido varias tesis de alumnos de Magister y de Doctorado, de la Universidad de Chile y otras Universidades. En investigación, su línea de trabajo principal es el V1H/SIDA, fundamentalmente en aspectos clínicos e inmunológicos. Ello le ha permitido efectuar numerosas publicaciones en revistas nacionales e internacionales, con contribuciones originales. Es autora además de textos de Inmunología Básica y Clínica, en idioma español, de amplio uso entre estudiantes chilenos e hispanoamericanos. Entre estos, de un texto de consulta sobre SIDA, del cual se han efectuado ya cuatro ediciones, y una quinta se encuentra en preparación.


En el campo profesional se ha desempeñado corno médica docente y tratante del Hospital Clínico de la Universidad de Chile, en el cual ha sido Jefa del Servicio de Inmunología, y de los laboratorios de Inmunología y de Medicina Molecular. Ha sido consultora del Ministerio de Salud de Chile en temas del VIH/SIDA, Tuberculosis y Trasplantes de Órganos y Tejidos. Fue miembro de la Comisión Nacional del Sida, a cargo del área de Atención Médica Integral los años 1990-1993. Fue miembro del Consejo Consultivo AUGE, nombrada por el Presidente Lagos (2006-2008) y luego por la Presidenta Bachelet (2009-2011) y en la actualidad ha sido nuevamente nombrada en dicho Consejo por la Presidenta Bachelet, y electa por la unanimidad de sus miembros Presidenta de éste. Es miembro del Consejo Asesor del Fondo de Investigación en Salud FONIS.


Ha sido Presidenta de la Sociedad Chilena de Inmunología y Secretaria de la Asociación Latinoamericana de Inmunología (ALAI) de la cual es socia fundadora. Es miembro de numerosas sociedades científicas nacionales e internacionales. Entre 1998 y 2002 fue Directora Académica de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile y luego Vicerrectora de Asuntos Académicos de la Universidad de Chile desde agosto de 2002 hasta abril de 2006, donde le correspondió impulsar una profunda reforma del pregrado y el primer proceso de acreditación institucional que culminó con la acreditación de la Universidad por el período máximo de 7 años en todas las áreas. Fue Presidenta de la Asociación de Facultades de Medicina (ASOFAMECH) entre 2010 y 2012. Electa decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, período 2006-2010. Reelecta Decana de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile 2010-2014, Culminando su mandato el 10 de julio de 2014, se reintegró al Servicio de Inmunología, Departamento de Medicina Norte de la Facultad de Medicina, en el Hospital Clínico de la Universidad de Chile.


Finalmente, se destaca su experiencia como par evaluador externo, en procesos de acreditación institucional y de carreras de pregrado, donde ha sido presidenta del comité de pares, integra el Registro de pares evaluadores de la CNA Chile. Recientemente seleccionada para integrar el Comité Consultivo de Acreditación Institucional de la CNA Chile, por el período 2014-2018.

- - -

Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.

- - -

ANALISIS DE LA PROPOSICIÓN


Comenzando con el análisis de la propuesta formulada Su Excelencia la Presidente de la República, la Ministra de Educación, señora Adriana Del Piano, celebró la realización de la sesión en que la Comisión de Educación y Cultura tomó conocimiento de este oficio ya que ello simboliza un ámbito republicano para la constitución de un órgano estatal como es el Consejo Nacional de Educación, subrayando que en él están las distintas visiones que le dan solidez para entregar a los currículums los elementos necesarios para la formación educacional en cuanto a qué se debe aprender y qué se debe enseñar en los distintos establecimientos educacionales respecto a las propuestas que puedan emanar. 


En ese sentido, agregó que la misión del Consejo Nacional de Educación es la expresión de un consenso de lo que la sociedad chilena estima como una propuesta educacional en los distintos niveles educativos. 





Destacó además que el Consejo vela por la autonomía de los procesos institucionales autónomos, por lo que no hay otro órgano que represente una política de Estado en materia educacional, lo que, a su juicio, constituye una política de Estado.  Por esa razón, el Gobierno presenta ante esta Comisión el nombre de tres personas connotadas, de lo que da cuenta los antecedentes que se han transcrito precedentemente en este informe.





A continuación, la Comisión escuchó los planteamientos de las postulantes a integrar el directorio del Consejo Nacional de Educación.





En primer término, la señora Loreto Fontaine agradeció la proposición presidencial ya que ello le permitirá contribuir a una mejor calidad de la educación. 





Seguidamente destacó la misión que le corresponde al Consejo en el sentido de cautelar y promover la calidad de la educación, órgano que además está inserto en un sistema de aseguramiento de la calidad, que en el ámbito escolar esté comenzando a desarrollarse. Recordó que este sistema fue creado en el año 2011 y su “marcha blanca” comenzó el año recién pasado (2014), y que en el próximo año se hará de manera definitiva. Precisó que en este sistema participan el Ministerio de Educación, la Agencia de Calidad de la Educación y el Consejo, todo lo cual se enfoca en un diagnóstico en cómo trabajan las escuelas y cómo y cuánto se aprende, clasificándolas e informando a los padres de su evolución, con el objeto de diseñar sistemas de apoyo para quienes lo necesitan. 





Destacó que el Consejo tiene tareas relevantes como son las propuestas curriculares que haga el Ministerio respeto de todos los colegios, y, también, pronunciase sobre los sistemas e instrumentos de medición. 





En el plano de la educación superior, expresó que también le corresponde (al Consejo) la supervisión del ingreso de nuevas instituciones al sistema regulando el período de licenciamiento y acompañándolos hasta que alcancen su autonomía. Todo lo anterior, continuó, implica revisar la experiencia comparada y conocer la evidencia e investigación sobre este asunto y se requiere estar atento a las demandas de la sociedad. Además, según dijo, es necesario llegar acuerdos con la Agencia de Calidad. 





Destacó la labor del Consejo en cuanto es un organismo de Estado, ya que en él se conjugan diversos factores que entregan equilibrio y continuidad, aportando así a una política de Estado que va más allá de las urgencias, por lo que se pueden desarrollar políticas duraderas por cuanto sus miembros son representativos de diversas visiones que implican una mirada amplia de la sociedad. 





Finalmente, la señora Fontaine puso en relieve su experiencia en los colegios, lo que denominó “en terreno”, señalando la amplia variedad de establecimientos que existen el país y las formas de acercarse a la educación y afirmó que la diversidad implica instrumentos sencillos y que perduren.





Por su parte, la señora Cecilia Sepúlveda, del mismo modo, agradeció la nominación de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para formar parte del Consejo Nacional de Educación, que es, según dijo, un órgano que tiene una labor importante para regular la calidad de la educación en todos sus niveles. En ese sentido, recordó que se trata de un organismo autónomo que tiene patrimonio y personalidad jurídica propia y se relaciona con el Ejecutivo por medio del Ministerio de Educación y está conformado por un grupo diverso de personas que aportan desde la experiencia que propia que cada uno posee en el ámbito educacional. 





Señaló que en lo que respecta a la educación superior se está trabajando en cambios importantes, por lo que el rol del Consejo será fundamental. Por ello es importante que el organismo tenga como tarea preocuparse del licenciamiento de las nuevas entidades de educación superior, como, también, acompañar a las que se creen. 





Otra preocupación relevante, según dijo, es la formulación del estudio de cambios curriculares, como así lo hizo en la Universidad de Chile, para una institucionalización de una formación integral que permitan a los estudiantes poder desarrollarse como personas y tener una mirada más amplia de la sociedad. 





Como se señaló precedentemente en este informe, la tercera postulante propuesta por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, la señora Meckes, excusó su asistencia a la sesión en que la Comisión de Educación y Cultura trató esta materia, pero sin perjuicio de ello, remitió un documento a esta instancia en la cual denota sus apreciaciones respecto del Consejo y de su participación en él. 





En sus apreciaciones, señaló creer firmemente en que la educación de nuestros niños y jóvenes es sin duda la tarea más relevante que tenemos como país y más apasionante para ella en términos personales y profesionales, tarea a la cual ha dedicado sus años de trabajo, lo que le ha dejado aprendizajes que espera poder poner a disposición del Consejo.  





Seguidamente, puntualizó que el Consejo Nacional de Educación tiene un papel muy relevante que cumplir en la misión de velar por la calidad y equidad de la educación de jóvenes y niños, ya que aborda todos los niveles educativos en dimensiones vitales para el funcionamiento del sistema. No son indiferentes los conocimientos y destrezas que se establezcan que deben desarrollar nuestros niños y jóvenes, ni la visión de país que se presenta a las futuras generaciones.  El currículo nacional y los estándares orientan a las escuelas y liceos de Chile en los énfasis que queramos transmitir, en las actitudes y competencias que queramos desarrollar. La evaluación nacional, por su parte, es la herramienta para hacernos responsables y monitorear que todos y todas tengan acceso a tal desarrollo. El Consejo tiene la responsabilidad de velar porque estas definiciones de política curricular y de evaluación, propuestas por el Ministerio de Educación, tengan un carácter amplio, respondan a criterios técnicos, favorezcan el desarrollo de nuestro país en la dirección que queremos, y también logren amalgamar diferentes visiones. 





En este sentido, resaltó tres funciones que el Consejo debe cumplir en esta tarea, y que la motivan a incorporarse a él. En primer lugar, afirmó que en el marco de nuestra institucionalidad, el Consejo Nacional de Educación es una instancia privilegiada para que estos importantes instrumentos de política pasen por el tamiz de un examen riguroso y de la confrontación y diálogo entre diversas posturas. En ese sentido, añade que su trabajo en el Ministerio, y más recientemente, conduciendo la Comisión que revisó por segunda vez el SIMCE, la han llevado a la convicción de que para lograr que se consoliden iniciativas aportadoras para el país, se requiere mucha perseverancia, deliberación y también amalgamar visiones diferentes a través del diálogo.  Enfatizó que si bien se propone argumentar a favor de los principios de calidad y equidad en la educación,  es necesario clarificar que su intención es favorecer la deliberación colectiva para alcanzar acuerdos, de manera de construir las opciones de convergencia y donde sea necesario explicitar las diferencias. 





En segundo lugar, destacó que el Consejo, en esta etapa de desarrollo de nuestra institucionalidad, puede aportar no solo dando garantías públicas de que las exigencias de calidad y que la evaluación nacional que tenemos son los adecuados, sino también que quienes la reciban, tengan las capacidades, condiciones y herramientas para poder acortar la brecha entre los logros que sus niños están obteniendo y los que el país aspira que alcancen. En su rol de asesor del Ministerio de Educación, el Consejo también puede apoyar la articulación entre las instituciones del sistema, y aportar orientaciones para dar mayor énfasis a desplegar políticas efectivas para que los establecimientos escolares cuenten con las condiciones y con las estrategias de construcción de capacidades que les permitan saltar la vara que como país les estamos pidiendo. 





En tercer lugar, y especialmente en este periodo en que las nuevas generaciones buscan acceder a oportunidades de educación superior que efectivamente les abran nuevos horizontes, es decisivo promover y velar por la calidad de esta. Además de las funciones que la ley establece para el Consejo en materia de educación superior, afirmó que es crucial su papel de promover el análisis e intercambio de información y la difusión de conocimiento acerca de la calidad de la educación superior, y muy especialmente, los que nos permitan avanzar en la formación inicial de los profesores y profesoras.





Sus expresiones concluyen señalando que se siente comprometida con lograr una educación de calidad para todos los niños y niñas de Chile y fortalecer los mecanismos para asegurar oportunidades de desarrollo reales para ellos, y no solo formales.  




Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su voto favorable para las tres candidatas propuestas por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con lo que el Consejo Nacional de Educación se beneficiará de su trayectoria y cualidades profesionales. 





Reflexionó sobre qué se está haciendo en el tema de la educación en todos sus niveles y la construcción de instituciones para asegurar una educación de calidad en condiciones de equidad, que es un objetivo que se puede compartir como un tema de país. En ese sentido, afirmó que se ha avanzado en esta línea en la creación de una Subsecretaría de Educación Parvularia y en una Superintendencia para fiscalizar y regular un tema relevante. 





Lo anterior, puntualizó, constituye una política de Estado que tiene que estar presente en un eje temático, en lo que será pertinente para la formulación del proyecto de educación superior, particularmente en lo que dice relación con el financiamiento, acreditación y fiscalización. Así, según dijo, es necesario un marco regulatorio que vaya más allá del mercado. 





Finalmente, sugirió la creación de una institucionalidad educacional que reconozca a la igualdad y a la equidad como pilares del sistema. 





Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand manifestó su voto a favor de la proposición de Su Excelencia la señora Presidenta de la República y estimó que la combinación de experiencia práctica y académica está muy bien constituida. En ese sentido, destacó y valoró las calificaciones de las nominadas y el rol que todas ellas le asignan al Consejo.





A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer felicitó la nominación de las candidatas, por cuanto se unen diferentes visiones respecto del sistema educacional, desde la educación superior y de la básica. Es importante entender qué es la educación y de cómo se construye en su estructura, según dijo. Destacó la importancia de ampliar los currículums en todas las carreras (en Educación Superior) con el objeto de ampliar el espectro de visiones. 





Del mismo modo, y junto con hacer presente cuál será el rol del Consejo Nacional de Educación en la nueva forma que se le dará a la educación superior expresó sus aprensiones por el hecho de que este Consejo no participe en el proceso de licenciamiento de los nuevos Centros de Formación Técnica estatales, proyecto de ley que se encuentra actualmente en trámite en el Senado,1 en  y las dos nuevas Universidades regionales recientemente creadas.2




Estimó necesario que en el Consejo existan visiones sobre la educación escolar y universitaria, pues, como se ha dicho, ello lleva construir una institución sólida sobre la materia, para la cual ésta institución es muy relevante en el aporte a lo público. 





Finalmente agradeció a las postulantes el hecho de haber aceptado esta nominación, que significa una manera concreta de aportan al funcionamiento de las instituciones públicas del país, situación que en los tiempos actuales, no es fácilmente observable, no obstante la trascendencia que ello representa.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Letelier junto con agradecer a las postulantes que hayan aceptado esta postulación, señaló la importancia que tiene el pluralismo en todos los ámbitos, por lo que expresó su crítica a los sistemas de evaluación que actualmente se aplican en el país, por cuanto, según dijo, no consideran otros aspectos esenciales en el proceso formativo y, además, no pondera otros sistemas educativos, que es, precisamente, el reconocimiento a la mencionada pluralidad en la educación. 





Concluyó sus juicios señalando que el Consejo tiene un rol determinante en la visión de educación que se requiere en el país, desde la inicial hasta la superior. 





Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana hizo presente que las tres personas nominadas por Su Excelencia la señora Presidenta de la República cuentan con todos los requisitos exigidos para ser nombradas, por lo que las formalidades exigidas por el ordenamiento se cumplen para que sean ratificadas por la Sala del Senado.





En otro orden de consideraciones, destacó el ingreso a esta Comisión, en segundo trámite constitucional, del proyecto de ley sobre formación cívica por medio de la creación de un Plan de Formación Ciudadana3 para los establecimientos reconocidos por el Estado, el cual tiene múltiples objetivos, particularmente contar con mejores ciudadanos. De esta forma, instó a que el Consejo tenga especial atención sobre el tema para su discusión e implementación. 


En relación con la consultas y juicios emitidos por los Senadores integrantes de la instancia, y en particular en cuanto a lo señalado por el Honorable Senador señor  Quintana, la señora Sepúlveda, expresó que resultaba fundamental la incooración de la educación cívica y ciudadad en la formación de los alumnos ya que se ha podido apreciar que existe amplio esconocimiento de lo que significa ser ciudadano.


En cuanto a las actuales pruebas de medición, como el SIMCE y la PSU, destacó su posición contraria, en su momento, al cambio de la PAA por la PSU, ya que la primera efectivamente medida aptitutes y no sólo conocimientos como esta última, y resaltó que es necesario incorporar otras herramientas de medición para evaluar las condiciones de aprendizaje de los jóvenes.


Asimismo, resaltó la necesidad de fortalecer la educación inicial, incluso en el primer año de vida, ya que en esa etapa ya es posible advertir diferencias de acuerdo al lugar en el cual nace el niño.


Finalmente, hizo hincapié en que el Consejo Nacional de Educación mantenta el licenciamiento de las Instituciones de Educación Superior, ya que en muchas ocasiones se crean nuevas sedes con insuficiencias  de insfraestructura.


Por su parte, la señora Fontaine destacó que desde el año 2002 existe preocupación y conciencia en cuanto a la falta de formación ciudadana. En ese año, el ministro Bitar determinó la creación de una comisión, la que hizo diversas recomendaciones que fueron recogidas en el ajsuste curricular del año 2004, lo que fue actualizado en las modificaciones introducidas en el año 2010, quedando radicado el eje de la formación ciudadana en la asignatura de historia.


En cuanto al SIMCE, la señora Fontaine expresó que dicho sistema de medición no es que sea injusto, como algunos pudieran pensar, sino es sólo un instrumento para medir una parte del aprendizaje, es decir, es una suerte de “termometro” y en ese sentido debería ser analizado y ponderado, pero no mas allá de eso.

- - -

Del examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, la Comisión pudo apreciar que las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal reúnen las condiciones que exige la letra c) del artículo 89 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, para desempeñarse como miembros del Consejo Nacional de Educación.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Letelier, Quintana y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que, en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Educación en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal para ocupar los cargos propuestos.

- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), señor Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Juan Pablo Letelier Morel e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2015.

(Fdo.):Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario.

Notas:

1 Boletín N° 9.766-04

2 Ley N° 20.842, de 7 de agosto de 2015.
3 Boletín N° 10.043-04.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA Y LETELIER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE LA TRANSFORMACIÓN DE LOS INSTITUTOS PROFESIONALES Y CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA, EN CORPORACIONES REGULADAS POR EL TÍTULO XXXIII DEL LIBRO I DEL CÓDIGO CIVIL

(10.302-04)
1. Antecedentes. Durante los últimos años, se ha puesto en el centro del debate público por la ciudadanía, el acceso a una educación superior gratuita, siendo su expresión palmaria las movilizaciones del año 2011, que incluyeron a buena parte de las instituciones de educación superior, bajo la noción que la educación es un derecho y no un privilegio. En esta perspectiva, el acceso a una educación superior gratuita fue concitando el apoyo mayoritario de nuestra sociedad. En efecto, la encuesta CERC señaló que nueve de cada diez chilenos apoyó las demandas del movimiento estudiantil1. De esta forma, este derecho social que fue objeto de discusión en la sociedad, puso en evidencia una contradicción insostenible en el sistema educacional que es el afán de lucro en la educación. 

De ahí que, en respuesta a lo anterior, no fue casual el envío del mensaje que reguló la admisión de los estudiantes, eliminó el financiamiento compartido y prohibió el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (Boletín Nº 9.366-04), actualmente publicado mediante la ley núm. 20.845 (Diario Oficial 8 de junio de 2015), que entre otras materias esenciales, “estableció la eliminación del lucro del sistema escolar buscando asegurar que los recursos se gasten en más calidad. Por tanto, la eliminación de lucro es una medida (entre otras que deben concretarse) dirigida a aumentar la calidad del sistema escolar”. En este sentido –siguiendo al prof. ATRIA- , “la restricción legal (del lucro) reflejaría la comprensión de la educación como un derecho ciudadano cuya satisfacción no queda entregada al resultado contingente del mercado, y por eso que sólo debe ofrecerse con la finalidad principal de atender al bienestar del beneficiario y no del proveedor.”2. Más recientemente, en el mensaje presidencial del pasado 21 de mayo, la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, dio cuenta de la hoja de ruta que tendrá su mandato presidencial. En este sentido, sostuvo que sus propuestas “fueron construidas a partir de una mirada compartida: la urgencia de acabar con las desigualdades y sentar las bases para un nuevo impulso al desarrollo.”3 Es así como, una de las desigualdades profundas que es posible constatar en nuestra sociedad, la encontramos en el contexto del acceso a la educación. Por lo anterior, resulta del todo lógico que una de las principales demandas sociales en el ámbito educacional lo constituya su acceso gratuito. Dichos esfuerzos se han graficado en un conjunto de iniciativas legales que incluyen al mensaje antes citado, la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia, el mensaje que crea la figura de Administrador Provisional y de Cierre, la creación de 15 Centros de Formación Técnica Estatales, y la creación del Sistema de Formación Profesional Docente (Boletín Nº 10.008-04) entre otras materias. 
Otro aspecto específico -no exento de controversias-, es la gratuidad en la educación superior, en que se señaló que uno de los compromisos adoptados por el gobierno será “…alcanzar la gratuidad para el 70% de los estudiantes más vulnerables de Chile al fin de mi periodo, a partir de 2016 aseguraremos que el 60% más vulnerable que asista a los Centros de Formación Técnica, a Institutos Profesionales acreditados y sin fines de lucro, o a universidades del Consejo de Rectores, accedan a la gratuidad completa y efectiva, sin beca ni crédito”4. Para alcanzar este objetivo, resulta esencial una reforma de carácter estructural, empero, atendida la envergadura que pretende el ejecutivo, necesariamente debe implementarse de manera gradual. Es en este ámbito que el acceso a la educación gratuita en los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, requiere una revisión. En efecto, fue posible advertir la existencia de una multiplicidad de  alumnos que, si bien tienen grados de vulnerabilidad, no podrán acceder a ellos por existir indirectamente discriminación a nivel regional. Analizando las instituciones de educación superior, correspondientes a Centros de Formación Técnica o Institutos profesionales acreditados y sin fines de lucro, consta que existirán 7 Regiones que no cuentan con instituciones de carácter técnico que cumplan con los requisitos a los que alude la Cuenta Pública. En consecuencia, quedarán excluidos del acceso al beneficio de la gratuidad el año 2016 y siguientes. Dichas Regiones afectadas son: Arica, Tarapacá, Atacama, Maule, Los Ríos, Aysén, y Magallanes.5 En ellas, los alumnos que se encuentran estudiando una carrera técnico-profesional, o quieran hacerlo, no tendrán la oportunidad de estudiar gratuitamente, aun cuando se encuentren en condiciones de vulnerabilidad.  Se percibe por tanto, una discriminación implícita que, estimamos, no era la finalidad de la propuesta. 

A su turno, existen regiones que, no obstante contar con Instituciones de Educación Superior correspondientes a Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, y que cuentan –además- con acreditación y cumplen con el requisito de no tener fin de lucro, en éstos la matrícula corresponde sólo a un 5% del total de la educación superior, dado que la mayoría ha optado por educarse en otras instituciones acreditadas, empero, con fines de lucro. Por otro lado la situación es  discriminatorio cuando percibimos que en Regiones como la Primera (Tarapacá) o la decimoquinta (Arica y Parinacota), existen únicamente instituciones acreditadas con fines de lucro, que por la referida  finalidad, quedan automáticamente fuera del sistema de gratuidad. En ellas, el estudiante no ha tenido ninguna posibilidad de elección, dado que la oferta académica no contempla Instituciones que puedan acceder al beneficio, aun cumpliendo los estándares de calidad.  

Como consecuencia de lo antes señalado es que, sólo un 35% de los alumnos de las regiones del país que pertenecen al 60% más vulnerable podrá acceder a la gratuidad el 2016, por cuanto el resto estudia en instituciones que, o no se encuentran acreditadas, o tienen fines de lucro, o ambos. Si lo analizamos por Región, podemos concluir que en algunas de ellas porcentaje llega incluso a ser inferior al 30%, tal es el caso de Coquimbo, Los Lagos, y Aysén, entre otras.6 

La citada ley núm. 20.8457, conocida como ley de inclusión, fijó como objetivos fundamentales o ideas matrices, la prohibición del lucro de las instituciones privadas que perciban la Subvención del Estado. Durante su tramitación hubo consenso en que el lucro—si bien se encontraba en la mayor o quizás totalidad de las actividades—en el ámbito de la educación era pernicioso, debido a que existe una tensión dialéctica entre el derecho a la educación del estudiante y el ánimo de lucro de la institución8, el resultado de esta relación es -en muchos casos-, que la calidad del servicio educativo queda a discreción de quienes controlan dicha institución. Lo anterior, si bien es cuestionable, no es ajeno a gran mayoría de relaciones mercantiles enmarcadas en un sistema capitalista. No obstante ésta lógica, el rechazo a la mercantilización de la educación supone un tratamiento distinto, fundamentalmente en razón a que en un marco de gratuidad es el Estado quien deberá asumir la enorme carga financiera que supondrá la aplicación de ésta, y en razón a los siempre escasos recursos, éstos deben desembolsarse de una forma eficiente.

Como consecuencia de lo anterior, en el ámbito de la educación Parvularia, básica y media, se modificó el artículo 46 letra a) del Decreto con Fuerza de ley N° 29, especificando: “Art. 46. El Ministerio de Educación reconocerá oficialmente a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación Parvularia, básica y media, cuando así lo soliciten y cumplan con los siguientes requisitos: a) Tener un sostenedor… todos los sostenedores que reciban subvenciones o aportes regulares del Estado no podrán perseguir fines de lucro, y deberán destinar de manera íntegra y exclusiva esos aportes y cualesquiera otros ingresos a fines educativos. Asimismo, deberán rendir cuenta pública respecto de su uso y estarán sujetos a la fiscalización y auditoría de la Superintendencia de Educación…”10. A su turno, modificó la letra a) del artículo 6 del D.F.L. N° 211, estableciendo: “Artículo 6°. Para que los establecimientos de enseñanza puedan impetrar el beneficio de la subvención, deberán cumplir con los siguientes requisitos: a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación. Tratándose de sostenedores particulares, éstos deberán estar constituidos como corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, como personas jurídicas de derecho público, como corporación o entidad educacional en los términos de esta ley o como otras personas jurídicas sin fines de lucro establecidas por leyes especiales.”

De lo anterior se colige que, para el ámbito de la educación primaria, la ley contempló la posibilidad de una nueva organización jurídica de los sostenedores privados como personas jurídicas sin fines de lucro, normas que en todo caso entrarán en vigencia el 1 de marzo de 2016 (artículo 1° transitorio de la Ley 20.845). Con todo, ella no resulta aplicable por analogía a la educación superior, por cuanto se hacía cargo de la transferibilidad de la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales (prohibido expresamente por la legislación vigente), instituto jurídico inexistente en el nivel superior. Así, el inciso primero del artículo 53 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, señala que “Las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica estatales sólo podrán crearse por ley. Las universidades que no tengan tal carácter, deberán crearse conforme a los procedimientos establecidos en esta ley, y serán siempre corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro para el efecto de tener reconocimiento oficial”12. Sin embargo, el inciso segundo del mismo artículo, señala que “Los institutos profesionales y centros de formación técnica de carácter privado podrán ser creados por cualquier persona natural o jurídica en conformidad a esta ley, debiendo organizarse siempre como personas jurídicas de derecho privado para el efecto de tener reconocimiento oficial. Estas entidades no podrán tener otro objeto que la creación, organización y mantención de un instituto profesional o un centro de formación técnica, según el caso; todo ello sin perjuicio de la realización de otras actividades que contribuyan a la consecución de su objeto.”

En doctrina, “son personas jurídicas de derecho privado las siguientes: a) Las que persiguen el lucro de los asociados, esto es, las sociedades industriales. La sociedad o compañía es un contrato en que dos o más personas estipulan poner algo en común con la mira de repartir entre sí los beneficios que de ello provengan (c. Civil, artículo 2053, inciso primero) … b) las personas jurídicas que no tienen por objeto el lucro. Estas se dividen en corporaciones o fundaciones”13, siendo las primeras excluidas de las regulaciones del título XXXIII, quedando reglados –según su naturaleza-, por otras disociones del Código y especialmente por el Código de Comercio. Como se verá, el legislador no ha establecido una prohibición expresa para que los institutos profesionales o los centros de formación técnica puedan tener fines de lucro. El lucro en ellos es perfectamente legal, sin existir una sanción para el caso que éste se obtenga. Aún más, se puede dar la paradoja que instituciones altamente reconocidas a nivel educacional y que se caracterizan por contar con infraestructura y equipamiento de primer nivel, docentes de calidad, con fines de lucro, no pueda optar al beneficio de la gratuidad para sus estudiantes vulnerables, por tratarse de una sociedad y no estar constituida como una corporación o fundación sin fines de lucro.14 

Por lo anterior, si bien se tiene plena conciencia de que, constituye un requisito esencial para la transferencia de fondos estatales hacia estos Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, que conste en el cumplimiento de los requisitos de calidad y otros exigidos por el Ministerio de Educación tales como reconocimiento oficial, autonomía, acreditación y ausencia del lucro en los mismos, debemos propender a adoptar aquellas adecuaciones legales que permitan a todas aquellas organizaciones que, habiéndose constituido de conformidad a la ley, puedan transitar desde una estructura societaria que persigue fines de lucro, hacia una corporación sin fines de lucro, que les permita dar cumplimiento a los criterios mínimos de gratuidad. De esta forma, un mayor número de estudiantes vulnerables de la educación técnico superior, puedan acceder al beneficio. 

2. Ideas matrices.- El presente proyecto tiene por finalidad otorgar la facultad a los Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, de modificar sus estatutos o pacto social15, a objeto que puedan constituirse como Corporaciones de Derecho Privado sin fines de lucro, conforme a las reglas del Código Civil, a fin que aquellas instituciones que cumplan con los requisitos establecidos, puedan quedar comprendidas en el marco de la futura institucionalidad de educación superior.

En razón, a lo anteriormente expuesto y en uso de las facultades que la Constitución Política de la República establece, es que los Senadores abajo firmantes venimos a presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único. “Los Institutos Profesionales y Centros de formación técnica de carácter privado existentes que cuenten con reconocimiento oficial, podrán transformarse en corporaciones de derecho privado sin fines de lucro, regidas por las normas del Título XXXIII del Libro I del Código Civil, mediante la reforma de sus estatutos, siempre que cuenten con autonomía, y cumplan con la acreditación institucional otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación, de conformidad a la Ley 20.129.

Para dar cumplimiento a lo anterior, deberán reformar sus estatutos, aprobados por la unanimidad de sus socios o accionistas, según sea el caso, quienes realizaran el acto constitutivo para la creación de la respectiva corporación.

Podrán, asimismo, ser absorbidas mediante un proceso de fusión o bien, transferir sus derechos y obligaciones en la sociedad, a otra persona jurídica que se constituya para estos efectos, o que ya se encuentre constituida, la que en todo caso deberá ser sin fines de lucro.  

La modificación del estatuto, o bien los antecedentes que den cuenta de la fusión, absorción o transferencia de los derechos y obligaciones de una organización a otra, de conformidad a las normas precedentes, deberá informarse y registrarse en el Ministerio de Educación, sujeto en todo caso a las normas y plazos previstos en el Título III, de DFL N° 2, de 2010, de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 20.370, con las normas no derogadas del DFL N° 1, DE 2005.   

En todos los casos señalados previamente, la nueva persona jurídica que se cree, o la que absorba o adquiera los derechos y obligaciones de la sociedad  primitiva, será la continuadora legal y académica para todos los efectos, en especial ante el Ministerio de Educación, la que en todo caso deberá cumplir con todos los requisitos que dispongan las leyes que rigen la materia.”

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.

Notas:

1http://www.cooperativa.cl/noticias/pais/politica/encuestas/nueve-de-cada-10-chilenos-apoyan-las-demandas-del-movimiento-estudiantil/2011-09-27/120124.html revisado el 13 de septiembre  de 2015

2 Atria, Fernando. Mercado y Ciudadanía en la Educación, Flandes Indiano, 2007, pág. 1 y ss.

3 http://21demayo.gob.cl/  (mensaje presidencial, 21 de mayo 2015) revisado el 10 de septiembre de 2015

4http://21demayo.gob.cl/  (mensaje presidencial, 21 de mayo 2015. Educación, punto 1) revisado el 10 de septiembre de 2015

5http://accioneducar.cl/wp-content/files_mf/143325283921demayoyanunciodegratuidad_discriminacionesregionales.pdf revisado el 11 de septiembre de 2015

6http://accioneducar.cl/wp-content/files_mf/143325283921demayoyanunciodegratuidad_discriminacionesregionales.pdf (consultado 10 de septiembre 2015)

7 Promulgada el 29 de mayo de 2015, Ley de inclusión escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado. Consultado en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1078172 revisado el 11 de septiembre de 2015

8 Atria, Fernando. Sesión de Comisión de Educación, Ciencia y tecnología, exposición del 09 de diciembre de 2014

9 Promulgado el 16 de diciembre de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005. Consultado en http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1014974
10 Modificado por la Ley N° 20.370, D.O. 12.09.2009

11 Promulgado el 20 de agosto de 1998, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL N° 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales. Consultado en http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=127911
12 DFL N° 2, promulgado el 16 de diciembre de 2009, publicado en el DO con fecha 2 de julio de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005. Fuente: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1014974 (consultado, Septiembre 2015)

13 Alessandri, Arturo; Somarriva, Manuel; Vodanocic, Antonio. Tratado de Derecho Civil. Parte preliminar y general. Tomo I, Editorial Jurídica de Chile, 1998: p. 531 y ss.
14 Gonzalo Vargas, Rector Inacap. En Diario El Mercurio, edición impresa 25 de mayo del presente. http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2015-05-25&dtB=11-09-2015%200:00:00&PaginaId=2&bodyid=1 (Consultado, Septiembre 2015)

15 Entendemos que la escritura pública que contiene el contrato de sociedad se llama estatuto social, conforme al contenido del artículo 352 del Código de Comercio. Cf. Con detalle, Sandoval, Ricardo. Derecho Comercial. Sociedades de personas y de capital. Tomo I volumen 2, Editorial Jurídica de Chile, 7ª edición,  2007: p. 40.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR LARRAÍN; SEÑORAS GOIC, MUÑOZ, LILY PÉREZ Y VON BAER, Y SEÑORES COLOMA, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HORVATH, LETELIER, MOREIRA, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA ACOGER LAS PROPUESTAS PRESENTADAS POR EL COLEGIO DE PROFESORES A LA COMISIÓN CREADA PARA ABORDAR LA “AGENDA CORTA”, QUE ENTRE OTRAS MEDIDAS, PERMITIRÍA SOLUCIONAR LA LLAMADA DEUDA HISTÓRICA DEL MAGISTERIO 
(S 1.832-12).
CONSIDERANDO:

Que el profesorado de nuestro país ha venido reclamando reiteradamente el cumplimiento de la llamada Deuda Histórica del Magisterio, originada luego del traspaso de los establecimientos educacionales del Ministerio de Educación a las Municipalidades del país, que tuvo lugar desde 1981 en adelante, y que significó el no pago de asignaciones contempladas en el DL 3551;

Que el Senado de Chile, así como su Cámara de Diputados, ha planteado en reiteradas oportunidades que corresponde al Gobierno del país tomar el compromiso de asumir esa deuda y procurar una solución justa a esa demanda;

Que el Colegio de Profesores acordó en 2014 con el Gobierno, en acuerdo con el Ministro de Educación, en ese momento D. Nicolás Eyzaguirre, una Agenda Corta que procuraba resolver 5 aspectos centrales en los intereses del magisterio, uno de los cuales era establecer una Comisión que hiciera un estudio de factibilidad para resolver el reclamo del magisterio por la pérdida del bono otorgado al sector público bajo el DL 3551;

Que la mencionada Comisión terminó su trabajo y se espera una respuesta definitiva para el 30 de septiembre, fecha que incluye una prórroga ya que dicha respuesta debió entregarse el 31 de julio pasado; 

EL SENADO ACUERDA:

1.- Exhortar a la Ministra de Educación, Sra. Adriana Delpiano, tenga a bien acoger las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a través de la Comisión creada para dar cumplimiento a la Agenda Corta que, entre otras materias, se compromete a propiciar una solución a la llamada Deuda Histórica del Magisterio;

2.- Manifestar su comprensión y apoyo a los profesores que han sufrido esta situación y reiterar nuestra voluntad de aprobar con nuestros votos en el Senado, una iniciativa legal que permita reparar el daño causado y hacer justicia con una demanda social que no puede quedar desatendida; y 

3.- Solicitar al Gobierno que esa respuesta se entregue a más tardar el 30 de septiembre según el compromiso adquirido y tenga el respaldo de todas las autoridades competentes para hacer efectiva la fórmula que se adopte.
(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.-Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.-Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SUSPENDE POR EL PLAZO DE CINCO AÑOS LA INSCRIPCIÓN DE TAXIS EN EL REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTES DE PASAJEROS

(9.816-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, con urgencia calificada de “suma”, el 1 de septiembre de 2015.
- - - - - - - - - 


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia.

Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señor José Huerta; del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin y de la Segpres, señora María Fernanda Cuevas.
- - - - - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.


II.- Indicación aprobada sin modificaciones: 3. 


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1 y 2.


IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.


V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 3 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, compuesto de dos incisos.
ARTÍCULO ÚNICO

Inciso primero


El inciso primero aprobado en general por el Honorable Senado, señala que se suspenda por el plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley, la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros establecido en el artículo 3º de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley Nº 19.040.




En discusión este inciso el Honorable Senador señor Letelier, examinando las indicaciones presentadas por S.E. la Presidenta de la República, observó una cierta contradicción entre el texto de la indicación N° 3, mediante la cual el Ejecutivo incorpora un artículo transitorio que establece que la ley en comento comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015, y otras disposiciones del articulado aprobado en general. En efecto, añadió, si se atiende a dicho precepto transitorio se advierte que estas últimas (incluidas, por cierto, las indicaciones que resultaren aprobadas) sólo regirían a partir de la fecha indicada, sin perjuicio de contener otros criterios para la operatividad de las mismas. 





El texto de la Moción presentada, en su inciso primero, determina la suspensión de las inscripciones de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Pasajeros, por el plazo de cinco años contado desde la publicación de la ley.





De esa forma, explicó, si el proyecto de ley se publicase antes del 15 de noviembre referido, el criterio de cómputo del plazo mencionado resultaría desplazado por lo dispuesto en el artículo transitorio, por lo que sólo en tal fecha entraría en vigor, generándose un antagonismo entre ambos criterios, pudiendo generar incerteza respecto del inicio del plazo quinquenal.





Lo anterior, destacó, reforzado por el hecho de que tal incertidumbre puede generar una superposición de las facultades del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que, en casos calificados técnicamente,  se autoricen nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros, toda vez que la indicación N° 2, en el inciso tercero, nuevo, que propone, reitera esta misma potestad a dicho órgano, antes ya atribuida por la ley N° 20.474, esta última, cuya vigencia se extiende hasta el 15 de noviembre próximo.





En consecuencia, sugirió reemplazar la expresión “desde la publicación de la ley”, por la locución “desde el 15 de noviembre de 2015”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier Matta y Ossandón, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó la propuesta, reemplazando, en el inciso primero la expresión “desde la publicación de la ley”, por la locución “desde el 15 de noviembre de 2015”.

-----------

Luego, vuestra Comisión se abocó a la discusión de la indicación Nº 1, presentada al inciso primero de este artículo único.

Indicación Nº 1


1.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro y Ossandón, para intercalar a continuación de la expresión “inscripción de taxis,” la locución “así como el cambio de inscripción de una región a otra”.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó  que, respecto a la indicación de la cual es coautor, la prevención viene dada porque, de aprobarse esta indicación, sería incompatible con la primera presentada por el Ejecutivo (Indicación N° 2), en lo relativo al nuevo inciso quinto propuesto por S.E. la Presidenta de la República. 





En consecuencia, y para evitar la contradicción sugirió añadir a la indicación en debate la locución “de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo”.





Conforme a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 1, con modificaciones, agregando, en el inciso primero, a continuación de la expresión “inscripción de taxis,” la frase “así como el cambio de inscripción de una región a otra, de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo,”.

- - - - - 

Indicación Nº 2


2.- De Su Excelencia la Presidenta de la República, para consultar los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Durante este período, facúltase al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que pueda autorizar nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en los casos calificados técnicamente de acuerdo con los criterios fijados en la ley N° 20.474 y su reglamento, que para este solo efecto se entenderán vigentes. No obstante lo anterior, las inscripciones que se autoricen no podrán superar en más de un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la fecha de publicación de la presente ley.


Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Excepcionalmente, en circunstancias calificadas como caso fortuito o de fuerza mayor, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá autorizar el traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros.”.





En discusión esta indicación el Honorable Senador señor Letelier, expresó que en el inciso tercero, nuevo, propuesto por la indicación N° 2, se consideran los límites porcentuales de autorizaciones calificadas para nuevas inscripciones, estableciéndose que ellas no podrán superar en un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la fecha de publicación de esta ley.





Así, hizo presente que tales porcentajes se fijarían, eventualmente, en una fecha anterior a la de entrada en vigencia de la ley conforme al artículo transitorio propuesto, ello, claro está, si es que la ley fuere publicada en una data anterior al día 15 de noviembre próximo.





Por consiguiente, propuso reemplazar la expresión “fecha de publicación de la presente ley”, por la frase “fecha de entrada en vigencia de la presente ley”.





Por último, señaló que en la indicación N° 2, en el inciso cuarto, nuevo, reitera lo expresado en el inciso segundo del texto aprobado en general. 





De ese modo, y sin perjuicio de lo anterior, sugirió mantener el orden sugerido por el Ejecutivo en su indicación. Así, planteó intercalar el inciso tercero, nuevo, de la indicación N°2 entre los actuales incisos primero y segundo de la Moción aprobada en general, pasando a ser aquél el inciso segundo y, a su vez, este último a ser tercero. 





De esa forma, señaló, el inciso quinto, nuevo, de la indicación en comento, pasaría a ser el inciso cuarto y por consiguiente el final del artículo único.





En virtud de lo expresado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón, aprobó la indicación número 2, con modificaciones, intercalando, en primer lugar, como incisos segundo y cuarto de este artículo, los incisos tercero y quinto, nuevos, de la indicación, y en segundo orden, reemplazando, en el inciso segundo, la expresión “fecha de publicación de la presente ley” por la locución “fecha de entrada en vigencia de la presente ley”.
- - - - - - -

Indicación Nº 3


3.- De Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015.”.


En votación esta indicación, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.
- - - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:
ARTÍCULO ÚNICO

--- Sustituir, en el inciso primero, la frase “desde la publicación de esta ley,” por “desde el 15 de noviembre de 2015,”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado.)


--- Agregar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “inscripción de taxis,” la locución “así como el cambio de inscripción de una región a otra, de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo,”.


--- El inciso segundo, pasó a ser inciso tercero, sin modificaciones.


(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1.)


--- Intercalar, como incisos segundo y cuarto de este artículo, los siguientes:


“Durante este período, facúltase al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que pueda autorizar nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en los casos calificados técnicamente de acuerdo con los criterios fijados en la ley N° 20.474 y su reglamento, que para este solo efecto se entenderán vigentes. No obstante lo anterior, las inscripciones que se autoricen no podrán superar en más de un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la entrada en vigencia de la presente ley.


Excepcionalmente, en circunstancias calificadas como caso fortuito o de fuerza mayor, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá autorizar el traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 2.)

--- Agregar, como artículo transitorio, el siguiente, nuevo:


“Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 3.)
- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Suspéndase por el plazo de cinco años, contado desde el 15 de noviembre de 2015, la inscripción de taxis, así como el cambio de inscripción de una región a otra, de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros establecido en el artículo 3º de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley Nº 19.040.


Durante este período, facúltase al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que pueda autorizar nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en los casos calificados técnicamente de acuerdo con los criterios fijados en la ley N° 20.474 y su reglamento, que para este solo efecto se entenderán vigentes. No obstante lo anterior, las inscripciones que se autoricen no podrán superar en más de un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones.


Excepcionalmente, en circunstancias calificadas como caso fortuito o de fuerza mayor, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá autorizar el traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros.


Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015.”.

- - - - - - - 



Acordado en sesión celebrada el día 15 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PATRICIO WALKER; SEÑORAS ALLENDE, GOIC, MUÑOZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, Y SEÑORES ARAYA CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, HARBOE, LARRAÍN, LETELIER, MATTA, MONTES, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, TUMA, IGNACIO WALKER Y ZALDÍVAR CON EL QUE MANIFIESTAN SU RECHAZO AL PROCESO Y SENTENCIA QUE CONDENA A DON LEOPOLDO LÓPEZ EN RAZÓN DE HABERSE VULNERADO MANIFIESTAMENTE LAS GARANTÍAS DE UN DEBIDO PROCESO Y AL COMUNICADO EFECTUADO AL RESPECTO POR EL GOBIERNO VENEZOLANO; SOLICITAN A LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS EJERZA SUS BUENOS OFICIOS CON EL OBJETO QUE LOS CIUDADANOS QUE INDICAN SEAN PUESTOS EN LIBERTAD, Y SOLICITAN A LA UNIÓN INTERPARLAMENTARIA QUE PIDA AL GOBIERNO DE VENEZUELA EL INGRESO DE OBSERVADORES INDEPENDIENTES AL PROCESO ELECCIONARIO QUE SE LLEVARA A EFECTO EN DICHO PAÍS EL DÍA SEIS DE DICIEMBRE DEL PRESENTE AÑO

(S 1.834-12)

Considerando:

1. La reciente sentencia que condena a 13 años y nueve meses al fundador del partido venezolano Voluntad Popular, Leopoldo López, considerándolo culpable de los delitos de "daño e incendio, instigación pública y asociación para delinquir", durante las protestas antigubernamentales que se llevaron a cabo durante el año dos mil catorce.

2. Que dicha sentencia, pronunciada 1 año y 7 meses después de su aprehensión ha sido cuestionado por el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los derechos Humanos, después de conocida la sentencia ha señalado "observamos con gran preocupación la condena y dura sentencia impuesta a Leopoldo López y esperaremos su publicación para analizarla con cuidado", agrega además que "lamentamos que la opinión del Grupo de Trabajo de la Organización de las Naciones Unidas sobre detención arbitraria que el gobierno recibió en Agosto de 2014 sobre el caso López, no se ha respetado" y que "también estamos preocupados por el derecho del señor López a un juicio justo, teniendo en cuenta la información recibida sobre las irregularidades que se produjeron durante el proceso".

3. Que, es necesario garantizar el Estado de Derecho, en especial lo concerniente a la debida separación de los poderes del Estado, y las normas referidas al debido proceso, las cuales son de carácter universal y constituyen uno de los fundamentos de toda democracia moderna.

4. Que, los mandatarios de los países miembros de Unasur aprobaron una cláusula democrática que impone sanciones a cualquier estado miembro que quiebre o intente quebrar la democracia. 

5. Que, ante este juicio, se puede observar la existencia de una errada valoración de la prueba, la falta de transparencia en la sustanciación del juicio contra Leopoldo López y la escasa publicidad ante la opinión pública de los fundamentos de las imputaciones contra el líder opositor.

6. Que Chile, habiendo firmado la Declaración de Viña del Mar en el año 1996, comprometiéndose directamente a respetar la libertad de conciencia y de pensamiento entre otros Derechos Humanos, promueve la posibilidad que tienen los ciudadanos para manifestar sus opiniones políticas o religiosas de forma pacífica y sin violencia, incluso en la vía pública.

7. Que, el compromiso con la libertad y los Derechos Humanos constituye un principio de cumplimiento y exigencia a nivel universal, que debe ser promovido por todos los países, independiente de su corriente política. 

8. Que, dada las condiciones que se han generado en la República Bolivariana de Venezuela, es importante que el país mantenga abierta sus puertas a la comunidad internacional, principalmente a las organizaciones especializadas, para que acompañen los procesos eleccionarios venideros con el objetivo de garantizar elecciones libres. 

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

1. Manifestar su rechazo al proceso y sentencia que condena a 13 años y nueve meses a don Leopoldo López en razón de haberse vulnerado las garantías de un debido proceso, responsabilizándolo de hechos cuyos autores no han sido identificados.

2. Manifestar su rechazo a las declaraciones emanadas desde el Gobierno Venezolano respecto al comunicado realizado el día doce de Septiembre por el Gobierno de Chile, debido a que este, por ninguna circunstancia ha intentado inmiscuirse en asuntos internos de ese país, por el contrario solo se refiere a una expresión respetuosa sobre derechos humanos y garantías fundamentales. 

3. Solicitar a la Organización de Estados Americanos ejerza sus buenos oficios con el objeto que los ciudadanos Leopoldo López, Antonio Ledezma, Lorent Gomez Saleh, Gabriel Valles y Ronny Navarro sean puestos en libertad. 

4. Solicitar a la Unión Interparlamentaria que pida al Gobierno de Venezuela el ingreso de observadores independientes al proceso eleccionario que se llevara a efecto en dicho país el día seis de Diciembre del presente año, a fin de velar por su total transparencia y legalidad.
(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.-Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

(8.207-07)
HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “suma”.

El Senado, Cámara de Origen, en sesión de 9 de septiembre de 2015 designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, lo que comunicó a la Cámara Revisora mediante Oficio N° 214/SEC/15, de fecha 9 de septiembre de 2015.

La Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio N° 12.099, de 10 de septiembre de 2015, informó que nombró como integrantes de la referida Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Claudio Arriagada, Juan Antonio Coloma, Tucapel Jiménez, Diego Paulsen y Raúl Saldívar.
Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 15 de septiembre de 2015, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señoras Lily Pérez y Jacqueline Van Rysselberghe y señores Manuel Antonio Matta, Manuel José Ossandón y Rabindranath Quinteros, y de los Honorables Diputados señores Claudio Arriagada, Juan Antonio Coloma, Tucapel Jiménez y Raúl Saldívar. En dicha oportunidad, eligió, por la unanimidad de sus miembros presentes, como Presidente, al Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros, abocándose de inmediato al cumplimiento de su cometido.

A la sesión en que la Comisión Mixta analizó este proyecto, concurrió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.


Del mismo modo, asitieron, por el Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Javiera Blanco, acompañada por el Jefe de la Unidad de Derechos Humanos, señor Fernando Mardones; el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo; la Jefa de Gabinete, señora Elvira Oyanguren; la abogada señora Loreto Neumann; el asesor de comunicaciones, señor Rodolfo Carrasco, y la fotógrafa, señora Claudia Basaure.


Estuvieron presentes, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señores Guillermo Briceño, Nicolás Mena y Felipe Cowley.

En representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, INDH, participaron el asesor, señor Yerko Ljubetic, y la abogada, señora Patricia Rada.

Igualmente, concurrieron el asesor del Honorable Senador señor Quinteros, señor Jorge Frites; el asesor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar; el asesor de la Honorable Senadora señora Pérez, señor Renato Rodríguez; el asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Huerta; el asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado; el asesor del Honorable Diputado señor Jiménez, señor Salvador Orozco, y el asesor del Comité Unión Demócrata Independiente, señor Jorge Barrera.

Participaron, asimismo, por Radio UC, la periodista, señora María Victoria Coutts, y por Aton Chile, la fotógrafa, señora Lorena Ulloa.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe hacer presente que en mérito de lo dispuesto por el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con las disposiciones de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, corresponde aprobar como normas orgánicas constitucionales las propuestas de la Comisión Mixta recaídas en los preceptos que se señalan a continuación:


- La letra d) del artículo 2° del Decreto Ley N° 3.346, contenida en el literal c) del número 3 del artículo único del proyecto;


- Las letras f) y g) del artículo 8° del mismo Decreto Ley, contenidas en el número 8 de dicho artículo único;


- La letra h) del artículo 11 del citado Decreto Ley, contenido en el número 10) del artículo único, y


- El artículo noveno transitorio, nuevo.


En consecuencia, estas disposiciones requieren del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, en conformidad a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

El Senado aprobó, en primer trámite constitucional, un texto que contiene un artículo único compuesto por catorce numerales y siete disposiciones transitorias.

A su turno, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo una serie de modificaciones al proyecto aprobado en primer trámite constitucional, la mayoría de las cuales fueron aprobadas por el Senado en tercer trámite constitucional, con excepción de las siguientes, que fueron rechazadas:

- En el número 3) del artículo único: el literal d) contenido en la letra c), nueva;

- En el número 8) del artículo único: los literales f) y g) del artículo 8°;

- En el número 10) del artículo único: la letra h) del inciso primero del artículo 11;

- El número 11), nuevo, del artículo único, y

- En el artículo segundo transitorio (artículo tercero transitorio de la Honorable Cámara de Diputados): el número 2.

A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

ARTÍCULO ÚNICO

Número 3)

Literal d) del artículo 2° del D.L. N° 3.346,

contenido en la letra c), nueva, de la Cámara de Diputados

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 3), que introduce una serie de modificaciones al artículo 2° del decreto ley N° 3.346, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia. En lo medular, esta disposición menciona las atribuciones que corresponderán al Ministerio de Justicia, ahora denominado Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó tres nuevas funciones para esta Cartera de Estado, entre las cuales está el nuevo literal d), que motivó una controversia entre ambas Corporaciones.

Este literal establece que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos deberá coordinar, junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la elaboración de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, así como la ejecución de sentencias, resoluciones, recomendaciones, medidas cautelares y provisionales, y la adopción de acuerdos amistosos frente a resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Quinteros, hizo presente que la disposición en estudio guarda estrecha relación con una de las atribuciones que la Cámara de Diputados encomendó a la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos, la que también fue desechada por el Senado. Por tal razón, recomendó discutir estas dos divergencias en forma conjunta.


Hubo acuerdo en torno a este criterio.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, informó que el Ejecutivo había recogido diversas inquietudes surgidas durante la tramitación de esta iniciativa, especialmente aquellas derivadas de las normas que han motivado las discrepancias que están a cargo de esta Comisión Mixta. Señaló que, después de analizarlas, se había resuelto presentar una indicación suscrita por la señora Presidenta de la República, en la cual se formulan proposiciones para solucionarlas.


En cuanto a las atribuciones que tendrá el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la nueva Subsecretaría que importan una labor conjunta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, indicó que la mencionada indicación propone, en primer lugar, reemplazar el literal d) en estudio por el que sigue:





“d) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;”.


La mencionada Secretaria de Estado indicó que esta propuesta mejora la redacción de la función que tendrán el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Ministerio de Relaciones Exteriores en relación con la ejecución de soluciones amistosas y de sentencias internacionales que son expedidas por el sistema interamericano y por el sistema universal de derechos humanos.


Reseñó que durante el estudio del proyecto, surgieron algunas dudas respecto de la ejecución de las sentencias, resoluciones, recomendaciones, medidas cautelares y provisionales que se establecían en el texto original, en el sentido de si la norma que se proponía implicaba otorgar algún tipo de imperio a órganos administrativos para llevar a cabo estas tareas de ejecución, como son el Ministerio de Relaciones Exteriores y el de Justicia.


Comentó que se había explicado tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados que esa posibilidad no correspondía, ya que la propia Excelentísima Corte Suprema ha interpretado que no existe una cuarta instancia en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sino que esta función corresponde como Estado adherente a los tratados internacionales en materia de derechos humanos. Por ello, procede que el Estado de Chile se haga cargo de los contenidos de cada una de las soluciones o acuerdos que se adopten a través del sistema americano y universal de derechos humanos.


A modo de ejemplo, trajo a colación el caso de un niño que fue desvinculado de su escuela por una decisión arbitraria, por lo que sus padres recurrieron a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que estableció que el menor debía ser reincorporado al respectivo establecimiento educacional. Hizo presente que el cumplimiento de este fallo se hace en coordinación con el Ministerio de Educación, el cual monitorea que, efectivamente, se cumpla esta resolución.


Por lo anterior, explicó que el Ejecutivo había elaborado su propuesta en conjunto con algunos de los señores Parlamentarios que manifestaron aprensiones con respecto a las dos normas en estudio.


El Honorable Diputado señor Coloma señaló que para él, el reemplazo la expresión verbal “coordinar” por “colaborar” no soluciona el problema de fondo, referido a la facultad de imperio que se podría estar entregando al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y a la Subsecretaría de Derechos Humanos, porque, según entiende, “colaborar” y “coordinar” son términos bastante similares por cuanto implican que dos personas se unen para hacer algo en conjunto.


Apuntó que de acuerdo a la Constitución Política de la República, la institución que debe ejercer esta función es el Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Honorable Senador señor Ossandón expresó que para él no es lo mismo “colaborar” que “coordinar”, ya que el verbo “coordinar” implica una acción de naturaleza directa, en tanto que “colaborar” importa una acción más bien optativa.


La Honorable Senadora señora Pérez señaló que la propuesta del Ejecutivo está en línea con lo que se aprobó en el Senado, en el sentido de que la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos tendrá por objetivo proponer, impulsar, apoyar y cooperar en materias de derechos humanos, asumiendo que quien vela por el cumplimiento de los tratados internacionales es el Ministerio de Relaciones Exteriores.


De este modo, aclaró que si se daba una nueva atribución a la Subsecretaría de Derechos Humanos en esta área, habría una superposición con una atribución que es del Ministerio de Relaciones Exteriores. Por ello, dijo que apoyaría el reemplazo del verbo “coordinar” por “colaborar”.


- Puestas en votación las propuestas del Ejecutivo tanto para el nuevo literal d) del artículo 2°, como para la letra f) del artículo 8°, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Matta, Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar.

Número 8)

Literales f) y g) del artículo 8° del D.L. N° 3.346

Letra f)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 8) destinado a reemplazar el artículo 8° de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia. El nuevo texto establece las funciones que le corresponderán a la Subsecretaría de Derechos Humanos, las que incluyen proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, en materia de derechos humanos; elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos; asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en la realización con el estudio crítico del derecho interno, para proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes; prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos; diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, y cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos.
Además, dispone que estas funciones no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a los derechos humanos, los demás órganos que integran la Administración Pública, ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, separó las atribuciones que el Senado había contemplado en el literal e) de este artículo 8°, ubicando como letra f) la función de coordinar una serie de tareas en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, atribución que, como se ha dicho, guarda estrecha relación con la letra d) del artículo 2° de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

La letra f) propuesta por la Cámara de Diputados para el artículo 8° establece la función de la Subsecretaría de Derechos Humanos de coordinar, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, la elaboración de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, sentencias, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, así como el seguimiento a la implementación de las recomendaciones formuladas al Estado de Chile.

Tanto esta atribución de la nueva Subsecretaría como la función encomendada anteriormente al Ministerio en esta materia, fueron desechadas por el Senado en tercer trámite.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, informó que la indicación del Ejecutivo propone sustituir este literal f) por el siguiente:


“f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y  sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;”.


Tal como se consignara anteriormente, esta divergencia y la indicación del Ejecutivo fueron examinadas en conjunto con la proposición referida a la letra d) del artículo 2° del Decreto Ley N° 3.346.


- Al igual que en caso de la propuesta anterior, la indicación del Ejecutivo para esta letra f) del artículo 8° del señalado Decreto Ley fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Matta, Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar.

Letra g)

En cuanto al literal g) del ya referido artículo 8°, el Senado, en primer trámite constitucional, confió a la Subsecretaría de Derechos Humanos la función de diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, modificó esta proposición, disponiendo que dichos programas se enfocarían especialmente en los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, informó que la indicación del Ejecutivo propone sustituir este literal g) por el siguiente:


“g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, incluidos especialmente, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Comentó que la inquietud de los señores Parlamentarios respecto de la letra g) aprobada por la Cámara de Diputados se centra en que esta norma hace un énfasis especial en los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería, por cuanto ello podría insinuar que nunca ha existido algún tipo de capacitación para este sector, minimizando el trabajo que se ha venido realizando en los últimos años en estas instituciones.

Hizo notar que por lo anterior, se había buscado una propuesta que mantuviera la redacción, reemplazando, sin embargo, las expresiones “en especial” por “incluidos especialmente”. Señaló que con ello, se pretendía alcanzar la correcta interpretación en cuanto a que existe un trabajo sobre derechos humanos en estas instituciones, realzándose que debe existir un cuidado preferente sobre el tema, dado que dichas entidades tienen un monopolio en el uso de la fuerza y en la posesión de las armas.

La Honorable Senadora señora Pérez hizo notar que no le parecía claro que esta propuesta resuelva el punto en discordia, porque la redacción presentada puede parecer un tanto peyorativa.

Comentó que el fin de semana pasado, en la ciudad de Iquique el Ejército de Chile denunció a dos tenientes que vulneraron un memorial de víctimas de derechos humanos, agregando que fue un General del Ejército quien hizo la denuncia y que es el propio Ejército el que está imponiendo sanciones, siendo que pudo no haberlo hecho.

Por ello, consideró que las instituciones de las Fuerzas Armadas, en especial el Ejército de Chile, son respetuosas de los derechos humanos. En sintonía con lo anterior, manifestó sus reparos en relación a la expresión “incluidos especialmente”, sugiriendo suprimirla o bien, incluir otras instituciones del Estado en esta enumeración.

El Honorable Senador señor Ossandón estimó preferible eliminar estas expresiones, por considerar que es discriminatorio colocar el acento en las instituciones armadas.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Jiménez se mostró partidario de mantener estas palabras, porque para él constituyen la frase más importante de este literal. Afirmó que eliminarlas, sería desconocer la historia del país.

En su opinión, no se trata de un texto discriminatorio, porque son las Fuerzas Armadas las que deben conocer cabalmente el tema de los derechos humanos, ya que son ellas son las que mandan a sus miembros a las Escuelas de las Américas. Por lo anterior, insistió en que ese tipo de capacitación debe fortalecerse en relación a los integrantes de dichas instituciones.

El Honorable Diputado señor Arriagada precisó que no es el propósito de la regla en estudio ahondar en heridas del pasado, sino más bien tener una nueva mirada hacia el futuro en las instituciones que ejercen el monopolio de la fuerza. Ella, agregó, evite hechos como el ocurrido en Antuco, en que murieron cuarenta y cinco soldados, demostrando que prevalecía una visión desigual en cuanto a trato de las personas, pues los soldados murieron por no disponer de la adecuada indumentaria, que sí tenían los oficiales que se salvaron. Indicó que aquí no se incurrió en una violación a los derechos humanos a propósito, sino que el resultado fue producto de una visión de cómo se estructura la gestión del Ejército. Reparó que la sanción fue bastante débil y que, de hecho, las cuarenta y cinco familias sólo fueron incluidas en el Programa de Reparación y Ayuda Integral en Salud y Derechos (PRAIS), no existiendo otro tipo de reparación especial.

Igualmente, se refirió al proceso formativo que se emplea en Gendarmería de Chile y trajo a colación los ochenta y un presos que murieron quemados en la cárcel de San Miguel. Reconoció que esta institución ejerce un servicio en condiciones adversas, pero observó que esto no justifica aquellos hechos, que se volvieron a repetir en la cárcel de Calama y en Rancagua, en que se apaleó brutalmente a unos reos.

Sin lugar a dudas, resaltó, una formación como ésta es insuficiente, inadecuada, inhumana y trasgrede los derechos humanos, en el entendido que a los condenados por la comisión de un delito que tienen una sanción de privación de libertad, deben respetárseles sus demás derechos, lo que no ocurre. Además, enfatizó, no existe ningún cambio en la malla curricular de Gendarmería de Chile en relación con la formación de los gendarmes. Hizo presente, asimismo, la necesidad de revisar los intercambios con otras escuelas matrices.

Por todo lo anterior, sugirió acoger el texto propuesto por el Ejecutivo.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe indicó que se debe apreciar a la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos con una mirada de futuro, sin olvidar el pasado pero proyectándola hacia adelante. Desde esta perspectiva, señaló que la redacción aprobada por la Cámara de Diputados no apuntaba en la misma línea.

Analizando la nueva redacción planteada por el Ejecutivo, consideró que ella incluye en forma más implícita a otros funcionarios de la Administración del Estado, manteniendo el debido resguardo en cuanto a que los integrantes de las Fuerzas Armadas tengan una formación adecuada en materia de derechos humanos. De este modo, concluyó, ambas visiones se compatibilizan.

La Honorable Senadora señora Pérez aclaró que lo que se está discutiendo es la redacción de la norma y no el tema de fondo, ya que nadie desea excluir a los integrantes de las Fuerzas Armadas de la capacitación en derechos humanos. Solamente, añadió, se pretende aprobar una redacción que no tenga un sentido peyorativo. Compartió los planteamientos de los Honorables Diputados señores Jiménez y Arriagada, señalando que creía en Chile no existen dos visiones tan diversas respecto de los hechos del pasado y agregando que en este debate el tema es encontrar una redacción para que la Subsecretaría de Derechos Humanos no se enfoque únicamente en la violencia política. La idea, continuó, es que esta Subsecretaría tenga una agenda amplia, que incluya la violencia política pero que también trate otros temas, como la inclusión y el resguardo de los derechos de las minorías.

Con la finalidad de llegar a un acuerdo, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Quinteros, propuso reemplazar en la propuesta del Ejecutivo los vocablos, “incluidos especialmente” por “en particular”.

El Honorable Diputado señor Saldívar compartió el diagnóstico que se ha hecho de la realidad nacional y apuntó que es evidente la necesidad de enfatizar la aplicación de una doctrina específica en materia de derechos humanos en las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad y en Gendarmería, por el hecho de que ellos usan armas.

En particular, hizo referencia a la situación de Gendarmería de Chile y se preguntó por qué sus integrantes utilizan armas de guerra y no balines para custodiar las cárceles. En su opinión, aquí habría un exceso, lo que lo lleva a pensar en la necesidad de trabajar con una doctrina específica, en especial en instituciones que corren un riesgo permanente de generar situaciones de trasgresión a los derechos humanos.

En sintonía con lo anterior, se mostró partidario de la propuesta del Ejecutivo, aunque reconoció que él habría preferido ser más claro y categórico. Con todo, consideró que la propuesta resuelve en forma clara el problema. Igualmente, apoyó la sugerencia del Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Quinteros, porque, dijo, ella induce a las Fuerzas Armadas a incorporar una doctrina sobre derechos humanos.

El Honorable Diputado señor Coloma indicó que las expresiones “especialmente” y “en particular” presentan el mismo defecto, que es hacer una referencia expresa a unas instituciones con el objeto de hacer una representación de lo que fue su historia, sin ofrecer una mirada de lo que viene hacia el futuro. Además, reparó, no agregan nada a la regla en estudio. Por ello, prefirió que dichas instituciones queden expresamente incluidas, sin los vocablos “especialmente” o “en particular”.

La señora Ministra de Justicia apoyó la propuesta del Honorable Senador señor Quinteros.


- Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo para la letra g) del artículo 8°, contenido en el número 8) del artículo único, con la modificación planteada por el Honorable Senador señor Quinteros, fue aprobada por siete votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Ossandón y Quinteros, y los Honorables Diputados señores Arriagada, Jiménez y Saldívar. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Coloma.

En consecuencia, el literal g) del artículo 8° quedó de la siguiente manera:

“g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, en particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.
Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Número 10)

Letra h) del inciso primero del artículo 11

El Senado, en primer trámite constitucional, reemplazó el artículo 11 de Ley Orgánica del Ministerio de Justicia por otro precepto que señala los integrantes del Comité Interministerial de Derechos Humanos, entidad que tendrá por objeto asesorar al Presidente de la República en los lineamientos de la política intersectorial en materia de derechos humanos. Se dispone que este Comité estará compuesto por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá; el Ministro Secretario General de la Presidencia; el Ministro del Interior y Seguridad Pública; el Ministro de Relaciones Exteriores; el Ministro de Desarrollo Social; el Ministro de Educación; el Ministro de Defensa, y el Director del Servicio Nacional de la Mujer.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la referencia al “Director del Servicio Nacional de la Mujer” que se hace en la letra h) de esta disposición, por otra al “Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación, teniendo en consideración que el artículo 5° de la ley N° 20.820, que creó el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, contempla como su titular a “El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género”. Se tuvo en consideración que, sin embargo, la disposición primera transitoria de esta ley delega facultades a la Presidencia de la República para determinar la fecha de entrada en vigor de su articulado permanente, lo que no ha ocurrido.

Por tal razón, se constató la necesidad de definir en el proyecto de ley en estudio la denominación que tendrá el titular del Servicio Nacional de la Mujer como integrante del referido Comité.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, informó que la indicación del Ejecutivo propone sustituir la señalada letra h) del artículo 11 por la siguiente:


“h) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.".


Analizada la situación, los miembros de la Comisión Mixta estimaron pertinente acoger la indicación del Ejecutivo, sin perjuicio de agregar una disposición transitoria nueva al proyecto, que precise que mientras no entre en vigor el articulado permanente de la ley N° 20.820, integrará el Comité Interministerial de Derechos Humanos el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.

El Jefe de la Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, señor Fernando Mardones, confirmó que hoy no es una denominación vigente, pero que piensan que al momento en que entre en vigencia esta ley sí lo será.


- Este acuerdo contó con los votos favorables de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Ossandón y Quinteros, y los Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar.

Número 11), nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó un número 11, nuevo, que incorporó un artículo 14 bis a la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

Esta norma se refiere al Plan Nacional de Derechos Humanos, que tendrá una duración de cuatro años, y que contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas a la promoción y protección de los derechos humanos. Además, establece que deberá indicar sus objetivos y metas; la identificación de sus responsables; los recursos financieros disponibles, y los mecanismos de seguimiento y evaluación de sus resultados. Asimismo, se dispone que este Plan deberá ser elaborado a partir de las prioridades que proponga el Comité Interministerial de Derechos Humanos, y que se materializará en la elaboración de una serie de políticas, que deberán abordar las siguientes materias:

a) Promover la investigación y sanción de los crímenes de lesa humanidad, ocurridos durante la Dictadura, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

b) Preservar la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.

c) Promover la reparación de los casos de violaciones a los derechos humanos ocurridos durante la Dictadura.

d) Responder a las necesidades y requerimientos de grupos en situación de discriminación dentro de la sociedad.

e) Promover la educación y formación en derechos humanos. 

f) Promover el cumplimiento de las sentencias internacionales dictadas por el Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó este precepto.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, informó que la indicación del Ejecutivo propone reemplazar esta disposición por la que sigue:


“Artículo 14 bis.- El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de 4 años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar al menos:

a) El señalamiento de los objetivos y las metas.

b) La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.





d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.





Dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y en su formulación se deberá tener en consideración la opinión de la sociedad civil, según lo dispuesto en el literal h) del artículo 8°, y los informes, propuestas y recomendaciones, conforme sea pertinente, procedentes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, así como también del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos humanos.





El Plan Nacional se materializará en la elaboración de políticas, que abordarán al menos especialmente las siguientes materias:





a)
La promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, y crímenes y delitos de guerra, en especial, según correspondiere, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.





b)
La preservación de la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.





c)
La promoción de la no discriminación arbitraria, de conformidad a la normativa nacional e internacional vigente, en especial la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





d)
La promoción de la educación y formación en derechos humanos, en los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y superior, así como en los programas de capacitación, formación y perfeccionamiento de todas las autoridades y funcionarios de los órganos del Estado, incluidos el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policías de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y las Municipalidades.





e)
La promoción del cumplimiento de las medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, dictadas en virtud del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos, de conformidad con la letra f) del artículo 8°.”.

El Jefe de la Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, señor Fernando Mardones, señaló que este artículo fue incorporado en la Cámara de Diputados y resaltó que esta norma versa sobre el Plan Nacional de Derechos Humanos, que durará cuatro años y que tiene por finalidad diseñar e implementar una política estatal que trascienda los gobiernos de turnos. 

Se consignan sus requisitos metodológicos, las personas responsables, los mecanismos de seguimiento, y sus fuentes, a saber: los lineamientos sectoriales e intersectoriales que defina el Comité Interministerial; la opinión de la sociedad civil; las recomendaciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos que constan en su Informe Anual, y los compromisos que adquiera Chile en materia de derechos humanos a nivel internacional.

Detalló que los temas de discordia se refieren a los tópicos mínimos que debe abordar este Plan, que están en los literales a) a e).

En relación con el literal a), dio cuenta que el Ejecutivo propone integrar en esta letra tanto la promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, crímenes y delitos de guerra, en especial, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. Así, no se circunscriben a este período, y se abarca cualquier otro episodio que ocurra en el futuro. 

Destacó que se priorizó este período porque Chile ha sido condenado en dos ocasiones: en el año 2006 en el “caso Almonacid” y en el 2011 en el “caso García Lucero” por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual impuso la obligación, especial, al país de investigar y sancionar delitos de lesa humanidad cometidos en este período.

Además, acotó, porque se traspasa a la Subsecretaría de Derechos Humanos el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, una de cuyas obligaciones, según el artículo 6° de la ley N° 19.123, es poder encontrar los cuerpos de las personas desparecidas y determinar la muerte de las personas ejecutadas en ese período, lo que consideró como un derecho inalienable para su familiares y para la sociedad nacional.

Por otra parte, subrayó, se elimina el concepto “Dictadura” y se fija un período en que se debe investigar con mayor énfasis para fines de promoción y reparación.

Por todo lo anterior, destacó la importancia de la prioridad que se establece en este literal a).

En cuanto a la letra c), informó que la controversia se dio por un tema de redacción. Refirió que la propuesta del Ejecutivo busca concretar las situaciones de vulneración que se incluyen en esta letra. 

En particular, precisó, se consideran situaciones de discriminación de la ley N° 20.609 y, en general, los requerimientos y necesidades de grupos en situación de vulneración, entendiendo que se incorporan las Cien Reglas de Brasilia, en cuanto a la protección o a los acuerdos que asumió Chile respecto de la protección de grupos vulnerables.

El Honorable Diputado señor Coloma comentó que en la propuesta del Ejecutivo se fusionaron las letras a) y c) y observó que al agregarse la palabra “reparación” al nuevo literal a), se hace una referencia tácita a la ley N° 19.123, que corresponde a la Ley Valech. 

Apuntó que dado que en dicha ley se establece que se debe reparar la violencia política, consultó por qué no consagrar expresamente en este literal la inclusión de la reparación de la violencia política.

El Honorable Senador señor Quinteros resaltó que se trata de ámbitos distintos, por un lado, la Subsecretaría de Derechos Humanos y por otro, la Ley Valech.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la responsabilidad del Estado surge cuando los agentes del Estado violan los derechos fundamentales y acotó que no toda violación a los derechos humanos es una violencia política.

- En votación, la propuesta del Ejecutivo para el artículo 14 bis, contenido en el número 11) del artículo único, fue aprobada por ocho votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Matta, Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Jiménez y Saldívar. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Coloma.

Artículo segundo transitorio

(artículo tercero transitorio de la Honorable Cámara de Diputados)

Número 2

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo segundo transitorio que faculta al Presidente de la República para que dentro de un año dicte uno o más decretos con fuerza de ley para: fijar la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos; fijar la planta de su personal; dictar las normas necesarias para su adecuada estructuración y funcionamiento; determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen; disponer del traspaso de los funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos, y determinar la supresión o conversión de los cargos en la nueva planta.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo varias modificaciones a este artículo transitorio, que en lo medular, se traducen en la inclusión del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública a la Subsecretaría de Derechos Humanos, en lo que se refiere a su personal y a sus recursos.

En particular, el número 2 aprobado por el Senado consagra la facultad que se concede al Presidente de la República para fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos, la fecha de entrada en vigencia de su planta y de los encasillamientos que correspondan, así como su dotación máxima.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó a este numeral un texto que exime al Ejecutivo de cumplir con la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, el cual establece que el número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de su personal.

El Senado, en tercer trámite, rechazó esta enmienda.

El Ejecutivo presentó la siguiente propuesta:

“Para agregar en el numeral 2.- del artículo segundo de las Disposiciones Transitorias del texto aprobado por el Senado (artículo tercero del texto aprobado por la Cámara de Diputados), a continuación de la expresión “dotación máxima de personal”, la siguiente oración:

“la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.”, antecedida por una coma (“,”).”.

La señora Ministra de Justicia resaltó que tienen el desafío de cumplir la relación de 20% en personal a contrata y de 80% en personal de planta en todo el aparato del Estado y que hoy se está trabajando para llegar a esta meta, gradualmente. 

Asimismo, dio cuenta que existe un compromiso del Ministerio de Hacienda por incorporar más de ocho mil trabajadores a honorarios a la contrata.

Señaló que esta norma ha sido considerada en todas las Leyes de Presupuestos que se han aprobado, incluso, en la ley N° 20.798, que corresponde a la última Ley de Presupuestos, que establece lo mismo en relación con la Partida del Ministerio de Justicia. Así, destacó que con esta norma busca hacer extensiva dicha disposición a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Aclaró que, en este caso, la dotación está establecida en relación a personal de planta, a contrata y a honorarios, y que también se contempla la posibilidad de poder traspasar desde el Ministerio de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. Agregó que se comprometieron en este traspaso a respetar lo más posible las relaciones establecidas en la ley vigente.


- En votación la propuesta del Ejecutivo para el número 2 del artículo segundo transitorio (artículo tercero transitorio de la Honorable Cámara de Diputados), del artículo único, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Matta, Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar.
- - -

Enmiendas complementarias


Una vez finalizado el análisis de las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras respecto a esta iniciativa, en forma unánime la Comisión Mixta resolvió introducir dos ajustes formales al proyecto, en relación a disposiciones que no motivaron controversia entre ambas Cámaras pero que ameritan perfeccionarse.


Son las siguientes:


En primer término, en relación al encabezado del artículo 5° del Decreto Ley N° 3.346, por razones de coherencia y armonía, se acordó disponer que las funciones que allí se contemplan, corresponden al Ministro de Justicia y Derechos Humanos y no al Ministerio del ramo. Al efecto, se acordó sustituir la referencia que se hace al Ministerio de Justicia por otra al “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”, en sintonía con la redacción del texto legal vigente.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Matta, Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar

En segundo lugar, en lo concerniente a la enmienda contenida en la letra b) del numeral 9) del artículo único del proyecto, referida al artículo 9° del Decreto Ley N° 3.346, se acordó sustituir la forma verbal “Sustitúyese la letra a) por la siguiente:” por “Agrégase la siguiente letra a):”. Lo anterior deriva de que la letra a) del referido artículo 9° fue derogada por la ley N° 20.587.

- En votación, la modificación antes propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Pérez y Van Rysselberghe y señores Ossandón y Quinteros, y Honorables Diputados señores Arriagada, Coloma, Jiménez y Saldívar.
- - -

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de salvar las divergencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, la siguiente:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 3)

Literal d) contenido en la letra c), nueva


Contemplar como tal, la siguiente:


“d) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;”.

Número 6)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:

“a) Reemplázase, en su encabezamiento, la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.”.

Número 8)

Literales f) y g) del artículo 8°


Consultar como tales, las que siguen:


“f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;

g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, en particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.
Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Número 9)

Letra b)


Reemplazar su enunciado por el que sigue:

“b) Agrégase la siguiente letra a):”.

Número 10)

Letra h) del inciso primero del artículo 11


Sustituirla por la siguiente:

“h) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.”.

Número 11), nuevo


Consultar como tal, el siguiente:


“11) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:

“Artículo 14 bis.- El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de 4 años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar al menos:
a) El señalamiento de los objetivos y las metas.

b) La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.





d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.





Dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y en su formulación se deberá tener en consideración la opinión de la sociedad civil, según lo dispuesto en el literal h) del artículo 8°, y los informes, propuestas y recomendaciones, conforme sea pertinente, procedentes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, así como también del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos humanos.





El Plan Nacional se materializará en la elaboración de políticas, que abordarán al menos especialmente las siguientes materias:





a)
La promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, y crímenes y delitos de guerra, en especial, según correspondiere, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.





b)
La preservación de la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.





c)
La promoción de la no discriminación arbitraria, de conformidad a la normativa nacional e internacional vigente, en especial la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





d)
La promoción de la educación y formación en derechos humanos, en los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y superior, así como en los programas de capacitación, formación y perfeccionamiento de todas las autoridades y funcionarios de los órganos del Estado, incluidos el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policías de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y las Municipalidades.





e)
La promoción del cumplimiento de las medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, dictadas en virtud del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos, de conformidad con la letra f) del artículo 8°.”.”.

Artículo segundo transitorio

(artículo tercero transitorio de la Honorable Cámara de Diputados)

Número 2


Contemplar como tal, el siguiente:

“2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.”.

Artículo noveno transitorio, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:

“Artículo noveno.- Mientras no entre en vigencia el articulado permanente de la ley N° 20.280, integrará el Comité Interministerial de Derechos Humanos a que se refiere el artículo 11 el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.”.

- - -

A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la ley orgánica del Ministerio de Justicia:

1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

2) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1°:

a) Sustitúyese la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

b) Agrégase, a continuación de la expresión “Poder Judicial”, la frase “, de fomentar y promocionar los derechos humanos”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:

a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

b) Intercálase, en la letra a), a continuación de la palabra “comercial”, la expresión “, administrativa”, y reemplázase el término “necesarias” por “pertinentes”.

c) Incorpóranse las siguientes letras b), c), d) y e), nuevas, pasando las actuales b), c), d) y e), a ser f), g), h) e i), y las restantes a asumir su nuevo orden alfabético correlativo:

“b) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con el Presidente de la República en las materias relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. En ejercicio de esta función, le corresponderá realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime pertinentes;

c) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos y, en ejercicio de esta función, colaborar con las respuestas o informes que se presenten a nombre del Estado de Chile;

d) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;

e) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales o internacionales, dentro del ámbito de sus competencias;”.

d) Sustitúyense en la letra c), que pasa a ser g), la palabra “reo” por “condenado”; el vocablo “menores”, la primera vez que aparece, por la expresión “niñas, niños y adolescentes”; y suprímese el vocablo “menores”, la segunda vez que aparece.”.

e) Sustitúyese, en la letra h), que pasa a ser l), la frase “Junta de Servicios Judiciales” por “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.

f) Reemplázase, en la letra j), que pasa a ser n), los dos puntos finales (:) por un punto y coma (;).

g) Reemplázase, en la letra k), que pasa a ser ñ), la palabra “defensa” por “reinserción”.

h) Sustitúyese la letra o), que pasa a ser s), por la siguiente:

“s) Intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, le confieren.”.

i) Reemplázase, en la letra q) que pasa a ser u), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).

j) Sustitúyese, en la letra r), que pasa a ser v), el punto final (.) por un punto y coma (;).

k) Reemplázanse, en la letra s), que pasa a ser w), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, y el punto final (.) por un punto y coma (;).

l) Sustitúyese en la letra t), que pasa a ser x), el punto final (.), por la expresión “, y”.

m) Agrégase la siguiente letra y):

“y) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

4) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Incorpórase, en la letra b), a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la expresión “de Justicia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) La Subsecretaría de Derechos Humanos, y”. 

c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Reemplázase, en su encabezamiento, la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.

b) Reemplázase en la letra a) la expresión “jefatura superior” por “conducción”.

c) Intercálanse las siguientes letras b) y c), nuevas, adecuándose las demás correlativamente:

“b) La colaboración inmediata con el Ministerio de Relaciones Exteriores en el ejercicio de las funciones ministeriales señaladas en las letras c) y d) del artículo 2°;

c) La presidencia del Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11;”.

d) Sustitúyese, en la letra c), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).

e) Reemplázase, en la letra d), el punto final (.) por un punto y coma (;).

f) Agrégase la siguiente letra g):

“g) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.

7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:

a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la locución “de Justicia”.

b) Modifícase el inciso segundo del modo que sigue:

i) Sustitúyese su encabezado por el siguiente:

“El Subsecretario de Justicia es el jefe superior de la Subsecretaría de Justicia, colaborador inmediato del Ministro en las materias de su competencia y su subrogante legal. Tiene a su cargo la administración interna del Ministerio y le corresponden las funciones y atribuciones establecidas en la legislación vigente y, en especial:

ii) Agréganse, en su letra a), a continuación del verbo “Atender”, la frase “, en su calidad de superior jerárquico,”, y después de la palabra “Justicia”, la expresión “y Derechos Humanos”.

iii) Sustitúyese su letra b) por la que sigue: 

“b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

8) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y elaboración de las políticas, planes y programas relativos a la promoción y protección de los derechos humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el jefe superior de la Subsecretaría de Derechos Humanos y colaborador inmediato del Ministro en las materias de su competencia y, en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

Corresponde a la Subsecretaría de Derechos Humanos:

a) Proponer al Ministro de Justicia y Derechos Humanos el diseño y elaboración de políticas, planes, programas y estudios referidos a la promoción y protección de los derechos humanos, y colaborar en el fomento y desarrollo de dichas políticas, planes, programas y estudios.

b) Promover la elaboración de políticas, planes y programas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.

c) Elaborar y proponer el Plan Nacional de Derechos Humanos, a que alude el artículo 14 bis, y presentarlo al Comité Interministerial de Derechos Humanos, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) del artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución, seguimiento y evaluación con los demás Ministerios, requiriendo la información que sea necesaria.

d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas pertinentes para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 2°.


f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;

g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, en particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.
Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.

h) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo con organizaciones ciudadanas y con la sociedad civil en general, respecto de la adopción de políticas, planes y programas en materia de derechos humanos, con el objeto de promover y garantizar el respeto efectivo de los derechos humanos en los diferentes ámbitos del quehacer nacional, tomando en consideración y, en su caso, remitiendo a las instancias competentes las peticiones que éstas les formulen. Lo anterior, sin perjuicio de las competencias que le corresponden al Ministerio de Relaciones Exteriores en cumplimiento de las obligaciones internacionales de Chile en materia de derechos humanos.

i) Ejercer las labores de Secretaría Ejecutiva del Comité Interministerial de Derechos Humanos.

j) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales o internacionales, dentro del ámbito de sus competencias.

k) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Las atribuciones en materia de derechos humanos que este y otros cuerpos legales entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

9) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°:

a) Reemplázanse, en el encabezamiento, las expresiones “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”; y “el decreto ley N° 575, de 1974” por “la legislación vigente”.

b) Agrégase la siguiente letra a):

“a) Colaborar en la región con las Subsecretarías de Justicia y de Derechos Humanos, en las materias de su competencia;”.

10) Reemplázanse los artículos 10, 11, 12, 13 y 14, por los que se indican a continuación:

“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de derechos humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.

Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por:

a) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá.

b) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.

c) El Ministro de Relaciones Exteriores.

d) El Ministro de Defensa Nacional.

e) El Ministro Secretario General de la Presidencia.

f) El Ministro de Desarrollo Social.

g) El Ministro de Educación.

h) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.

Adicionalmente, podrán asistir en calidad de invitados, con derecho a voz, el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el Director de Presupuestos, representantes de otros órganos y funcionarios de la Administración del Estado, de la sociedad civil y personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por la autoridad que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.

A las sesiones del Comité deberá concurrir personalmente el Ministro respectivo o, en su defecto, su subrogante legal, quien podrá ser acompañado por un asesor.

Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:

a) Conocer y acordar las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de derechos humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.

b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en el ámbito de los derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la materia.

c) Acordar las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior por ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, incluidas las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 14 bis.

d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.

e) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos y elaborar propuestas a partir de su contenido, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1 del artículo 3° de la ley N° 20.405.

f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado, propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.

Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración Pública, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.

Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de la mayoría de sus integrantes y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar, a lo menos, dos veces al año.

Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.

Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.

Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

11) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de 4 años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar al menos:

a) El señalamiento de los objetivos y las metas.

b) La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.





d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.





Dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y en su formulación se deberá tener en consideración la opinión de la sociedad civil, según lo dispuesto en el literal h) del artículo 8°, y los informes, propuestas y recomendaciones, conforme sea pertinente, procedentes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, así como también del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos humanos.





El Plan Nacional se materializará en la elaboración de políticas, que abordarán al menos especialmente las siguientes materias:





a)
La promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, y crímenes y delitos de guerra, en especial, según correspondiere, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.





b)
La preservación de la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.





c)
La promoción de la no discriminación arbitraria, de conformidad a la normativa nacional e internacional vigente, en especial la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





d)
La promoción de la educación y formación en derechos humanos, en los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y superior, así como en los programas de capacitación, formación y perfeccionamiento de todas las autoridades y funcionarios de los órganos del Estado, incluidos el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policías de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y las Municipalidades.





e)
La promoción del cumplimiento de las medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, dictadas en virtud del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos, de conformidad con la letra f) del artículo 8°.”.

12) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”.

13) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la locución “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

14) Incorpórase el siguiente artículo 18:

“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.

15) Deróganse los artículos 1° y 2° transitorios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346, de 1980.

Artículo segundo.- Traspásanse desde el Ministerio del Interior y Seguridad Pública a la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, todas las funciones y atribuciones que se derivan del artículo 10 transitorio de la ley N°20.405, para el Programa de Derechos Humanos creado por el decreto supremo N° 1.005, de 1997, del Ministerio del Interior, incluidas aquellas destinadas al ejercicio de las funciones o actividades asignadas al organismo a que se refiere la ley N° 19.123.

Traspásanse a la Subsecretaría de Derechos Humanos la documentación y archivos generados por la ex Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación y el Programa de Derechos Humanos, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, así como la función de conservación y custodia de dicha documentación y archivos.

La Subsecretaría de Derechos Humanos será la continuadora legal de todos los derechos y obligaciones que correspondían al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en virtud de las funciones y atribuciones que se traspasan en este artículo.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, cuando corresponda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.

3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.

4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.

5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde las Subsecretarías de Justicia y de Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

De igual modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen, disminuyéndose de su dotación máxima el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica.

6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde las Subsecretarías de Justicia y de Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos. Con todo, la individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, según corresponda, en el plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.

7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6 precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón. Lo anterior se formalizará por resolución del Subsecretario de Derechos Humanos, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

8. Traspasar a la Subsecretaría de Derechos Humanos los recursos de la Subsecretaría del Interior que correspondan al Programa de Derechos Humanos, creado por el decreto supremo N° 1.005, de 1997, del Ministerio del Interior.

9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Subsecretaría del Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Sin perjuicio de lo señalado en este artículo, a partir de la fecha de publicación de esta ley el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Derechos Humanos para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Derechos Humanos, grado C, de la Escala Única de Sueldos, se financiará con cargo a la Partida del presupuesto del Ministerio de Justicia, Capítulo 01, Programa 01.

Artículo cuarto.- Para efectos del encasillamiento a que se refiere el artículo anterior, se aplicarán las normas previstas en el decreto con fuerza de ley a que se refiere su inciso primero, según lo dispuesto en el número 3 de la misma disposición.
El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, ni modificación de los derechos previsionales, como tampoco disminución de las remuneraciones respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.

Artículo quinto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos mediante el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas aplicables a la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo séptimo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, según corresponda. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.

Artículo octavo.- El primer Plan Nacional de Derechos Humanos deberá elaborarse en un plazo que no podrá exceder de doce meses contado desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos.”.

Artículo noveno.- Mientras no entre en vigencia el articulado permanente de la ley N° 20.280, integrará el Comité Interministerial de Derechos Humanos a que se refiere el artículo 11 el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de septiembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señoras Lily Pérez y Jacqueline Van Rysselberghe y señores Manuel Antonio Matta, Manuel José Ossandón y Rabindranath Quinteros (Presidente), y de los Honorables Diputados señores Claudio Arriagada, Juan Antonio Coloma, Tucapel Jiménez y Raúl Saldívar.

Sala de la Comisión Mixta, a 15 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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